
Realidad Nacional

Revista     

de laAnálisis
Año 2	      Edición Especial 3        Enero/Marzo 2013 IPNUSAC

PROPUESTA

INCIDENCIA

BIEN COMÚN

“ID Y ENSEÑAD A TODOS”

Pueblos indígenas: el actor que entra a escena

El costo social de un Estado débil

El Caballo de Troya, la paradoja de la buena fe

Jornadas de marzo y abril en el recuerdo

La lucha por la calidad educativa

Dimensiones económicas de la minería 

Anotaciones sobre la coyuntura económica

Constitución y constituyentes del 45

protes-
tantismo 

Posibi-
lidades 
políticas 

Guatemala 
en la próxima década 

Análisis de coyuntura

Gobernabilidad democrática

Políticas públicas

Legado

ISSN 2227-9113

en Guatemala

El

de la memoria



La Revista Análisis de la Realidad Nacional es una publicación 
del Instituto Problemas Nacionales de la Universidad de San 
Carlos de Guatemala (IPNUSAC) sobre temas y procesos sociales 
de actualidad. Promueve enfoques plurales e interdisciplinarios, 
y reivindica la tradición de libertad de cátedra, el debate vivo e 
informado y el ejercicio de la crítica y de la propuesta responsable. 
Es una revista trimestral impresa editada en Guatemala. La presente 
publicación es una compilación de análisis de coyuntura y artículos 
publicados en la versión digital de la Revista Análisis de la Realidad 
Nacional que se publica quincenalmente.

Realidad Nacional

Revista     

de laAnálisis

Impreso en talleres gráficos de Serviprensa, S.A.
Ciudad de Guatemala, Guatemala 

Diseño Gráfico
Rosario González/ www.rozetina.daportfolio.com

Revista Análisis de la Realidad Nacional
ISSN 2227-9113 (Registro para versión digital)

Ciudad Universitaria, zona 12 
Edificio S-11 Oficina 100 
Ciudad de Guatemala, Guatemala,  C.A. 

502  2418-7679 
ipn@usac.edu.gt / ipnusac@gmail.com   
www.ipn.usac.edu.gt / www.revistaipnusac.org

Revista análisis de la realidad nacional / 
Instituto de Problemas Nacionales 
Universidad de San Carlos de Guatemala. -- 
Guatemala : IPNUSAC,2013 

v. il. ; 25 cm.

Trimestral

Año 2 , edición Especial 3 (Enero - Marzo 2013)

361
R454



Realidad Nacional

Revista     

de laAnálisis

Enero / Marzo 2013 Edición especial 3 Año 2

“ID Y ENSEÑAD A TODOS”



Autoridades Universidad de San Carlos de Guatemala (USAC)
Carlos Estuardo Gálvez Barrios, Rector 
Carlos Alvarado Cerezo, Secretario General

Edgar Gutiérrez, Coordinador General IPNUSAC
 
Editora
Rina Monroy, Comunicadora IPNUSAC 

Consejo Editorial
Edgar Gutiérrez, Coordinador General del IPNUSAC
Mario Rodríguez,  Jefe División de Educación IPNUSAC
Luis Leal, Jefe División de Innovación Científico Tecnológica IPNUSAC
Carlos Martínez,  Jefe División Socioeconómica IPNUSAC
Cristhians Castillo, Jefe División Sociopolítica IPNUSAC
Adrián Chavez, Jefe División de Salud y Seguridad Social IPNUSAC
Magaly Arrecis, Jefe División Socioambiental IPNUSAC
Lizandro Acuña, Investigador de Seguridad y Justicia IPNUSAC
Rina Monroy, Comunicadora IPNUSAC
Diego Montenegro, Abogado y Notario, Analista Independiente
Maynor Amézquita, Maestro en Comunicación y Periodista

Consejo Asesor Internacional
Alfredo Forti, Internacionalista
Jorge Nieto Montesinos, Sociólogo
Francisco Goldman, Escritor y Periodista  

Colaboradora Bibliotecológica
Magaly Portillo, Jefa Biblioteca Central USAC
Yolanda Santizo, Jefa de Procesos Técnicos, Biblioteca Central USAC
Dora María Cardoza Meza, Bibliotecóloga 

Versión Digital
Jacqueline Rodríguez, IPNUSAC

Los derechos de autor quedan regidos por la ley de los países 
signatarios de la Convención Interamericana sobre Derechos de Autor 
de obras científicas y por las disposiciones contenidas en el artículo 451 
del Código Civil de la República de Guatemala. 
La propiedad intelectual de los artículos es exclusiva de sus autores. 
Pueden ser utilizados, toda vez que se citen los derechos de autor. 
Registrada en el Centro Internacional ISNN (International Standard 
Number) bajo el No. 2227-9113 (Registro para versión digital).



Revista Análisis de la Realidad Nacional	 IPNUSAC

Índice

Alaska o el invierno de Otto Pérez
16  de octubre 2012 ............................................................22

Pueblos indígenas: el actor que entra a escena
1 de noviembre 2012 ........................................................... 25

Terremoto en el mapa político
16 de noviembre 2012 ......................................................... 28

El primer año de Gobierno
1 de diciembre 2012 ............................................................ 31

El carro de las ventanas rotas
16 de diciembre  2012 ......................................................... 38

El costo social de un Estado débil
Carlos Aníbal  Martínez C.  ................................................... 44

El Caballo de Troya, la paradoja de la buena fe
Cristhians Castillo .................................................................51

La Recomposición del presidencialismo en Guatemala
¿En ruta hacia la dictadura democrática?
Cristhians Castillo .................................................................65

Análisis de coyuntura1

2Gobernabilidad democrática

Presentación -  Carlos Estuardo Gálvez Barrios
		     Rector de la Universidad de San Carlos de Guatemala

IPNUSAC

IPNUSAC

Carlos Aníbal Martínez C.



Enero / Marzo 2013 Edición especial 3 Año 2

Justicia
Constitución y constituyentes del 45
Víctor Hugo Godoy Morales ................................................ 76

Eficiencia y eficacia en el sistema de justicia
Alejandro Sánchez .............................................................. 81

La inaceptable criminalización y represión del 
derecho de reunión y manifestación
José Antonio Monzón Juárez................................................ 86

El modelo normativo de la investigación criminal
Javier Monterroso................................................................96 

Economía
Crisis mundial y optimismo nacional
Carlos Aníbal Martínez C. ................................................... 109

Economía campesina
Luis Leal............................................................................. 115 

Anotaciones sobre la coyuntura económica
Carlos Aníbal Martínez C. ................................................... 124

Medioambiente
Conflictos socioambientales en Guatemala 
Magaly Arrecis López........................................................... 131

Las dimensiones económicas de la actividad minera 
Geiselle Vanessa Sánchez Monge......................................... 138

Manglares, ecosistemas que soportan la vida 
en las costas
Magaly Arrecis López........................................................... 143

Educación
La lucha por la calidad educativa
Mario Rodríguez Acosta........................................................150

Reflexiones sobre la coyuntura educativa
Mario Rodríguez Acosta........................................................154

El ejercicio del poder en instituciones universitarias
Mario Rodríguez Acosta........................................................161

3Políticas públicas



Revista Análisis de la Realidad Nacional	 IPNUSAC

Salud
Enfermedades olvidadas, asociadas a la inequidad 
y pobreza
Lisandro Morán (1968-2012)...........................................167

Guatemala en la próxima década
Edgar Gutiérrez............................................................... 174

El protestantismo en Guatemala
Jesús García-Ruiz............................................................ 197

Las posibilidades políticas de la memoria
Jorge Mario Rodríguez Martínez........................................230

Jornadas de Marzo y Abril en el recuerdo
Julio Penados del Barrio................................................... 244

4

5

Tendencias

Legado

Instrucciones a los autores ................................................... 252



Revista Análisis de la Realidad Nacional	 IPNUSAC

Magaly Arrecis López
Bióloga de la Universidad de San Carlos de Guatemala (USAC) y con maestría 
en Socioeconomía Ambiental del Centro Agronómico Tropical de Investigación y 
Enseñanza (CATIE). Es la responsable del Área Socioambiental del IPNUSAC y forma 
parte del Comité Técnico del Observatorio Ambiental de Guatemala (OAG). Ha 
sido docente de la Escuela de Postgrado de la Facultad de Ciencias Económicas, de 
la USAC; Jefa del Área de Desarrollo Rural y Ambiente del IPNUSAC y consultora 
en políticas socioambientales, desarrollo rural, socioeconomía ambiental, educación 
ambiental, áreas protegidas y ecosistemas de manglares en distintas instituciones. 
Ha publicado artículos de opinión, documentos técnicos, libros de texto, manuales 
y materiales de educación ambiental.

Cristhians Castillo
Licenciado en Relaciones Internacionales (Cum Laude), con estudios en Economía. 
Cursa maestría en Análisis Estratégico, Seguridad y Geopolítica. Jefe del Área 
Sociopolítica del IPNUSAC. Docente de la Universidad Rafael Landívar (URL). Ha 
sido consultor e investigador de FLACSO-Guatemala y docente en programas de 
formación política para INCEP a nivel centroamericano. Coautor del libro Partidos 
Políticos en Guatemala: entre institucionalidad y pragmatismo político y Entendiendo 
la verdadera fortaleza partidaria (Cuadernos de formación política). Pluma invitada 
para columnas de opinión del diario Prensa Libre (Guatemala).

Jesús García-Ruiz
Antropólogo y sociólogo.  Actualmente es Director de Investigaciones en el Centro 
National de la Recherche Scientifique (CNRS), París y EHESS, como Director de 
Investigaciones en Socioantropología de los Procesos de Cambio en las Sociedades 
Latinoamericanas. Sus estudios se enfocan especialmente en los aspectos étnico y 
religioso en los cambios culturales.  Ha publicado El Camino de Vuelta a Casa, La 
Universidad a las Puertas del Té, Identidades Fluidas, Hacia una Nación Pluricultural 
en Guatemala.

Índice de
Autores



Enero / Marzo 2013 Edición especial 3 Año 2

Víctor Hugo Godoy Morales
Político autodidacta. Militante de la Juventud del viejo Partido Revolucionario (PR) 
del ala de Alberto Fuentes Möhr. Colaborador del Frente Unido de la Revolución 
(FUR) de Manuel Colom Argueta. Presidente del Comité Cívico "Poder Popular", 
que impulsó la candidatura a la alcaldía de Guatemala de José Ángel Lee en 
1982. Secretario General Adjunto del PR en su refundación, en 1983. Integrante 
de la Asamblea Nacional Constituyente que en 1985 promulgó la Constitución 
Política de la República. Miembro de la Comisión Nacional de Reconciliación por 
los partidos políticos en 1991-93, e impulsor de la creación del Frente Democrático 
Nueva Guatemala (FDNG) en 1994-95. Se ha desempeñado como Director de 
Servicios Públicos de la Municipalidad de Guatemala; diputado Constituyente, 
diputado al Congreso, verificador en MINUGUA, Presidente de COPREDEH, Ministro 
de Trabajo, Embajador ante la OEA en Washington, asesor del Procurador de los 
Derechos Humanos en tres diferentes administraciones.

Edgar Gutiérrez 
Analista político y economista. Coordinador General del IPNUSAC. Fue Ministro 
de Relaciones Exteriores y Secretario de Análisis Estratégico de la Presidencia de 
la República. Coordinador General del REMHI. Presidente de la Fundación DESC 
para América Latina. Consultor para asuntos latinoamericanos. Autor de numerosos 
ensayos y artículos de prensa. Su último libro (coautor): Narcotráfico, corrupción y 
Estados: cómo las redes ilícitas han reconfigurado las instituciones en Colombia, 
Guatemala y México (Mondadori, México 2012). Embajador en misión especial
ante la OEA para la reforma de la política de drogas y miembro del comité hemisférico 
de expertos en escenarios de la política de drogas (2013-2025). Coordinador de la 
Comisión Multinacional en apoyo a la reforma de la seguridad pública en Honduras.

Luis Leal
Médico Veterinario. Maestría en Producción Animal. Jefe del Área de Innovación 
Científico Tecnólogica del IPNUSAC. Fue Rector de la USAC en el período 2002-
2006. Representante de los Rectores de las Universidades de Guatemala ante la 
Comisión Nacional de los Acuerdos de Paz. Docente de la USAC. Ha publicado 
Sistemas Agrosilvopastoriles amigable con el medio ambiente.

Carlos Aníbal Martínez C.
Economista. Jefe del Área de Socioeconómica del IPNUSAC. Fue Coordinador 
de la Unidad de Asuntos Económicos, del Centro de Apoyo Estratégico Presidencia 
de la República. Consultor del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD)  y del Banco Interamericano de Desarrollo (BID). Ha publicado el libro 
Formación, Difusión y Aplicación del Pensamiento sobre Economía y Desarrollo 
en Guatemala.

 



Revista Análisis de la Realidad Nacional	 IPNUSAC

Javier Monterroso
Licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales por la USAC. Postgrado de especialización 
en Constitucionalismo y Garantismo, Universidad de Castilla la Mancha, España. 
Maestría en Derecho Constitucional en la USAC. Especialista en justicia penal, 
seguridad ciudadana y política criminal. Ha trabajado en el Instituto de Estudios 
Comparados en Ciencias Penales de Guatemala y en el Foro de Organizaciones 
Sociales Especializadas en Seguridad. Autor de Investigación Criminal: Estudio 
comparativo y propuesta de un modelo de Policía de Investigación en Guatemala; 
Análisis comparativo de los informes sobre políticas represivas y criminalidad juvenil 
en Centroamérica; y La justicia militar en Guatemala. En las elecciones del 2011 
fue candidato a diputado por el Frente Amplio. Desde enero 2011 se desempeña 
como Secretario Privado y de Asuntos Estratégicos del Ministerio Público.

José Antonio Monzón Juárez
Abogado y notario en ejercicio por la USAC; tiene postgrados en Derecho Social 
y en Derecho y Economía de Seguros. Fue profesor en las Facultades de Derecho 
y de Economía y en la Escuela de Ciencia Política de la USAC, así como en la Facultad 
de Derecho de la Universidad Mesoamericana. Fue Magistrado de la Corte de 
Constitucionalidad; Viceministro de Gobernación y Viceministro de Trabajo y Previsión 
Social.

Lisandro Morán (1968-2012)
Médico y Cirujano, egresado de la USAC. Cursó doctorado en Salud Pública y 
maestría en Salud Pública con énfasis en Epidemiología y Gerencia. Se desempeñó 
como especialista en Salud Pública de la Secretaría de Planificación y Programación 
de la Presidencia (SEGEPLAN), Director General del Sistema Integral de Atención 
en Salud del Ministerio de Salud y Representante de la USAC ante el Consejo 
Nacional de Salud. Participó en el III Informe de Avances en el Cumplimiento de 
los Objetivos de Desarrollo del Milenio (2010) y en el Informe Estudio Nacional 
de Mortalidad Materna Guatemala (2011).  Fue Jefe de la División de Salud y 
Seguridad Social del IPNUSAC, hasta el 1 de noviembre de 2012, fecha de su 
fallecimiento.   

Julio Penados del Barrio
Médico y Cirujano, egresado de la USAC. Postgrado en Pediatría en el Hospital 
Infantil de México. Presidente de la Asociación de Estudiantes de Medicina (AEM) 
durante las Jornadas de Marzo y Abril de 1962. Fue Secretario del Colegio Médico 
y Presidente del XXV Congreso Nacional de Medicina. En el primer Gobierno 
democrático que se inauguró en 1986, se desempeñó como Gerente del Instituto 
Guatemalteco de Seguridad Social (IGSS). Fue Director de la Revista de la USAC. 
Ha sido asesor de las Naciones Unidas, en el Ministerio de Salud Pública y asesor 
de la Comisión de Salud del Congreso de la República.



Enero / Marzo 2013 Edición especial 3 Año 2

Mario Rodríguez Acosta 
Doctor en Educación, maestría en Relaciones Internacionales y Políticas Educativas. 
Economista. Jefe del Área de Educación del IPNUSAC y docente universitario; 
investigador y director del Observador Global. Ha sido consultor-investigador del 
PNUD- El Salvador. Consultor en Seguridad Alimentaria. Ha publicado El Arsenal 
Invisible. Armas Livianas y Seguridad Ciudadana en la Posguerra en Centroamérica 
(coautor, Fundación Arias, Costa Rica) y el folleto Implicaciones Sociales, Políticas 
y Económicas del Capítulo 10 del CAFTA. 

Jorge Mario Rodríguez Martínez
Licenciado en Filosofía por la USAC; M.A. en Filosofía por Ohio University y Ph. D. 
en Filosofía por York University (Toronto, Canadá). Se especializa en filosofía 
política y filosofía del derecho, y trabaja en el tema de los fundamentos teóricos 
de los derechos humanos. Ha ejercido la docencia y la investigación en Guatemala 
(especialmente en la USAC) y en Canadá. Ha publicado artículos en inglés y español y 
ha dictado conferencias y cursos en Guatemala, México, Estados Unidos, España 
y Colombia. Es autor de Derechos humanos: Una aproximación ética (Guatemala. 
F&G Editores, 2008).

Alejandro Sánchez
Abogado y notario, candidato a doctor en Derecho, especialización en Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos. Fue jefe del Área de Justicia y Seguridad 
Ciudadana del IPNUSAC. Docente del Programa de Cursos Libres USAC. Ha sido 
consultor en justicia penal en varios organismos internacionales. Juez ad hoc en la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. Ha publicado Implementación de 
una justicia penal permanente en la ciudad de Guatemala, Review of the strategic 
planning for the justice sector in Guatemala.

Geisselle Vanessa Sánchez Monge 
Licenciada en Economía Agrícola por la Universidad Nacional Autónoma de 
Nicaragua (UNAN). Maestra en Ciencias Sociales por FLACSO Guatemala. Con 
participación en cursos de postgrado sobre sociología ambiental, economía 
ecológica, economía ambiental y recursos naturales impartidos por la FLACSO y 
la UNAN. Ha participado en seminarios sobre cadenas de valor y agrocombustibles 
impartidos por el Centro Latino Americano de Ecología Social. Ha trabajado en 
proyectos e investigaciones relacionadas con la metodología de evaluación de 
riesgos a la biodiversidad para la CLACSO-Sede Guatemala; agrocombustibles 
para CLACSO y minería para el IPNUSAC.



Revista Análisis de la Realidad Nacional	 IPNUSAC

Presentación

La tercera edición especial de la Revista Análisis de la 
Realidad Nacional refleja el esfuerzo y perseverancia 
del IPNUSAC de producir una publicación que tiene 

por lo menos dos grandes méritos: calidad y puntualidad. 

Como sabemos, la versión impresa de la Revista es una suerte de 
antología de la publicación digital que desde hace un año circula 
profusamente cada quincena a través de las redes sociales, y que 
se ha convertido en una referencia obligada de la academia y de 
los tomadores de decisiones en diversas esferas.

Los enfoques analíticos y disciplinarios que trata la Revista, constituyen 
un recorrido fascinante de la coyuntura de nuestros días; además 
ofrecen un agudo abordaje de las políticas públicas centrales del 
Estado y examinan varias tendencias. En su recorrido histórico, el 
doctor Jesús García-Ruiz nos ofrece una sólida investigación sobre 
el protestantismo en Guatemala. En una mirada sobre escenarios 
de la próxima década, Edgar Gutiérrez explora las dinámicas 
más relevantes del país conjugando una serie de variables 
económicas, políticas, sociales, ambientales e internacionales. 
Finalmente Jorge Rodríguez aplica sólidas teorías filosóficas para 
relacionar la memoria o las memorias en Guatemala y sus 
aplicaciones políticas.

Pero además la Revista nos ofrece, como en las ediciones anteriores, 
un amplio y diverso recorrido crítico de la evolución de las 
políticas públicas en los campos de la educación y la salud, de la 
economía y de los impactos medioambientales que producen un 
conjunto de decisiones estatales y privadas. Estos textos son 
trabajados por especialistas en los temas, quienes a la vez advierten 
sobre los riesgos de profundizar las desigualdades sociales y los 
costos para el desarrollo de continuar el rumbo actual. 
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Los campos de la justicia, la gobernabilidad democrática y la 
estructura estatal están muy bien tratados desde enfoques que 
resultan complementarios -la Constituyente de 1985, las 
libertades de manifestación, la eficiencia del sistema de justicia 
y la importancia de la investigación criminal para disminuir los 
altísimos índices de impunidad- por profesionales que poseen 
experiencia práctica de gestión, aparte de ser destacados 
estudiosos: Víctor Hugo Godoy, Antonio Monzón Juárez, Javier 
Monterroso, Alejandro Sánchez, Carlos Martínez y Christians 
Castillo. Por otro lado, la narración, en primera persona, 
de los acontecimientos que ocurrieron tras bambalinas en 
las Jornadas de Marzo y Abril de 1962, que nos ofrece Julio 
Penados del Barrio, representa sin duda un valioso rescate del 
legado de la fatigosa historia de nuestro país.

Esta publicación, que es otro aporte de la Universidad de San 
Carlos, encajado en su misión de cooperar en el estudio y solución 
de los problemas nacionales, encuentra a esta casa de estudios 
superiores atravesando una difícil situación financiera. Como es 
del conocimiento público, el Gobierno Central, durante cinco años 
consecutivos no ha completado las transferencias presupuestarias 
que manda la Constitución Política de la República, que 
equivalen, como mínimo, al 5% del Presupuesto de Ingresos 
Ordinarios del Estado, y esto se ha convertido en una presa 
acumulada de alrededor de Q 250.0 millones.
 
Por esa razón, estudiantes, docentes, trabajadores, profesionales 
y autoridades de la Universidad hemos gestionado a través de 
audiencias con el Señor Presidente una transferencia urgente de 
recursos a fin de que nuestras actividades y planes no sufran 
interrupciones. El gobernante se ha comprometido a atender 
nuestra petición, pero transcurridos los meses la respuesta no se 
ha traducido en hechos y por eso hemos acudido a exhortativas 
públicas, respaldadas por varios sectores sociales y políticos.
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En ocasión del 337 Aniversario de nuestra Universidad, 
dirigimos una carta abierta al Señor Presidente, en la cual, entre 
otros asuntos, le manifestamos que las restricciones financieras de la 
USAC contradicen las definiciones oficiales sobre la 
educación como un bien público, a la vez que erosionan la 
igualdad de oportunidades para la juventud, que es la base del 
régimen democrático. Subrayamos que el debilitamiento financiero 
de la Universidad profundiza las brechas de exclusión y desigualdad 
social, que constituyen el más serio obstáculo para el desarrollo 
de Guatemala.

Es bueno insistir en un dato que arrojan diversas investigaciones 
técnicas: por cada quetzal que la sociedad invierte en la USAC, 
ésta le retorna al país, directa e indirectamente, más de tres 
quetzales. Nuestra Universidad atiende más del 70% de la matrícula 
nacional de educación superior, la cual supera en el 2013 los 
170,000 estudiantes. Para atender la creciente demanda de 
educación pública superior, en los últimos años la USAC 
incrementó significativamente la cobertura educativa, mediante 
la creación de doce Centros Universitarios Regionales y la apertura 
de nuevas carreras. 

Adicionalmente, la Universidad provee el Ejercicio Profesional 
Supervisado (EPS) y otras prácticas, que mitigan necesidades de 
miles de comunidades en todo el territorio nacional. Sin estas 
intervenciones las comunidades excluidas no podrían contar con 
atención médica, clínicas dentales, laboratorios químicos y 
biológicos, bufetes populares, ni asistencia técnica a sus Gobiernos 
locales. La universidad pública ofrece un medio de movilidad 
social, que se fortalece con programas de becas a estudiantes de 
familias con bajos ingresos, y contribuye al mejor entendimiento de 
nuestra sociedad pluricultural y multiétnica estimulando el 
intercambio de saberes, como bien lo promueve esta Revista del 
IPNUSAC.

“ID Y ENSEÑAD A TODOS”

Dr. Estuardo Gálvez
Rector
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Alaska o el invierno 

1Análisis de
Coyuntura

IPNUSAC
16 de octubre 2012

Alaska era sinónimo de una protesta social, que 
puede convertirse en el Waterloo político del 
presidente Otto Pérez. Su desafío ahora es 

procesar la máxima tensión incubada en una 
sociedad tradicional que, temerosa, ve crecer la 
estatura política de los pueblos indígenas.

La “normalidad” de los frecuentes 
bloqueos de carreteras, 
promovidos por 
organizaciones populares como 
medida de protesta, se rompió 
brutalmente el pasado 4 de 
octubre cuando tropa militar, 
abandonada por su mando, atacó 
con fusiles Galil a un grupo de 
pobladores k´iche´s de 
Totonicapán, en la alta zona de 
páramo conocida como Alaska, 

en el kilómetro 170 de la carretera 
Interamericana. El ataque militar 
provocó directamente la muerte de 
6 de los 8 manifestantes 
asesinados, y una treintena de 
heridos.  

Las investigaciones del (MP) 
apuntan a que no fue una 
masacre planificada ni, 
circunstancialmente, bajo línea 
institucional del mando del 

Otto Pérezde
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Ejército, sino fruto del bajo 
profesionalismo de conducción 
operativa del coronel Juan Chiroy. 
Y, sumado a ello, las 
rectificaciones progresivas del 
presidente Otto Pérez  –desde 
afirmar que “los soldados no iban 
armados”, o que “los soldados 
dispararon al aire”, hasta concluir 
que en efecto “se violó el derecho 
de vida de los manifestantes”- y su 
voluntad de abstenerse de seguir 
empleando tropa militar para 
contener protestas o disturbios 
sociales, contribuyen a disolver la 
teoría conspirativa, pero no 
modifican el contexto sociopolítico 
de tensión ni mitigan el 
debilitamiento gubernamental.

La protesta del 4 de octubre 
articulaba tres demandas, desde la 
local hasta la nacional: revertir la 
escalada de las tarifas de energía 
eléctrica, sumarse al rechazo a la 
reforma magisterial y manifestar 
desacuerdo con la reforma 
constitucional. Pero en verdad lo 
que hace el contexto de tensión 
social es otro asunto, de 
carácter estratégico: el control de 
los recursos naturales, en 
particular minerales e hídricos. 

Los actores directos de esa disputa 
son empresas transnacionales y 
locales, y de manera cada vez más 
notable los liderazgos indígenas 
nacionales y locales, de diversas 

corrientes y denominaciones.
Hay otras connotaciones 
agravantes del hecho: las 
centenares de masacres de 
pueblos indígenas hace alrededor 
de tres décadas, en el marco de 
una cruenta guerra civil, y la 
Presidencia de la República 
ganada democráticamente en 
noviembre de 2011 por un 
general retirado que participó 
en ese conflicto armado, y cuyo 
ascenso fue recibido con cierta 
suspicacia desde las capitales de 
poder en el mundo y por la prensa 
internacional, aunque había 
quedado distendida por gestos 
tempranos de Pérez Molina como 
aceptar el Estatuto de Roma y 
promover la revisión del consenso 
prohibicionista contra las drogas.

Los saldos políticos de esa crisis 
dejan al Gobierno como perdedor 
neto, por tres razones: 

1) Su propio mal manejo de 
	 comunicación, que demerita 	
	 además del Presidente a sus 	
	 tres ministros del Gabinete de 
	 Seguridad: Gobernación, 
	 Defensa y Relaciones 
	 Exteriores, quienes quedan en 	
	 franca debilidad; 

2) El trastrocamiento de sus 
	 alianzas dentro del sector 
	 empresarial más conservador 	
	 y, en otro sentido, con el 
	 propio Ejército, y 
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3) El conjunto de factores 
	 enunciados abre brecha a la 	
	 formación inédita -y ahora en 	
	 ciernes- de un polo adverso, 	
	 que liderarían las 
	 organizaciones indígenas a 	
	 nivel nacional. Además, uno 	
	 de los pilares de la política de 	
	 “orden” social de la 
	 administración de Gobierno 
	 -aparte del control criminal- 	
	 ha quedado temporalmente 
	 fundido.

Los movimientos indígenas han 
quedado en posición política a la 
ofensiva. Administrar el  
momentum les resulta clave para 
crecer decididamente como actor 
político. Con seguridad que esta 
coyuntura trágica los toma de 
sorpresa y difícilmente logren 
concertar en el corto plazo una 
estrategia sólida. Pero dentro de 
sus divergencias pasarán a formar 
parte central y determinante en los 
tres años restantes de gestión del 
presidente Otto Pérez. 

Los grupos conservadores 
-empresariales, ideológicos y 
políticos- disputarán arduamente 
la legitimidad del uso de la fuerza 
oficial para contener las protestas 
sociales, y estarán decepcionados 
de que un Gobierno de “control” 
y “orden” debilite simbólicamente 
el frente de contención social. Por 

otro lado arreciarán sus 
sospechas y temores sobre 
movimientos indígenas con 
aspiraciones “autonomistas”. En 
ese escenario el Gobierno 
necesitará, aparte de 
mecanismos de diálogo con los 
sectores populares, canales fluidos 
con los grupos conservadores.

La ventisca política que desató la 
masacre de Alaska podría 
convertirse en el inicio de un duro 
invierno para el Gobierno del 
presidente Pérez, obligándole a 
revisar varias de sus iniciativas en 
marcha: la consulta popular de la 
reforma constitucional, la decidida 
entrada en vigor de la reforma 
magisterial, el pobre desarrollo de 
los programas sociales y las altas 
expectativas de inversión extranjera 
en explotación de recursos 
naturales estratégicos.
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IPNUSAC
1 de noviembre 2012 

Un hecho trágico -Alaska 4 de octubre- alteró la 
coyuntura y los indicios apuntan a que 
modificará el cuadro político general. Los 

pueblos indígenas, de tradicional arraigo territorial y 
con agenda propia, se posicionan como actor. El reto 
del Gobierno es arbitrar, no ser polo de conflicto.

Las masivas movilizaciones del 
martes 23 en las regiones 
indígenas significativas del país,  
tuvieron un sello. “Sin incidentes”, 
dijo la prensa. Pero no es sólo eso. 
Los pueblos indígenas, guiados en 
buena medida por sus autoridades 
tradicionales, están 
configurándose como un actor 
autónomo de peso nacional.

Es otra lógica de autoridad. Otra 
negociación con el Estado y los 
poderes fácticos tradicionales. Es 

Pueblos 
indígenas: 
el actor que entra 

a escena

además otra fuerza social, más 
profunda y arraigada. El 
escenario que se dibuja es a la 
vez una prueba de fuego para los 
pueblos y comunidades indígenas. 

En el último medio siglo sus 
estructuras han sufrido varios 
terremotos sociales, desde la 
revolución verde (fertilizante 
químico), la promoción social de 
la Iglesia católica y el ascenso de 
los comerciantes locales en los 
años 60 y 70, hasta las 
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migraciones internacionales, que 
siguen vigentes, pasando por la 
influencia izquierdista, la guerra 
civil -que los diezmó- y la conexión 
con la comunidad diplomática en 
las últimas tres décadas, además 
del aprendizaje del relacionamiento 
con el Estado central.

El indígena es un mundo plural, 
tenso, dinámico y fragmentado, 
hasta ahora. Los reiterados 
intentos de articular una pirámide 
de organización y poder, no han 
cristalizado. Las autoridades 
tradicionales quedaron 
arrinconadas, entraban en 
competencia desventajosa o eran 
desconocidas por las nuevas 
influencias externas y sus jóvenes 
contrapartes locales. Salvo en 
Totonicapán, donde la autoridad 
se preservó por la decisión en los 
años 80 de ser neutrales en la 
guerra civil. Los bandos les 
respetaron y sus estructuras 
quedaron indemnes. 

En el periodo democrático, en 
cambio, ese respeto a la 
autoridad tradicional se 
quebrantó, con los políticos y sus 
redes de clientelismo y corrupción 
ampliada como formas de 
captura del poder local. Aparte 
que la Constitución de 1985 
sustrajo la función de justicia 
comunitaria a los alcaldes 
indígenas, que en verdad era una 

forma de resolución alternativa de 
conflictos, un eslabón de 
gobernabilidad que habían 
respetado varias asambleas 
constituyentes no democráticas 
durante el Siglo XX.

En contrapartida al ascenso de los 
pueblos indígenas se levanta una 
actitud de temor y desconfianza en 
el mundo blanco y ladino que, en 
algunos círculos, adquiere tintes 
de odio racial. Esa polaridad 
social abre un riesgo de 
confrontación violenta y de mutuas 
descalificaciones poniendo en 
tensión la gobernabilidad 
democrática.

Hay tres campos delicados de 
potencial fricción y en torno a 
los cuales ocurrirán las disputas. 
Uno es el de la explotación de 
recursos naturales estratégicos. 
En el actual contexto de 
restricción económica global las 
fuentes de inversión más 
rentables son las hidroeléctricas, 
la explotación minera y 
monocultivos (azúcar, palma 
africana) localizados 
principalmente en territorios 
indígenas. Allí se localiza una de 
las fuentes de tensión a 
administrar. 

Luego está el campo de la 
seguridad por la presencia 
invasiva del narcotráfico en 
ciertas regiones clave de 
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frontera con México y de rutas que
atraviesan en parte esos territorios 
indígenas. La opción del Gobierno 
de desplegar, aunque sea 
simbólicamente, tropas militares 
bajo la inducción del Comando Sur 
estadounidense agrega volatilidad 
social, pues coincide en la 
geografía donde se ubican los 
intereses de explotación 
económica y donde, además, la 
densidad institucional del Estado es 
baja.

El tercer campo es el político, 
referido al déficit de políticas 
públicas y su impertinencia en el 
mundo indígena, y al 
relacionamiento con las 
autoridades de terreno (alcaldes, 
gobernadores y en los consejos de 
desarrollo) y con los partidos. 
Buena parte de las demandas 
indígenas se asocian al 
desentendimiento estatal del 
bienestar comunitario. Los 
programas sociales y su bajo 
desempeño y cobertura, las 
políticas de desarrollo rural 
siempre postergadas, el débil 
impulso de la educación 
bilingüe y la disposición 
institucional de atención por 
“ventanillas” sin presupuesto ni 
jerarquía política. A ello se 
agrega, como otra materia 
inflamable, la corrupción en los 
negocios públicos.

Como se ve los tres son campos 
minados en la coyuntura y el reto 
del Presidente es construir 
equilibrios políticos 
desplazándose, desde una 
posición conservadora y pro
-empresarial (que es uno de los 
polos), hacia el centro para 
arbitrar y administrar los conflic-
tos. Hasta ahora, sin embargo, las 
señales son que el Gobierno está 
atrapado en la lógica del sistema: 
en octubre ya no resistió el 
clientelismo del Congreso, 
introdujo una reforma a la Ley de 
Minería que echa leña al fuego, 
retiró la Ley de Desarrollo Rural y 
aprobó una Ley de Presupuesto sin 
debate ni publicidad.  
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 en el mapa

IPNUSAC
16 de noviembre 2012 

Terremoto

Los desastres naturales cobran dolorosamente 
vidas humanas y provocan millonarias pérdidas 
materiales, pero en el terreno social y político se 

vuelven anchas avenidas o precipicios de los 
Gobiernos. El presidente Otto Pérez ha gestionado la 
emergencia, aunque está constreñido a ir más allá.

La administración de Otto Pérez ha 
enfrentado en el occidente 
indígena dos crisis que han sido 
típicas de todos los Gobiernos 
democráticos a nivel nacional: 
asesinatos de alto impacto político 
y desastres naturales de cierta 
envergadura. La peculiaridad de 
estas crisis ahora es que los mapas 
político y natural coincidieron y 
se concentran en el tiempo, han 
ocurrido a poco más de un mes 
una de la otra.

El 4 de octubre fue la matanza 
de pobladores, declarada como 
fortuita y con cadena de mando 
identificada por el MP hasta el 
oficial a cargo de la tropa militar. 
La indignación cundió entre los 
pueblos indígenas, cuya 
articulación se aceleró desde los 
actores sociales que quieren mutar 
progresivamente a la política: 
autoridades tradicionales y 
pequeña burguesía comercial.

político
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El 7 de noviembre cayó un terremoto 
de 7.4 grados cuyos efectos 
demoledores se concentraron 
justamente en la zona de agitación 
política. En Totonicapán los 
alcaldes de los 48 cantones están 
en férrea oposición tras la 
matanza y lo que consideran 
desmanes de los líderes 
tradicionales en la zona -los 
hermanos Arévalo- antes del FRG, 
ahora del Partido Patriota; en San 
Marcos prevalece un sentimiento 
de ira contenida que por momentos 
se manifiesta contra las empresas 
minera y de electricidad, así como 
las iniciativas gubernamentales, 
incluyendo la reforma 
Constitucional; en Sololá también 
hay muestras de descontento, 
sobre todo por actos de 
corrupción, igual que en 
Huehuetenango, Quiché y Alta 
Verapaz.

Desde la pasada campaña 
electoral la región del occidente 
no fue fácil para el oficial PP. Salvo 
en Quetzaltenango, perdió las 
votaciones en la segunda vuelta 
de noviembre 2011 en todos los 
departamentos (en porcentajes): 
Totonicapán 43, San Marcos 43.8, 
Sololá 46, Huehuetenango 47.5 y 
Quiché 47.7.

Los operadores gubernamentales 
no han sabido cómo atajar la 
conflictividad de la región. 

Levantaron un mapa de actores 
adversos, incluyendo líderes 
campesinos e indígenas 
tradicionales, y quisieron 
lisonjearlos, pero su éxito inicial se 
revirtió a partir de Totonicapán. La 
masa crítica de las 
comunidades está cada vez más 
atenta a la conducta de sus líderes 
en las alcaldías indígenas de 
Chichicastenango, Sololá y 
Totonicapán, mientras las 
autoridades tradicionales se han 
re-articulado a partir de Quiché, 
en el resto del mundo indígena; 
desde Totonicapán hacia su 
circunferencia, y más 
recientemente desde Alta Verapaz. 

Para ajuste de cuentas, en plena 
crisis de Totonicapán el Gobierno 
presentó al Congreso, por medio 
del ministro de Energía y Minas, 
una iniciativa de reforma a la ley 
minera, que parece redactada 
por magníficos abogados de las 
empresas extractivas, dispuestos 
a derramar combustible sobre la 
pradera seca de la conflictividad. 
La celebración del 13 Baktún, el 
21 de diciembre, será otro 
momento crítico para el Gobierno, 
pues las comunidades y sus guías 
espirituales rechazan que los 
centros ceremoniales sean 
convertidos en “folklor de 
exportación”.

El Presidente ha tratado de 
administrar las emergencias. En el 
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caso de la matanza de 
Totonicapán corrigió sus propias 
interpretaciones de los hechos, 
hasta entregar las armas de los 
soldados y aceptar la calificación 
del MP de que se trató de 
ejecuciones extrajudiciales. Retiró 
al Ejército de labores de 
contención social, aunque al 
desarrollar el Decreto 40-2000, 
en el Acuerdo Gubernativo 
publicado la semana pasada, a fin 
de regular la participación militar 
en tareas de seguridad interna, ha 
querido, ilegalmente, descargar 
toda la responsabilidad sobre la 
PNC.  

Durante la siguiente semana del 
terremoto el gobernante ha estado 
sobre el terreno vigilando que las 
instituciones operen y atiendan 
eficazmente la emergencia. Los 
medios de comunicación masiva 
han dado cobertura a esa 
organización destacando la labor 
de la Vicepresidenta Baldetti y de 
Paniagua, director de FONAPAZ, 
encargado de atender 
Quetzaltenango.

Más allá de las emergencias, 
sin embargo, los márgenes del 
presidente Pérez son reducidos. El 
sector empresarial más 
conservador ha tejido una red de 
influencia y condicionamiento que  
llevará más temprano que tarde 
al Gobierno a colisionar con las 

comunidades críticas de la minería 
y las hidroeléctricas. El cabildeo 
de agentes del corporativo G8 a 
favor de Pedro Muadi para presidir 
el Congreso en 2013, más los 
denunciados sobornos de 
diputados para aprobar sin 
lectura todo tipo de leyes, indican 
los alcances del poder 
empresarial. 

Es previsible que en la etapa de 
reconstrucción la opacidad dé al 
traste la exitosa labor de 
emergencia actual. Gravosamente 
para la población, las catástrofes 
resultan oportunidad de negocios 
corruptos de funcionarios y 
financistas.
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Gobierno
El primer año
de

Carlos Aníbal Martínez C. 
1 de diciembre 2012 

Bastó que transcurriera sólo un año para que el tiempo 
demostrara que el Gobierno del general retirado Otto 
Pérez Molina, en términos de resultados de gestión 

pública, cualitativamente no pudo diferenciarse de Gobiernos 
anteriores.

Las diferencias sustanciales 
estriban en que los medios de 
prensa no han sido incisivos en su 
crítica y, por tanto, no sometieron 
a examen todas las falencias 
gubernamentales, como sí lo 
hicieron con el Gobierno de 
Álvaro Colom, por ejemplo; o que 
el pensamiento de corte militar 
aplicado a la gestión pública 
resulta extraño en un escenario de 
democracia política.

¿Qué resultados positivos?

La gestión pública del Gobierno 
fue cuestionada desde distintas 
perspectivas. Muchas instituciones 
fueron afectadas por el despido 
masivo de trabajadores, donde 
destacan el desmontaje de la 
Secretaría Presidencial de la Mujer 
(SEPREM), la Secretaría de la Paz 
(SEPAZ) y el Consejo Nacional de 
Áreas Protegidas (CONAP). Fue 
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recurrente la falta de 
transparencia en los procesos de 
compra y enajenación de bienes y 
servicios públicos; y ampliamente 
cuestionadas la adquisición de 
fertilizantes, la compra de 
medicinas, la concesión de un 
área de terreno de la Empresa 
Portuaria Quetzal y muchos otros 
negocios públicos. FONAPAZ se 
convirtió en la institución 
abanderada de propiciar negocios 
poco claros.

En la ejecución de la obra 
pública se percibe una imagen de 
eficiencia en el mantenimiento de 
carreteras, principalmente en el 
departamento de Guatemala y las 
vías que conducen a lugares 
turísticos. El interior del país que 
no es importante para los 
negocios, y principalmente la red 
de vías secundarias que no 
conectan a enclaves económicos, 
aún forman parte de la agenda 
pendiente.

El ámbito político

En el Congreso de la República la 
agenda del Ejecutivo no pareció 
tener gran éxito y ha sido notoria 
la baja productividad legislativa. 
Entre lo más destacado, el 
proyecto emblemático del 
Presidente, las reformas a la 
Constitución Política de la 
República, fue retirado sin 

mayores escaramuzas; hubo éxito 
en la aprobación de la ley para 
combatir el enriquecimiento ilícito, 
aunque la misma ha sido 
calificada como una ley con 
sanciones benévolas; en tanto que 
se cuestionó, incluso por 
organismos internacionales, la 
aprobación de reformas a la 
Ley de Telecomunicaciones, que 
parecieron tener el propósito de 
beneficiar a los empresarios del 
sector.

Asimismo, la aprobación del 
Presupuesto de 2013 con una 
celeridad no conocida, dejó en 
la percepción ciudadana la idea 
de que tal aprobación fue posible 
gracias al pago de significativas 
“comisiones” a los legisladores 
que la votaron, fenómeno que 
puso de nuevo en vigencia las 
prácticas cuestionadas del 
Congreso.

En general, el Gobierno reflejó la 
carencia de un equipo capaz para 
llevar a cabo una eficiente gestión 
pública, hecho que reafirma el 
criterio de que las fuerzas políticas 
que llegan a hacer Gobierno 
sufren un serio déficit de cuadros 
técnicos de gestión.

El ámbito económico

El Gobierno inició con buen paso 
cuando logró en sus primeros días 
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de gestión la aprobación de la Ley 
de Actualización Tributaria; sin 
embargo la recaudación 
impositiva se deterioró 
sensiblemente, pues según 
estimaciones preliminares de la 
Superintendencia de 
Administración Tributaria (SAT) 
la carga tributaria de 2012 será 
de 10.7% del PIB, por debajo del 
11% logrado en 2011.

Durante el 2012 se produjo un 
contexto económico internacional 
de crisis. No obstante, las 
autoridades económicas 
nacionales lo asumieron como 
una situación normal, con buenas 
expectativas y sin idear nada 
novedoso para contrarrestar los 
efectos de la crisis internacional.

Así las cosas, las exportaciones de 
2012 serán menores en cerca de 
4% con respecto a 2011 (según 
datos del Banco de Guatemala, a 
septiembre la caída es de 3.4% y 
en lo que resta del año no podrán 
recuperarse), y será sensible el 
retroceso en el comercio con los 
Estados Unidos. Las importaciones 
probablemente experimentarán un 
crecimiento “0” con riesgo de que 
registren caída en comparación 
con el año anterior (a septiembre 
registraron un leve crecimiento de 
1%). Por definición, esto significa 
que la economía nacional 
experimenta un anémico 

desempeño, con repercusiones 
negativas en todos los ámbitos de 
la vida nacional.

Con cifras como las anteriores no 
puede decirse que el Gobierno 
haya tenido una gestión exitosa; 
y el crecimiento económico en 
general podría ser menor a la 
meta oficial mínima proyectada de 
2.9%.

El ámbito social

El estado de cosas en el 
campo social empeoró. En 2011 
el empleo inseguro, precario, de 
sobrevivencia alcanzó al 73.8% 
de la fuerza laboral del país. En 
2012 ese tipo de empleo que no 
garantiza ingresos para una vida 
digna ocupa al 74.5% de la fuerza 
laboral; así lo indica la última 
Encuesta Nacional de Empleo e 
Ingresos del Instituto Nacional de 
Estadísticas (INE). Y junto a ello, 
durante la mayor parte del año, 
el aumento de los precios de los 
alimentos, los combustibles y la 
electricidad produjo un deterioro 
del nivel de vida de las familias, 
situación que fue agravada por la 
pérdida de cosechas de miles de 
familias rurales en buena parte del 
país.

A la vez, la tardía estabilización de 
los programas de apoyo social y 
las complicaciones en las 
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finanzas públicas, hacen inferir 
que los efectos de las 
Transferencias Monetarias 
Condicionadas no fueron 
consistentes para paliar la 
carestía de la vida de las familias 
más pobres.

El ámbito de seguridad

El Gobierno estableció una 
visión militar de la seguridad, y sus 
puntos distintivos de soporte son el 
trabajo de inteligencia y las 
Fuerzas de Tarea. Tres puntos 
parecen caracterizar los resultados 
de la estrategia. 

En primer lugar, disminuyó, 
aunque no de manera sensible, el 
nivel de comisión de delitos 
comunes en la ciudad capital, 
pero aumentó la actividad 
delictiva en los departamentos del 
país. Esto no significa, por 
supuesto, que la ciudad capital 
se haya convertido en un lugar 
seguro, pues son frecuentes los 
hallazgos de macabros asesinatos, 
propios de una sociedad 
enferma. En segundo lugar, el 
crimen organizado continúa 
actuando con sobria impunidad, 
incluso en el mismo corazón de la 
ciudad capital, como lo evidencia 
la masacre acontecida el 22 de 
noviembre en la zona 15 
capitalina. Y en tercer lugar, no 

existe ninguna señal de que la 
estrategia dará como resultado 
una seguridad sostenible, mientras 
que la percepción de 
inseguridad prevalece inalterada 
entre la población.

El ámbito del desarrollo rural

Es poco lo que se puede decir en 
este punto importante para el país: 
crecientes demandas 
insatisfechas, conflictos latentes 
y poca capacidad de respuesta 
oficial. En tanto, la promesa de 
aprobar la Ley de Desarrollo Rural 
Integral, al momento de editar este 
análisis seguía incumplida, en un 
tenso ambiente de presiones 
campesinas y bloqueos del 
sector privado, especialmente de 
la Cámara del Agro y de la 
Cámara de Comercio.

Deterioro de la 
gobernabilidad

Quizá la capacidad de hace 
viable sus proyectos e iniciativas 
políticas es donde la gestión 
gubernamental refleja las más 
serias complicaciones. Sus 
mecanismos para la solución de 
conflictos se mostraron 
ineficientes. 
Entre los acontecimientos 
críticos pueden citarse:
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A inicios de mayo, el Gobierno impuso un estado de sitio 
en Santa Cruz Barillas, Huehuetenango, ante disturbios 
violentos asociados a la muerte de un líder comunitario, 
en el marco del rechazo a la operación de un proyecto 
hidroeléctrico. Tal estado de sitio se impuso sin investigar 
los detonantes del conflicto y se constituyó en una 
tentativa señal de que el Gobierno podría tomar el 
rumbo de un estilo autoritario.

A mediados de año, las reformas a la carrera 
magisterial propició el enfrentamiento en las calles entre 
estudiantes normalistas y fuerzas del orden. Las 
autoridades del Ministerio de Educación no 
tuvieron capacidad para liderar un diálogo que 
condujera a un proceso de cambio sin alteraciones 
sociales y sin cuestionamientos en las instancias legales.

A inicios de octubre, las protestas organizadas por las 
autoridades indígenas de los 48 Cantones del 
departamento de Totonicapán, fue atacada con 
armas de guerra y como saldo, elementos del 
Ejército acribillaron al menos a seis campesinos. Este 
resultado coronó la inoperancia de los mecanismos de 
diálogo y le valió al Gobierno la calificación de represor, 
e incluso propició que algunos proyectos de la 
cooperación internacional cuestionaran su apoyo a 
través de las  instancias oficiales en la reconstrucción 
post terremoto en el Occidente del país.

En noviembre, en el municipio de Mataquescuintla del 
departamento de Jalapa, se registró una 
manifestación violenta de los habitantes, en 
protesta por las operaciones de una empresa minera
en el lugar. La quema de vehículos fue la insignia de tal 
protesta y la precedió una consulta popular que expresó 
un mayoritario rechazo a las operaciones mineras, 
consulta que fue desautorizada por la Corte de 
Constitucionalidad.
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Estos son sólo unos ejemplos. Y en 
el centro de los hechos está el alza 
de los precios de los productos 
y servicios de consumo popular 
básico, el rechazo a la política 
gubernamental de promoción de 
la actividad minera e hidroeléctrica 
y el desacuerdo con las reformas a 
la carrera magisterial.

En una trágica variante aleatoria, 
el terremoto del 7 de noviembre 
que afectó a varios departamentos 
del occidente del país, 
principalmente a San Marcos, se 
constituyó en el suceso que 
contuvo la creciente crítica pública 
al Gobierno. 

La atención a la emergencia dio la 
oportunidad de que el Gobierno 
restituyera parte de una imagen de 
eficiencia; sin embargo, una vez 
pasada la fase de emergencia, la 
sombra de duda no permite 
observar ninguna señal respecto a 
que si la reconstrucción 
efectivamente se llevará a cabo 
y si el gasto dedicado a ella se 
realizará con los mínimos de 
transparencia, o si por el contrario 
la reconstrucción se diluirá 
indefinidamente en el futuro y sólo 
servirá como excelente 
oportunidad de nuevos negocios 
para los políticos en el poder.

La proyección externa

La propuesta de despenalizar 
las drogas, lanzada en febrero y 
refrendada en abril (Cumbre de 
las Américas en Cartagena), en 
septiembre (Asamblea General  de 
la ONU) y en noviembre (Cumbre 
de Iberoamérica en Cádiz) por el 
presidente Otto Pérez Molina tuvo 
resonancia internacional e indujo 
a reflexionar sobre la estrategia 
contra las drogas, incluso al 
mismo Estados Unidos. 

No obstante, seguramente los 
frutos no los verá durante su 
período de Gobierno, pues por 
ahora ya se esfumó el 33% del 
período efectivo de mandato (el 
último año de cualquier Gobierno 
se consume en hacer informes e 
impulsar de lleno la contienda 
electoral), y la propuesta encaja en 
el tipo de las que están destinadas 
a tener resultados en el largo 
plazo. (Los informes que se 
encargaron a la OEA están 
programados para abril del 
próximo año, pero la reunión 
mundial sobre política de drogas 
ha sido programada por la 
Asamblea General de la ONU 
hasta para inicios del 2016.) En 
consecuencia, en términos 
prácticos, le ayudará poco en la 
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lucha contra los carteles de la 
droga.

Por aparte, el Gobierno no ha 
tenido la habilidad suficiente para 
fortalecer los vínculos 
regionales; más bien abrió brechas 
de desacuerdo con países como El 
Salvador, Honduras y Nicaragua. 
Ha sacrificado el proyecto de la 
integración centroamericana, que 
es vital para el desarrollo 
nacional. Por lo demás, no se 
observan resultados concretos de 
la gestión actual, que reditúen 
beneficios al país, pues la 
concesión de un TPS para los 
migrantes irregulares en los 
Estados Unidos sigue siendo una 
meta, mientras las decenas de 
miles de deportados son una 
realidad creciente desde hace 
varios años.

El Gobierno del general 
retirado Otto Pérez Molina, 
con su denominada 
“agenda del cambio”, en 
su primer año no ha podido 
generar cambios en el statu 
quo. Su capital político y 
capacidad de gestión 
parecen estar llegando al 
límite de rendimiento y 
poco nuevo podrá 
esperarse para 2013.

En 
síntesis
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IPNUSAC
16 de diciembre 2012 

El carro
 de las ventanas 

rotas

El concepto de hacer Gobierno 
parecía desde el principio claro en 
el presidente Otto Pérez. Aunque 
la expectativa social era ganar 
seguridad en las calles, sin 
soportes políticos y materiales el 
mandatario no lo podría lograr. 
Por eso promovió la reforma 
tributaria en febrero, la inmediata 
adhesión al Estatuto de Roma e 
incluso la crítica a la “guerra 
contra las drogas”, que lo 
convirtió en un insospechado actor 
internacional. Y, complementariamente, 

el Plan Hambre Cero y el MINDES 
a fin de completar una visión de 
estadista.

Eran medidas que en conjunto 
suavizaban la imagen ante la 
comunidad internacional de un 
gobernante con paso por la milicia 
durante el conflicto armado interno 
y asociado a políticas de “mano 
dura”.  Pero esas disposiciones, ni 
el estilo ejecutivo del Presidente, ni 
siquiera el estar las 24 horas sobre 

El carro gubernamental no pudo ser llevado al 
taller de reparaciones en el 2012, como quería el 
Presidente. La percepción sobre una corrupción 

generalizada le hace ver ahora como un auto con las 
ventanas rotas, señal de que no fue rescatado. Así, 
¿cuál es el futuro?
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el terreno lograron mover la 
maquinaria de Gobierno.

Interrumpiendo programas y 
destituyendo personal técnico de 
alta gerencia y del nivel intermedio 
en todas las oficinas  -lo cual es 
típico cada cuatro años, en cada 
cambio de administración- los 
arranques de Gobierno suelen 
complicarse, dado el periodo de 
aprendizaje y el asentamiento de 
los nuevo planes. El mandatario 
aceleraba el carro, pero éste no 
daba de sí.

Tres procesos ilustran los 
resultados disímiles. Uno es la 
actualización tributaria, que se 
aprobó en febrero con serios 
errores técnicos que complicaron 
la recaudación en aduanas, y 
después de casi un año tendrán 
que volver al Congreso, amén 
de que la reforma del ISR podría 
ser cuestionada en los tribunales 
cuando entre en vigor en enero 
y, si el alegato prospera, abrir un 
imprevisto hoyo fiscal. 

Este es el ejemplo de acelerar el 
carro sin avanzar. Pero la 
adecuación de los programas 
sociales y su institucionalización 
muestran la otra cara de la 
moneda: desacelerar y bajar 

cobertura, como resultado de otro 
concepto del quehacer social, que 
ha tenido costo político y también 
social en un entorno de baja 
ocupación y restricción del 
consumo. Y el tercer ejemplo, de 
continuar la inercia y potenciar los 
esquemas operativos, ocurrió en 
seguridad pública, donde se han 
obtenido resultados tácticos, no 
libres de controversias.

Constatando que el carro 
estaba acelerado y no avanzaba, 
en mayo el Presidente anunció en 
el Congreso su decisión de 
promover una reforma de la 
Constitución en áreas sensibles, 
como seguridad y justicia, 
transparencia, sistema electoral 
y régimen fiscal, a la que luego 
se incorporó pueblos indígenas. 
Formaba parte de un concepto de 
reforma del Estado que no llegó a 
transmitirse y, en cambio, fue de 
plano rechazado por las elites. 

Su posicionamiento fue, a la vez, 
la evidencia del desencuentro 
entre las elites y la pérdida de 
conducción del Gobierno. Para 
unas (CACIF) no había nada qué 
tocar, todo era abordable desde 
leyes ordinarias; para otras 
(indígenas), la reforma era 
insuficiente y quizá hasta un 
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retroceso. Se había perdido la 
memoria de los Acuerdos de Paz 
de 1996, pues varias reformas 
provenían de esa vena.

En eso ocurrió la matanza de 
Totonicapán, el 4 de octubre, que 
operó como ancla política (“el 
Estado represor de los indígenas”) 
y social (reavivamiento de 
expresiones de odio racial). En el 
ínterin las páginas de los diarios y, 
sobre todo, las conversaciones de 
las elites se salpican de escándalos 
y anécdotas de actos de 
corrupción o presunta porosidad 
ante redes criminales. Aunque 
FONAPAZ tuvo más cobertura 
mediática, prácticamente no hubo 
oficina que escapara de los 
señalamientos de corrupción. 

En el Congreso se coronaron esos 
escándalos de sobornos bajo la 
mesa con la aprobación de 
préstamos de dudosa utilidad, la 
Ley de Presupuesto y el refrendo de 
la entrega de las frecuencias de TV 
y telefonía a los grandes capitales. 
El terremoto del 7 de noviembre 
en Occidente parecía una ocasión 
de reposicionamiento del 
Gobierno, pero al acercarse al 
terreno aparecieron los viejos 
vicios de clientelismo y corrupción 
que los medios apenas reportaron. 

En un año el Gobierno parece 
haber agotado todo un ciclo de 

gestión: cambios y frustración de 
reformas, una matanza de alto 
impacto, un desastre natural y el 
aceleramiento sin avanzar, para, 
finalmente, claudicar ante la 
corrupción, sea como recurso 
político en el Congreso o 
resarcimiento de financiamiento 
electoral. 

En el 2013 son previsibles ajustes 
de Gabinete, nada notable. Las 
reformas seguirán esperando una 
oportunidad por ahora incierta. 
Solo variables insospechadas 
pueden romper la inercia en que 
entran todos los Gobiernos 
democráticos a partir del 
segundo año. Y esas variables 
son los escándalos (corrupción, 
crimen), que casi siempre tienen 
detrás las conspiraciones, o bien 
revueltas sociales.   
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El costo social de un 
Estado débil 

2Gobernabilidad 
democrática

Carlos Aníbal Martínez C. 

Débil es un Estado cuando concurren 
reveladores factores como: no hay garantías 
reales de que el Estado de derecho sea 

respetado por las máximas autoridades o por 
quienes tienen un poder de facto; las instituciones 
públicas carecen de raíces fuertes y credibilidad en 
la tradición administrativa;

inexistencia de un servicio civil 
estable, capaz y cuyo 
reclutamiento se base en el 
mérito; los recursos son 
crónicamente insuficientes para 
cumplir con las obligaciones 
constitucionales y, en 
consecuencia, el Estado carga con 
un grave déficit en la prestación 
de servicios sociales básicos; los 
organismos del Estado se 
desempeñan con visible 

deficiencia; el Estado carece de 
autonomía respecto de los poderes 
fácticos, y, por añadidura, en el 
mapa de control territorial resaltan 
numerosas zonas grises, donde la 
autoridad estatal es decorativa.

Pero el caso que acá se somete 
a un análisis elemental no es esa 
integralidad del Estado débil, sino 
la cotidianidad de prácticas 
gubernamentales que son reflejo 
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de la debilidad del Estado. 
Obsérvese, sin importar el orden, 
una muestra de esos diversos 
casos ocurridos en ocho meses 
de la actual administración del 
Estado.

El proyecto de presupuesto 
público 

Ningún guatemalteco que no esté 
relacionado con la elaboración 
del proyecto de presupuesto de 
ingresos y egresos del Estado para 
el 2013, conoce a esta fecha ese 
documento. Pero el Ministerio de 
Finanzas Públicas decidió 
someterlo al juicio crítico del 
Comité Coordinador de 
Asociaciones Agrícolas, Comerciales, 
Industriales y Financieras (CACIF), 
antes de que el Congreso de la 
República lo conociera. 

¿A qué obedece el interés del 
Gobierno de rendir cuentas 
anticipadas a un organismo 
eminentemente privado y 
representativo de unos pocos 
ciudadanos? ¿Qué sugiere este 
hecho? Cualquier respuesta es 
válida para el caso: que es un 
Gobierno sin la más mínima 
independencia respecto del CACIF, 
que el Gobierno necesita del 
permiso de este organismo 
privado para actuar en asuntos 
estratégicos, que las autoridades 
de finanzas se sienten inseguras 
etc.

La Empresa Portuaria 
Quetzal

¿Cuáles son las razones por la 
cuales la concesión en usufructo 
de un área de terreno de la EPQ, 
ha generado tanto jaloneo entre 
diversas fuerzas? El tema ofrece 
los más variados elementos para 
la discusión. Véanse:

Las autoridades de la Portuaria en 
un afán de justificación del 
proceso, se declararon 
incompetentes para desarrollar lo 
que la empresa internacional hará 
en materia de actividad portuaria 
(tomará prestado capital de los 
bancos, contratará los técnicos 
que le sean necesarios para el 
diseño y la puesta en marcha del 
proyecto, y ganará dinero, mucho 
dinero). Los intereses que pujan 
alrededor de la Portuaria son 
muchos, y es difícil satisfacerlos a 
todos, y todos sienten que el 
Gobierno les debe algo. 

En la prisa por evadir los 
reclamos, las autoridades actuaron 
con secretismo, y son muchos (al 
margen de si están o no bien 
sustentados) los juicios que 
señalan a las autoridades de que 
no cumplieron con los requisitos 
del marco jurídico para autorizar 
tal concesión.
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Se duda de que las autoridades de 
la Portuaria hayan cumplido con el 
requisito indispensable de realizar 
una rigurosa evaluación 
técnico-económica del proyecto 
de concesión, es más, puede 
afirmarse que no la hicieron. Y 
desde el momento en que el 
contrato afronta cuestionamientos 
provenientes de distintas 
direcciones (independientemente 
de su grado de fundamentación), 
ese acto de Gobierno está 
respaldado por una tenue 
legitimidad.

La Superintendencia de 
Bancos

En semanas recientes el 
Superintendente de Bancos 
presentó su renuncia, y tras él la 
responsable de la Intendencia de 
Verificación Especial (IVE) puso a 
disposición el cargo. Mil 
sospechas generó la renuncia, y 
nadie cree que el renunciante lo 
haya hecho por su independiente 
voluntad. La Superintendencia de 
Bancos (SIB) es el único ente clave 
en la vigilancia del sistema 
financiero nacional, y 
especialmente lo es la IVE en el 
rastreo de los flujos de lavado de 
dinero. ¿Habrá otros canales
financieros por donde circulan los 
flujos de lavado de dinero, 
distintos a los del sistema financiero 
que vigila la SIB? Quizá no.

Además, la SIB es importante en la 
gestión de la aprobación y 
aplicación de la ley que levantaría 
el secreto bancario, que reclama 
el Foro Global sobre 
Transparencia Financiera, órgano 
de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo 
Económico (OECD, por sus siglas 
en inglés). Tal iniciativa de ley 
permanece desde hace tiempo 
en el Congreso de la República, 
mientras el país no puede mostrar 
ante el mundo un rostro de 
transparente o la voluntad de 
serlo. 

Pero al margen de todo lo anterior, 
e independientemente si el nuevo 
Superintendente de Bancos será 
menos o más capaz en su 
desempeño, la renuncia inducida 
del extitular de la SIB manifiesta, ni 
más ni menos, que una 
vulneración al Estado de derecho, 
y el debilitamiento de la 
institucionalidad y de la confianza 
pública. Y por tanto, es un paso 
atrás en la construcción de Estado.

Los fertilizantes 

El caso de la distribución de 
fertilizantes es otro plagado de 
deficiencias. Primero, un proceso 
de compras con muchos tropiezos 
y señalamientos de falta de 
transparencia, que obligaron a la 
repetición de la licitación. 
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Segundo, la elaboración de un 
listado de beneficiarios que no 
pudo superar las acusaciones de 
clientelismo y de injerencia de 
las células orgánicas del partido 
oficial. Y tercero, el fertilizante no 
pudo llegar  de manera oportuna 
a los campesinos, y muchos de 
ellos lo recibieron cuando las 
siembras agrícolas ya habían 
superado el punto recomendable 
de fertilización, lo cual convirtió 
parte de esa ayuda gubernamental 
en un gasto improductivo.

Crisis hospitalaria

A inicios de julio la junta directiva 
del cuerpo de médicos del 
Hospital Roosevelt lo declaró en 
calamidad pública. Tres puntos 
llaman a la curiosidad, visto el 
problema como un asunto 
administrativo. Primero, las 
autoridades se negaron a 
reconocer que el hospital tuviera 
problemas; segundo, las 
autoridades argumentaron que 
sólo el Gobierno tiene la potestad 
de declarar “calamidad pública”, 
como si una designación 
jurídica determinara la condición 
que definen los hechos; y tercero, 
el Ministro de Salud acusó a los 
médicos de no querer trabajar y 
afirmó que las carencias son 
normales en ese hospital, y, en 
consecuencia, los médicos deben 
dar muestras de su valor humano 

para laborar en tales condiciones. 
Pareciera que ésta es la propuesta 
de un nuevo enfoque de 
administración pública.

Los conflictos sociales

A inicios de mayo, Santa Cruz 
Barillas en Huehuetenango fue 
sometido a un estado de sitio 
decidido por el Gobierno de la  
República, inmediatamente 
después de los disturbios 
ocasionados por una parte de 
los pobladores. Las autoridades 
afirmaron que se trataba de actos 
violentos instigados por 
narcotraficantes. Los pobladores 
reclamaban justicia por el 
asesinato de uno de los líderes 
campesinos. Muchos días después 
se conoció que efectivamente, el 
último detonante de la protesta fue 
el crimen cometido por 
trabajadores de la empresa 
española que opera un 
proyecto hidroeléctrico en el 
municipio. 

Conclusión: el Gobierno criminalizó 
a la población inmersa en el 
conflicto con justificaciones muy 
distintas a las causas del mismo. 
Si fueron fallas de inteligencia o 
predisposición a ver desde una 
posición unilateral los conflictos, 
da igual: la gobernabilidad 
autoritaria se hace presente 
cuando a los instrumentos 
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democráticos se les mantienen 
prolongadamente incipientes.

Asimismo, durante varias semanas 
los estudiantes normalistas 
protestaron ante un cambio en su 
carrera de estudios. La reforma al 
pensum de estudios de la 
carrera magisterial es un tema 
difícil. ¿Quién asume el costo? 
¿Los padres de familia que
necesitan que sus hijos se 
incorporen de inmediato a la 
fuerza laborar y al aporte 
económico familiar? ¿O el Estado 
con sus finanzas endebles? 

El Ministro de Gobernación 
declaró, después de que las 
protestas fueron reprimidas con 
violencia a inicios de julio, que 
agentes policiales habían estado 
observando bastante tiempo atrás 
a los estudiantes inconformes, 
para establecer que no hubiera 
infiltrados. Se entiende que un 
conflicto se examina para conocer 
las razones que lo originan, su 
lógica, su intensidad, su 
capacidad de expansión, la 
posición de sus actores, las vías 
de solución. Si se le mira como un 
objetivo de inteligencia policial, 
puede ser que se le convierta en 
un problema de seguridad. 

Pero llama la atención otra 
perspectiva del asunto. Después 
de que la protesta estudiantil llegó 

a un punto álgido y se produjeran 
enfrentamientos con la policía, la 
Ministra de Educación se sentó a 
dialogar con los inconformes en el 
Congreso de la República y con la 
mediación de un grupo de 
diputados. ¿Qué sucedió con la 
instancia de diálogo y mediación 
de conflictos del Organismo 
Ejecutivo? La Ministra tuvo que ser 
auxiliada por funcionarios de otro 
organismo de Estado, cuya función 
es legislar no salir al rescate de 
una funcionaria del Ejecutivo en 
problemas propios de su gestión. 
Pareciera que el Gobierno adolece 
de falencias en sus capacidades 
para afrontar los conflictos que se 
derivan de las mismas prácticas de 
gobernar.

La ejecución presupuestaria

Han transcurrido prácticamente 
ocho meses del ejercicio fiscal 
2012, y de un presupuesto 
pequeño que no llega ni al 15% 
del PIB. Al 26 de agosto el 
Gobierno central ha ejecutado 
sólo el 56% según los datos del 
Ministerio de Finanzas, 10 puntos 
por debajo del ideal. Es decir que, 
transcurridas dos terceras partes 
del período fiscal, el Gobierno ha 
ejecutado un poco más de la 
mitad de su presupuesto de 
gastos, con todo y los 
cuestionamientos a la 
transparencia.
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Esta deficiencia operativa refleja, 
por un lado, el desconocimiento 
por parte de casi todos los altos 
funcionarios, sobre cómo funciona 
el flujo de las finanzas públicas 
y, por otro, el efecto negativo de 
sustituir directores y personal clave 
de las instituciones que ya habían 
aprendido cómo funciona el 
mecanismo de las políticas 
públicas.

Lo contradictorio de esto es que, 
en un país con altos niveles de 
violencia e inseguridad, el 
Ministerio de Gobernación sólo 
ha tenido capacidad de ejecutar el 
46% de su presupuesto. E 
igualmente, cuando los sistemas 
de salud y educación necesitan de 
un gran empuje, los ministerios de 
Salud y Educación están en el 
orden de 55% y 58% de ejecución, 
respectivamente. No es necesario 
recurrir a evaluaciones, pues la 
deducción elemental nos dice que 
el costo social de “dejar de hacer” 
en la gestión pública siempre es 
muy alto.

Disputa entre autoridades

El Ministro de Finanzas Públicas se 
pelea en el escenario 
mediático con el Superintendente 
de Administración Tributaria, 
porque, según lo publicado, no 
hay acuerdo entre ambos sobre la 
evolución y las metas de 

recaudación de impuestos. Como 
dos imberbes en las lides de las 
finanzas públicas (al margen de 
si hay otras disputas de fondo) el 
Ministro habla atosigado por las 
expectativas políticas que debe 
satisfacer el presupuesto; el 
Superintendente se defiende 
atrapado en las redes de una
estructura administrativa y 
tributaria muy favorable a la 
evasión y una recaudación de
impuestos que resiente los 
efectos de la crisis económica 
internacional. 

En última instancia, la política 
fiscal, clave para cualquier 
Gobierno en el mundo, no 
encuentra coordinación en dos de 
sus cruciales instancias de 
administración.

El trabajo en el Congreso de 
la República

¿Cuál es el grado de eficiencia de 
este organismo del Estado, que no 
tiene un liderazgo prestigiado y 
cuya agenda está enredada en las 
disputas políticas de poca monta 
entre facciones? Según 
información que registra el portal 
de Internet del Congreso, entre 
el 15 de enero y el 17 de julio ese 
organismo sólo ha aprobado 15 
decretos, es decir, ha producido 
15 leyes. Y de un presupuesto de 
Q 505.200,000.00 asignados 
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para el presente año, al 26 de 
agosto ha ejecutado un alto 69% 
(Q 350.200,000). Si se asume 
que la función principal de este 
organismo es la emisión de 
leyes, cada decreto aprobado 
sirve para justificar un gasto de 
Q23.346,667. Esta cifra indica 
que aquí hay una gestión muy 
onerosa.

La administración 
gubernamental que entró a 
funcionar a inicios de este 
año, ha hecho muy poco por 
corregir las deformaciones 
que agobian al Estado, como 
la corrupción y la 
cuestionable funcionalidad 
política y administrativa, y 
para afrontar los problemas 
estructurales como la 
pobreza, la carencia de 
empleo mínimamente digno, 
el rezago rural, y la 
disfuncionalidad social de la 
economía, entre otros. La 
tradición continúa: al 
Estado guatemalteco débil lo 
gobiernan fuerzas sin 
cohesión política y sin rumbo 
de Estado, y menos con la 
visión de Estado democrático; 
y por ello la sociedad está 
pagando un alto costo.

En 
resumen
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El Caballo 
de Troya, 
la paradoja de la

Cristhians Castillo

buena fe

El factor común de la historia política de la 
apertura democrática guatemalteca, ha sido el 
desencanto de no lograr con el voto transformar 

condiciones de vida, estructuras institucionales, 
prácticas clientelares y, el peor de los males públicos, 
la corrupción, que representa costos dispersos y 
beneficios concentrados y se ha convertido en el 
principal mecanismo de movilidad social ascendente 
para un sector, en un país de exclusiones y 
marginaciones.

La recurrente desilusión provocada 
por gobernantes que en época 
de campaña venden sueños y en 
periodo de Gobierno amasan 
fortunas y se esfuerzan por 
convencer conexcusas su mal 
desempeño que queda plasmado 
en los anales de la historia, lleva a 
que en los electores, cuando inicia 
el preámbulo de cada nuevo 

proceso electoral, se active un 
imaginario mesiánico que influye 
en el voto y deposita confianzas 
desmedidas en actores políticos 
que juegan dentro de un campo 
delimitado, con reglas definidas, 
con entrenadores de experiencia 
(financistas) y con árbitros (poderes 
nacionales e internacionales) que 
pitan en función del show
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mediático, más que de un real 
espíritu deportivo (el desarrollo 
nacional).

Una vez que se asienta la 
algarabía post electoral y se 
superan el período de reacomodo 
en la repartición de los espacios 
de poder, con todo y sus recursos, 
se inicia un proceso de enfrentar 
la cruda realidad; la democracia 
garantiza la sucesión pacífica de 
autoridades públicas, pero en el 
juego electoral, no se puede 
asegurar que las opciones en 
contienda una vez lleguen a la 
“guayaba” promuevan cambios
que beneficien, en algo concreto 
al elector.

Ello se evidencia en el lento 
despegue de la política social del 
Gobierno del partido Patriota, que 
se sumó al final de la campaña 
electoral 2011 a una ola que traía 
ímpetu, los programas sociales, 
identificados como un paliativo 
para la cruda realidad en que
subsisten amplios sectores 
sociales en condiciones de 
pobreza y pobreza extrema. Luego 
de ocho meses, el principal déficit 
de autoridad y presencia de 
Estado, lo encontramos en la 
inversión social, el efectivo 
control de la inflación que afecta 
la canasta básica y una agenda 
pública que no pone como 
beneficiario principal de lo público 
a la sociedad más desposeída.

Por el contrario la opinión pública 
se debate en temas que en 
décadas no se habían discutido y 
que se abordan con gran frenesí 
aprovechando los elevados niveles 
de aceptación del Presidente, mas 
no de su equipo de trabajo, sobre 
el cual recae el acelerado 
desgaste que genera el ejercicio 
del poder político. Temas como: la 
despenalización de las drogas, las 
reformas a la Ley Electoral y de 
Partidos Políticos, la Reformas 
Constitucionales, la política de 
inversiones político-privadas, la 
reforma del modelo educativo, la 
viabilidad de acciones públicas 
para el desarrollo rural, la 
atención a la crisis alimentaria 
crónica, la institucionalidad para 
el desarrollo, acuerdos políticos 
para la fiscalidad, la política de 
Gobierno por la transparencia, 
son entre otros debates que ponen 
de manifiesto la “buena fe” del 
Gobierno actual, para atender 
algunos de los problemas 
estructurales que inciden en la 
exclusión, marginación y 
depauperación de la sociedad, 
pero que al ser todos abordados 
al mismo tiempo, caen en una
suerte de embudo en el que entra 
mucho y sale poco.

Sin embargo cada uno de esos 
debates ha levantado las más 
apasionadas posiciones de 
actores que se ven beneficiados, 
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otros que salen afectados y otros 
que con jugadas estratégicas 
promueven la reconcentración 
del control del Estado cambiando 
algo, para que todo siga igual.

Al mejor estilo griego cada buena 
intención puede ser susceptible de 
ser usada, como un caballo de 
Troya, ofrenda a la desprevenida, 
desinformada y poco beligerante 
masa social que espera efectividad 
de las decisiones de la 
institucionalidad pública. Empero la 
tendencia muestra que las 
iniciativas ponen un grano de 
cal, acompañado de un terrón de 
arena, lo que obliga a analizar
cada propuesta en particular, para 
evitar que al acoger la “ofrenda”,  
ésta se transforme en la causa de 
la propia entrega de lo que queda 
de ciudadanía.

Hay que hacer la salvedad de que 
los niveles de polarización y 
desconfianza manifiestos en el 
proceso electoral, aún siguen
activos en el debate de casi 
cualquier tema de la agenda
pública, constituyéndose en un in-
grediente de escepticismo ante los 
proyectos que se lanzan desde el 
Ejecutivo, para poder cumplir con 
un programa de Gobierno que 
aún no da resultados que avalen 
su búsqueda de continuidad en 
futuras elecciones.

Hecha la aclaración de que la 
subjetividad social tiende a ser 

presa del maniqueísmo que evita 
las valoraciones positivas de lo 
bueno que proponga la oposición, 
o bien el rechazo rotundo de los 
proyectos oficialistas por ser 
expresión de la imposición de 
poder, en este momento el reto 
de la sociedad civil es acompañar 
los procesos institucionalizados de 
toma de decisión para cada uno 
de los temas que se discuten en la 
agenda pública.

La lectura crítica de dichos 
procesos debe ser informada, 
objetiva y holística, para que los 
posicionamientos no sean ni 
comparsa de ciertas corrientes, ni 
oposición de garrote que 
encuentra su razón de ser en la 
intolerancia de todo lo que no 
parta de su propia cosecha.  
Tampoco lo adecuado es entrar a 
la defensa oficiosa de los intereses 
particulares, sacrificando el todo 
por la parte, es decir, preocuparse 
únicamente de las reivindicaciones 
sectoriales a costa de posibles 
retrocesos en otras áreas de 
interés colectivo.

Para evitar caer en la trampa del 
caballo de Troya, se interrogan a 
continuación tres procesos que 
pueden alterar el rumbo de las 
relaciones sociales en nuestro país, 
debiendo tomar en cuenta que el 
apoyo u oposición a cada uno 
de ellos, no debe ser definido en 
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términos absolutos, sino más bien 
someter cada proceso a un 
minuciosos primer análisis que 
identifique desarrollos e 
involuciones de la materia que se 
pretenden cambiar. 

El proyecto de país del 
Gobierno PP

Evaluado en términos 
maquiavélicos, el éxito político no 
sólo está en llegar al poder, sino 
en cómo ampliarlo y mantenerse 
en él, es por ello que la 
motivación de muchas políticas 
públicas ha sido capitalizar apoyo 
electoral para obtener por la urnas 
la continuidad en la 
administración del Estado. La ruta 
no ha sido efectiva en la 
medida que ningún partido que 
haya obtenido la primera 
magistratura ha logrado una 
reelección. Esa preocupación 
pareciera estar presente en 
algunos miembros del oficialismo 
que desde sus estancos de poder, 
están abonando al 
posicionamiento de sus perfiles 
como futuros sucesores del 
General.  Pero el capitán del 
barco no da muestras claras de a 
qué puerto pretende llevar la nave, 
se han hecho múltiples 
especulaciones de cuáles podrían 
ser las intenciones del Presidente 
para impulsar la reforma 
constitucional. Desde las más 

desconfiadas que sondeaban el 
posible interés por eliminar los 
impedimentos a la reelección o la 
ampliación del periodo de 
Gobierno, hasta aquellas que 
proyectaban la eliminación de 
trabas para que la Vicepresidenta 
fuera la sucesora. 
 
El tiempo se ha encargado de 
disipar los temores de manera 
inmediata, puesto que se elimina 
la posibilidad de una Asamblea 
Nacional Constituyente, como 
estrategia para reformar la Carta 
Magna. Pero el proyecto histórico 
sigue sin aparecer, qué se 
pretende con las reformas si su 
utilidad sería corta en este 
Gobierno (dos o tres años si se 
aprueba a más tardar a mediados 
del 2013) ¿servirá lo suficiente 
para convencer al electorado de 
mantener el  apoyo al partido 
patriota en las elecciones 2015?.

La seguridad, principal 
ofrecimiento de campaña, por sí 
sola no parece que será un 
producto que movilice el apoyo 
electoral, sobre todo cuando 
evaluamos a ocho meses de 
acciones que los indicadores de 
inseguridad no parecen ceder ante 
la naturalización de la violencia, 
la delincuencia y la incursión del 
crimen organizado, que ha 
permeado diversos niveles de la 
institucionalidad pública. Hay más 
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presencia policial y militar en la 
calles, situación que contribuye a 
elevar la percepción de seguridad, 
pero el escenario de la violencia y 
la muerte, se ha trasladado de los 
buses y las zonas marginales, al 
espacio privado de la vivienda y 
circuitos regionales de 
almacenamiento y transito de los 
diversos tráficos que se dan en 
nuestro país; la guerra ha 
comenzado.

¿Cuál será el argumento utilizado 
para demandar el voto? En este 
contexto se evalúan la política 
gubernamental de inversiones 
público-privadas, el proyecto de 
reformas constitucionales y las 
estrategias de reducción de la 
pobreza y la desnutrición, como 
tres posibles pilares de la acción 
gubernamental de cara al 2015.

Negocios con el Estado, 
nueva función pública

No es nuevo que ser proveedor 
del Estado es un negocio rentable, 
no importa si se le venden insumos 
médicos, se construyen obras o se 
firman contratos onerosos. La 
política de inversiones y alianzas 
público privadas del actual 
Gobierno, pareciera orientarse
hacia la bien conocida estrategia 
de usar los recursos públicos para 
beneficiar al capital tradicional y 
a los capitales emergentes, como 

todo obediente Gobierno 
conservador y pro-empresarial.  

El reciente debate en torno a la 
transparencia de la firma del 
contrato en el que se cede en 
usufructo un terreno propiedad de 
Puerto Quetzal, dejó al 
descubierto un negocio que por su 
magnitud puede representar uno 
de los más grandes, uno más a la 
larga lista de beneficios 
concentrados y costos dispersos.

Luego de una rápida revisión de 
los actores privados involucrados, 
se demuestra que el proceso fue 
dejado en manos de expertos en 
contrataciones públicas y 
concesiones, desde luego que no 
nos referimos a la Procuraduría 
General de la Nación (PGN).  El 
bufete Marroquín y Asociados, 
directamente vinculado con la 
portuaria a través de servicios 
profesionales y el nombramiento 
de uno de sus miembros como 
interventor; la contratación de la 
notaria Yaraví Morales, con 
experiencia en venta de insumos 
médicos al Ministerio de Salud 
Pública y Asistencia Social y una 
empresa internacional, completan 
el círculo de actores que de 
manera muy sigilosa manejaron la 
negociación y acuerdos en torno 
a la definición del usufructo, con 
riesgo de convertirse en concesión.
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Los argumentos del Presidente 
sobre la necesidad de modernizar 
la infraestructura portuaria que 
mueve un buen porcentaje de las 
exportaciones e importaciones del 
país, contribuye a elevar la 
competitividad mediante una 
terminal de contenedores que 
permita atender barcos de gran 
calado, elevar la velocidad de 
carga y descarga y con ello reducir 
los costos por tiempo de espera, 
son argumentos irrefutables que 
no justifican el haber llevado el 
proceso de manera oculta, tal y 
como lo declaró el propio 
interventor Marroquín: El “proyecto 
se hubiera caído si se anuncia” 
(Prensa Libre, 7/8/12).

La fiscalización cruzada surtió 
efecto a partir de que se filtrara 
información a una bancada de 
oposición que monta un show 
político que no pareciera tener 
como objetivo transparentar el 
proceso, pues ya no le dio 
seguimiento al debate. 
Afortunadamente para la 
ciudadanía, por lo menos se 
conoció cómo se manejan los 
jugosos negocios que se pactan 
con los Gobiernos y hubo acceso 
a un proceso cuyas “buenas 
intenciones” vienen desde 
Gobiernos anteriores, pues no es 
el primer proyecto de 
modernización de la 
infraestructura de la Portuaria 

Quetzal, que corría el riesgo de 
convertirse en un caballo de Troya 
que trasladará al consumidor final 
los costos de un servicio ¿más 
eficiente?

Algunos elementos a considerar: el 
recurso de la fuerza, la actuación 
del interventor y sub-interventor 
son una clara manifestación de 
que la democracia es buena para 
nombrar autoridades, pero no 
para gobernar. Con el respaldo 
presidencial, estos personajes 
nombrados para garantizar una 
adecuada estabilización y 
continuidad de las funciones 
administrativas de la portuaria se 
atribuyen la negociación, firma y 
defensa de un contrato que excede 
por mucho el periodo para el cual 
fueron nombrados y que impone 
obligaciones al Estado.

La actitud del Presidente ha sido 
un respaldo, más que a los 
susodichos, al proceso. Hasta se 
montó un evento oficial para 
informar a “representantes” de la 
sociedad civil de las bondades del 
contrato y convencer de que se 
siguieron todos los procedimientos 
de ley para ese tipo de negocitos, 
reafirmando que no era necesario 
cumplir con la Ley de Compras y 
Contrataciones, ni pasar por el 
Congreso para aprobar lo que en 
el corto plazo se convertirá en una 
concesión, pues el negocio no está 
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en construir la nueva terminal de 
contenedores, sino en la prestación 
del servicio en la movilización de 
la carga.

Con procesos de contratación 
superiores a la ley y a la 
fiscalización cruzada, ¿qué tipo 
de empresas cree usted que se 
atraen? Correcto, las que han 
aprendido a moverse en el límite 
de lo legal y lo ilegal. Luego de 
todo el debate que se suscitó 
inmediatamente después de que se 
hizo público el negocio, muchos 
apostaban a que una empresa 
internacional no estaría interesada 
en continuar con la negociación, 
pues la inseguridad jurídica puede 
desestabilizar su negocio si 
autoridades de un eventual 
próximo Gobierno distinto 
encontraran la quinta pata del 
gato y decidieran rescindir el 
contrato. Pero el análisis de 
costo-beneficio parece superar 
cualquier escenario negativo y la 
empresa Terminal de 
Contenedores de Barcelona que 
crea una subsidiaria en 
Guatemala, Terminal de 
Contenedores Quetzal, recién 
creada en junio con apenas Q 
5,000.00 para manejar una 
inversión de 120 millones de 
dólares, sigue de frente. Al final el 
lucro puede pagar el desgaste 
político y de opinión, que tienen 
un periodo de vida muy corto. 

Para el señor Presidente este tema 
representó un momento incómodo, 
en el que su discurso por la 
transparencia se puso en 
entredicho, no porque se haya 
comprobado un manejo 
fraudulento, sino por la 
secretividad de la negociación, 
aclarando que no se hizo a sus 
espaldas.

¿Buenas intenciones, o proyección 
de buenos réditos? Juzgue usted.  
Luego del evento organizado por 
la Presidencia de la República, 
la PGN declaró que no hay 
anomalías en el procedimiento, y 
los medios dejaron de abordar el 
tema, pues la Ley contra el 
Enriquecimiento Ilícito es la que 
ocupa los principales titulares. 
Pero, ¿quién le dará seguimiento 
al contrato? ¿Quién garantizará 
que los costos de la obra no se 
conviertan en el futuro en la 
justificación para una escalada 
de precios de los productos que 
ingresen por ese puerto? ¿Quién 
promoverá controles a las 
amenazas a la seguridad que 
tanto se denunciaron durante el 
debate público? 

Reformas constitucionales, 
un proyecto de recomposición 
del presidencialismo

La gran pregunta que ha 
dominado el análisis del proyecto 
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de reformas constitucionales del 
señor Presidente ha sido, ¿qué 
resultados pretende? ¿Se pueden 
alcanzar con un mecanismo 
distinto a la reforma? 

Sobre la base de las buenas 
intenciones, es innegable reconocer 
que se necesita modernizar, 
fortalecer y elevar la eficiencia del 
aparato estatal para que cumpla 
con sus funciones constitucionales 
y que ello se traduzca en bienes y 
servicios que la sociedad requiere 
para gozar de un nivel de vida 
digna. La lentitud burocrática ha 
llevado a que la justicia, los 
programas de apoyo a la 
seguridad alimentaria, la salud, la 
educación, la vivienda y la 
seguridad entre otras funciones del 
Estado, lleguen tarde o no lleguen, 
con lo que se provoca una caída 
de credibilidad de los Gobiernos 
y fuentes de conflictividad social, 
principalmente en sectores que 
ya no tienen nada que perder con 
las medidas de hecho.

Es necesario consolidar 
instrumentos que permitan el 
combate a la corrupción y 
contribuyan a un mejor uso de 
los recursos públicos, destinando 
mayores montos a atender 
necesidades y no a gastos de 
funcionamiento y comisiones por 
transas en las inversiones. Éste es 
otro objetivo loable que 

discursivamente el Presidente ha 
utilizado para convencer sobre la 
bondad de su proyecto de 
reforma.

Cuando nos adentramos en los 
cuatro ejes propuestos: seguridad 
y justicia; controles a la 
modernización del Estado, 
transparencia y rendición de 
cuentas; profundización de la 
democracia representativa, y 
diversidad cultural, encontramos 
que la figura del caballo de Trolla 
puede ser una buena envoltura 
para el objetivo estratégico de 
contar con un poder que facilite el 
manejo discrecional de la 
institucionalidad pública 
republicana.

Para analizar brevemente cada 
uno de los ejes partimos del 
reconocimiento del Derecho 
Constitucional que asiste al 
Presidente para promover la 
iniciativa de reformas, la cual 
modifica sustancialmente la 
conformación, operatividad e 
independencia de los poderes del 
Estado.

En el eje de seguridad y justicia, 
la justificación de que sea el que 
contiene el mayor número de 
artículos a reformar (19 en total), 
está dado por la 
complementariedad que 
representa la justicia para los 
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esfuerzos en seguridad ciudadana.  
No basta con que los aparatos 
represivos del Estado investiguen, 
monten operativos y capturen a 
presuntos delincuentes, si el 
sistema de justicia no tiene la 
capacidad de enjuiciar, vencer y 
condenar a los implicados. Es por 
ello que la iniciativa de reforma 
constitucional 4387 presentada 
por diez diputados y construida 
por el Consorcio USAC-URL-ASIES, 
planteó en el 2010 una reforma 
exclusivamente en materia de 
seguridad y justicia, para fortalecer 
la institucionalidad del Organismo 
Judicial y elevar los indicadores de 
la justicia pronta y cumplida.

Hay que hacer la aclaración que 
el Gobierno de Álvaro Colom 
enfrentaba como principal 
problemática la inseguridad, y el 
énfasis de la política pública se 
dirigía hacia el fortalecimiento de 
la política social. Con el cambio 
de Gobierno y las directrices de 
seguridad, el contexto cambia y la 
propuesta debe mantener su 
exclusividad de intervención del 
organismo judicial, sin ser 
mezclada con otras 
reivindicaciones de reforma a la 
Carta Magna que abren la 
posibilidad de luchas puntuales 
que encubran elementos muy 
discutibles en materia de justicia.

El debate de la efectividad de la 
cadena de justicia 

ha girado en torno a la 
centralización de las funciones 
administrativas y jurisdiccionales 
de la Corte Suprema de Justicia. 
El argumento es que separando 
esas funciones se agiliza la 
aplicación de la justicia. La 
problemática es real, pero el 
mecanismo es discutible. La 
propuesta del Ejecutivo 
contempla la creación de una 
Cámara Administrativa, que es un 
poder en sí mismo, por su 
composición, elección y 
autonomía del poder judicial, 
encabezado por la Corte Suprema 
de Justicia.  La designación de 
los integrantes de este poder de 
Estado mantiene intacta la 
dependencia del Organismo 
Legislativo que elige luego de un 
proceso de postulación, que en 
suma son procesos políticos.

Aún cuando se introduce la 
carrera judicial que es un 
desarrollo institucional, imponer 
un poder que maneje los recursos 
y los nombramientos, es un actor 
con el que habrá que entrar en 
negociación una vez creado, con 
lo que se corre el riesgo de 
politizar aún más el recorrido de la 
cadena de justicia.

En materia de reformas al sistema 
político, la cuestión de fondo es 
cómo la ciudadanía puede 
demandar, fiscalizar y exigir la 
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intermediación de sus 
representantes que llegan al 
Congreso. Hoy en día bajo el 
sistema de listados cerrados y 
bloqueados, los representantes 
electos por los territorios y 
mediante listado nacional, se 
separan de los electores para ser 
defensores de intereses 
personales, de financistas o 
corporativos, situación que deja en 
desprotección política a la 
ciudadanía que vota.  El sistema 
además evita una mejor 
representación acorde a las 
particularidades territoriales: 
étnicas, de género, composición 
por grupos etarios para citar 
algunos, lo que ha consolidado un 
poder Legislativo, 
predominantemente mestizo, 
urbano, adulto y sin equidad de 
género.

El planteamiento de reducir el 
número de diputados es de fácil 
posicionamiento en la 
ciudadanía que critica con 
vehemencia a representantes que 
integran un poder de Estado, por 
excelencia de debate, negociación 
y cabildeo político. Los escándalos 
en torno a la compra de 
voluntades, la distribución del 
listado geográfico de obras, las 
negociaciones sobre el 
Presupuesto General del 
Estado, las contrataciones con 
salarios elevados y el tráfico de 

influencias en otras instituciones 
públicas, son, entre otros 
argumentos, para el rechazo a un 
poder que representa el corazón 
de la democracia deliberativa, en 
donde la diversidad cultural puede 
tener un nivel mínimo de 
expresión.

El temor que se cierne sobre el 
Legislativo, es el crecimiento que 
puede tener si continúa 
aplicándose la fórmula de 
distribuir representantes según el 
número de población de los 
distritos electorales. La proyección 
para el corto plazo es un 
Congreso integrado por 350 
diputados, extremo que asusta a 
todos, no solo por los costos, sino 
por el reto que representaría para 
la gobernabilidad, de continuar  
con la tendencia del voto cruzado, 
que no da al Ejecutivo una 
bancada obediente con 
capacidades de aplanadora, para 
viabilizar los proyectos de 
Gobierno. El consenso 
generalizado, es un número fijo de 
diputados. 

Las opciones en debate pertenecen 
a dos procesos complementarios. 
Por un lado la reforma a la Ley 
Electoral y de Partidos Políticos 
ha llegado a un “consenso” en la 
Comisión específica de Asuntos 
Electorales, que ha definido el 
número mágico en 160.  Con esta 
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propuesta se suma un diputado al 
distrito del departamento del 
Progreso y por proporcionalidad 
un diputado más por el Listado 
Nacional que sirve para otorgar 
una curul a los cuadros orgánicos 
de los partidos. Esta propuesta 
no modifica la composición de 
los distritos que están regulados 
actualmente en la Constitución.

Por la vía de la reforma 
constitucional se plantea que el 
número de diputados debe ser 
140; 120 distritales y 20 por 
listado nacional. Cuando 
comparamos la reducción, ésta 
afecta principalmente al listado 
nacional que pierde 11 curules y 
que no perturba en gran medida 
la representación. Pero el quid es 
la modificación de los distritos, 
los cuales sin decirlo en el texto 
propuesto, deberán llegar a ser 60 
con dos representantes por distrito.  
Con ello se elimina la 
representación de más de dos 
fuerzas políticas en un territorio, 
pues aunque hayan muchas 
opciones partidarias lo limitado de 
las curules, contribuye a fortalecer 
un sistema bipartidista, que suma 
al control Legislativo, si las urnas 
benefician a los candidatos del 
partido que gana la Presidencia.  

Hay dos escenarios. Uno que 
efectivamente se consolide un 
bipartidismo y tiendan a 

desaparecer las opciones 
minoritarias que no tienen 
posibilidades de llegar a la 
Presidencia y que los costos de 
mantener un partido político 
vigente, no se compensen con 
solo obtener alcaldías. Y otro, 
que se fortalezca la diversidad 
político-“ideológica” y que al 
tener la posibilidad de conocer 
directamente a los contendientes, 
el voto sea mucho más legítimo 
al concederlo a un representante 
que se puede fiscalizar, sin 
importar su afiliación partidaria.  
En este escenario se mantendría 
la partidocracia y se fragmentaría 
el Legislativo en un variopinto 
escenario de intereses.

En ambos escenarios se tendería 
a fortalecer los caudillismos de 
actores políticos que no sin 
diferenciar el vehículo partidario, 
han construido imperios 
territoriales basados en un 
clientelismo que consolida 
trayectorias individuales, más que 
liderazgos sociales.  

Con un Congreso con cualquiera 
de los dos escenarios y con un 
Organismo Judicial controlado 
desde fuera, ¿quién podría ser el 
beneficiario?

En materia de transparencia y 
rendición de cuentas, pareciera 
mucho más concreto el apoyo a 
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una efectiva Ley Contra el 
Enriquecimiento Ilícito, que lo 
planteado en materia de 
responsabilidad de funcionarios en 
la propuesta de reformas 
constitucionales. Si el compromiso 
fuera cerrar los chorros por los 
que fluyen los millones para 
negocios entre privados y el 
Estado, la bancada oficial debiera 
ser la primera preocupada por el 
avance de una ley de esta 
naturaleza para hacer congruente 
la producción legislativa con el 
discurso presidencial y 
vicepresidencial.

El resto de ejes contiene elementos 
positivos a los cuales no puede de 
manera particular definir una 
oposición racional. El tema del 
reconocimiento y la valoración de 
la diversidad cultural, étnica y 
lingüística es parte de las 
reivindicaciones de los Acuerdos 
de Paz que fracasaron en la 
consulta popular de 1999. La 
posibilidad de que el Ministro 
de la Defensa sea un civil y el 
reconocimiento constitucional de 
la Policía Nacional Civil, son 
avances en materia de seguridad. 
Las nuevas asignaciones 
constitucionales para la 
Contraloría General de Cuentas, 
el Ministerio Público, las 
Municipalidades que ganan un 
punto porcentual (del 10% al 11%) 
del Presupuesto General del 

Estado y un aumento del 100% 
para el Organismo Judicial, son 
buenas intenciones de 
independencia a esos poderes.

La pregunta que asalta a la razón 
es ¿qué vendrá después de las 
reformas? Si lo aprobado funciona 
en lo que quede de tiempo del 
periodo del Gobierno del general 
Pérez, ¿se buscará una nueva 
generación de reformas? ¿Se 
promoverá en ese momento una 
Asamblea Nacional Constituyente?  
¿Servirán los mecanismos 
aprobados para un eventual 
continuismo del partido de 
Gobierno? ¿Se promoverá una 
reforma que sí rescate los intereses 
del Presidente, que para este 
proceso se sacrificaron?  En este 
tema es donde el artilugio de 
Troya puede penetrar la opinión 
pública y movilizar un voto de cara 
a la consulta popular que 
aprobará o rechazará unas 
reformas que parecen reconcentrar 
el poder en el Presidente.

La lucha contra el hambre 
desde el marketing y la 
afiliación emotiva

No requiere mucha 
argumentación el planteamiento 
de que el principal déficit del 
Gobierno del PP es la política 
social y la lucha contra la pobreza, 
la desnutrición y el hambre. 
Aunque se ha creado inclusive un 
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Ministerio para institucionalizar, 
transparentar y efectivizar la 
inversión social, éste no es el 
principal interés y compromiso 
gubernamental.

La incapacidad de atender a los 
municipios con mayor nivel de 
desnutrición con políticas que 
ayuden a enfrentar el hambre, a 
minimizar los impactos en la 
producción por fenómenos 
naturales y llevar fuentes de 
ingreso a las familias, demuestra 
que más que gobernar para el 
desarrollo del país el objetivo es 
lograr el control del país.

Una aproximación a priori a las 
prioridades del gasto contenido en 
el proyecto de presupuesto 2013, 
presentado por el Ministerio de 
Finanzas, no refleja que las 
prioridades del segundo año de 
Gobierno varíen en beneficio de lo 
social.

Es valorable el posicionamiento en 
la opinión pública del Plan 
Hambre Cero, el programa 
Triángulo de la Dignidad, el marco 
de política para 
la promoción de inversión privada 
en territorios rurales y la 
promoción de la economía 
campesina, que contribuyen a 
generar una respuesta emotiva, 
por parte de la sociedad que se 
puede sumar a la campaña de la 
Secretaría de Seguridad 

Alimentaria, “y a ti ¿te pela?” 
para canalizar aportes de Q50.00 
en adelante para programas de 
atención a la desnutrición y 
sensibilizar a la población urbana 
de las graves condiciones de la 
vida rural.

La pobreza y sus repercusiones no 
se cambian sólo con donaciones 
motivadas por el márquetin y la 
respuesta emotiva producto de 
la goma moral que genera saber 
que en nuestro país están ocho de 
los diez municipios más 
desnutridos del mundo. Es 
fundamental promover políticas 
públicas sostenidas, que 
articulen las acciones de la 
institucionalidad estatal y brinden 
respuestas integrales a un 
problema que tiene raíces 
históricas.

Nuevamente el caballo de Troya 
sirve para endosarle la 
responsabilidad moral de un 
problema que no todos hemos 
contribuido a construir. La 
concentración de la riqueza y los 
recursos de todo tipo es efecto 
de un modelo que el Estado es el 
principal responsable de 
combatir, modificar y controlar 
para evitar que el hambre de la 
mayoría sea el principal 
ingrediente de la fortuna de las 
minorías.
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El final de la era está siendo 
muy traumática. El inicio del 
nuevo Baktun debe 
constituir una oportunidad 
para promover cambios que 
beneficien realmente a la 
sociedad y que contribuyan 
a concretizar el “bien 
común” que hoy es un bien 
jurídico sin referente 
material.   

Para ello, hay retos 
concretos que debe 
apropiarse la ciudadanía 
que probablemente acuda a 
la eventual consulta popular 
sobre la reforma 
constitucional. El análisis y 
formación de criterio sobre 
este importante tema, 
deberá ser sobre la base 
de un abordaje integral del 
proyecto de reforma; se 
debe superar las luchas y 
reivindicaciones sectarias, 
para trascender a un 
posicionamiento colectivo 
que evite endosar la 
soberanía individual, en una 
reforma cuyos impactos 
particulares puedan ser 
positivos, pero el saldo 
global regresivo.

Consideraciones 
finales

Derrumbar la cultura 
maniquea de oposición o 
comparsa sin sentido 
crítico, es fundamental 
para trascender a una 
responsabilidad pública 
que lleve a la ciudadanía, 
sí a emitir el voto pero 
además continuar con el 
acompañamiento y 
fiscalización de aquellos 
que han sido designados 
para representar y decidir 
por las mayorías.  

La lucha inmediata es 
exigir al Congreso el 
amplio debate de la 
reforma constitucional que 
de ser aprobada en su 
seno, debería llevarse a 
consulta popular por ejes 
para hacer más evidente el 
apoyo y el rechazo de los 
electores, evitando que la 
votación sea a favor o en 
contra del ponente de la 
misma.
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Cristhians Castillo

La recomposición 

del presidencialismo 

de Guatemala
¿En ruta hacia la dictadura

La democracia como régimen político ha sido 
seriamente cuestionada en América 
Latina, a pesar de ser relativamente joven en 

esta región. Para el caso guatemalteco, la 
democracia llega a sus 28 años, con siete elecciones 
presidenciales en las que la sombra de los Gobiernos 
de factos desaparece, pero se instaura una 
incertidumbre generalizada, respecto del desempeño 
de las autoridades electas para cada período, que 
aún no logran encausar al país en una ruta sostenida 
de desarrollo nacional.

Los productos sociales de la 
democracia se crean con la 
expectativa de generar mejoras en 
la convivencia entre distintos 
grupos que viven y piensan 
distinto; además se espera que 
ayude a mejorar las condiciones 
materiales de vida. Esto explica la 
creciente correlación entre 

desempeño económico y 
democracia. Mientras el primero 
contribuye al plato de comida 
en la mesa, la segunda define el 
rumbo del modelo económico y la 
repartición de costos y beneficios.

Un breve acercamiento al nivel de 
aceptación que tiene la 

democrática?
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democracia en la región, lo ofrece 
la Corporación Latinobarómetro 
en su Informe 2011, que llegó a 
estas conclusiones: los 
ciudadanos “muy satisfechos”, 
sumados a los “más bien 
satisfechos” con la democracia en 
Guatemala representan el 23%, 
que es el indicador más bajo de 
Latinoamérica (el nivel de 
satisfacción promedio es del 39%).  
En Panamá el indicador es 54% y 
en Costa Rica 44%.  

Al momento de explorar la 
efectividad del Estado y su utilidad 
para el ciudadano y su familia, 
quienes consideran que el aporte 
ha sido “mucho” y “algo” alcanza 
únicamente el 21%, dato que 
contiene a los que han obtenido 
algún beneficio de la 
institucionalidad pública. Sin 
embargo la tendencia encuentra 
un contrapunto cuando se evalúa 
el nivel de participación electoral 
en las elecciones generales del 
2011, que representó el 69% de 
los empadronados. 

Si bien hay descontento con el 
funcionamiento del sistema 
democrático, aún gana la 
credibilidad en el mecanismo de 
alterabilidad en el poder, mediante 
el voto. Las elecciones universales 
son la base de la democracia, la 
forma que permite el acceso al 
poder público, elemento 

determinante para consolidar 
o romper un proyecto político.  
Aunque en Guatemala no se haya 
reelecto ningún partido en el 
Ejecutivo, el proyecto político 
conservador-neoliberal se ha 
mantenido con algunas 
pequeñas amenazas de Gobiernos 
que, producto de actores nuevos 
que disputan el control del poder, 
intentaron anteponer el interés 
colectivo a los intereses 
corporativos.

El resultado del debate sobre la 
calidad de la democracia 
reconoce que su desarrollo y 
profundización va mucho más 
allá de los procesos electorales, 
enfocando su atención en la 
relación entre 
elector-representante 
principalmentedurante el período 
para el cual el segundo fue electo 
para tomar decisiones.

Las decisiones de los gobernantes 
están enmarcadas en el modelo 
republicano de Estado. La 
arquitectura institucional estatal 
tiene que ver con la 
concentracióndistribución de 
poder y con la efectiva 
representación de actores sociales, 
y con los equilibrios que evitan el 
uso autoritario del poder.
Todo cambio en la estructura 
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institucional del Estado 
promueve una rearticulación de 
fuerzas, poderes y contrapesos 
que define la funcionalidad del 
régimen político. La reforma del 
Estado influye decididamente en 
la calidad de la democracia que 
tenemos.  El cálculo racional 
del ciudadano gira en torno al 
balance entre libertades 
cívico-políticas y beneficios 
materiales que el sistema 
institucional, jurídico etc., le 
proporciona o facilita.

La centralización del 
sector público

El sector público en Guatemala 
tiene una herencia de las 
instituciones coloniales difícil de 
evadir. El legado de centralización 
se reproduce en las etapas por las 
que ha transitado el Estado, 
incluyendo la actual etapa 
democrática.

La centralización mantiene en lo 
urbano-citadino el eje de la toma 
de decisiones, que incluye desde 
luego la concentración de los 
recursos, limitando en la provincia 
la capacidad de conducir 
soluciones propias a sus 
problemas y necesidades.

Esta centralización financiera es 
expresión del control político. Por 
eso cada “iniciativa” institucional 

busca un nicho de “situado” 
presupuestario, que garantiza la 
sostenibilidad y reduce la 
volatilidad pero también refuerza 
la rigidez del gasto público. Quien 
distribuye los recursos (una 
prerrogativa ventajosa para un 
presidente de Comisión de 
Finanzas en el Congreso), tiene 
una cuota de poder que en la 
práctica define políticas públicas.

La centralización de funciones 
también incide en la eficiencia de 
lo público. Cada instancia 
especializada, lejos de interactuar 
articuladamente con otras, 
reproduce en su interior las 
funciones específicas de otras 
instituciones, con lo que aumenta 
la burocracia, aumentan los costos 
de funcionamiento y se invierte en 
la generación de capacidades que 
cada cuatro años, con el cambio 
de Gobierno, son relevadas.  Esa 
centralización, además, conspira 
contra la cultura de trabajo en 
equipo y la colaboración entre 
agencias.

La información corre la misma 
suerte. Cada organización recoge, 
procesa, sistematiza, almacena, 
interpreta y evalúa información 
de manera discrecional sin que se 
tenga una consistencia de datos 
estadísticos que oriente las 
políticas públicas y constituya 
insumos para la planificación. Si
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se consulta, por ejemplo, 
estadísticas de criminalidad, los 
datos del Ministerio de 
Gobernación, de la Policía 
Nacional Civil, del Instituto 
Nacional de Ciencias Forenses, 
de los Bomberos y del Ministerio 
Público no coinciden y las 
categorías de clasificación varían. 
Situación similar sucede con las 
estadísticas vitales y educativas, 
por mencionar otras, en las que 
organismos internacionales y 
organizaciones no 
gubernamentales han contribuido 
a difuminar la consistencia, debido 
a que, a pesar de las buenas 
intenciones, los actores privados 
tiende a contradecir los débiles 
datos oficiales.

La centralización de funciones 
administrativas especializadas 
está generando controversia en el 
sector público.  Así, se critica que 
el director de un hospital deba 
ser un médico y no un experto 
en administración pública; o que 
un magistrado emita sentencias y 
autorice compras, contrataciones y 
alquileres; o bien un magistrado 
del Tribunal Supremo Electoral 
coordine y administre los 
procesos electorales y al mismo 
tiempo emita fallos 
jurisdiccionales.  En cada caso las 
implicaciones son diferentes, pero 
el rasgo común es la 
concentración de la toma de 

decisiones. En algunos casos eso 
contribuye a enlentecer los trámites 
y en casos graves toda la 
organización. Pero romper de tajo 
con esa estructura puede meter 
un una inoperatividad total a los 
organismos de Estado, o dislocar 
los centros de poder y lealtades 
institucionales.

Este rasgo funcional de la 
administración pública se está 
convirtiendo en el argumento que 
justifica lasonada Reforma del 
Estado en Guatemala. Desde 
voces como la del Presidente de la 
República, la academia, 
organizaciones sociales y algunos 
funcionarios públicos, coinciden 
que en mayor o menor medida el 
control centralizado de los 
poderes, organizaciones y oficinas 
de Estado es la causa de la 
inoperatividad, disfuncionalidad y 
corrupción que tanto se imputa a 
lo público. 

Sin embargo no es justificación 
suficiente para que se modifique 
la arquitectura institucional en su 
conjunto, que evidentemente en la 
actualidad está rota.

Los elementos sometidos a debate 
son, entre otros, los que 
contribuyen a que las y los 
guatemaltecos identifiquen que el 
Estado es poco transparente. En 
datos �de Latinobarómetro 2011, 
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el 62% de la población  tiene una 
percepción de opacidad en el 
sector público, y al sondear la 
confianza en el Gobierno, la 
“mucha“ y “algo“ de confianza 
representa el 18%, mientras un 
82% se manifiesta desconfiado. 

Los pilares institucionales 
de la democracia

¿Qué instituciones son básicas 
para el buen funcionamiento y 
calidad de la democracia? 
Inicialmente reafirmamos que para 
un adecuado funcionamiento de
la forma republicana de Gobierno, 
la independencia de poderes es un 
ingrediente constitutivo. Es además 
un límite a la tentación de 
centralización absoluta del poder 
público, que suele posicionar en la 
pirámide a un sector, una familia o 
un individuo. El fortalecimiento del 
modelo republicano motivó la
reforma constitucional de 
1993, luego del golpe de Estado 
promovido por el propio 
Presidente de la República. 

Como parte del legado de la 
apertura democrática el modelo 
cuenta con la Corte de 
Constitucionalidad, máximo 
órgano jurisdiccional con 
capacidad de interpretar y sentar 
precedente en la aplicación de 
la Constitución de la República. 
Dicha instancia autónoma está 

facultada para conocer en única 
instancia las impugnaciones contra 
leyes o disposiciones que pudiesen 
perder coherencia con la 
Constitución. En términos prácticos 
regular las relaciones entre 
poderes del Estado y de 
particulares ante el Estado.

La Constitución de 1985 manda 
la creación del Ministerio Público 
(MP) como una institución auxiliar 
de la administración pública y de 
los tribunales, con funciones 
autónomas y cuyo fin es velar por 
el estricto cumplimiento
de las leyes. Luego de las 
reformas constitucionales de 1993 
“el Estado de Guatemala dio un 
giro sustancial en la forma de 
organizar el sistema penal para 
enfrentar la criminalidad…, dividió 
las tareas de juzgamiento, 
investigación y persecución penal 
en distintos órganos para 
establecer un sistema de pesos 
y contrapesos”1 en la cadena de 
aplicación de la justicia, 
constituyendo al MP en un órgano 
encargado de ejercer la 
persecución y la acción penal
pública.

“Con la promulgación del 
Código Procesal Penal, se 
definieron dos grandes áreas 

1. Información disponible en http://www.
mp.gob.gt/acerca-del-mp/historia/
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de acción del MP: facultades de 
dirección de la investigación en la 
denominada etapa preparatoria 
y las facultades de acusación 
para el ejercicio de la persecución 
penal propiamente dicha.”2 De la 
efectividad del MP depende, en 
buena medida, el éxito o fracaso 
de la administración de justicia.

Otro legado del tránsito a la 
democracia es la institución 
del Procurador de los Derechos 
Humanos, facultado para 
supervisar la administración 
pública, promover el buen 
funcionamiento y la agilización de 
la gestión administrativa en 
materia de derechos humanos.  
Investiga y denuncia 
comportamientos administrativos 
lesivos a los intereses de las 
personas.  Emite censura pública 
por actos o comportamientos en 
contra de los derechos 
constitucionales y protege al 
individuo de las acciones del 
Estado que violen los derechos 
fundamentales.

Es central en la democracia la 
institucionalidad políticoelectoral, 
que en Guatemala está regulada 
por la Ley Electoral y de Partidos 
Políticos, promulgada por los 
constituyentes de 1985. Esta ley 
contiene los elementos que 
regulan los procesos electorales: 
el Tribunal Supremo Electoral, los 

partidos políticos y la jurisdicción 
electoral.

Los partidos son la única 
organización con capacidad de 
postulación a cargos de elección 
popular en todos los niveles del 
Estado: Presidente y 
Vicepresidente, diputados 
(distritales, listado nacional y al 
Parlamento Centroamericano), 
Alcalde y Concejo Municipal. Son, 
por ende, los vehículos que 
proyectan al Estado los diversos 
intereses sociales.

¿Recuperar el mando?

Pues bien, todas esas instituciones 
están en la agenda de reforma, en 
asuntos que pueden modificar 
sustantivamente la funcionalidad 
de cada una de ellas en influir en 
su debilitamiento para generar 
una alineación que permita centrar 
mayores poderes en el 
Ejecutivo. Al tocar cada una las 
patas que sostienen la 
democracia, se recompone el 
juego político, reasignando cuotas 
de poder a actores tradicionales y 
emergentes sin romper el marco 
legal. ¿Se estará buscando un 
alineamiento que facilite el 
ejercicio del poder y la 
funcionalidad de la estatalidad?

Las modificaciones van de las muy 
sutiles, como elevar el 
situado constitucional del 
Organismo Judicial y fijar un piso 
al MP, hasta las abiertamente 2. Ibidem



71

Revista Análisis de la Realidad Nacional	 IPNUSAC

confrontativas, como la creación 
de la Cámara Administrativa, 
electa por el Congreso y separada 
de la Corte Suprema de Justicia. 
Al Legislativo se le cambia 
conformación y representación, 
trastocando la forma de 
postulación y adjudicación de 
curules. El TSE y los partidos son 
afectados mediante la reforma a 
la Ley Electoral. Hay dos iniciativas 
una promovida por el oficialismo 
en línea con las reformas
constitucionales, y la de la 
Comisión de Asuntos Electorales, 
que aun no cataliza la alternativa.

En los Gobierno de Oscar 
Berger y Álvaro Colom, ambos 
con minorías parlamentarias, hubo 
un desplazamiento de poder del 
Ejecutivo al Legislativo. La figura 
de presidentes� débiles, sin 
capacidad de control y reducida 
capacidad política, permitió que 

los grupos de poder posicionaran 
sus intereses en el Congreso, un 

órgano con poderes que incluso 
podrían paralizar al Estado, sea 
mediante interpelaciones y juicios 
políticos, candados presupuestales 
o parálisis de decretos. Eso es así, 
no obstante que varios recursos 
definen el presidencialismo como 
régimen político en Guatemala.3 

En estas condiciones de 
fragmentación, los diputados y 
bloques legislativos han 
identificado sus nichos de poder 
sea en la aprobación de 
presupuestos y la elección de 
cargos, sea en la autorización de 
bonos y préstamos, o en la 
definición del listado geográfico 
de obras, la ampliación del techo 
presupuestal y la fiscalización 
cruzada. Esos poderes cruzados 
demandan capacidad de gestión, 
negociación y construcción de 
consensos.4 

El Organismo Judicial enfrenta en 
su integración el “pecado” de ser 
electo por el Legislativo a partir 
de la propuesta de una nómina 

3. Entre esas facultades del Presidente 
están: ser electo en voto directo y universal, 
nombrar a su Gabinete, vetar leyes de mayoría 
simple del Congreso y poseer iniciativa de ley, 
proveer la defensa y seguridad de la nación 
y conservar el orden público, incluso con 
poderes temporales ampliados, y convocar al 
Congreso a sesiones extraordinarias por un 
interés superior de la República. 
4. La evidencia empírica de las últimas dos 
legislaturas, muestra que se han instalado 
capacidades en el legislativo para inducir la 
parálisis gubernamental, la cual puede ser 
provocada ya no por antagonismos ideológicos 
y diferencia en los planteamientos programáticos, 
sino por intereses puntuales vinculados en su 

mayoría con los negocios con el Estado, que 
es la nueva fuente de acumulación de capital. 
Esta condición volatiliza la gobernabilidad 
no solo entre poderes representados en 
las distintas bancadas, sino inclusive a lo 
interno del bloque oficialista que se constituye 
a partir de facciones políticas diversas. En 
estas condiciones se rompe la tipología que 
clasifica los legislativos en reactivos y 
proactivos, según sea el énfasis en la 
negociación para mantener o romper el status 
quo, adquiriendo una naturaleza transaccional 
que prioriza el análisis de costo-beneficio 
entre la multiplicidad de jugadores con 
capacidad de veto legislativo.
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presentada por una Comisión 
de Postulación. Esta condición 
somete la integración de las 
Cortes (Suprema y de Apelaciones) 
a pactos y negociaciones políticas. 

Ante esa realidad, un Presidente 
de la República fuerte debe 
impulsar políticas con viabilidad, 
según el tipo de Legislativo que 
enfrenta. 

La burocracia también ha ido 
acumulado capacidades de 
autonomía respecto del grupo en 
el poder. Según la Vicepresidenta 
la corrupción descansa en los 
mandos medios de las instituciones. 
Pero ese poder burocrático también 
se refleja en bajos niveles de 
ejecución del Plan Hambre Cero, 
que es prioridad de esta 
administración, y en el tortuguismo, 
la hiper-fragmentación de 
lealtades y la distorsión a la hora 
de aplicar las políticas de 
Gobierno. 

En un cuadro hipersensible a la 
ingobernabilidad institucional, 
como el expuesto, es lógico que 
un proyecto político quiera 
recuperar el Estado a fin de 
promover su� proyecto. Así, 
reformar el marco jurídico-
institucional puede contribuir a 
restablecer la unidad de mando 
para ser funcional.

Es impostergable el debate 
para definir la ruta de la 
Reforma del Estado, que 
a todas luces requiere de 
procesos de modernización, 
transparencia e 
institucionalización. Sin 
embargo los 
acontecimientos sugieren 
que  hacer una cirugía 
mayor que provoque los 
cambios de manera 
precipitada y en las 
instituciones 
constitucionales, puede 
concluir en un proceso de 
contrarreforma que reduzca 
márgenes de acción de la 
institucionalidad 
democrática y alineé los 
poderes y organizaciones en 
un modelo de autoritarismo 
democrático.

La aparente defensa y 
fortalecimiento del imperio 
de la ley, distrae a la 
ciudadanía de los intereses 
de los políticos que desde 
el control y modificación de 
la norma reprograman el 
modelo de democracia. 

Consideraciones 
finales
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Es evidente que movilizar el 
Estado desde una coalición 
con minorías legislativas es 
una ruta costosa y sin 
garantía de éxito; es 
necesario construir 
coaliciones mayoritarias que 
antepongan a los intereses 
particulares, un proceso 
transparente de reforma de 
manera gradual, sistemática 
y profunda que no ponga 
en riesgo los avances de los 
últimos 28 años.

Cualquier proyecto que 
promueva un 
autoritarismo democrático 
debe ser evaluado 
exhaustivamente para 
evitar que una vez 
implantado, nos 
quedemos sin beneficios 
sociales y sin garantías 
constitucionales.
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Constitución 
y constituyentes 
del

Victor Hugo Gódoy Morales

3Políticas
Públicas

45

Quiero dar las más 
expresivas gracias al 
Instituto Holandés para la 

Democracia Multipartidaria por 
la oportunidad que me brinda de 
poder comentar el libro 
“Constitución y constituyentes 
del 45 en Guatemala”, escrito 
por mi maestro, mi exjefe, mi 
amigo y compañero de luchas 
democráticas Jorge Mario García 
Laguardia.  

Lo primero que tengo que decir, 
es que este libro, se sale de los 
cánones a los que el renombrado 
estudioso constitucionalista nos 
tiene acostumbrados: no es este 
un ensayo jurídico-doctrinario 
sobre la Constitución del 45,
sino un importante documento 
histórico-político que nos ubica en 
el contexto que influyó en la 
redacción del más famoso texto 
constitucional del Siglo XX 
guatemalteco.

Justicia
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Es magistral e impresionante cómo 
plantea el desafío que tiene ante 
sí el Poder Constituyente para 
modernizar el país, al rescatar la 
carta que desde Chiapas le escribe 
el general Manuel Mier y Terán al 
Emperador Iturbide en la que le 
describe con “horror” las prácticas 
que ha atestiguado de la nobleza 
guatemalteca. Asimismo, es 
esclarecedora la descripción de la 
coyuntura en la que se produce la 
muerte de Francisco Javier Arana, 
aunque este suceso haya acaecido 
años después, pues el mismo fue 
producto de las pugnas y tensiones 
que se desataron desde el 
momento de la renuncia de Ubico.

Para mí, que considero esta 
muerte como el parteaguas 
societal que influyó grandemente 
en los acontecimientos que se 
sucedieron en la segunda mitad 
del siglo pasado, lo narrado por 
García Laguardia me despeja 
totalmente las dudas que pudiera 
haber tenido sobre la 
responsabilidad de los 
revolucionarios. Sin embargo, este 
accidente implicó la decisión de 
los sectores oscurantistas del país: 
iglesia y oligarquía, unidos a los 
intereses norteamericanos, de 
abandonar la vía de las libertades, 
la democracia y la alternancia en 
el poder.

“Constitución y Constituyentes del 
45 en Guatemala” llena un vacío 

respecto de los temas candentes, 
tensiones y clima político que 
fueron el crisol en que se fundió 
esta Carta Magna que inauguraba 
el constitucionalismo social en un 
país de excluidos y discriminados 
del contrato social; contrato éste 
que es el meta-relato de la 
modernidad y el Estado-Nación, 
en palabras del sociólogo lusitano 
Boaventura de Sousa Santos, en 
el que la mayoría de 
guatemaltecos se encontraban 
fuera de él, en estado de 
naturaleza.  El fracaso del 
proyecto de la “primavera 
democrática” lo podemos 
constatar actualmente: los 
representantes de los pueblos 
originarios proponen diputados 
por municipio, lo que nos dice que 
no se sienten representados con el 
modelo actual y que la 
democracia representativa no es lo 
mismo para ellos que para 
nosotros.

Por otra parte, se puede decir que 
el libro de Jorge Mario García 
Laguardia se publica en un 
momento oportuno ya que el país, 
además de sus problemas 
cotidianos, se encuentra en un 
debate sobre reformas a la 
Constitución de 1985 que el 
Gobierno pretende impulsar, se-
gún él para modernizar al Estado y 
hacerlo más eficiente.  El ensayo 
nos picará la curiosidad para leer 
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el Diario de Sesiones de la 
Asamblea Nacional Constituyente 
de 1945 y deleitarnos con los 
debates y distintas 
argumentaciones que en ella se 
dieron.

Debo confesar que fue la lectura 
de ese Diario el que me incitó a 
participar en la Constituyente 
de 1985. Recuerdo que luego del 
golpe de Estado del 23 de marzo 
de 1982, en la dependencia 
donde trabajaba, nos pusimos a 
hacer conjeturas sobre la salida o 
retorno al orden constitucional y el 
licenciado Félix Castillo Milla, que 
conocía mis inquietudes políticas, 
me llevó un ejemplar de dicho 
Diario de Sesiones. Me 
apasionaron los debates. En los 
del voto del analfabeto, me 
convencía alguien que 
argumentaba a favor, pero luego 
también me convencía el que 
argumentaba en contra. Después 
tuve que releer las 78 páginas 
de ese debate para sacar una 
conclusión. 

También es oportuno para la 
propuesta actual de reformas 
constitucionales, porque nos 
demuestra que no siempre 
introducir en la Constitución un 
tema gremial o de coyuntura, 
como fue el estatuto del Ejército, 
resulta positivo, sino todo lo 
contario.

Pero quizás lo más relevante del 
libro del doctor García Laguardia 
es que hace patente la necesidad 
de escribir la historia para poder 
rescatar la memoria, especialmente 
ahora que rescatar la memoria 
creemos que es solo una cosa. 
Haber elaborado el cuestionario 
pretendiendo obtener respuestas 
de los propios actores sobre los 
entretelones del clima político que 
se vivía, las dudas que respecto a 
ese contexto se tenían, las pugnas 
internas y cómo se resolvieron, 
los porqués del abordaje de los 
temas principales, así como la 
conducción del constituyente por 
los arevalistas, que permitió dar 
coherencia al texto. 

Al respecto de esto último 
quiero decir que en 1985 los 
viejos líderes del Partido 
Revolucionario (PR), mi partido, 
nos aconsejaron hacer una alianza 
moderada para lograr lo mismo. 
Los diez diputados del PR 
platicamos con los cuatro del 
Partido Nacional Renovador (PNR), 
que era una escisión del viejo 
Movimiento de Liberación 
Nacional (MLN), para hacer una 
alianza constituyente. Puestos de 
acuerdo nos reunimos antes de la 
toma de posesión en la oficina del 
licenciado Fernando Hurtado Prem 
con representantes de la 
Democracia Cristiana (DC) que 
tenía 20 diputados, y de la Unidad 
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del Centro Nacional (UCN), con 
22 diputados, para proponer una 
alianza moderada mayoritaria 
para legislar la constitución, 
dejando fuera al MLN, PID (Partido 
Institucional Democrático), CAN 
(Central Aranista Organizada) y 
PUA (Partido de Unificación 
Anticomunista), que 
considerábamos la extrema 
derecha. El criterio de UCN y DC 
fue que era contraproducente 
dejar fuera al MLN porque 
entonces se podría victimizar y 
ganar las elecciones a la 
presidencia de la República. Por 
esa razón la alianza fue entre la 
DC, UCN y MLN, y nuestra 
Constitución es asistemática y su 
texto tiene algunas de cal y otras 
de arena.

El doctor García Laguardia se 
propuso escribir esta historia 16 
años después de la Revolución 
del 44, y debido a los avatares 
políticos que ha vivido Guatemala 
hasta hoy se está publicando, pero 
los protagonistas consultados 
pudieron en varios años responder. 

No sucede lo mismo con la actual 
transición democrática y la 
Constitución del 85 y las 
preguntas están pendientes, 
aunque no serían hoy las mismas 
que se hicieron para el 45. Por 
ejemplo, respecto del contexto en 
que deviene la transición, Jennifer 

Schirmer en “Las Intimidades 
del Proyecto Político de los 
Militares en Guatemala” nos dice 
que a Lucas García se le había 
advertido por parte del Centro de 
Estudios Militares (CEM) que 
no apoyara un candidato militar.  
Fue la contravención a esto ¿el 
motivo del golpe del 23 de 
marzo?  

En las elecciones de marzo del 82, 
sólo en la ciudad capital 70 mesas 
de votación de las 500 existentes 
no tenían acta de cierre de 
votación y según los reporteros de 
televisión, ellos detectaron que las 
boletas de esas mesas no habían 
sido dobladas para haber sido 
introducidas en las ranuras de las 
urnas de votación. ¿Fue el fraude 
electoral el motivo? ¿Por qué 
escogieron a Ríos Montt como 
líder de la Junta Militar y quiénes 
lo escogieron?  

¿Quién ha estudiado los diarios 
de sesiones del Consejo de Estado 
en donde se discutieron las nuevas 
leyes políticas y quiénes fueron los 
integrantes del mismo? ¿Qué fue 
lo que ellos y ellas aprobaron, 
respecto de los partidos políticos, 
y cuál la redacción final de los 
Decretos –Leyes? ¿Cómo y 
con quién cabildearon los viejos 
políticos para que los partidos no 
fueran cancelados sino sólo 
reorganizados? A Ríos Montt, ¿lo 
relevaron por sus sermones 
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religiosos o por la conducción 
contrainsurgente? ¿Quiénes iban 
a poder participar en la 
Constituyente? Y así, habría 
múltiples preguntas sobre 
propiamente la elaboración de la 
nueva Constitución.

Creo, en lo particular, que lo más 
trascendental que hicimos en la 
Constitución del 85 fue la 
redistribución territorial de los 
ingresos del Estado hacia el 
municipio, para aliviar un poco 
la exclusión y discriminación. Esto 
se hizo retomando la bandera que 
izó Manuel Colom Argueta 
presidiendo, en su tiempo, la 
Asociación Nacional de 
Municipalidades (ANAM). Por 
supuesto que era un municipio en 
que los alcaldes no podían 
reelegirse, los concejos 
municipales eran órganos de 
control y era la excepción que un 
Alcalde tuviera mayoría en el 
mismo. Si se aumentaban el 
sueldo o las dietas, esto cobraba 
vigencia hasta en la siguiente 
administración, al igual que las 
corporaciones estaban articuladas 
con las alcaldías indígenas. Si a 
algún Alcalde se le declaraba con 
lugar el antejuicio tenía tres meses 
para resolver su situación o era 
separado definitivamente del 
cargo desaforado por el propio 
Concejo Municipal.

Otro tema que llevó bastante 
discusión fue el de Comunidades 
Indígenas, que fue cambiado 
respecto de las regulaciones 
anteriores, aunque no se concebía 
aún el concepto de pueblo 
indígena, menos aún el de 
pueblo originario. Aquí he de decir 
que fue Mauricio Quixtán, único 
diputado que no representaba a 
partido político alguno, sino al 
comité cívico departamental 
Organización Campesina de 
Acción Social (OCAS), de 
Quetzaltenango, quien puso la 
“pica en Flandes” al dirigirse al 
pleno en idioma kiché y no 
aceptar que el idioma de trabajo 
de la Asamblea fuera simplemente 
el español.

Concluyo agradeciendo a Jorge 
Mario García Laguardia su 
inapreciable aporte, que nos 
retrotrae a cuando Guatemala 
y otros países de América en la 
mitad del siglo pasado vivieron 
democracias producto de 
movimientos nacionales que 
buscaron la independencia 
económica y bienestar de sus 
pueblos con soberanía y dignidad, 
para compararnos con las 
democracias de “baja intensidad” 
que vivimos desde los años 90, 
solo para mal administrar la 
globalización y el neoliberalismo.  
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Eficiencia 
y eficacia en el sistema 
de

Alejandro Sánchez

justicia

La invisibilización de la violencia es una 
característica de la sociedad guatemalteca.Y en 
ese fenómeno de invisibilización, quizás la 

violencia contra la mujer es la que menor atención 
recibe, aunque algo comienza a cambiar.

El Estado de Guatemala ha 
emitido una trilogía de leyes 
que ha permitido elaborar 
gradualmente una estrategia que 
le permita cumplir su deber 
primordial de proteger a las 
mujeres en contra de la violencia:

1. Ley para prevenir, sancionar y 	
	 erradicar la violencia 
	 intrafamiliar Decreto 97-1996 	
	 del Congreso de la República; 

2. Ley contra la violencia sexual, 	
	 explotación y trata de personas, 	
	 Decreto 9-2009 del Congreso 	
	 de la República; y,
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3. Ley contra el femicidio y otras 	
	 formas de violencia contra la 
	 mujer, Decreto 22-2008 del 
	 Congreso de la República.

Estas tres leyes han permitido 
establecer un marco normativo de 
mayor efectividad para combatir la 
violencia contra la mujer.

A pesar de ello, los números de la 
violencia contra la mujer 
siguen siendo graves y las cifras de 
reporte demuestran que hay una 
mayor visibilización de la 
problemática. 

Por ejemplo, puede observarse en 
la primera década del siglo XXI un 
crecimiento del total de muertes de 
mujeres, empezando por una cifra 
de 303 mujeres muertas en 2001 
versus 695 en 2010. Debe notarse 
en esa primera década el pico fue 
alcanzado en el año 2009 con 
720 mujeres muertes y se observa 
un descenso hacia 2011, con una 
cifra de 631 casos (en el primer 
cuatrimestre de 2012 se registran 
227 femicidios).1

Estas cifras colocan a Guatemala 
en el tercer lugar a nivel mundial 
en muertes violentas de mujeres, 
con una tasa de 9.7 femicidios por 
cada 100,000 habitantes, según 
el Small Arms Survey Research.2 
Frente a ese ingente fenómeno 
de la violencia contra la mujer, la 

respuesta del aparato estatal ha 
sido limitada.

La ley contra el femicidio y otras 
formas de violencia contra la 
mujer, establece la necesidad de 
una jurisdicción especializada, en 
los siguientes términos: 

“Artículo 15. Creación de los órga-
nos jurisdiccionales 
especializados. La Corte Suprema 
de Justicia implementará órganos 
jurisdiccionales especializados que 
deberán conocer de los delitos 
establecidos en la presente ley, 
organizando su funcionamiento en 
régimen de veinticuatro (24) horas, 
sin perjuicio de la competencia 
atribuida a los juzgados del ramo 
penal.”

Debe reconocerse que fue un hito 
histórico, acogido con escepticismo 
pues en ese momento ya 
funcionaban 5 juzgados penales 
en régimen de 24 horas 
(Guatemala, Mixco, Villa Nueva, 
Escuintla y Sacatepéquez) que 
atendían toda la competencia de 
la materia penal.

1. Indicador de Guatemala lo reporta  
las estadísticas del  Instituto Nacional de 
Ciencias Forenses (Inacif), publicadas en 
su página de Internet.
2. Small Arms Survey Research publicado 
en febrero de este año.
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En un interesante giro, la 
Corte Suprema de Justicia honró 
la obligación impuesta por la Ley 
contra el Femicidio y otras formas 
de violencia contra la mujer, pues 
a través del Acuerdo 43-2012 la 
CSJ creó el juzgado de primera 
instancia penal, femicidio y otras 
formas de violencia contra la 
mujer, violencia sexual, con sede 
en el municipio de Guatemala.

Dicho juzgado tendrá 
competencia territorial en los 
municipios de Guatemala y Mixco. 
Su competencia material abarca el 
siguiente catálogo de delitos:

a. Femicidio.

b. Violencia contra la mujer.

c. Violencia económica.

d. Maltrato contra personas 		
	 menores de edad.

e. Empleo de personas 
	 menores de edad en 
	 actividades laborales lesivas 	
	 a su integridad y dignidad.

f. Violación.

g. Agresión sexual.

h. Exhibicionismo sexual.

i. Ingreso a espectáculos y 
	 distribución de material 
	 pornográfico a personas 
	 menores de edad.

j. Violación a la intimidad 		
	 sexual.

k. Promoción, facilitación o 		
	 favorecimiento de 
	 prostitución.

l. Promoción, facilitación o 
	 favorecimiento de 
	 prostitución agravada.

m. Actividades sexuales 
	 remuneradas con personas 
	 menores de edad.

n. Remuneración por la 
	 promoción, facilitación o 
	 favorecimiento de 
	 prostitución.

o. Producción de pornografía 		
	 de personas menores de 
	 edad.

p. Comercialización o difusión 	
	 de pornografía de personas 	
	 menores de edad.

q. Posesión de material 
	 pornográfico de personas 
	 menores de edad.

r. Utilización de actividades 		
	 turísticas para la explotación 
	 sexual comercial de personas 	
	 menores de edad.
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Su competencia funcional, 
desarrollada por el Acuerdo 
57-2012 de la Corte Suprema 
de Justicia, en términos generales 
establece que:

a) Recibirá las primeras 
	 declaraciones de aquellos 
	 detenidos ya sea por orden de 	
	 juez o por flagrancia conforme 	
	 su competencia material;

b) Resolver la situación jurídica de 	
	 las personas puestas a su 		
	 disposición;

c) Dictar el auto de procesamiento, 	
	 criterio de oportunidad, 
	 suspensión condicional de la 	
	 persecución penal, el 
	 procedimiento abreviado y el 	
	 procedimiento simplificado 
	 cuando corresponda conforme 	
	 el Código Procesal Penal;

d) Autorizar los actos de 
	 investigación;

e) Emitir órdenes de aprehensión, 	
	 allanamiento, secuestro y/o 	
	 clausura de locales;

f) Autorizar las medidas de 
	 seguridad y protección; y, 

g) Requerimiento de informes
	 cuando se requiera 
	 autorización judicial.

Justicia especializada en 
mujer: herramienta contra 
la impunidad

El recién creado Juzgado de 24 
horas es una eficaz 
herramienta contra la impunidad 
por las siguientes razones:

- Provee respuesta inmediata las 	
	 24 horas, 365 días del 		
	 año, ofreciendo la inmediatez 	
	 necesaria para que la 		
	 víctima tenga la oportunidad 		
	 de prestar su testimonio en 
	 forma digna.

- Permite recabar evidencia 
	 científica en forma oportuna 		
	 y adecuada, favoreciendo la 
	 solicitud  y autorización 		
	 de actos de investigación que 	
	 permitan eficientar 
	 larespuesta del sistema de 
	 justicia.

- Provee asistencia psicológica 		
	 para que las victimas 		
	 sean humanamente tratadas y 	
	 no sólo como sujetos 		
	 del proceso penal.

- Evita la revictimización a travéz 	
	 de la eliminación de pasos del 	
	 procedimiento y concentración 	
	 de la actividad investigativa y 
	 procesal.
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De esa cuenta, se potencia la 
efectividad del sistema de 
justicia con lo cual se esperaría 
mejorar la confianza de la 
ciudadanía en el sistema de 
justicia.

La entrada en funcionamiento de 
este nuevo Juzgado está prevista 
para el 31 de octubre de 2012, el 
cual se une al circuito de justicia 
especializada que irá desde el 
Juzgado de Primera Instancia de 
24 horas, pasando por el juzgado 
de primera instancia pluripersonal, 
el tribunal de sentencia 
pluripersonal y la Sala de 
Apelaciones correspondiente.
  
Guatemala será el primer país de 
Latinoamérica en contar con un 
órgano de justicia 
especializada para las leyes de 
femicidio y violencia contra la 
mujer/violencia sexual, explotación 
y trata de personas, lo que abre 
una ventana de oportunidad para 
la superacion de estos flagelos
sociales.
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La inaceptable 
criminalización 
y represión del derecho de reunión y

José Antonio Monzón Juárez

manifestación

La masacre ocurrida en la Cumbre de Alaska el 4 
de octubre de 2012, ha producido a la fecha 8 
muertos por arma de fuego y más de 30 heridos, 

varios también por arma de fuego, de entre los 
manifestantes pertenecientes a los 48 cantones de 
Totonicapán, reprimidos por la Policía Nacional Civil y 
el Ejército de Guatemala, portadores de fusiles de alto 
poder, bajo el argumento de que dichos 
manifestantes obstaculizaban la libre locomoción. 

Tanto el presidente de la 
República, Otto Pérez Molina, 
como los ministros de 
Gobernación y de la Defensa, 
Mauricio López Bonilla y Ulises 
Anzueto, insistieron originalmente 
en que los agentes no portaban 
armas de fuego pero, ante la 
evidencia contraria, tuvieron 

que admitirlo, aunque diciendo 
que dichas armas no se habían 
utilizado; nuevamente, ante la 
evidencia en contrario a este 
último respecto, incluso por
confesión de los propios agentes, 
tuvieron que admitir el hecho, pero 
argumentando que los agentes 
habían disparado al aire, en 
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defensa propia. El 10 de octubre 
trascendió que seis de los fallecidos 
murieron por impactos de fusiles 
galil, cabalmente de los utilizados 
por el Ejército. 

Desde el principio y a la fecha, en 
una actitud soberbia y de 
prepotencia, tanto el Presidente 
como el Ministro de Gobernación 
insisten en que el desalojo de 
manifestantes seguirá realizándose 
porque el bloqueo de carreteras es 
un acto ilegal, constitutivo de una 
limitación a la libertad de 
locomoción; tales afirmaciones 
son secundadas por el CACIF y 
sus cámaras. 

Analizaremos tales afirmaciones y 
los hechos ocurridos en la Cumbre 
de Alaska, a la luz de la 
Constitución Política de la 
República de Guatemala, de la 
Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y de informes 
y recomendaciones de integrantes 
de entidades oficiales 
internacionales de derechos 
humanos a las que nuestro país 
está ligado. A este último 
respecto nos referiremos al 
Segundo Informe sobre la 
Situación de las Defensoras 
y Defensores de Derechos 
Humanos en las Américas 
presentado el 6 de marzo de 2012 
en Ginebra, en el marco del 
Período de Sesiones del Consejo 

de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas, y al Primer 
Informe al respecto, ratificado por 
el Segundo Informe y publicado 
por la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH) el 7 
de marzo de 2006, a los que nos 
referiremos, en cada caso, como 
el Primer y el Segundo Informes. El 
Segundo Informe fue presentado 
formal y oficialmente en 
Guatemala el 17 y 18 de mayo de 
2012, en el Foro organizado por 
la Oficina del Alto Comisionado� 
de Naciones Unidas en 
Guatemala, Protection 
International, la Unidad de 
Protección a Defensoras y 
Defensores de Derechos Humanos 
en Guatemala (UDEFEGUA) y el 
Centro por la Justicia y el Derecho 
Internacional (CEJIL). Analicemos, 
entonces, las afirmaciones y los 
hechos relacionados.

Primacía del derecho de 
reunión y manifestación

El artículo 33 de la Constitución 
establece: 

“Se reconoce el derecho de 
reunión pacífica y sin armas. Los 
derechos de  reunión  y  de  
manifestación  pública  no  
pueden  ser  restringidos, 
disminuidos o coartados; y la ley 
los regulará con el único objeto 
de garantizar el orden público. Las 
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manifestaciones religiosas en el 
exterior de los templos son 
permitidas y se rigen por la ley. 
Para el ejercicio de estos derechos 
bastará la previa notificación de 
los organizadores ante la 
autoridad competente.”

En su parte conducente, el artículo 
26 de la Constitución establece: 

“Toda   persona   tiene  libertad   
de   entrar, permanecer, transitar y 
salir del territorio nacional y 
cambiar de domicilio o residencia, 
sin más limitaciones que las 
establecidas por la ley…”

Conforme a dichas normas, es 
evidente que los derechos de 
reunión y de manifestación 
pública no  pueden  ser  
restringidos, disminuidos o 
coartados; y la ley los regulará con 
el único objeto de garantizar el 
orden público De manera que la 
única limitación, y siempre que se 
dé por ley, está condicionada por 
el mantenimiento del orden 
público, no para garantizar el 
derecho de locomoción como 
pretenden el Presidente, el Ministro 
de Gobernación y el CACIF. 

En cuanto a la libertad de 
locomoción, la misma se ejerce 
sin más limitaciones que las 
establecidas por la ley. A este 
último respecto, una limitación es 

el derecho de reunión y 
manifestación establecido en el 
artículo 33 de  la Constitución, 
puesto que tal derecho 
únicamente puede limitarse en 
razón del mantenimiento del orden 
público y ello, siempre que se 
establezca en ley. De manera que, 
conforme a la Constitución, la 
relación de primacía entre ambos 
derechos se da en sentido inverso 
a la interpretación del Presidente, 
del Ministro de Gobernación y del 
CACIF y sus cámaras, es decir, 
que la libertad de locomoción está 
limitada por el derecho de reunión 
y manifestación, no al revés, por 
lo que hay primacía de este último 
derecho con relación al de 
locomoción. 

Así lo establece también el 
artículo 22 inciso 3 de la 
Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, conforme al 
cual el derecho de circulación 
(equivalente al de locomoción) 
puede ser restringido en virtud de 
una ley, entre otros, para proteger 
los derechos y libertades de los 
demás, para el caso que nos 
ocupa, el derecho de reunión y de 
manifestación establecido en el 
artículo 33 de la Constitución sin 
más limitación que la establecida 
en ley para garantizar el orden 
público.

Por lo anterior, son criticables los 
fallos de la Corte de 
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Constitucionalidad que han 
asimilado prácticamente a un 
mismo nivel los derechos de 
manifestación y de locomoción. 
Por eso mismo, devendría 
inconstitucional la denominada 
“Ley Anti capuchas” (Decreto Nº 
41-95 del Congreso, reformado 
por el Nº 55-95 del mismo 
Organismo), en la medida en que 
las limitaciones al derecho de 
manifestación pública ahí 
establecidas exceden las 
relacionadas con el mantenimiento 
del orden público. En igual forma 
y por los mismos motivos, 
devendría inconstitucional el 
artículo 397 del Código Penal, 
referente al delito de “Reuniones y 
manifestaciones ilícitas”.

Sin perjuicio del análisis de la 
existencia de muertos y heridos y 
de la participación del Ejército en 
los hechos relacionados, 
queremos desde el principio dejar 
clara la primacía del derecho de 
reunión y manifestación pacífica y 
sin armas con relación al de 
locomoción, porque lo contrario 
significa una coerción contra el 
ejercicio del primero de los 
derechos y una amenaza directa 
a quienes quieran ejercerlo. Eso 
pretenden el Presidente de la 
República, el Ministro de 
Gobernación y el CACIF y sus 
cámaras, quienes advierten desde 
ya que nadie se atreva a ejercer el 

derecho de reunión y 
manifestación, porque será 
reprimido por la fuerza pública. 

Esto es inaceptable y, al respecto, 
nos adherimos a los Informes 
sobre la Situación de las 
Defensoras y Defensores de 
Derechos Humanos en las 
Américas, obligatorios para 
nuestro país, por ser parte del 
Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos. El primero de 
ellos, ratificado por el 
Segundo, expresa que:

“el derecho de reunión y la 
libertad de asociación han sido 
ampliamente reconocidos como 
derechos civiles sustanciales que 
brindan protección contra la 
interferencia arbitraria del Estado 
cuando las personas deciden 
asociarse con otras, y son 
fundamentales para la existencia 
y el funcionamiento de una 
sociedad democrática. En tal 
sentido, la protección de tales 
derechos comporta no sólo la 
obligación del Estado de no 
interferir con el ejercicio del 
derecho de reunión o asociación, 
sino la obligación de requerir, en 
ciertas circunstancias, medidas 
positivas de parte del Estado para 
asegurar el ejercicio efectivo de 
la libertad, por ejemplo, 
protegiendo a los participantes 
de una manifestación contra la 
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violencia física por parte de personas 
que puedan sostener opiniones 
opuestas. … Los Estados, 
además, deben proveer las 
medidas administrativas y de 
policía necesarias para que las 
defensoras y defensores puedan 
desarrollar su actividad, lo cual 
implica medidas positivas como la 
desviación del tráfico y la 
protección policial de las 
manifestaciones y concentraciones, 
en caso de ser necesario… Resulta 
en principio inadmisible la 
criminalización también per se de 
las demostraciones en la vía 
pública cuando se realizan en el 
marco del derecho a la libertad de 
expresión y al derecho de reunión. 
En otras palabras: se debe 
analizar si la utilización de 
sanciones penales encuentra 
justificación bajo el estándar de la 
Corte Interamericana que 
establece la necesidad de 
comprobar que dicha restricción (la 
criminalización) satisface un interés 
público imperativo necesario para 
el funcionamiento de una sociedad 
democrática. Asimismo, es 
necesario valorar si la imposición 
de sanciones penales se constituye 
como el medio menos lesivo para 
restringir la libertad de expresión 
practicada a través del derecho 
de reunión manifestado en una 
demostración en la vía pública o 
en espacios públicos.”

En ambos informes se cita lo 
manifestado por el Tribunal 
Constitucional Español en el 
sentido de que “en una sociedad 
democrática el espacio urbano no 
es sólo un ámbito de circulación, 
sino también un espacio de 
participación.” (Sentencia 66/95).  
Ello ha sido también afirmado por 
el Tribunal Constitucional Perua-
no (EXP. No. 4677-2004-PA/TC). 
Agregando el Segundo Informe 
que “los Estados deben garantizar 
y no obstaculizar el derecho de los 
manifestantes a reunirse libremente 
tanto en lugares privados, como 
públicos y en los sitios de 
trabajo… Respecto de los 
lugares públicos, los Estados 
pueden establecer las 
reglamentaciones correspondientes 
que no comporten exigencias 
excesivas que hagan nugatorio el 
ejercicio de este derecho.”
 
A este último respecto, ya vimos 
que el artículo 33 de la 
Constitución establece que los 
derechos de  reunión y de 
manifestación pública no pueden 
ser restringidos, disminuidos o 
coartados; y la ley los regulará con 
el único objeto de garantizar el 
orden público De manera que en 
nuestro país la única limitación, 
y siempre que se dé por ley, está 
condicionada por el 
mantenimiento del orden público, 
no para garantizar el derecho de 
locomoción como pretenden el 
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Presidente, el Ministro de 
Gobernación y el CACIF y sus 
cámaras.

Limitación del uso de la 
fuerza

Lo dicho en el apartado anterior 
con respecto a que los derechos 
de reunión y de manifestación 
pública  no  pueden  ser  
restringidos, disminuidos o 
coartados, y a que la ley los 
regulará con el único objeto de 
garantizar el orden público, es 
suficiente para fundamentar que 
tampoco es dable utilizar la fuerza 
para reprimir tales derechos. 

El Segundo de los Informes 
relacionados expresa que:

”La Comisión (Interamericana de 
Derechos Humanos, CIDH) 
recomendó a los Estados en 
2006‘[a] adoptar mecanismos para 
evitar el uso excesivo de la fuerza 
en manifestaciones públicas’1... 
La Comisión ha identificado que, 
históricamente, la falta de 
cumplimiento a las obligaciones de 
respeto y garantía del derecho de 
reunión por parte de los 
Estados de la región, ha derivado 
en hechos de violencia generalizada 
en los que no sólo se afecta 
seriamente el ejercicio de este 
derecho, sino que también se 
vulneran los derechos a la vida, la 
integridad física, la libertad y la 

seguridad personal de las 
personas que participan en las 
manifestaciones de protesta 
social2 … Para cumplir con sus 
obligaciones de respeto y garantía  
del derecho de reunión, los 
Estados están obligados a… 
investigar y sancionar a toda 
persona, incluyendo agentes del 
Estado, que cometan actos de 
violencia en contra de la vida o 
integridad personal de los 
manifestantes o de terceros.”

1. CIDH, Informe sobre la Situación de las 
Defensoras y Defensores de los Derechos 
Humanos en las Américas, recomendación 
12.
2. CIDH, Informe sobre Seguridad 
Ciudadana y Derechos Humanos, 31 
diciembre 2009, párrafo. 192.

En el caso de la masacre ocurrida 
en la Cumbre de Alaska el 4 de 
octubre de 2012, no sólo se utilizó 
la fuerza, sino que además 
resultaron ocho muertos y más de 
30 heridos, varios de ellos con 
arma de fuego. Esto viola 
flagrantemente los derechos a la 
vida y a la integridad de las 
personas establecidos en el 
artículo 3º de la Constitución y la 
obligación del Estado de 
garantizarlos y protegerlos, allí 
mismo establecida, al igual que en 
el artículo 2º de la misma 
Constitución. En consecuencia, 
procede la acción pública 
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establecida en el artículo 45 de 
esta última para enjuiciar a los 
infractores de esos derechos 
humanos, así como la deducción 
de responsabilidades a que se 
refiere al artículo 155 de la 
Constitución, conforme al cual 
“cuando un dignatario, 
funcionario o trabajador del 
Estado, en el ejercicio de su cargo, 
infrinja la ley en perjuicio de 
particulares, el Estado o la 
institución estatal a quien sirva, 
será solidariamente responsable 
por los daños y perjuicios que se 
causaren…”

También es aplicable al caso la 
norma del artículo 156 de la 
misma, referente a la no 
obligatoriedad de cumplir órdenes 
manifiestamente ilegales o que 
impliquen la comisión de un 
delito, así como las normas sobre 
responsabilidad civil del Código 
Civil y las referentes a 
participación en el delito del 
Código Penal. Conforme a estas 
últimas, la responsabilidad 
abarcaría no sólo a los actores 
directos de las muertes y heridas, 
sino eventualmente también a 
quienes hubiesen acordado, 
inducido animado o alentado las 
acciones de represión, es decir, los 
ministros de Gobernación y de la 
Defensa y el Comandante General 
del Ejército, si fuere el caso.

Limitación a la participación 
del Ejército

Es claro lo establecido en los 
Acuerdos de Paz con respecto a la 
limitación de la actuación del 
Ejército en hechos como el que 
ahora analizamos. Recordemos 
que los Acuerdos de Paz han sido 
declarados legalmente como 
acuerdos de Estado. Resulta un 
contrasentido con respecto al 
respeto de los derechos humanos, 
la propuesta presidencial de 
reforma constitucional referente 
a establecer que el Ejército podrá 
apoyar a las fuerzas de seguridad 
civil en la seguridad interior y a 
que el Presidente podrá disponer 
de él, mediante un simple Acuerdo 
Gubernativo, cuando los medios 
ordinarios para mantener el orden 
público, la paz y la seguridad 
interna restauren insuficiencias. 
Ello implica una norma facilitadora 
del indebido uso de Ejército, 
cuando en la actualidad se 
requiere de una declaratoria de 
Estado de Excepción, bajo el 
control del Congreso de la 
República. 

A este respecto, la CIDH es 
también categórica. En efecto, el 
Segundo Informe sobre la 
Situación de las Defensoras y 
Defensores de Derechos 
Humanos en las Américas 
expresa: “La separación clara y 
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precisa entre la seguridad interior 
como función de la Policía y la 
defensa nacional como función de 
las Fuerzas Armadas es 
fundamental para garantizar un 
uso de la fuerza que no resulte 
violatorio del derecho de reunión 
de defensoras y defensores de 
derechos humanos. La CIDH ha 
señalado que la Policía y las 
Fuerzas Armadas son dos 
instituciones substancialmente 
diferentes en cuanto a los fines 
para los cuales fueron creadas y 
en cuanto a su entrenamiento y 
preparación. Así, el entrenamiento 
y preparación de las Fuerzas 
Armadas ‘está dirigido a derrotar 
al enemigo y no a la protección y 
control de civiles, entrenamiento 
que es propio de los entes policia-
les”3.  

La intervención de las Fuerzas 
Armadas en cuestiones de 
seguridad interna, en general, 
suele encontrarse acompañada de 
violaciones de derechos humanos4

en contextos violentos, por ello, es 

aconsejable evitar la intervención 
de las Fuerzas Armadas en 
cuestiones de seguridad interna ya 
que acarrea el riesgo de 
violaciones de derechos humanos.   
Por ello la CIDH subraya que el 
control de la violencia suscitada 
en el marco de una protesta social 
que pertenece al orden interno del 
Estado, es competencia exclusiva 
de cuerpos policiales civiles 
debidamente organizados y 
capacitados, y no así de fuerzas 
armadas militares.”

Aun en el caso de los estados de 
excepción, la Comisión 
expresa categóricamente: “La 
CIDH reitera en relación a los 
estados de excepción y la 
consecuente suspensión de 
derechos que se aplica de manera 
excepcional únicamente ‘en caso 
de guerra, de peligro público o 
de otra emergencia que amenace 
la independencia o seguridad del 
Estado Parte’.  Por muy grave que 
sea la situación de orden interno, 
incluso de criminalidad 
ordinaria en el ámbito interno, 
ésta no constituye una amenaza 
militar a la soberanía del Estado.5 
De acuerdo a lo anterior, el control 
de las perturbaciones que se 

3. CIDH, Informe sobre Seguridad Ciudadana 
y Derechos Humanos, párrafo.102.
4. CIDH, Informe sobre la Situación de los 
Derechos Humanos en Venezuela, 2003, 
Capítulo III, ”Seguridad del Estado: las 
Fuerzas Armadas y los Cuerpos Policiales 
de Seguridad”, párrafo. 272; CIDH, 
Informe sobre Seguridad Ciudadana y 
Derechos Humanos, párrafo. 101. 

5. CIDH, Informe sobre Seguridad 
Ciudadana y Derechos Humanos, párrafo. 
103.
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produzcan en el ámbito interno 
por las manifestaciones de 
protesta social corresponden a la 
policía, cuya función es orientada 
a la seguridad pública y no a la 
seguridad del Estado.”

Conforme a la Constitución, 
los derechos de  reunión y de 
manifestación pública no 
pueden ser restringidos, 
disminuidos o coartados; y la 
ley los regulará con el único 
objeto de garantizar el orden 
público De manera que la 
única limitación, y siempre que 
se dé por ley, está 
condicionada por el 
mantenimiento del orden 
público, no para garantizar el 
derecho de locomoción, por 
lo que los referidos derechos 
tienen preeminencia sobre este 
último y no al revés, como 
pretenden en este último 
sentido el Presidente, el 
Ministro de Gobernación y el 
CACIF y sus cámaras.

Es inadmisible la 
criminalización per se, y la 
utilización de sanciones 
penales, de las 
demostraciones en la vía 
pública cuando se realizan en 

Conclusiones
1.

2.

el marco del derecho a la 
libertad de expresión y al 
derecho de reunión y de 
manifestación pública.

Al Gobierno no le es dable 
utilizar la fuerza para reprimir 
los derechos de reunión y de 
manifestación pública, y debe 
garantizar y no obstaculizar el 
derecho de los manifestantes a 
reunirse libremente tanto en 
lugares privados como 
públicos y en los sitios de 
trabajo, estando obligado a 
medidas positivas para 
asegurar su ejercicio efectivo, 
protegiendo a los participantes 
de una manifestación contra la 
violencia física por parte de 
personas que puedan sostener
opiniones opuestas, así como 
proveer las medidas 
administrativas y de policía 
necesarias para que los 
manifestantes puedan 
desarrollar su actividad, lo 
cual implica medidas positivas 
como la desviación del tráfico 
y la protección policial de las 

3.
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manifestaciones y 
concentraciones, en caso de 
ser necesario. 

El control de una eventual 
violencia suscitada en el mar-
co de una protesta social 
pertenece al orden interno 
del Estado, y es competencia 
exclusiva de cuerpos policiales 
civiles debidamente 
organizados y capacitados, y 
no así de fuerzas armadas 
militares. Ello es exigible 
incluso en caso de estados de 
excepción.

En los hechos acaecidos en la 
Cumbre de Alaska el 4 de 
octubre de 2012, procede la 
acción pública establecida en 
el artículo 45 de de la 
Constitución para enjuiciar a 
los infractores de los derechos 
humanos a la vida, a la 
integridad personal y a la 
reunión y manifestación, así 
como la deducción de 
responsabilidades a que se 
refiere el artículo 155 de
la Constitución, siendo 
aplicable también al 
respecto la norma del artículo 
156 de la misma, referente a 
la no obligatoriedad de 
cumplir órdenes 
manifiestamente ilegales o que 
impliquen la comisión de un 
delito. Para tales efectos son 

5.

4.

también aplicables las normas 
sobre responsabilidad civil del 
Código Civil y las referentes a 
participación en el delito del 
Código Penal.
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El modelo 
normativo 
de la investigación

criminal
Javier Monterroso

La Constitución Política de la República plantea 
un modelo de proceso penal  caracterizado por 
la existencia de derechos y garantías 

fundamentales durante la investigación criminal; por 
ejemplo, el artículo 8 establece el derecho a contar 
con una defensa técnica; el artículo 12 la garantía del 
debido proceso y a ser juzgado por un juez natural; 
en el artículo 16 el derecho a no ser obligado a 
declarar contra sí mismo; y en el artículo 29 el 
derecho de acceso a la justicia.

Así mismo los artículos 203 y 
251 de la Constitución plantean 
un modelo acusatorio, donde 
las funciones de investigación y 
juzgamiento están perfectamente 
separadas: 

Artículo 203. Independencia del 
Organismo Judicial y Potestad de 
juzgar. Corresponde a los 
tribunales de justicia la potestad 

de juzgar y promover la 
ejecución de lo juzgado...

Artículo 251- Ministerio 
Público. El jefe del Ministerio 

1

1. Fragmentos de Investigación 
criminal. Estudio comparativo y propuesta 
de un modelo de Política de Investigación 
en Guatemala. IECCPG,  CAFCA, 
SEDEM. 2ª Edición. Octubre 2008
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Público será el Fiscal General y 
le corresponde el ejercicio de la 
acción penal pública...
 
El motivo de esta separación de 
funciones, es desarrollar el 
principio de imparcialidad y 
objetividad de la justicia, principios 
fundamentales de todo Estado de 
Derecho. Es evidente que en un 
modelo donde el juez investigue y 
a la vez juzgue, este principio se ve 
muy cuestionado, pues la 
búsqueda de la verdad procesal y 
la facultad de impartir justicia
no pueden concentrarse en una 
misma persona sin menoscabar 
la imparcialidad al momento de 
juzgar.

Es entonces deducible que la única 
forma de lograr la objetividad e 
imparcialidad en la decisión 
judicial y por lo tanto del modelo
a  que aspira la Constitución, es 
mediante el modelo acusatorio, 
porque los jueces no intervienen 
como parte acusadora ni 
defensora, sino únicamente como 
contralores de la investigación y de 
las garantías procesales, 
valorando la prueba conforme 
los criterios de la sana crítica  
razonada desde su papel de 
juzgador y no de investigador.

Este criterio también ha sido 
sostenido por la Corte de 
Constitucionalidad, mediante 

sentencia de fecha 26 de enero de 
1995, que establece: “la 
investigación de los hechos 
delictivos no forma parte de la 
jurisdicción como potestad de 
juzgar y ejecutar lo juzgado.”2

Principios que rigen la 
investigación criminal en el marco 
del proceso penal de tendencia 
acusatoria, vigente en el país 
desde 1994, se pude identificar 
una serie de principios que rigen 
la investigación criminal; todos se 
encuentran interrelacionados, por 
lo que la violación a uno de ellos 
representa también la afectación a 
los otros:

1. Principio cognoscitivo

El primer principio de la 
investigación criminal está 
relacionado con los fines del 
proceso penal y se refiere a que 
el delito imputado a una  persona 
debe ser posible de comprobación 
empírica mediante “un 
procedimiento de cognición o de 
comprobación, donde la 
determinación del hecho 
configurado por la ley como delito 
tiene el carácter de un 
procedimiento probatorio de tipo 

2. Gaceta Jurisprudencial de la Corte de 
Constitucionalidad, número 35, 
expediente número 296-94.
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inductivo, que excluye las 
valoraciones en lo más posible y 
admite sólo o predominantemente 
aserciones o negaciones de las 
que sean predicables la verdad o 
la falsedad procesal”.3

El proceso penal guatemalteco, se 
convierte así en un sistema 
eminentemente cognoscitivo, cuyo 
fin primordial es la averiguación 
de una vedad empíricamente 
comprobable, que lo diferencia 
de sistemas penales decisionistas, 
donde la comprobación empírica 
del hecho delictivo no es 
indispensable, debido a que son 
los jueces, quienes de acuerdo a 
sus propias valoraciones, tienen la 
facultad de declarar la 
culpabilidad e imponer las penas.

Esta característica del modelo 
guatemalteco implica que la 
responsabilidad penal únicamente 
puede determinarse si existen 
formas fehacientes de comprobar 
que el delito fue cometido por 
el sujeto sindicado. Es entonces 
cuando la investigación criminal 
adquiere una importancia de 
primer orden para el proceso 
penal, pues el único método para 
la averiguación de la verdad es 
mediante la investigación histórica 
de datos objetivos, indicios y 

3. Ferrajoli, Luigi; Derecho y Razón; 
página. 36.

evidencias sobre hechos pasados y 
su debida incorporación al 
proceso mediante las normas 
establecidas para el efecto.

Esto implica que sólo mediante 
el método probatorio, se puede 
establecer la verdad fáctica de la 
acusación y la verdad jurídica de 
la sentencia. Para el efecto, el 
decreto 51-92, Código Procesal 
Penal vigente establece:

Artículo 5. Fines del proceso. El 
proceso penal tiene por objeto la 
averiguación de un hecho 
señalado como delito o falta y de 
las circunstancias en que pudo ser 
cometido, el establecimiento de la 
posible participación del 
sindicado, el pronunciamiento de 
la sentencia respectiva, y la 
ejecución de la misma.

Artículo 309. Objeto de la 
investigación. En la investigación 
de la verdad, el Ministerio Público 
deberá practicar todas las 
diligencias pertinentes y útiles para 
determinar la existencia del hecho, 
con todas las circunstancias de 
importancia para la ley penal. 
Asimismo deberá establecer 
quiénes son los partícipes, 
procurando su identificación y el 
conocimiento de las circunstancias 
personales que sirvan para valorar 
su responsabilidad o influyan en su 
punibilidad.
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2. Principio de objetividad

El principio se refiere a que en el 
proceso de la investigación 
pueden existir tanto evidencias que 
inculpen a una persona sobre la 
comisión de un hecho delictivo, 
como aquellas que lo exculpen de 
la comisión del mismo. 
De acuerdo al sistema procesal 
penal guatemalteco, estas 
evidencias deben ser consideradas 
y valoradas de igual manera.

Este principio, conforme al Código 
Procesal Penal, rige incluso para la
actividad desarrollada por el 
órgano acusador:

Artículo 108.- Objetividad. En el 
ejercicio de su función, el 
Ministerio Público adecuará sus 
actos a un criterio objetivo, 
velando por la correcta aplicación 
de la ley penal. 

Deberá formular los 
requerimientos y solicitudes 
conforme a ese criterio, aún en 
favor del imputado.

3. Principio de respeto a 
	 los derechos humanos

El modelo procesal penal en 
Guatemala, establece una serie de 
garantías y límites para la 
realización de los actos de 
investigación.

Estos límites están determinados 
a su vez por principios y garantías 
contenidos, tanto en la 
Constitución Política de la 
República, como en Instrumentos 
Internacionales de Derechos 
Humanos ratificados por 
Guatemala y, más 
específicamente, en el Código 
Procesal Penal:

Artículo 16. Respeto a los 
derechos humanos. Los tribunales 
y demás autoridades que 
intervengan en los procesos 
deberán cumplir los deberes que 
les imponen la Constitución y los 
tratados internacionales sobre 
respeto a los derechos humanos.

Los límites que los derechos 
humanos imponen a la 
investigación criminal provocan un 
giro radical en cuanto a las 
capacidades y los fines de la 
investigación; de esta forma, se 
prohíbe a las instituciones 
encargadas de la investigación y 
persecución penal la utilización 
de métodos proscritos, como la 
tortura o la intimidación; la 
obtención de información o 
elementos probatorios con 
violación a esas normas produce 
la ilicitud del elemento 
probatorio.4

4. El artículo 85 del CPP establece los 
métodos prohibidos para la declaración, 
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Sobre este punto Maier establece 
que:

“Las llamadas limitaciones o 
prohibiciones probatorias sirvieron 
en un principio, para designar 
la inadmisibilidad procesal de la 
incorporación al procedimiento 
(prohibiciones de recolección 
probatoria) y, como consecuencia, 
a la fundamentación del fallo 
(prohibiciones de valoración 
probatoria) de ciertos 
conocimientos o información, con 
vulneración de reglas que vedan el 
objeto de conocimiento 
(limitaciones absolutas o referidas 
a la prohibición del tema 
probatorio) o el mecanismo de 
recolección de información 
(limitaciones relativas o referidas 

a la prohibición de los medios de 
prueba).”5

La extensión de los efectos de esta 
ilicitud probatoria es aún objeto 
de divergencia entre la doctrina y 
jurisprudencia y tema de debate 
en el derecho probatorio, y, 
aunque usualmente algunos 
sectores, sobre todo vinculados a 
las fuerzas de seguridad, le 
adjudican a este principio una 
disminución en la efectividad en la 
investigación criminal, en realidad 
éste representa una garantía de la 
veracidad de la información 
obtenida, veracidad que no puede 
existir cuando se obliga a una 
persona a confesar un crimen 
aunque no lo haya cometido o a 
proporcionar información sobre el 
mismo, o, como lo plantea 
Perfecto Andrés Ibáñez:

“Suele decirse que en el proceso 
ha predominado históricamente la 
tendencia a hacer prevalecer el fin 
de averiguación de la verdad, por 
encima de cualquier 
consideración. Pero esto es solo 
relativamente cierto en términos 
objetivos, porque se ha 
comprobado que el proceso penal 
inquisitivo, con la tortura como 
instrumento regular de 

5. Maier, Julio; Derecho Procesal Penal, II 
Parte general, Sujetos Procesales;. página 
134.

en los siguientes términos: “No será
sometido a ninguna clase de coacción, 
amenaza o promesa, salvo en las 
prevenciones expresamente autorizadas 
por la ley penal o procesal. Tampoco se 
usara medio alguno para obligarlo, 
inducirlo o determinarlo o declarar contra 
su voluntad, ni se le harán cargos o 
reconvenciones tendientes a obtener su 
confesión”. Asimismo el artículo 183 del 
CPP establece: Prueba inadmisible. “Son 
inadmisibles, en especial, los elementos de 
prueba obtenidos por un medio 
prohibido, tales como la tortura, la 
indebida intromisión en la intimidad del 
domicilio o residencia, la 
correspondencia, las comunicaciones, los 
papeles y los archivos privados”.
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investigación y, prácticamente sin 
limitaciones en el desarrollo de 
ésta, no producía una verdad 
procesal de calidad, sino todo lo 
contrario. El reo bajo tortura se 
confesaba autor no solo de delitos 
cometidos, sino incluso de 
acciones de imposible 
realización.”6

Es importante recalcar entonces, 
que las garantías en el proceso y 
en la investigación criminal no 
solamente permiten un trato digno 
a los sindicados, sino también 
mayor probabilidad de certeza en 
los resultados de la investigación, 
y por ende, una mejor aplicación 
de la justicia.

4. Principio de dirección de 	
	 la investigación del MP

Uno de los puntos centrales de la 
reforma procesal, fue la 
separación de funciones de 
investigación y juzgamiento, que 
como hemos visto hasta 1994 
estuvieron concentradas en la 
figura del juez de instrucción. 

La lógica de este principio 
responde a la necesidad de la 

objetividad e imparcialidad en la 
valoración de los elementos de 
prueba recopilados en la 
investigación, el control sobre los 
actos de investigación y el control 
sobre los derechos de las partes 
procesales.

Además el imperativo 
constitucional de una justicia
imparcial y objetiva no puede
lograrse si los jueces forman parte 
del aparato de investigación 
estatal. En ese sentido el proceso 
penal acusatorio, que implica la 
contradicción entre los sujetos 
procesales: Ministerio Público 
-Querellante Adhesivo- Defensa 
Técnica, es el único modelo 
acorde al espíritu constitucional. 
Más aún, la separación de 
funciones de investigación y 
juzgamiento responde también a 
la aspiración republicana de la 
separación de poderes, que 
implica la no concentración de 
demasiado poder en un solo ente 
y el control cruzado entre los 
poderes del Estado.

Este principio establece la base 
para el desarrollo del Ministerio 
Público como ente director de la 
investigación, la naturaleza de 
este principio tiene dos vertientes: 
vincular las pruebas obtenidas 
en la investigación para 
incorporarlas al debate, y 
controlar a los órganos policiales 

6. Andrés Ibáñez, Perfecto; Sobre la
garantía de los Derechos Fundamentales 
del imputado en la Investigación Criminal; 
Revista Centroamericana Justicia Penal y 
Sociedad No. 19; página 484.
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encargados de la investigación 
criminal.

“El giro debe ser total. Son las 
fiscalías, organizadas 
convenientemente y suficientes en 
número, quienes deben responder 
por la persecución penal y la 
investigación oficial de los hechos 
punibles. Su tarea principal 
consiste en ello, con el fin de 
convencer a los cuerpos de 
decisión de los tribunales para que 
autoricen ciertas medidas, 
provisionales o definitivas, de 
carácter penal. Los tribunales en 
cambio, representan el resguardo 
del individuo frente al poder penal 
del estado, y por ende su labor 
consiste en escuchar en audiencia 
aquello que la fiscalía y 
eventualmente la defensa del
imputado le plantean e intentan 
demostrar....”7

Pero además de estos objetivos, la 
dirección de la investigación por 
parte del Ministerio Público busca 
la eficiencia en la investigación 
criminal, otorgándole la 
persecución penal a un órgano 
específico (Ministerio Público), el 
cual a diferencia de los jueces, 
puede invertir mayor cantidad de 
tiempo y recursos en la 
investigación: 

“En efecto, por una parte resulta 
absolutamente necesario poder 
superar la rigidez estructural de un 
juez puesto a inquisidor, 
permitiendo que un organismo 
ágil acomode mejor al caso sus 
recursos humanos y materiales, 
para alcanzar eficiencia en la 
investigación, eficiencia que se 
refiere tanto al conocimiento del 
caso a proponer, cuanto al tiempo 
de desarrollo de esa preparación.”8

5. Principio de control 
	 judicial

Este principio es fundamental para 
evitar que los intereses en juego se 
desborden y afecten los derechos 
de las partes en conflicto. La 
investigación criminal es una 
actividad donde puede darse 
colisión o tensión por la 
necesidad del Estado de impartir 
justicia ante los hechos delictivos, y 
por la misma obligación estatal de 
respeto a los derechos humanos. 
Es entonces cuando la figura del 
juez contralor de la investigación 
adquiere su máxima importancia.

“...la tarea de los tribunales se 
vincula, estrechamente, con las 
garantías establecidas para quien 

7. Maier, Julio; Ob. Cit. página 430

8. Maier, Julio; La Reforma del Proceso en 
el Marco del Sistema Penal; página 19.
9. Maier, Julio; Derecho Procesal Penal, II 
Parte general, Sujetos Procesales;. página 
431.
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es perseguido penalmente -por 
otro, no por ellos- y su efectiva 
vigencia: responden por ella y por 
su eficiencia práctica...”9

El desarrollo de este principio 
supone una nueva lógica de 
trabajo, porque el juez, 
tradicionalmente pesquisidor en el 
modelo inquisitivo, se convierte en 
un guardián de los derechos del 
sindicado y de la víctima.

6. Principio de publicidad 	
	 restringida

Una de las características 
fundamentales del proceso penal 
acusatorio es su publicidad. El 
artículo 12 del Código Procesal 
Penal establece que todos los 
actos jurisdiccionales son públicos, 
exceptuando aquellos actos 
previstos en la misma ley. Es 
importante contrastar este 
principio del actual modelo 
procesal con el procedimiento 
inquisitivo, donde todos los actos 
procesales, hasta la apertura a 
juicio, tenían el carácter de 
secretividad.

Sin embargo, debemos tomar en 
cuenta que, en materia de 
investigación criminal, este 
principio presenta en realidad una 
“publicidad restringida”; la 
naturaleza de esta afirmación 
se debe, en primer lugar, a que 

personas extrañas al proceso con 
su intervención, pueden, en el 
curso de la investigación afectar 
la averiguación de la verdad, es 
decir que la restricción se convierte 
en una garantía de efectividad en 
la persecución penal. Otra razón 
es la defensa de la intimidad, tanto 
del imputado, como de la víctima 
ante la exposición de información 
sensible obtenida por los órganos 
de investigación durante la misma.

Finalmente el principio de 
inocencia se vería afectado si la 
información que inculpa a un 
sindicado fuera de conocimiento 
público antes de que estuviera 
firme la sentencia judicial. Es 
por ello que el artículo 314 del 
CPP, faculta únicamente al 
imputado, los defensores, 
mandatarios y demás personas a 
quienes se les haya acordado 
intervención en el procedimiento, 
para examinar las actuaciones 
derivadas de la investigación.

Esta limitación a la publicidad 
tiene dos gradaciones, ambas 
reguladas en el artículo 314 del 
CPP: la genérica, que limita la 
participación de personas ajenas 
al proceso en los actos de 
investgación; y la especial, que 
otorga la facultad al Ministerio 
Público a disponer la reserva 
total o parcial de las actuaciones 
por un plazo no mayor de diez 
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días. El fundamento de esta 
disposición es que exista un riesgo 
real e inminente de que la 
investigación se vea afectada por 
la publicidad de la misma. Es 
lógico también que la norma 
citada establezca que esta 
disposición es aplicable 
únicamente en aquellos casos 
donde no exista auto de 
procesamiento, y por lo tanto, no 
haya una persona sindicada, con 
lo cual se respeta el derecho de 
defensa del sindicado de participar 
directamente en todo el proceso, 
incluyendo la etapa de 
investigación.

7. Principio de racionalidad
 
La investigación criminal en 
Guatemala está orientada por el 
principio de racionalidad, el cual 
orienta a los órganos encargados 
de dirigir los actos de investigación 
a concentrar sus esfuerzos y 
recursos en aquellos delitos que 
más afecten los bienes jurídicos 
fundamentales y que provocan 
mayor impacto social, sobre todo 
cuando la realidad nos demuestra 
que la mayor cantidad de hechos 
delictivos que el sistema penal 
gestiona, son de escasa 
trascendencia social; por ejemplo, 
de acuerdo a datos del Ministerio 
Público aproximadamente el 60% 
de los delitos recibidos cada año 
son delitos de bajo impacto social, 

susceptibles de gestionarse 
mediante la aplicación de 
mecanismos desjudicializadores.10

“Ante tal imposibilidad material de 
investigar y juzgar todos los 
probables delitos que el sistema 
captaba, se evidenciaron grandes 
vacíos de criterios político-
criminales que garantizaran al 
Estado dirigir sus baterías a los 
delitos más graves o de 
repercusión social más intensos.”11

Para lograr una mayor efectividad 
en la persecución penal, la 
reforma procesal penal incorporó 
el principio de oportunidad, el 
cual orienta al Ministerio 
Público a realizar una selección 
racional de los conflictos, que le 
permita concentrar sus esfuerzos 
hacia aquellos delitos que afecten 
los bienes jurídicos fundamentales 
y de mayor impacto social. En el 
caso de la investigación criminal, 
como una actividad que involucra 
cuantiosos esfuerzos y recursos 
estatales, este principio permite 
privilegiar la investigación de los 
delitos más graves y complejos.

10. Fiscalía General de la República de 
Guatemala, Plan de Política de 
Persecución Penal del Ministerio Público, 
página 29.

11. García Morales, Fanuel; Análisis 
Político Criminal de la Investigación 
Criminal en Guatemala; página 135.
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Una extensión de este principio se 
encuentra en la facultad 
establecida en la Ley Contra la 
Delincuencia Organizada, decreto 
21-2006, de otorgar beneficios 
por colaboración eficaz a quienes 
proporcionen ayuda en la 
persecución de otros miembros 
del crimen organizado, llegando 
incluso hasta la liberación total del 
colaborador, es decir, liberar de 
responsabilidad penal a un 
persona que ha cometido delitos 
graves en aras de privilegiar la 
persecución penal de las bandas 
de criminalidad organizada.

8. Principio de protección 
	 a la víctima

La víctima es junto con el autor, los 
protagonistas principales del 
conflicto social que conlleva todo 
proceso penal. En consecuencia, 
el sistema de justicia no puede 
argumentar haber solucionado 
el conflicto en forma integral si el 
interés de la víctima no es 
atendido. Es por ello que una de 
las innovaciones principales de la 
reforma procesal penal es la 
redefinición del papel de la víctima 
en el proceso penal, devolviéndole 
el papel protagónico que por 
muchos siglos fuera expropiado 
por el Estado, el cual en su afán 
de privilegiar el aspecto de control 
social de la persecución penal, 
se ha olvidado de los intereses y 

derechos de las víctimas, 
especialmente el de reparación 
sobre los daños concretos que 
éstas sufren por los delitos.

La investigación criminal tampoco 
es ajena a la víctima, además del 
papel fundamental que 
tradicionalmente ha cumplido 
como testigo, el proceso penal 
moderno le reconoce un rol 
distinto y busca incorporarla como 
una “aliada estratégica” del 
Ministerio Público; para ello se 
han incorporado mecanismos que 
le otorgan mayor poder a la 
víctima dentro del procedimiento, 
ya sea actuando como querellante 
adhesivo o actor civil dentro del 
procedimiento ordinario, o 
propiciando posibilidades de 
composición privada del conflicto 
mediante la incorporación de la 
víctima en los mecanismos 
alternativos de resolución penal; 
incluso, cuando la víctima no 
desea o no puede incorporarse 
formalmente al proceso mediante 
la figura de querellante adhesivo 
o del actor civil, el procedimiento 
penal toma en cuenta sus 
derechos de información y 
seguimiento del proceso, para lo 
cual obliga al Ministerio Público a 
actuar siempre en función de sus 
intereses:

El artículo 8 de la LOMP, 
establece: 
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“Respeto a la víctima. El Ministerio 
Público, deberá dirigir sus 
acciones tomando en cuenta los 
intereses de la víctima, a quien 
deberá brindar amplia asistencia y 
respeto.”

“Le informará acerca del 
resultado de las investigaciones y 
notificará la resolución que pone 
fin al caso, aun cuando no se haya 
constituido como querellante”.

9. Principio de oficialidad

El principio de oficialidad obliga al 
Estado, y particularmente al 
Ministerio Público, como órgano 
de persecución penal, a investigar 
de oficio y en representación de la 
sociedad la totalidad de los delitos 
de acción pública cometidos en el 
país (artículo 24 Bis. del CPP). Este 
principio se deriva de la obligación 
del Estado de garantizar a los 
habitantes de la República la 
justicia (artículo 2 de la 
Constitución Política), y el 
monopolio de la persecución 
penal por parte del Ministerio 
Público establecido en el artículo 
251 de la misma norma 
constitucional.

Sin embargo, este principio 
también presenta algunas 
excepciones, tal es el caso del 
principio de oportunidad descrito 
en el numeral anterior y la 

existencia de delitos de acción 
pública dependientes de instancia 
particular (artículo 24 Ter. CPP). En 
estos delitos el Ministerio Público 
no iniciará de oficio o no 
continuará con la persecución 
penal, sino hasta que exista una 
denuncia por parte de la víctima, 
es decir que, aunque el Ministerio 
Público sigue teniendo el 
monopolio de la persecución 
penal, la víctima tiene la facultad 
de provocar la promoción de la 
persecución, la que una vez 
iniciada se transforma en pública.

El origen de esta disposición es 
que el legislador considera que 
en el caso de los delitos contra la 
integridad y libertad sexual, 
los bienes afectados son de 
naturaleza personal y sensible y 
que por ello depende de la víctima 
decidir si desea que el Estado se 
apropie del conflicto; y en el caso 
de los delitos de escasa 
trascendencia social, debido a 
un criterio de racionalidad de la 
persecución penal.

Además el Código Procesal Penal 
contempla la Acción Privada 
(artículo 24 Quáter), en la cual 
será la víctima la que deberá 
investigar mediante el 
procedimiento especial 
contemplado en el Código 
Procesal Penal, esta facultad se 
justifica porque, en ocasiones, el 
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bien jurídico afectado tiene un 
carácter exclusivo para una 
persona en particular y por ello el 
Estado no solamente le otorga la 
facultad de activar e impulsar el 
proceso, sino también a finiquitar 
la persecución cuando lo estime 
conveniente.12

10. Principio de 
	 independencia

El principio de independencia en 
la persecución penal busca 
garantizar que la investigación 
criminal no sea utilizada como 
arma de persecución política o 
bajo intereses ajenos a la 
averiguación de la verdad. Este 
principio se desarrolla en dos 
vertientes, por un lado la 
independencia funcional y 
económica del Ministerio Público 
como ente autónomo, garantizada 
en el artículo 251 de la 
Constitución Política y en los 
artículos 1 y 3 de la Ley Orgánica 
del Ministerio Público:

Artículo 1. Definición… En el 
ejercicio de esa función el 
Ministerio Público perseguirá la 
realización de la justicia, y actuará 
con objetividad, imparcialidad y 

con apego al principio de 
legalidad, en los términos que la 
ley establece.

Artículo 3. Autonomía. El 
Ministerio Público actuará 
independientemente, por propio 
impulso y en cumplimiento de las 
funciones que le atribuyen las leyes 
sin subordinación a ninguno de los 
Organismos del Estado ni 
autoridad alguna, salvo lo 
establecido en esta ley.

Por otra parte el principio de 
independencia de criterio, implica 
que la actuación de los fiscales 
en los casos concretos no estará 
sujeta a injerencias indebidas de 
autoridad o persona  alguna, 
incluyendo al Fiscal General; sin 
embargo, esta independencia no 
contradice la facultad del Fiscal 
General y de los fiscales distritales 
y de sección a establecer 
instrucciones generales y 
especificas que orienten la política 
de persecución penal en 
determinados casos específicos, 
las cuales deberán siempre ser por 
escrito y conforme la normativa 
vigente para la investigación y 
persecución penal, conforme lo 
establece la Ley Orgánica del 
Ministerio Público:

Artículo 47. Ejercicio de la 
Función. En el ejercicio de sus 
funciones los fiscales estarán 

12. En el mismo sentido Higueros Girón, 
Rubén Eliú; Acción Penal; en Manual 
de Derecho Procesal Penal Tomo I; página 
215.



108

Enero / Marzo 2013 Edición especial 3 Año 2

sujetos únicamente a la 
Constitución Política de la 
República de Guatemala, los 
Tratados y Convenios 
Internacionales, la Ley y las 
instrucciones dictadas por su 
superior jerárquico en los términos 
establecidos por esta ley.

Este principio también es 
reconocido en las Directrices de 
Naciones Unidas sobre la Función 
de los Fiscales, las que en su 
numeral 3 establecen: “Los 
Estados garantizarán que los 
fiscales puedan ejercer sus 
funciones profesionales sin 
intimidación, trabas, 
hostigamiento, injerencias 
indebidas o riesgo injustificado de 
incurrir en responsabilidad civil, 
penal o de otra índole.”
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nacional

Economía

Carlos Aníbal Martínez C. 

Crisis mundial 
y optimismo

Cuando se acerca el final del 
año, los signos y las 
percepciones de crisis se 

extienden por todas las regiones 
del mundo. La elevada tasa de 
desempleo y el lento crecimiento 
económico en Estados Unidos, 
están en riesgo de ser agravados 
por la amenaza del precipicio 
fiscal.1 

1. En enero de 2013 entrará en vigencia un aumento de impuestos que afecta, entre 
otros, a la clase media, debido a que el 31 de diciembre de 2012 finaliza una ley de 
exenciones fiscales. Simultáneamente en enero de 2013 entra en vigencia un recorte 
de gastos públicos por US$600 mil millones, que provocaría un recorte en programas 
sociales y reducciones de salarios en ciertos sectores de la seguridad social. Es difícil que 
no haya acuerdo en el Congreso para evitar el denominado “precipicio fiscal”, pero si en 
dado caso no lo hubiera, la economía de Estados Unidos sería empujada a una nueva 
recesión.

En Europa la crisis no cede y hay 
perspectivas de que podría 
agravarse. En China se desacelera 
el ritmo de crecimiento; lo mismo 
sucede en otras economías 
emergentes entre ellas la de Brasil, 
el gigante de América Latina. Sin 
embargo en Guatemala, las 
manifestaciones y señales de crisis 
están siendo exitosamente 
contrarrestadas por el optimismo 
oficial.
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Los signos de la crisis
mundial

Al finalizar 2012 se dirá que éste 
fue otro año de crisis global. El 
organismo “Netherlands Bureau 
for Economic Policy Analysis” en su 
estudio de pronósticos del mes de 
septiembre, estima que el 
comercio mundial crecerá 0.25% 
este año, muy por debajo del 4% 
de 2011. Y de acuerdo al Instituto 
de Finanzas Internacionales, los 
flujos de capital privado que 
habrán circulado en este año 
hacia los mercados emergentes 
serán de US$912.0 billones, 
inferiores a los US$1,030.0 
billones de 2011 y a los 
US$1,088.0 billones de 2010. 
También disminuirán los flujos de 
capital oficial.

La Directora del Fondo Monetario 
Internacional (FMI) ha anunciado 
que ese organismo se prepara 
para anunciar una nueva rebaja 
de sus estimaciones de 
crecimiento mundial (que en julio 
situó en 3.5% para 2012 y 3.9% 
para 2013, que a la vez incluían 
un recorte respecto a abril). La 
Organización de Países 
Exportadores de Petróleo (OPEP) 
en su análisis de septiembre 
calcula que el crecimiento 
económico mundial será de 3.3% 
en 2012 y 3.2% en 2013, niveles 
influenciados por las economías 
emergentes, pues Estados Unidos 

experimentará un bajo desempeño, 
y la Zona Euro caerá a números 
negativos en 2012 y crecerá sólo 
0.1% en 2013.

La funcionaria del FMI ha dicho 
también que la agenda de 
medidas en Europa y Estados 
Unidos para superar la crisis está 
inconclusa y el estrés económico en 
el resto de economías del mundo 
se está incrementando, mientras 
queda mucho por hacer para 
corregir los desbalances del 
sistema económico mundial. 
Ningún analista cree que los 
grandes paquetes de medidas 
impulsadas en la Unión Europea 
hayan definido una salida segura 
de la crisis para el corto plazo; ni 
que el alto desempleo, la colosal 
deuda pública y el lento 
crecimiento en Estados Unidos 
permita una recuperación segura 
en los próximos años. Así, la 
transmisión de los efectos 
negativos hacia la economía 
global parece asegurada.

Estos signos no tienen nada nuevo. 
Solo están ratificando las distintas 
señales de riesgo de recesión o de 
prolongado estancamiento que se 
hicieron visibles desde principios 
de 2011.

Crisis también en las ideas

La mayoría de pensadores 
económicos que crecieron 
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dentro de la coyuntura neoliberal 
se resiste a creer que la crisis tiene 
carácter sistémico. La crisis es ni 
más ni menos que propia de un 
ciclo económico y no resultado 
de fallos en la administración de 
la economía como se consuelan 
en creer. De allí que todas las 
medidas adoptadas para buscarle 
salidas a la encrucijada tanto en 
Europa como en Estados Unidos, 
no sean sino las ya probadas en 
otras latitudes, las cuales 
produjeron resultados sociales 
desastrosos. La denominada 
consolidación fiscal europea es 
una especie de réplica de los 
Programas de Ajuste Estructural 
aplicados en América Latina en los 
años 80 del pasado siglo: recorte 
del gasto público, eliminación 
de subsidios, reducción del gasto 
social, limitación del déficit. Los 
Gobiernos de los países europeos 
en problemas parecen resignados 
a pagar un alto coso social en 
desempleo y a ver crecer la 
informalización laboral.

En Estados Unidos la apuesta es 
reactivar el sector exportador, 
negociando con China los 
desequilibrios externos; pero los 
problemas los tiene enquistados el 

sistema en sus propias 
entrañas. El desempleo se ha 
vuelto resistente y no se ven 
perspectivas inmediatas de que 
descienda del 8%; y la deuda 
pública al cerrar 2012 según el 
FMI podría estar por el orden del 
106.7% del PIB. Pero sobre ese 
indicador Bill Gross suma el valor 
presente neto de los siguientes 
déficits: seguridad social 
(jubilaciones) US$7.9 trillones, 
subsidio al cuido de la salud de 
ancianos (Medicare) US$22.8 
trillones, y seguro médico para 
pobres (Medicaid) US$35.3 
trillones,2 más los programas 
creados para el rescate del sistema 
financiero. Todo ello configura una 
trágica hoja de balance, la cual 
no será fácil limpiar sin un cambio 
radical de rumbo y sin deteriorar 
más el bienestar social.

¿Y qué hacer con el sistema 
financiero internacional? La 
agenda de regulación que salió de 
la cumbre de Pittsburgh de las 20 
economías más importantes del 
mundo (G-20) en septiembre de 
2009, y el contenido de 
Basilea III3, no son suficientes 
para diseñar una nueva a
rquitectura del sistema financiero 

2. Bill Gross. Investment Outlook, abril 
2011.
3. Basilea III, es un nuevo marco regulato-
rio del Comité de Basilea. Esencialmente 
crea nuevas obligaciones para los bancos 
como: aumentar los requerimientos de 

capital, crear colchones de respaldo al 
capital, formar colchones de capital anti-
crisis y puesta a prueba de un apalanca-
miento financiero que no exceda 33 veces 
el capital estructural, hasta establecer una 
ratio en 2018.



112

Enero / Marzo 2013 Edición especial 3 Año 2

internacional en crisis, pues no 
toca uno de los puntos torales 
que lo empujaron a la crisis: las 
comisiones y remuneraciones de 
los grandes ejecutivos bancarios. 
Por lo demás, el sistema financiero 
mundial permanece endeble y sin 
poder dar garantías de apoyo a la 
recuperación económica global.

Las economías emergentes, que 
en esta coyuntura constituyen el 
centro dinámico de la economía 
mundial, están experimentando 
una visible disminución en su 
ritmo de crecimiento. Por su peso, 
notoria es la reducción en China, 
y en América Latina la de Brasil. 
Pero en general, cualquiera que 
sea el grado de dinamismo de los 
emergentes, sus economías están 
empujadas por el mismo esquema 
en el que se han basado las 
economías desarrolladas: 
expoliación de los recursos 
naturales, apuesta al esfuerzo 
exportador, poca atención a las 
condiciones de equidad social, y 
sin hablar de equilibrio entre
Estado y mercado.

Si los fundamentos materiales e 
intelectuales del sistema económico 
mundial están en crisis, la salida 
de ella llevará inevitablemente a 
una nueva normalidad. Pero aún 
no se tienen los paradigmas de 
referencia.

El optimismo nacional

Un conocido economista asesor 
empresarial dijo en días recientes 
en televisión: “Guatemala está 
bien. Estamos bien. Buena tasa de 
crecimiento. Nivel de deuda y 
déficit bueno. Estabilidad 
macroeconómica excelente. 
Perspectivas buenas. No veo 
riesgos. Estamos mejor que Costa 
Rica”. El presidente del Banco de 
Guatemala y el Ministro de 
Economía, aseguran cada vez 
que tienen oportunidad que la 
crisis europea y mundial no tendrá 
efectos significativos sobre la 
economía nacional, pues Estados 
Unidos está creciendo, aunque de 
forma lenta. Incluso el proyecto de 
presupuesto del Estado para 2013 
se basa en sobre estimaciones 
que, a la luz de la información que 
circula del contexto internacional, 
son optimistas.

Además los datos locales tampoco 
son alentadores. A fines de julio, 
el total de exportaciones 
nacionales registra un retroceso 
de 3.4% respecto a 2011; las 
importaciones sólo acumulan un 
modesto incremento de 3.3%. A 
partir de estos datos puede decirse 
con un buen margen de seguridad 
que las exportaciones cerrarán el 
año, en el mejor de los casos, 
con crecimiento “0”, y las 
importaciones lo harán con un 
aumento quizá no mayor al 5%, 
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en ambos casos muy inferiores a 
las metas oficiales.
Contrario a la esperanza de las 
autoridades económicas, las 
exportaciones a Estados Unidos, 
en los primeros siete meses de 
este año registran un descenso de 
4.5% en comparación con 2011; 
el total vendido a Centroamérica 
sólo ha crecido un insignificante 
0.9%; y el comercio a la Eurozona 
experimenta una caída de 11.3%: 
en estas tres regiones se concentra 
el 73.1% del comercio externo 
nacional.

En el caso de las importaciones, 
las de materias primas y productos 
intermedios que utiliza el 
sector productivo, al cierre de 
julio experimentan un retroceso 
de -3% respecto a julio de 2011. 
Sin duda es una señal de que la 
actividad económica está de capa 
caída.

Y lo que siente la gente es distinto 
al optimismo oficial. Los precios 
de los combustibles registran un 
formidable incremento (aunque el 
indicador de inflación oficial sea 
envidiablemente bajo y la 
autoridad monetaria exhiba 
sabiduría de política), igual alza 
registran los bienes alimenticios y 
otros servicios básicos. La carestía 
de la comida y el transporte tiene 
acorralada a la población.
Según el Ministerio de 
Agricultura, Ganadería y 

Alimentación (MAGA), la sequía 
ocurrida en el mes de julio 
prácticamente dejó sin cosecha y 
alimento a 53,000 familias de 979 
comunidades en 66 municipios y 
10 departamentos. El diario Prensa 
Libre del 26 de septiembre destaca 
que un estudio de la organización 
internacional Acción Contra el 
Hambre realizado entre el 30 de 
agosto y el 13 de septiembre, 
encontró que en el departamento 
de Chiquimula, de 8,966 familias 
evaluadas, el 90.3% perdió sus 
cosechas, y el 89.7% de ellas no 
dispone de reservas de alimentos 
como maíz y frijol.

Es decir que el riesgo de 
inseguridad alimentaria es real y 
dramático en el país. Y en 
cualquier país democrático del 
mundo (no democracia de voto 
inducido por millonarios gastos 
de campaña electoral) ese hecho 
habría sido motivo de escándalo 
y preocupación estatal.

El año 2013 podría ser más 
crítico que este año. Habrá más 
demanda de empleo y menos 
puestos de trabajo. El impacto 
de la pérdida de cosechas de 
decenas de miles de familias, se 
prolongará con más severidad a 
los primeros seis meses del 
próximo. Aunque el indicador 
de inflación nacional no lo 
refleje, el quetzal habrá perdido 
buena parte de su valor por 
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efecto del incremento de los 
precios de los combustibles y los 
alimentos. Los salarios acumularán 
una porción más de rezago frente 
al costo de la canasta básica. Es 
bastante seguro que el nivel de 
pobreza aumentará en el país.

En fin, la crisis es un hecho real, 
y en consecuencia, se necesita un 
cambio de discurso, posición y 
actitud gubernamental.
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La economía campesina depende básicamente de 
la agricultura campesina, que es la forma más 
generalizada de aprovechamiento de la tierra. Es 

realizada por aquellas personas que por su condición 
socio-económica dependen únicamente de su trabajo 
personal y el esfuerzo familiar.  Sean o no propietarios 
de la parcela que cultivan, esta actividad significa 
para ellos su seguridad alimentaria y en general su 
subsistencia.

Economía 

campesina
Luis Leal

La agricultura campesina se lleva a 
cabo en zonas marginales; 
individualmente son áreas muy 
reducidas pero la sumatoria de 
todas impacta positivamente la 
economía nacional.

No obstante las dificultades que 
tienen que soportar, los bajos 
rendimientos que obtienen y el 
importante aporte a la economía 
del país, hasta la fecha el Estado 

no ha propuesto un programa 
coherente nacional que permita 
garantizar el bienestar de las 
familias campesinas y el desarrollo 
rural. 

Para el campesino, la familia es el 
origen y el fin del proceso 
productivo, ya que las necesidades 
familiares (considerando a la 
familia como unidad de consumo) 
son determinantes para la 
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orientación que adopte la 
producción. La estrategia 
esencialmente familiar, su carácter 
subordinado y su resistencia a la 
descomposición, son 
características centrales de la 
economía campesina.1

La economía campesina tiene una 
racionalidad propia y distinta a la 
que caracteriza a la agricultura 
empresarial. Mientras que en la 
economía campesina la lógica que 
gobierna sus decisiones está 
encaminada a satisfacer las 
necesidades familiares, la 
agricultura empresarial responde a 
las interrogantes de qué, cuánto y 
para quién producir en función de 
maximizar las tasas de ganancia y 
acumulación.

La unidad campesina es 
simultáneamente una unidad de 
producción y de consumo, donde 
la actividad doméstica es 
inseparable de la actividad 
productiva.  En ella, las decisiones 
relativas al consumo son 
inseparables de las que afectan a 
la producción y esta última es 
emprendida sin empleo o con 
empleo marginal de mano de obra 
asalariada.2

1. IICA. Economía y Sociología 
Campesina. Espacio Rural para 
Tecnólogos, Colombia, Documento 
temático, agosto de 1,988, p.3.
2. Schejtman, A.  Economía Campesina: 
Lógica, articulación y persistencia.  
Revista CEPAL, No. 11, Chile 1980.

Uno de los principales 
exponentes del enfoque de la 
economía campesina, Aleksandr 
Chayanov, plantea la necesidad 
de analizarla desde una 
perspectiva diferente a las 
conceptualizaciones entregadas 
por el capitalismo. En efecto, las 
tradicionales categorías 
explicativas del capitalismo no son 
apropiadas para entender la 
economía campesina; es decir, no 
la explican o son contradictorias, 
lo que es posible constatar en 
los campos de nuestro país con 
relativa frecuencia, por ejemplo: la 
perseverancia de muchos 
campesinos de continuar 
produciendo bienes tradicionales 
sin considerar factores de precio 
y costos de temporadas 
anteriores.  Plantea además que 
mientras la empresa capitalista 
produce valores de cambio, el 
campesino produce valores de 
uso.3

Hay consenso entre los diferentes 
autores en cuanto a las principa-
les características de la economía 
campesina:4

3. Chayanov, A. citado por Heynig, K.  
Principales enfoques sobre la 
economía campesina. Revista CEPAL No. 
16, Chile 1,992.
4. Valderrama, M; Mondragón H. 
Desarrollo y equidad con campesinos. TM 
editores, Colombia, 133 p.
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1. El factor limitante de la 
	 producción es la tierra, seguido 	
	 del capital, mientras que el 		
	 factor abundante es la fuerza 	
	 de trabajo familiar.

2. La producción agropecuaria de 	
	 la parcela está orientada 
	 fundamentalmente a la 
	 subsistencia.

3. Las decisiones sobre el uso de 	
	 la tierra y las actividades a 
	 realizar no están basados en la 
	 optimización de la ganancia o 	
	 de los ingresos, sino en 
	 garantizar los productos y 
	 niveles de autoconsumo para 	
	 la familia y para la venta en el 	
	 mercado que aseguren un flujo 	
	 de ingresos básicos.

4. El ingreso familiar es bajo y 		
	 está 	formado casi siempre por 	
	 varios productos agropecuarios, 	
	 por productos no agrícolas 
	 (artesanías) y por salarios 		
	 obtenidos fuera de la parcela.

5. A pesar de sus precarios 
	 recursos, el campesino está 
	 estrechamente ligado al 
	 mercado a través de la venta de 	
	 los excedentes de sus productos 
	 agrícolas, de la fuerza de 		
	 trabajo familiar y de la compra 	
	 de insumos y productos de 
	 subsistencia.

6. Las unidades económicas 
	 campesinas emplean 
	 fundamentalmente mano de 	
	 obra familiar.  Durante algunos 
	 periodos emplean mano de 		
	 obra no familiar o asalariada, 	
	 pero su lógica interna las 
	 induce a utilizar toda la mano 	
	 de obra familiar disponible.

7. Cuando la producción agrícola 	
	 de la unidad campesina no 
	 asegura su reproducción, el 
	 campesinado vende su mano 	
	 de obra.
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Importancia de la 
economía campesina

A pesar que la tendencia mundial 
está atribuyendo un papel cada 
vez menos importante a la 
agricultura, Guatemala sigue 
siendo un país en el que el sector 
agrícola es sumamente 
importante. A nivel macro 
económico, en el 2010, el 38% de 
la Población Económicamente 
Activa (PEA) estaba empleada en 
la agricultura y generó el 11.9% 
del PIB y es junto con las remesas 
de dinero provenientes del 
extranjero la principal generadora 
de divisas. A nivel micro 
económico genera empleo y 
alimentación.  

De la totalidad del sector agrícola 
nacional, una parte muy 
significativa está conformada por 
pequeños productores inmersos en 
la lógica de la producción 
campesina. Según la Encuesta 
Nacional Agropecuaria del 2005,5 
a nivel nacional se reportaron 
53,778 kilómetros cuadrados de 
superficie total en fincas 
agropecuarias, equivalentes al 
49.4% del territorio nacional; 

también estima que el número de 
productores agropecuarios 
individuales asciende a 759,039 
personas, de los cuales 636,606 
son hombres, es decir, el 83.9% 
del total; mientras que 122,433 
son mujeres, correspondientes al 
restante 16.1% del total de 
productores agropecuarios.

Es importante hacer notar que la 
cantidad de productores 
agropecuarios de sexo femenino 
aumentó significativamente en 
relación a lo reportado en el 
Censo anterior, lo que se explica 
por el fenómeno migratorio hacia 
los Estados Unidos, principalmente 
de hombres, que ha provocado el 
incremento de mujeres como 
cabeza de hogar. Son ellas 
quienes tienen que asumir el rol 
de administradoras del patrimonio 
familiar, lo cual en este caso 
corresponde a la parcela agrícola 
para siembra de granos básicos 
para autoconsumo.

5. BANGUAT. Guatemala en Cifras 2010.  
Guatemala, 2,011. INE. Encuesta 
Nacional Agropecuaria. Guatemala. 
2005.

En la misma fuente se reporta que 
el número de productores 
agropecuarios indígenas asciende 
a 528,645, lo que corresponde al 
69.6% del total a nivel nacional.
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Cuadro 1. Guatemala: Número de 
productores agropecuarios individuales 

por grupo de edad y sexo

Grupos de edad (en años)

Total

Menor de 18 

De 18 a 24

De 25 a 34

De 35 a 44

De 45 a 54

De 55 a 64

De 65 o más

Total

Indígena

No Indígena

759,039

8,323

25,238

118,654

204,570

183,117

107,551

111,587

Total

759,039

528,645

230,394

636,606

6,417

21,265

96,876

171,445

157,150

93,857

89,594

Hombres

636,606

448,007

230,394

122,433

1,906

3,972

21,776

33,125

25,967

13,694

21,993

Mujeres

122,433

80,638

41,795

Total

Número total de productores

Hombres Mujeres

Fuente: Encuesta Nacional Agropecuaria 2,005. INE.

Fuente: Encuesta Nacional Agropecuaria 2,005. INE.

Cuadro 2. Guatemala: Número de 
productores agropecuarios por sexo 

según grupo étnico indígena y no indígena

Grupo étnico
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En Guatemala a pesar de ser un 
país pluricultural, su sociedad es 
altamente racista, por lo que 
resulta interesante ver la 
asociación que tradicionalmente 
se ha hecho al utilizar la palabra 
indígena con una acepción de 
campesino, asumiendo de este 
modo que dicha condición étnica, 
forzosamente le obliga a ser 
campesino. Hale enuncia que los 
indígenas se dividen en dos 
grupos, “el indio permitido” que 
es español hablante, 
profesionalizado y urbanizado, y 
el “indio prohibido” que es maya 
hablante, analfabeto y campesino, 
el cual es rechazado a través de 
las medidas económicas del 
capitalismo.

La asociación del campesinado y 
pobreza, principalmente con 
pertenencia al grupo étnico 
indígena, es un concepto muy 
arraigado en Guatemala que ha 
favorecido la formación de una 
imagen negativa del mismo, 
siendo una expresión del más 
acendrado y cruel racismo. 
Tradicionalmente el grupo étnico 
no indígena con capacidad 
económica considera y promueve 
la imagen que el campesino es 
pobre porque es haragán y 
conformista y no comprende la 
lógica del mercado porque 
también es ignorante, condiciones 
que se aplican sin ningún 

escrúpulo ni análisis al indígena. 
No obstante, esos calificativos 
peyorativos, el campesinado 
históricamente ha sido y es el 
principal productor de granos 
básicos para consumo nacional. 
La agricultura campesina es la que 
abastece el mercado interno de 
maíz blanco y frijol negro.
 
El cultivo del maíz blanco acapara 
el 57.3% de la superficie 
cosechada. Los cultivos que le 
siguen en importancia desde el 
punto de vista de mayor área 
cosechada son maíz amarillo con 
el 17.2% y el frijol negro con el 
12% de la superficie total. El frijol 
negro es un producto básico en la 
dieta de los guatemaltecos, junto 
con las tortillas o tamalitos de maíz 
blanco.
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Cultivos

Total

Ajonjolí

Arroz en granza

Arveja china

Frijol negro

Maicillo

Maíz amarillo

Maíz blanco

Melón

Papa

Tabaco en rama

Tomate

17,473

2,779

20,830

301,208

27,322

408,599

682,052

535

45,896

1,605

11,892

1,591,903

97,928

16,555

8,143

190,331

15,450

273,037

912,243

45,576

17,258

4,992

13,390

100.0

6.2

1.0

1.0

12.0

1.0

17.2

57.3

3.0

1.1

0.3

1.0

867,592

812,717

487,129

1,819,322

618,667

6,536,375

23,798,939

14,982,467

3,279,361

213,751

4,935,276

Fincas Superficie
Cosechada

% de
Superficie

Producción
obtenida

Fuente: Encuesta Nacional Agropecuaria 2,005. INE.

Cuadro 3. Guatemala: Características 
de las fincas agrícolas 

Ciclo agrícola 2,004 – 2,005. 
 (Superficie en manzanas y producción en quintales).

La producción de maíz  blanco y amarillo y frijol negro a nivel 
nacional, además de presentar la mayor superficie en unidades 
de área sembradas, presentan mayor incidencia en cuanto a 
unidades productivas dedicadas a la actividad. Esto es importante 
desde el punto de vista del análisis de la economía campesina, 
ya que la relación entre número de productores y superficie de 
esos cultivos nos lleva a inferir que la producción de los mismos 
se realiza por lo general en fincas tipo minifundio, las cuales 
responden a la lógica de producción campesina en cuanto a 
producción para consumo familiar y venta de excedentes.
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El maíz blanco es destinado en un 
45.2% para el autoconsumo y el 
51.4% se destina para la venta en 
el mercado local. Ese mismo caso 
ocurre con el frijol negro, ya que 
se registra que el 40.2% de la 
producción es para autoconsumo 
y el 58.8% es para la venta.  Estos 
dos productos constituyen en 
Guatemala los pilares 
nutricionales y económicos de la 
economía campesina que aunque 
teóricamente va más allá de lo 
agrícola, recordemos que la 
inversión privada en los territorios 
rurales no está diseñada para que 
los beneficios alcancen a la 
población local. 

A pesar de la evidente importancia 
que la economía campesina tiene 
para el país, desde los años 90 
que el Ministerio de Agricultura, 
Ganadería y Alimentación (MAGA) 
invisibilizó al campesino y 
redujo la estructura que favorecía 
la agricultura campesina, ha 
venido faltando la seguridad
alimentaria en el área rural y se ha 
venido incrementado la pobreza 
con sus deplorables resultados de 
hambrunas y desnutrición crónica 
y aguda en la niñez. 

Esta reducción impactó 
negativamente la economía 
campesina. El MAGA se refugió 
en la ciudad capital y se dedicó a 
fortalecer los emprendimientos 

agrícolas con encadenamiento 
empresarial. Al abandonar la 
agricultura campesina, dejó en 
manos de los intermediarios y 
acaparadores el comercio local de 
granos básicos. Una de las 
consecuencias del  deterioro de la 
capacidad productiva del 
campesino es la necesidad de 
importar bienes agrícolas desde 
otros países para satisfacer la 
demanda nacional y disminuir el 
encarecimiento de los granos 
básicos a nivel local. 

No obstante este golpe bajo a la 
economía campesina, algunos 
políticos y tecnócratas alineados al 
modelo de desarrollo rural 
empresarial, la culpan de 
ineficiente y modelo productivo 
agotado. Sin embargo  lo que se 
agotó no fue la forma de 
producción campesina, sino una 
forma particular de explotación 
que fue redituable durante muchos 
años para el sistema capitalista.

Según Rubio, al fracturarse las 
formas de explotación en las que 
descansaba el régimen de 
acumulación se vació de 
contenido la lógica productiva que 
lo caracterizaba: la producción 
masiva en base a mano de obra 
sobre explotada; bajos salarios 
y malas condiciones de vida sin 
seguridad social. Con ello se 
quebrantó también su carácter 
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articulado e incluyente. “Al perder 
la capacidad de producir bienes 
alimentarios baratos y suficientes, 
la producción campesina apareció 
como banal, ineficiente, obsoleta, 
discordante y ha sido considerada 
como una forma de producción 
carente de funcionalidad con 
tendencia a desaparecer ante el 
influjo insoslayable de la 
modernidad”.6

Actualmente la instauración del 
modelo económico neoliberal y la 
subordinación excluyente del 
campesinado ha tenido también la 
particularidad de impulsar un 
mercado mundial de alimentos 
que se basa en la producción 
excedentaria de los países 
desarrollados. En otros países el 
agricultor recibe elevados 
subsidios y seguros y garantías 
para el proceso productivo lo que 
permite absorber precios bajos de 
exportación. 

Esto ha tenido como consecuencia 
hacer peligrar la seguridad 
alimentaria de Guatemala, ya que 
la sustitución de la producción 
nacional por la importada ha 

generado la sensación de que los 
campesinos constituyen un sector 
que por su “ineficiencia 
productiva” debe desaparecer. El 
círculo vicioso continúa porque no 
solo se expolia al campesino si no 
que al mismo tiempo lo 
denigra.

6. Rubio, B. Explotados y Excluidos.  Los 
campesinos latinoamericanos en la  
fase agro exportadora neoliberal.  2da. 
Edición.  Ed. Plaza y Valdez.  
México, 2003.
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Se entiende por coyuntura el conjunto de hechos 
económicos, sociales y políticos, nacionales e 
internacionales que concurren en un momento 

determinado, que con su interacción definen el perfil 
situacional del país. 

Carlos Aníbal Martínez C. 

Anotaciones 
sobre la coyuntura

económica

En referencia a ello, los hechos 
acá abordados son los más 
generales que corresponden a la 
esfera económica y que por su 
importancia dan una idea básica 
de cómo está el país: la economía 
en proceso de descenso, los 
habitantes agobiados por el 

deterioro del nivel de vida, una 
institucionalidad pública con poca 
capacidad de ejecución de gasto 
público, y amplia percepción de 
prácticas amañadas en la  
definición y aprobación del 
presupuesto público.
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La diferencia entre cuentas 
públicas y sentir de la 
población

Desempeño económico

Según las mediciones trimestrales 
del Banco de Guatemala, en el 
segundo trimestre de 2012 el PIB 
creció 2.5%, con lo cual se 
cerraron cuatro trimestres de 
crecimiento positivo pero en 
contínuo descenso, tal como lo 
muestra la gráfica 1, tomada de 
Banguat.
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Gráfica 1. Guatemala: 
Porcentajes de crecimiento trimestral del PIB

(2009 - 2o trimestre 2012)

Fuente: Banco de Guatemala

Para el presidente del Comité 
Coordinador de Asociaciones 
Agrícolas, Comerciales, 
Industriales y Financieras (CACIF) 
la economía nacional crecerá 
3.3%� en 2012, quizá un poco más 
optimista que el Banco de 
Guatemala, pues para éste el 
PIB crecerá entre 2.9% y 3.3% en 
2012 , y 3.5% en 2013. En
cualquier caso es difícil adivinar en 
qué se basan esas expectativas de 
crecimiento económico, pues 
podría ser más posible que el 
crecimiento del PIB tienda más a 
situarse entre 2.5% y 2.9%.
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Comercio exterior en declive

Las estadísticas del Banguat a 
agosto, último mes de registro, 
sugieren que las cosas no van 
bien. Las exportaciones totales 
acumulan una caída de 3.1% 
respecto a agosto de 2011; las 
exportaciones a Estados Unidos 
cayeron 4.8%, y las ventas a 
Centroamérica han crecido sólo 
0.5%, en tanto que a la Eurozona 
ya retrocedieron 11.6%. A estos 
tres socios se ha dirigido el 73.5% 
del comercio exterior.

Y considerados como países 
individuales, el comercio con 
Estados Unidos, El Salvador y 
Honduras está en francos 
números negativos, y estos tres 
países absorben el 58.5% de las 
exportaciones nacionales.

Además, de los 26 primeros 
principales productos exportados, 
trece registran caída, y dentro de 
esos destaca el café y los artículos 
de vestuario.

Sin duda al término de 2012, si 
el ritmo exportador se mantiene 
como el de los primeros ocho 
meses del año, no habrá 
crecimiento en las exportaciones, 
sino una reducción de entre 2% y 
3% respecto a 2011.
��
Las importaciones en los primeros 
ocho meses de 2012 solo 

crecieron 2.3%, en comparación 
con igual período de 2011, muy 
atrás de la meta del Banguat del 
7.3% de incremento para este 
año. Es sugerente la disminución 
de 3.5% en las importaciones de 
materias primas y productos 
intermedios para el sector 
productivo, y dentro de éstas la 
sensible caída en las 
importaciones del sector industrial 
que representan el 29.4% del total 
de las importaciones del país.

Los precios en alza

Para el Instituto Nacional de 
Estadística (INE) de enero a 
septiembre de 2012, los precios 
de los distintos productos que 
consume la población, en 
promedio sólo se incrementaron 
2.87%. Para el INE los precios de 
los alimentos y bebidas no 
alcohólicas  aumentaron 4.78% 
y los gastos de transporte 
donde se incluyen los precios de 
los combustibles subieron 4.93%. 
Los demás precios� están por 
debajo o levemente por arriba del 
promedio de inflación nacional.

Puede decirse entonces que hay 
un excelente trabajo del Banco de 
Guatemala, como entidad 
encargada de custodiar la 
estabilidad de precios y trabajar 
para que ésta no destantee la 
evolución ordenada de la 
economía. 
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Sin embargo, contra la lógica 
estadística del INE y la 
efectividad instrumental del 
Banguat, el bolsillo de las familias 
guatemaltecas siente un fuerte 
impacto por  el aumento de los 
precios de los combustibles, el 
pan, los huevos y los alimentos 
básicos. No hay producto de 
consumo alimenticio que no 
haya aumentado de precio. Y ese 
impacto es tan fortísimo, que ante 
él la inflación reportada por el INE 
parece una broma de mal gusto.

Todos los anteriores son elementos 
claros que desdicen los pronósticos 
optimistas del Gobierno y sus 
aliados en el sector privado, y lo 
más seguro es que la tendencia de 
descenso económico se prolongue 
hasta en buena parte de 2013. Lo 
demás es obvio: impacto negativo 
en el empleo, continuidad del 
deterioro del nivel de vida de la 
mayor parte de los habitantes, 
disminución de los ingresos 
fiscales, aumento de las tensiones 
sociales etc.

La policía fiscal sin romper 
con la tradición

Modesto ritmo de 
gasto público

Teóricamente el presupuesto del 
Estado es el instrumentocon que 
cuenta el Gobierno para estimular 

la economía, apoyar a los sectores 
de población vulnerable y 
garantizar los derechos esenciales 
de la población. Se supone que 
cuanto mayor y más efectiva es 
la ejecución del gasto, mayor es 
la efectividad del Gobierno en el 
cumplimiento de sus obligaciones 
constitucionales. Este criterio está 
en cuestionamiento en el actual 
momento.

Al 28 de octubre, del total del 
presupuesto de gastos para 2012, 
el equipo de Gobierno sólo ha 
ejecutado el 73.03%. Si se toma
de referencia que al final de 
octubre debiera existir una 
ejecución acumulada de 83.33% 
(si el �Gobierno se propone 
acercarse al 100% de ejecución al 
final de año) la actual ejecución 
presupuestaria está 10 puntos por 
debajo del punto de referencia. 
Pero según lo muestran los datos 
de la gráfica 2 (siguiente página), 
varias instituciones tienen una 
ejecución de gasto visiblemente 
ineficiente y sólo los Ministerios de 
Energía y Minas y de la Defensa 
Nacional han ejecutado el 80% de 
su presupuesto. A ello se suma el 
puntual pago de los servicios de la 
deuda pública.

Los datos sugieren la posibilidad 
de que el Gobierno cierre 2012 
con un bajo nivel de ejecución, y 
destacarían por su bajo nivel de 
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gastos los programas de apoyo
social a cargo del Ministerio de 
Desarrollo Social y los de 
seguridad a cargo del Ministerio 
de Gobernación, rubros muy 
importantes para la población.

Gráfica 2. Guatemala:
Porcentajes de ejecución 

presupuestaria por institución
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Fuente: Datos del MINFIN al 28/10/2012

El presupuesto para 2013

El pasado 23 de octubre, en una 
velocísima sesión parlamentaria 
los diputados del Congreso de la 
República aprobaron el 
Presupuesto de Ingresos y Egresos 
del Estado para 2013. El 
aprobado es un presupuesto 
tradicional que no se diferencia 
del de años pasados e incorpora 
terribles aberraciones e 
incertidumbres, como las 
siguientes:
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- Desde el punto de vista del 
	 gasto, de los Q 66,985.4 
	 millones, que es el total 
	 presupuestado, el 64.43% ��
	 está destinado a sufragar los 		
	 gastos de funcionamiento 
	 del aparato del Estado, el 
	 22.23% está asignado a la 
	 inversión pública, y el 13.34% 	
	 al pago de servicios de la deuda 	
	 pública.

- De los Q 8,934.1 millones 
	 destinados al pago de 
	 servicios de la deuda pública, el 	
	 73.2% serán intereses
	 y comisiones, mientras que el 	
	 26.8% será para amortizaciones 	
	 de capital. Es decir que la mayor 	
	 parte del monto pagado será 
	 engullida por los intereses y 
	 comisiones generados por la 
	 deuda. La tendencia del 
	 pasado se mantiene inalterada.

- En 2013 la inversión pública será 	
	 de 3.5% del PIB 
	 mínimamente superior a la de 	
	 2012 (que se espera sea de 		
	 3.2% del PIB) y por debajo de 	
	 la registrada en el período 
	 2008-2011.

- Desde la óptica de los ingresos, 	
	 los Q66,985.4 millones estarán 
	 financiados así: 75.2% por 
	 ingresos� tributarios, 5.4% por 	
	 otros ingresos corrientes del 
	 Estado, 0.4% utilización de 		
	 ahorros de años anteriores y 
	 recuperación de préstamos de 	
	 largo plazo, y 19% por 
	 endeudamiento público interno 
	 y externo. El estado de cosas 		
	 prevalece.

- El aspecto que admite bastante 	
	 discusión es el referido a los 
	 ingresos tributarios, pues no 
	 obstante el discurso optimista del 	
	 Gobierno y los empresarios 
	 organizados en el CACIF que 	
	 lo apoyan, la economía pasa 
	 por una coyuntura de bajo 		
	 desempeño y las perspectivas 
	 para 2013 no son optimistas. 	
	 Esto seguramente provocará que 	
	 el monto de los ingresos 
	 tributarios recaudados sea 		
	 menor al presupuestado, lo que 	
	 alterará los supuestos y las 
	 cuentas gubernamentales.
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Ninguno de los 
diputados que votaron por 
la aprobación, ni el 
Presidente de la República, 
ni ninguna otra autoridad, 
podrán desvanecer la 
percepción pública de 
que el presupuesto fue 
aprobado sin ninguna 
objeción, gracias a una 
vergonzante 
compensación.

A fin de cuentas, la 
economía se mueve por 
rutas difíciles, mientras la 
acción pública, 
principalmente la de los 
más importantes 
organismos del Estado, 
parece moverse en la 
dirección donde el interés 
particular es la guía de 
orientación.

En síntesis

- Aparte de las acusaciones de 	
	 pago en algún tipo de especie a 	
	 los parlamentarios, hay un punto 	
	 que genera suspicacias de 
	 negociaciones amañadas para la 	
	 aprobación del presupuesto. Éste 	
	 es la sustitución del artículo 52 	
	 del Dictamen de la Comisión de
	 Finanzas del Congreso, hecho 	
	 que se produjo por una 
	 enmienda introducida momentos 	
	 antes de la aprobación. El 
	 contenido de este artículo deja 	
	 en libertad a los diputados que 	
	 controlan el asunto del 
	 presupuesto en el Congreso, 		
	 de modificar a convenciencia el 	
	 listado geográfico de obras, que 	
	 constituye la inversión física del 	
	 Estado.
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Medioambiente

Conflictos 
socioambientales en 

Magaly Arrecis López

Guatemala

Además muchos de esos recursos 
son clave porque generan bienes y 
servicios que permiten las 
condiciones ambientales para que 

exista la vida como actualmente 
se conoce, incluyendo la de los 
humanos. Pero algunos recursos 
tardan millones de años en 

Los conflictos socio-ambientales de Guatemala, 
y en todo el mundo, están relacionados con el 
control de los recursos naturales. Pueden ser 

conflictos de carácter local por límites y propiedad 
de tierra, acceso a bosques y fuentes de agua; pero 
también pueden llegar a ser guerras de ocupación 
nacional y regional, operaciones de desestabilización 
de Gobiernos democráticos o apoyo a dictaduras 
cuando poderes transnacionales se proponen la 
explotación masiva de recursos estratégicos: 
petróleo, oro, diamantes, uranio etc. 
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formarse, no se encuentran en 
todo el planeta, existen en 
cantidades limitadas, su demanda 
aumenta y las actividades 
humanas alteran los ciclos 
biogeoquímicos que los producen 
y cambian sus características 
(contaminación) y hasta el clima.

Recursos naturales 
y desigualdades

Guatemala no tiene mucho de qué 
enorgullecerse en esta 
materia, pues la conflictividad 
socio-ambiental latente y abierta 
es compleja dados sus 
componentes culturales, 
económico, historico-sociales y 
políticos, que han producido 
contrastes impresionantes. Según 
las Naciones Unidas (2005), 
Guatemala es uno de los doce 
países con mayor desigualdad a 
nivel mundial, junto a Colombia, 
Bolivia, Honduras, Angola, Haití 
y Sudáfrica. Para el 2010 (PNUD, 
2012) el Índice de Gini de 
ingresos, consumo y riqueza era 
0.565 para Guatemala (entre más 
cercano al 0 es el coeficiente, más 
equitativa es la distribución del
ingreso y el consumo entre la 
población nacional.)

PNUD (2012) reportó que para 
el 2011 el Índice de Desarrollo 
Humano (IDH) de Guatemala es 
en promedio de 0.579 (valores 

cercanos a 1 representan mayor 
desarrollo humano) y de apenas 
0.393 en su IDH ajustado por la 
desigualdad (salud, educación e 
ingresos). Según PNUD (2011) la 
desigualdad causa una pérdida 
promedio del 23% en el valor del 
IDH. Al desagregar el IDH 
nacional (0.579) a nivel de 
departamentos, el valor más alto 
es de 0.70, correspondiente al 
departamento de Guatemala, y los 
últimos lugares están en la región 
noroccidental (entre 0.47 - 0.51): 
Quiché, Huehuetenango 
Totonicapán, Alta Verapaz, San 
Marcos y Sololá (mapa en siguiente 
página). 

Las causas de las brechas de 
desigualdad son diversas y las 
mayores diferencias se observan 
entre habitantes de áreas urbanas 
(principalmente de áreas de élite 
del departamento de Guatemala) 
y rurales, donde precisamente se 
encuentra la mayoría de recursos 
naturales, cuya mala 
administración e inadecuado 
manejo provocan conflictos 
socio-ambientales.

Uso racional de los 
recursos naturales

En general, los recursos naturales 
tienen un valor incalculable para 
soportar y permitir la vida ahora y 
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en el futuro. Ello refuerza el criterio de utilizarlos 
racionalmente, tal como lo ordena la Constitución 
Política de la República en su artículo 97 largo plazo. 

Pensando de manera estratégica, estos recursos son la 
riqueza más grande del país y, de continuar las 
alteraciones climáticas, representan una fuente 
inapreciable para la seguridad alimentaria y nutricional 
de la mayoría de la población, respetando sus tradiciones 
y costumbres, y una oportunidad para desarrollar 
actividades económicas que aporten al desarrollo 
sostenible del país sin deteriorar más el ambiente.

Guatemala: Indice de 
Desarrollo Humano por 

Departamento (año 2011)

Bajo

Medio Bajo
Medio
Medio Alto

16_0.52

19_0.51
22_0.47

21_0.5

18_0.51
20_0.5

8_0.57

13_0.54 14_0.54

9_0.5617_0.51

10_0.56

4_0.59

11_0.55
5_0.58

15_0.53
12_0.54

6_0.57

7_0.57

3_0.61

1_0.7
2_0.62

Fuente: PNUD. 2012
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Fuente: soysalvadoreno, 2006

Teoría del rebalse

Para lograr mejores condiciones 
de vida de la población pobre del 
país (54% para el 2011, según el 
INE) se sugiere la meta del 
crecimiento económico. Algunos 
todavía apuntan a la ya caduca 
teoría del rebalse. Según Bejarano 
(2002) el rebalse del crecimiento 
era uno de los paradigmas de la 
década de 1960, según el cual 
mitigaba las debilidades del 
mercado, la inequidad y los ciclos 
económicos. Pero para muchos 
países, incluyendo a Guatemala, 
esta teoría dio resultados 
limitados.

Cuando las fuentes tradicionales 
de crecimiento son débiles y no 

Caricatura sobre teoría del rebalse

están encadenadas a un mercado 
interno robusto, la explotación de 
recursos naturales no renovables 
ofrece ventanas de oportunidad, 
pero ordinariamente están 
condicionados por los siguientes 
factores: 

a) la explotación responde a 
estrategias foráneas y no de 
desarrollo endógeno, 

b) los Estados poseen baja 
capacidad de regulación y son 
porosos a la corrupción de las 
empresas, concediendo los 
recursos bajo condiciones 
gravosas, y por tanto 

c) los beneficios para las 
poblaciones locales son 
mínimos mientras los sacrificios y 
costos de largo plazo son 
incalculables. 

En el caso de Guatemala (uno de 
los 19 paíces mega-diversos del 
mundo, según el CONAP), los 
recursos están localizados en 
territorios habitados densamente 
por poblaciones indígenas y  
mestizas empobrecidas, y su 
explotación provoca súbitos 
desequilibrios ambientales que 
empeoran las condiciones de 
vida de los habitantes; además 
las decisiones de su explotación 
no consideran la opinión de las 
poblaciones locales.
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Además, a manera de ejemplo, se 
debe tener en cuenta que las 
actividades extractivas se realizan 
en el área rural y no están en la 
parte de arriba de la cuenca 
hidrográficade donde viven las y 
los capitalinos con mejores niveles 
de desarrollo. Es decir, no se está 
arriesgando la calidad del agua 
de las familias de quienes toman 
las decisiones, y es que, de no 
desarrollarse eficientemente el 
trabajo extractivo (lo cual depende 
de varios factores), se amenazan 
las fuentes de agua y la salud de 
los habitantes. 

De haber mal manejo de residuos, 
bastará un error humano, un 
ahorro en el presupuesto de 
inversión, un arreglo político, un 
terremoto o una tormenta tropical 
para contaminar para siempre el 
líquido vital y no habrá suficiente 
dinero para extraer metales 
pesados del agua ni sistema de 
salubridad que pueda remediar 
la salud de quienes beban de la 
misma. Cálculos de Harmeling 
(2012) señalan que en el 2010 
Guatemala fue el segundo país 
más afectado por eventos 
extremos del clima y uno de los 
diez países con mayor riesgo ante 
el cambio climático a nivel 
mundial.

Con ese telón de fondo, los 
Objetivos y Metas del Milenio 

(SNU, 2008) se alejan más. 
Considérese, por ejemplo, el 
compromiso del Estado de 
aumentar el número de habitantes 
con acceso a agua potable (Meta 
10); incorporar los principios del 
desarrollo sostenible en las 
políticas y los programas 
nacionales e invertir la pérdida de 
recursos naturales (Meta 9).

Comparar y replicar 
¿Es conveniente?

Las prácticas extractivas 
promovidas en Bolivia no 
necesariamente se pueden aplicar 
en Guatemala, por lo menos si se 
desea mantener la gobernabilidad. 
Una comparación elemental es de 
territorio: la superficie de 
Guatemala equivale a un décimo 
de la de Bolivia, la relación de la 
densidad de población es inversa 
de 1 a 13: Bolivia tiene 10 hab/
km2; además, las concentracio-
nes de población responden a un 
patrón de concentración de tierra 
que en Guatemala sigue siendo 
desequilibrada, pues, a diferencia 
de Bolivia, no alcanzó a resolver 
ese problema a mediados del siglo 
pasado.

Se debe recordar que en 
Guatemala la mayoría de la 
población habita y dispone de muy 
poca tierra para subsistir (ya que 
las tierras más productivas están 
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fuera de su alcance) y según el 
Censo Agrícola de 2003 el 45.2% 
del número total de fincas 
corresponde a fincas menores a 
0.7 ha y ocupa un 3.2% del 
territorio nacional. El poco 
territorio donde habita la mayoría 
de la población, en contraste con 
el 8% de los productores, cuyas 
fincas ocupan el 78% del país. 

Además, según ANNA/Intermón 
Oxfam (2010) hace 25 años en 
Guatemala se producía el maíz 
necesario para alimentar a la 
población y el 25% de la demanda 
interna de trigo, y aunque según 
el MAGA existe tierra apta para 
producir maíz, ésta se 
encuentra subutilizada porque es 
tierra privada en oferta en el 
mercado especulativo; así 
mucho del maíz se importa y ya 
no se produce trigo, lo cual ha 
debilitado la seguridad alimentaria 
y nutricional.

El bien común 
debe prevalecer 

Todos estos elementos son 
motivo de preocupación, más 
aún en un país donde la sociedad 
sigue fragmentada, la 
representatividad de las 
autoridades se cuestiona y el 
Estado continúa negando su 
composición multiétnica y los 
derechos ancestrales de los 

pueblos a ordenar y regir su vida 
y su territorio en función de su 
cosmovisión y práctica.

Para vivir en paz, para que las y 
los guatemaltecos puedan vivir 
dignamente, con justicia y equidad 
necesario poner en la balanza el 
crecimiento económico y la 
inversión extractiva, vis a vis la 
calidad de vida que se pierde�, los 
beneficios económicos que no se 
alcanzan y la conflictividad 
socio-ambiental que, en cambio, 
se genera. ¿Es eso pensar 
estratégica o egoístamente? 

Para fortalecer la gobernabilidad 
democrática hay que cumplir los 
preceptos de la Constitución y 
legislar los compromisos de Estado 
referidos a derechos humanos, 
Acuerdos de Paz, el Convenio 169 
de la OIT y demás normativa. Será 
necesario contar con una norma 
de consultas comunitarias, que 
surja de un verdadero acuerdo 
social, pues en los últimos años la 
participación y movilización de los 
pueblos indígenas y no indígenas 
en torno a las consultas (cuyos 
resultados casi unánimes 
adversan la política extractiva) han 
sido ignoradas por las autoridades 
y las empresas.
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Las dimensiones 
económicas de 
la actividad 

minera

La actividad minera produce un fuerte impacto 
social y ambiental (especialmente vinculado a la 
afectación al territorio, la gestión de residuos y 

las modificaciones al estilo de vida de la población 
local) no importando su localización geográfica; 
puede ser España y es mucho más probable que lo 
sea por ejemplo Guatemala o cualquier otro país de 
Latinoamérica.

Geiselle Vanessa Sánchez Monge

Según lo demuestra Francisco 
Zamora en el informe La 
responsabilidad de las 
empresas multinacionales por 
violaciones de los derechos 
humanos: prácticas recientes 
(2012), en el cual indaga la 

situación de los casos con 
procesos judiciales, referente a las 
violaciones de los derechos 
humanos por la explotación 
minera de empresas canadienses, 
siendo Gold Corp. Inc. una de 
ellas.
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Es importante traer este tema a 
colación pues evidencia dos cosas. 
La primera, arriba mencionada: 
los potenciales impactos negativos 
que produce, y la segunda: no es 
cierto que en otros países la minería 
no genere conflictos, tal como se 
expresa en el discurso favorable en 
Guatemala. Las denuncias y 
procesos judiciales contra empresas 
mineras por violaciones a los 
derechos humanos están siendo 
cada vez más frecuentes, por 
ejemplo en Ecuador, República 
Democrática del Congo, Sudán 
y otros países, donde incluso han 
ocurrido muertes violentas y 
matanzas de opositores a la 
explotación minera.

Otra expresión de conflicto y 
desacuerdo con la actividad 
minera son las recientes marchas 
en Mexico y Guatemala 
solicitando el cese de operaciones 
de las empresas mineras 
canadienses que actualmente 
operan en ambos paíces. En el 
caso de México, indígenas 
chiapanecos emprendieron la 
marcha el 19 de marzo desde el 
Estado de Chiapas rumbo a la 
Ciudad de México, a donde 
llegaron el 10 de abril pasado a 
solicitar al Gobierno la clausura 
de las explotaciones mineras, entre 
otras peticiones.

El 19 de marzo campesinos e 
indígenas del departamento de 

Alta Verapaz, Guatemala iniciaron 
el recorrido de 217 kilómetros y 
les llevó nueve días para llegar a 
la Cuidad de Guatemala y pedir a 
las autoridades, entre otras cosas, 
la cancelación de licencias de 
explotación minera en el país.

Estas expresiones de conflicto y 
resistencia hacia la�actividad 
minera, podrían tomarse como un 
indicio de cómo los pueblos 
indígenas y las poblaciones locales 
en general perciben el impacto 
de los proyectos extractivos de 
minerales metálicos, en sus formas 
de vida, incluyendo beneficios o 
perjuicios económicos directos e 
indirectos, así como las 
consecuencias en su salud y su 
medio ambiente, además de las 
alteraciones a sus formas de 
organización tradicional y en 
general a su tranquilidad 
comunitaria.

Del contexto mencionado ha 
surgido la necesidad de realizar el 
estudio sobre minería que se 
presenta en la sección 
Investigación de edición digital de 
la Revista Análisis de la Realidad 
(Edición 17, www.ipn.usac.edu.gt). 
La investigación toma como caso 
de análisis la mina Marlín, 
subsidiara de la empresa 
canadience Goldcorp Inc. a la 
cual a finales del año 2003 el 



140

Enero / Marzo 2013 Edición especial 3 Año 2

Ministerio de Energía y Minas 
autorizó la explotación de
oro y plata como minerales 
principales. 

La mina Marlín se ubica en los 
municipios de San Miguel 
Ixtahuacán y Sipacapa en el 
departamento de San Marcos 
El estudio plantea como objetivo 
conocer la distribución entre los 
costos y beneficios de tres sectores 
vinculados a la actividad minera:

1) La empresa Goldcorp Inc.
 
2) El país-Guatemala.

3) El departamento de San 
	 Marcos y en particular los 
	 municipios donde se ubica la 	
	 mina.

La distribución de costos y 
beneficios se aborda desde la
perspectiva de la justicia y racismo 
ambiental, y dentro de ésta, el 
cálculo del índice de equidad/
discriminación. Este enfoque parte 
de la obtención de los costos y 
beneficios para cada uno de los 
grupos sociales (empresa, país, 
departamento) en un período (año 
2009) y ubicación geográfica 
(Guatemala, San Marcos), y 
relaciona los costos y beneficios
de cada uno de los grupos 
sociales para determinar la 
participación de éstos en la 
actividad minera.

La recopilación de la información 
se llevó a cabo a través de la 
revisión bibliográfica de las 
investigaciones, estudios
y documentos legales asociados al 
caso, y el levantamiento
de información de campo en el 
departamento de San
Marcos, a través de entrevistas 
individuales o grupales, y 
el recorrido por las zonas aledañas 
a la mina Marlín. 

En el cuadro No. 1 (en la siguiente 
página) se detalla la información 
cuantitativa recopilada para cada 
uno de los sectores, pero además 
de ellos se documentaron 
problemas o beneficios que por su 
naturaleza son difíciles de cuantificar, 
especialmente en función del 
tiempo y recursos del estudio.
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Goldcorp Inc.

C
os

to
s

B
en

ef
ic

io
s

- Ingreso por 
	 venta (Oro / 	
	 Plata)

-Costos de 
	 producción

- Regalías
- Impuesto 	
	 sobre la renta 	
	 (ISR)
-Canón de 	
	 superficie
- Derechos 	
	 Arancelarios

- Costos 		
	 institucionales: 	
	 MARN, DGM-	
	 MEM, INAB
- IVA retenido
-Regalías 
	 perdidas

- Regalías
- Impuesto Único Sobre Bienes 	
	 e Inmuebles (IUSI)
- Empleo
- Proyectos sociales
- Compras de insumos y 
	 productos

- Daños a viviendas
-Problemas de salud
-Pérdida de ingresos por venta 	
	 de la tierra
- Pérdida ingresos / agricultura
- Perdida ingresos / utilización 	
	 de agua
- Costos recuperación / fuentes 	
	 de agua
- Regalías perdidas

Guatemala San Marcos

Cuadro No.1. Mina Marlín: 
Beneficios y costos por sector

Fuente: Elaboración propia en base a revisión bibliográfica y trabajo de campo.

De acuerdo a los resultados del 
cálculo del índice obtuvimos que 
debido a que el índice para cada 
uno de los grupos es diferente al 
valor de la equidad (1), hay� una 
marcada desproporción de la 
carga de los perjuicios y beneficios 
por la actividad minera. El índice 
para la Mina Marlín (0.7) 
claramente determina lo que en 
justicia ambiental se denomina 
discriminación positiva, al recibir 

los beneficios de la actividad
minera y asignarle una carga
mayor de costos a Guatemala y a 
la población de San Marcos. Eso 
significa que para que la mina 
pueda tener� los ingresos actuales 
Guatemala como país y la 
población de San Marcos debe 
asumir los problemas sociales, 
ambientales y económicos que 
ésta genera.
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El índice para Guatemala equivale 
a 1.08, que implica la existencia 
de una discriminación negativa 
entre la empresa Goldcorp y el 
país; es decir, que Guatemala 
asume una parte de los costos que 
le correspondería asumir a la mina 
Marlín para que haya una 
distribución equitativa tanto de 
los costos como de los ingresos 
entre los diferentes grupos
vinculados a la actividad minera.

el índice para el 
departamento de San Marcos 
es equivalente a 3.21, un valor 
que evidencia una clara 
discriminación negativa para 
este grupo, siendo el más 
afectado por la actividad 
minera o en otras palabras �es 
el grupo que asume la mayor 
parte de los costos de la 
actividad. Dada las 
características de la población 
(indígenas y pobres) es claro 
que estamos ante un problema 
de lo que en justicia ambiental 
se denomina, racismo 
ambiental, puesto que los 
costos están siendo trasladados 
a la actual población indígena 
con los más altos índices de 
pobreza general y extrema, a la 
población más vulnerable con 
deficientes condiciones de vida.

Finalmente, 
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Magaly Arrecis López

Manglares,

costas
ecosistemas que 
soportan la vida en las

En Guatemala hay manglares, 
tanto en la costa del Pacífico, 
como en la del Atlántico, pero con 
distintas características. El sustrato 
de estos humedales es fangoso y 
el agua es salobre, resultado de 
la mezcla del agua dulce de río y 
salada del mar, y está formado por 
árboles halófitos (tolerantes a la 
sal), conocidos como mangle.

Tipos de mangle

En Guatemala se reporta la 
presencia de cinco especies de 
mangle. Dos son especies de 
mangle rojo (Rhizophora mangle 
y R. harrissoni), llamado así por el 
color de su corteza interna. Esta 
especie está en la orilla del 
manglar porque posee raíces 

El manglar es un tipo de bosque inundado llamado 
humedal, localizado en las costas, pero no frente 
al mar, sino en la parte estuarina que se inunda 

de acuerdo al ciclo de mareas, por eso son parte de 
los ecosistemas marino-costeros que interactúan.
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aéreas que sobresalen del 
fango, como patas de araña 
entrelazadas, las cuales le 
permiten soportar las corrientes de 
marea donde es más lodoso y por 
ello actúa como la barrera natural 
que protege al suelo de la erosión 
y al resto de especies que habitan 
en el manglar; también reduce 
la velocidad de las corrientes de 
agua y favorece la acumulación 
de sedimentos.

Además hay otras tres especies 
de mangle en el país, las cuales 
crecen en tierra un poco más firme 
y se les conoce como mangle 
negro (Avicennia germinans, 
corteza oscura), mangle blanco 
(Laguncularia racemosa, de 
corteza gris claro) y botoncillo 
(Conocarpus erectus, de fruto 
redondo). Esta última habita en el 
terreno con menor salinidad y es 
la menos abundante. Cada una 
de esas especies tiene más de una 
adaptación especializada para 
soportar las condiciones de 
salinidad y temperatura a las que 
se ven sometidas en este tipo de 
ambiente y tienen un uso distinto 
para las actividades humanas 
locales.

Ecosistemas de manglar

Los manglares son ecosistemas 
donde se mezclan características 
acuáticas y terrestres extremas, y la 

biodiversidad está principalmente 
representada por las especies de 
mangle. Los manglares del Pacífico 
tienen una estructura arbórea bien 
definida y, dependiendo del lugar, 
pueden contar con una o más de 
las especies de mangle. Mientras 
que en el Atlántico el patrón de 
distribución de las especies de 
mangle es un tanto irregular, ya 
que la vegetación del manglar 
es más diversa debido a que los 
mangles están asociados a otras 
especies de árboles y arbustos.

Pero en los manglares también hay 
otras plantas (orquídeas, helechos 
y bromelias), así como 
microorganismos, hongos, 
líquenes y variedad de animales 
entre los que se pueden encontrar 
moluscos, crustáceos, insectos, 
peces, reptiles, aves y mamíferos 
que interactúan en las cadenas 
alimenticias.

Importancia de los manglares

La importancia del manglar radica 
en sus características y las 
funciones exclusivas que 
desarrolla, ya sean de producción 
(de bienes y servicios), de 
protección y su aporte a la 
regulación de ciclos naturales. Por 
ello, los manglares son 
ecosistemas fundamentales y 
representativos de la biodiversidad 
el país, y es que Guatemala desde 
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el 2010 es uno de los 19 países 
megadiversos en el mundo.

La función de producción de 
nutrientes que realiza el manglar 
es el fundamento para las cadenas 
alimenticias y para que el 
ecosistema opere con calidad. 
Como otros ecosistemas, en los 
manglares hay microorganismos 
que pudren las hojas y permiten 
que los nutrientes estén al alcance 
de otros, empezando cadenas 
alimenticias, con tal eficiencia, que 
el manglar es uno de los 
ecosistemas más productivos del 
planeta.

Por ejemplo, las crías de peces y 
camarones se esconden y 
alimentan entre las raíces del 
manglar, y al crecer salen al mar 
abierto para continuar su 
desarrollo. Muchas de estas 
especies son el alimento de otras 
que son la base para la seguridad 
alimentaria y nutricional y la 
economía local, es decir, para la 
subsistencia de numerosas 
familias que dependen de los 
animales cuyos ciclos de vida 
requieren del manglar (conchas, 
peces y camarones). 

Debido a la gran cantidad de 
fotosíntesis que realizan las 
bacterias, algas, especies de 
mangle y el resto de la vegetación 
presente en los manglares (así 

como en los pastos marinos), hay 
una alta producción de oxígeno, 
acumulación de biomasa y fijación 
de carbono (gas de efecto 
invernadero), con lo cual 
contribuyen a reducir el cambio 
climático. Y es que no se puede 
olvidar que Guatemala es uno de 
los tres países con mayor riesgo 
ante los efectos del cambio 
climático.

Además, según la especie de 
mangle que se trate, 
producen madera para 
construcción, leña, carbón y todo 
el ecosistema aporta una 
belleza escénica impresionante 
que contribuye a que los 
estuarios y las playas sean un 
atractivo para el turismo, la 
recreación, la observación de aves 
y la pesca deportiva que favorecen 
el comercio local.

Los manglares protegen la 
biodiversidad que habita en estos 
ecosistemas y en sus alrededores, 
ya que el intercambio de nutrientes 
va hasta el mar, donde 
animales costeros, como las 
tortugas marinas, se ven 
favorecidas. En su conjunto, por el 
sistema de raíces que poseen, esos 
bosques actúan como una barrera 
natural que protege las costas y a 
todos los habitantes del 
manglar de vientos fuertes, 
tormentas, huracanes, mareas e 
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inundaciones. Mientras que para 
los suelos, los manglares reducen 
la erosión porque bajan la 
velocidad de las corrientes de 
agua y ayudan a la acumulación 
de sedimentos, por lo que se les 
considera un mecanismo natural 
para la mitigación y adaptación 
ante el cambio climático. 

Otras funciones importantes de los 
manglares son la regulación de 
corrientes, de sedimentos y de la 
calidad del agua, ya que 
funcionan como filtros. También 
ayudan a moderar la temperatura 
bajo sombra, permitiendo tolerar 

Zonas de manglar en Guatemala 
para el año 2000 por departamento

la intensa radicación solar 
característica de esos lugares.

Pérdida de cobertura de 
manglar

Según el INAB para el 2000 
Guatemala tenía aproximadamente 
177 km² de manglares en sus dos 
costas, la mayoría localizados en 
el Pacífico (145 km² equivalentes 
al 82%) en los departamentos de 
Escuintla, Santa Rosa y Retalhuleu. 
El resto del manglar (18%) se 
localiza en el Atlántico en Punta de 
Manabique y  Río Sarstún, ambos 
en Izabal.

Vertiente Departamento
Lugares con manglar (año de 

declaratoria como área protegida)

Pacífico
145 km² 
82%

Atlántico 
32 km² 
18%

Parque Nacional Sipacate-Naranjo (1969)

Área de Usos Múltiples Monterrico (1977)

Churirín

El Tulate

Las Lisas-Barra El Jiote

Paraíso-La Barrona
El Jiote

Reserva Natural Privada Manchón 
Guamuchal (1998)

Refugio de Vida Silvestre Punta de 
Manabique (2005)

Área de Usos Múltiples Río Sarstún (2005)

Remanentes 
de manglares 
en los 
estuarios de

Escuintla

Santa Rosa

Retalhuleu-

San Marcos

Suchitepéquez

Retalhuleu

Santa Rosa

Jutiapa

Izabal

Fuente: 
Elaboración 

propia en 
base a Mapa 
de Cobertura 
Forestal 2000 

del INAB 
y Listado 

del Sistema 
Guatemalte-
co de Áreas 

Protegidas 
(SIGAP) de 

2012.
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Como otros bosques de 
Guatemala, el manglar se ha 
reducido en cantidad y calidad 
a través de los años; se estima 
que sólo en el Pacífico había 234 
km² de manglares en el 1965 y 
para el 2000 (35 años después), 
únicamente se mantenía el 62% 
de lo que había. Seguramente el 
porcentaje actual de manglares ha 
disminuido todavía más, ya que 
las presiones sobre el ecosistema 
se han incrementado.

Amenazas sobre los 
manglares

La pérdida del manglar se debe 
a las amenazas latentes como 
el cambio del curso de los ríos, 
drenajes, rellenos y apertura/cierre 
de barras al mar, que conllevan a 
cambios hídricos en el ecosistema, 
y, además, desecar el terreno, 
para posteriormente cambiar el 
uso de la tierra de manglares a 
salineras, camaronicultura, 
ganadería, desarrollo urbano y 
turístico, la construcción de vías 
de comunicación y la agricultura. 
A pesar que la concentración de 
sales en estos suelos elevan los 
costos de producción agrícola 
considerablemente y después de 
varios intentos, terminan por 
abandonarse.

Otro factor que afecta a los 
manglares es la contaminación 

proveniente de todas las cuencas 
hidrográficas, cuyos ríos 
desembocan en ambos océanos. 
En algunos manglares, su 
capacidad de filtración está 
llegando a un límite crítico, 
debido a la gran cantidad de 
residuos líquidos y desechos 
sólidos que llegan a las zonas 
costeras; con lo que aumentan la 
amenazas a la salud de los 
habitantes de las costas, se pone 
en peligro la existencia del 
manglar y se afecta la economía 
local porque se pierde la belleza 
escénica de los sitios y el agua 
que llega carece de calidad para 
actividades agropecuarias.

Las amenazas sobre el manglar 
también se relacionan con la 
marginalidad socioeconómica de 
los habitantes cercanos y la 
ausencia de oportunidades 
económicas para invertir en la 
investigación, la regeneración y, 
en general, en las medidas 
conservación y manejo del 
manglar, que debe considerar las 
necesidades de la población y la 
dinámica del ecosistema.

Por otro lado, a pesar de existir un 
Reglamento para el Aprovechamiento 
del Mangle (1998) para zonas 
fuera de áreas protegidas y una 
Política para el Manejo Integral de 
Zonas Marino Costeras (2009), 
la presión sobre el ecosistema se 
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mantiene por las políticas 
inapropiadas y vacíos legales que 
no permiten a las autoridades 
competentes proceder para reducir 
la tala ilegal y desarrollar un 
manejo adecuado del área dentro 
y alrededor de los manglares.

Acciones de conservación de 
manglares

A la fecha, los manglares son 
ecosistemas estratégicos poco 
valorados e incomprendidos. No 
se reconoce su valor y sus 
funciones estratégicas exclusivas 
para estos humedales. De acuerdo 
a la Organización de las Naciones 
Unidas para la Agricultura y la 
Alimentación (FAO, 2001), 
solamente el 22% de los 
manglares está dentro de áreas 
protegidas, a pesar de su 
atinada recomendación de darles 
una protección total por su 
importancia como ecosistemas 
costeros. Con esa medida se 
podrían buscar medidas de manejo 
y conservación más eficientes, que 
aseguren mantener la calidad y 
cantidad de los manglares.

Desde décadas pasadas, por el 
esfuerzo de biólogos y biólogas 
guatemaltecas, organizaciones no 
gubernamentales y el apoyo del 
CONAP, los manglares de 
Manchón Guamuchal (1995), 
Punta de Manabique (2000) y Río 

Sarstún (2005) son reconocidos 
por la Convención Ramsar como 
humedales de importancia 
internacional, principalmente 
como hábitat para aves 
migratorias.

La Convención Ramsar y el 
Convenio de Diversidad Biológica 
son compromisos ratificados, por 
lo que el Estado de Guatemala 
debe velar por su cumplimiento. 
De esa manera, las cinco especies 
de mangle, que de acuerdo al 
CONAP (2009) están dentro de la 
Lista de Especies Amenazadas, así 
como la zona marino costera con 
la que se relacionan, deberán 
contar con medidas para favorecer 
su conservación y manejo 
sostenible.

Varios esfuerzos en marcha buscan 
la conservación y manejo de los 
manglares, entre ellos el trabajo 
de comunidades unidas en la Red 
Manglar Guatemala y comités 
dispersos, que reconocen que 
sin los manglares, su rutina y la 
concepción de sus vidas cambiaría 
drásticamente. También sobresale 
la labor de ONG y del Centro de 
Estudios Conservacionistas 
(CECON) de la USAC, así como el 
apoyo del Programa de Naciones 
Unidas para el Medio Ambiente 
(PNUMA), que colabora con el 
Proyecto Manglares en el 
Atlántico, y de Wetlands 
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International Guatemala que 
trabaja en manglares del Pacífico. 
Se espera, sin embargo, más 
apoyo de instituciones oficiales 
como la Oficina de Control de 
Reservas Territoriales del Estado 
(OCRET), el Ministerio de 
Ambiente y Recursos Naturales 
(MARN), el CONAP y el Instituto 
Nacional de Bosques (INAB); y, a 
nivel local, siguen siendo 
necesarias las buenas decisiones 
de las autoridades.
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Mario Rodríguez Acosta

Reflexiones 
sobre la coyuntura 

educativa

La Ministra de Educación 
presentó el acuerdo definitivo 
que suprime las Escuelas 

Normales. Con base a la 
exposición realizada, la 
modificación implica un 
bachillerato con orientación 
docente y tres años para obtener 
el técnico universitario en 
docencia, todo ello enmarcado 
en una “estrategia para una 
educación de calidad”, que 
sintetiza las propuestas 
presentadas por la Mesa 
Técnica a la dependencia 
ministerial, según las propias 
autoridades. 

Sin embargo, el debate sobre el 
sistema, su orientación y desarrollo 
futuro ha quedado relegado, y 
ahora los medios de comunicación 
han reducido la discusión al 
incremento de los años de 
formación docente y al rechazo de 
la propuesta presentada. Es poca 
cosa si tomamos en cuenta la 
magnitud e importancia que debe 
tener la educación en el 
desarrollo nacional y lo que implica 
la reorientación que se pretende 
imponer. 

Educación
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Tan contradictoria fue la 
propuesta inicial como el híbrido 
que hoy se adopta, la cual deja en 
la misma situación todo el 
conflicto desatado con el anuncio 
inicial. Los argumentos expresados 
por las autoridades del MINEDUC 
han quedado en vagas 
justificaciones, dadas escuetamente 
por las más altas autoridades y 
que reflejan el carácter autoritario 
de la decisión.

Dicha modificación implica un 
cambio profundo en el sistema 
educativo nacional y sus efectos 
tienen un alcance amplio en las 
condiciones futuras del proceso y 
del sistema educativo en su 
conjunto. La justificación empleada 
es que el proceso de formación 
permitirá adaptarse a los 
estudiantes a “cambios que la 
globalización requiere”. Toda la 
estrategia de formación propuesta 
se resume en la siguiente frase: “Si 
mejoramos la calidad de la 
Educación de los niños, 
mejoraremos el futuro de 
Guatemala. Necesitamos un 
Magisterio mejor preparado.” 

Este tipo de argumentos se viene 
repitiendo en varios países y aquí 
se utiliza como justificación para 
el cambio. Lo que se expresa es 
que la calidad educativa depende 
exclusivamente del desempeño 
de los docentes, sin asumir las 

responsabilidades tanto de las 
autoridades ministeriales como 
del propio sistema educativo, y sin 
tomar en cuenta las condiciones 
sociales y económicas en que se 
desarrolla la actividad escolar, 
tanto para estudiantes como para 
docentes, ni mucho menos por 
las imposiciones neoliberales a 
las que ha estado expuesto el 
sistema desde la década de 1990. 
En otras palabras, se asume con 
simpleza que mejorando la 
formación docente el país se 
desarrolla mejor. 

Entonces ¿cuál es la orientación y 
la finalidad del nuevo sistema de 
formación docente? La propuesta 
hace énfasis en un curriculum 
técnico que tiene como propósito 
fundamental responder a una 
situación educativa y social dada, 
que permita orientar la formación 
del nuevo personal docente con 
dos objetivos: el uso del 
conocimiento para solventar 
problemas basados en un 
utilitarismo y una neutralidad hacia 
el proceso de construcción social. 

En ambos objetivos se observa un 
pragmatismo que evade la 
responsabilidad en la formación 
ciudadana. La propuesta de 
formación de maestros queda 
huérfana de las preocupaciones 
políticas y morales del trabajo 
educativo. Es razonable pensar 
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que dicha transformación puede 
generar en el largo plazo una 
masa estudiantil autómata. 

La desconfianza en la capacidad 
y el desenvolvimiento del maestro 
es otro de los rasgos implícitos 
de la propuesta. En esa visión los 
tecnócratas hacen prevalecer las 
demás consideraciones posibles. El 
sistema puede ser modificado por 
decreto, las dimensiones 
educativas se corrigen con 
vocación y los estudiantes deben 
arreglar por sí mismos las 
diferencias estructurales que el 
sistema económico provoca. 

Sobre esa base el sistema que se 
construye incluye un maestro 
acrítico de información, un docente 
alineado y mal retribuido, 
desprovisto de una visión 
ciudadana, basado en una 
formación orientada por 
consideraciones de mercado, con 
esquemas empresariales. Al final el 
MINEDUC apuesta por una 
política pública con menos 
recursos, pero que utilizándolos de 
manera eficiente obtiene mayores 
rendimientos. 

Hacer más con menos a partir del 
énfasis en el desarrollo didáctico, 
respondiendo a una gestión del 
conocimiento aplicado a 
aspectos prácticos   con 
competencias orientadas a la 

gestión del mundo laboral   es, en 
síntesis, el resultado del cambio 
pedagógico que se propone. 

La calidad educativa se reduce a 
una mínima expresión y se utiliza 
más como pretexto para un 
cambio sustancial, que para 
mejorar en sí la calidad educativa. 

En el campo político se logra 
neutralizar a los maestros. La 
modificación curricular cambia  el 
ámbito de actuación del profesor, 
dada la orientación que tiene la 
propuesta, basada en el desarrollo 
de competencias y habilidades 
sustentadas en una visión 
utilitarista y orientada por la 
demanda del mercado laboral. 
Pero el sistema propuesto se 
construye sobre premisas falsas 
que justifican el cambio y que en 
amplios sectores se acepta como 
bueno, cuando en realidad el 
modelo que implanta es lo 
contrario a una educación de 
calidad.

Esto se puede demostrar con un 
ejemplo sencillo. Según dicen las 
propias autoridades, la mejora 
de la calidad educativa provoca 
un incremento en el bienestar de 
los alumnos y sus familias, dada 
una mejor inserción en el mundo 
laboral, por las competencias 
adquiridas, lo que redunda en una 
mejora en la productividad de las 
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actividades laborales y económicas 
requeridas por la globalización.

Sin embargo la realidad de la 
actividad económica no depende 
exclusivamente de la calificación 
de los trabajadores que contrata. 
La deslocalización industrial, 
especialmente de los países más 
desarrollados, como por ejemplo 
los Estados Unidos, no ha sido 
precedida por programas de 
formación y capacitación de 
la mano de obra en los países 
en donde se instala; más bien 
va orientado a la plusvalía que 
genera, basada principalmente en 
mano de obra menos calificada. 

La baja remuneración de los 
trabajadores guatemaltecos no 
depende de su poca calificación, 
ni a la inadecuada formación 
escolar, responde a la división 
internacional del trabajo, a los 
índices de explotación en el país y 
al deterioro de los ingresos 
económicos por causas del 
sistema. 

Los nuevos maestros, desprovistos 
de formación social-crítica, 
volverán al estudiante y luego a 
los profesores, un autómata para 
el sistema, y el ideal educativo 
de formación del ciudadano se 
evapora. Con esto no se quiere 
decir que el actual sistema forma 
estudiantes y docentes críticos. 

Pero si el cambio es para mejorar 
la calidad educativa, es imperativo 
incluir una formación para la 
ciudadanía. 

Poner esto como pretexto para 
un cambio tan radical en el 
sistema educativo implica al 
mismo tiempo aceptar que los 
valores perseguidos por la 
educación pública están 
orientados por el mercado. Las 
formas en que dichos cambios 
reflejan los valores neoliberales 
que se pretende imponer, 
produce resistencias al entrar en 
conflicto con los valores en los 
propios actores educativos. 

Los males del sistema escolar 
son variados y complejos. Y con 
estos cambios, el MINEDUC  
traslada el problema de
 formación docente al ámbito 
universitario que también se 
encuentra en crisis. Los sectores 
sociales más desfavorecidos que 
buscan su ingreso a la 
Universidad, y que son los que 
mayores dificultades tienen para 
lograrlo, provienen del sector 
público en donde les afecta el 
abandono educativo por parte 
del Estado. 
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La lucha 
por la calidad

educativa
Mario Rodríguez Acosta

Es muy probable que el Gobierno anuncie pronto 
la suspensión de la carrera magisterial, así como 
la readecuación de 243 carreras medias. Eso 

significaría un cambio profundo en todo el sistema 
educativo nacional, un cambio que requiere el país, 
según dicen sus impulsores.

La justificación es la búsqueda de 
la calidad educativa, fortaleciendo 
al sistema educativo para que éste 
sea un elemento clave en los 
procesos de desarrollo socio 
económico del país, y permita a 
los estudiantes contar con las 
competencias básicas para su 
desarrollo, explican desde el 
Ministerio de Educación.

Todo ello tiene como eje 
transversal la mejora de la calidad 
educativa. Una búsqueda 
compartida, pero que cada actor 
la interpreta a su propia manera. 
En otras palabras, un fin común 
que requiere de medios distintos, 
según el posicionamiento desde 
el cual se formula determinada 
propuesta. Por ello, el propósito 
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del presente artículo es analizar 
desde una perspectiva holística el 
concepto de calidad educativa, 
ofreciendo una aproximación al 
análisis del conflicto en torno a su 
implementación y la forma en que 
cada sector interpreta y 
descodifica dicho concepto. Dicho 
análisis proyecta  las prioridades 
existentes en los procesos de 
cambio que se plantean y las 
fuerzas que motivan su aplicación 
y su resistencia. 

Calidad educativa, una 
aproximación crítica

Aun y cuando su uso se encuentra 
extendido y es aceptado por la 
comunidad educativa, el concepto 
de calidad de la educación no 
debe asumirse como una 
generalización concreta y 
aplicable en forma universal a 
cualquier contexto. Eso no 
significa que el concepto sea falso, 
sino que está marcado por 
diferencias en torno a la 
interpretación y connotación que 
cada actor le asigna al mismo. En 
otras palabras, su definición es 
difícil. 

Su construcción proviene de la 
esfera económica. Los usos que 
Corragio sugirió y la aplicación 
que posteriormente hizo el Banco 
Mundial de los conceptos 
económicos aplicados en la esfera 

educativa, fueron decisivos para 
incluir el término de calidad, 
relacionando temas como el del 
“control de calidad” o “círculos de 
calidad” aplicados comúnmente 
en aspectos de la administración 
de empresas, o el “control de 
calidad” en materia de producción 
a la actividad educativa. 

Dicha adaptación deja abierta 
la posibilidad de incluir diversos 
aspectos económicos al ámbito 
educativo. Ahí es donde se 
complica la definición, o se 
orienta. Precisamente desde el 
ámbito económico, el uso del 
término “calidad” se reduce a una 
cuestión meramente estadística de 
control y resultados. Así, los 
procesos de evaluación de 
rendimiento; resultados que se 
obtienen de test estandarizados, 
son utilizados como referencias 
para identificar la “no calidad” o 
la “mala calidad” educativa. 

Esos criterios, aplicados en forma 
generalizada, tampoco permiten 
identificar adecuadamente la 
calidad educativa, porque los 
resultados obtenidos no pueden 
definir globalmente un concepto 
amplio y difícil de describir; más 
bien describen un rendimiento, 
que en muchos casos dista mucho 
de ser objetivo; es  más bien 
cuantitativo, no describe las 
disparidades en torno a los 
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servicios educativos que cada 
estudiante recibe en su formación. 
La mayor parte de referencias al 
tema de la calidad educativa, se 
reduce a los resultados estadísticos 
obtenidos en pruebas de 
rendimiento escolar.

De acuerdo a ello, no es común 
relacionar el entorno en el  que se 
desarrolla la actividad educativa 
con los resultados obtenidos. Esos 
resultados, al final, definen la
estrategia adoptada y, por lo 
tanto, influye en el rumbo de la 
política. Eso implica que no suele 
relacionarse la calidad en base a 
los recursos disponibles, cuando 
éstos influyen en la construcción 
del concepto utilizado para medir 
la calidad educativa. 

En el campo de la salud 
observamos mejor ese dilema. Un 
doctor con la misma calidad y 
experiencia, puede tener 
resultados distintos si el contexto 
en que atiende a un paciente 
cambia en torno a los recursos 
disponibles para salvarle la vida. 
En este caso las carencias, no 
sólo en las escuelas, en sí en el 
sistema educativo público, y en 
general en las condiciones 
socioeconómicas de los alumnos y 
maestros, influyen en el rendimiento 
escolar, por tanto, la valoración 
de calidad, no se puede reducir a 
meros datos estadísticos. 

En la actualidad, calidad educativa 
se utiliza como sinónimo de 
“mejor”, influenciado por 
una visión de mercado, de 
competencia, en donde domina la 
visión construida por la 
comunicación y la publicidad, 
tanto comercial como política. Por 
ello no extraña que la justificación 
del cambio de la formación 
docente profesional sea 
precisamente la mejora de la 
calidad educativa, aquella basada 
en los resultados que otorgan las 
pruebas estandarizadas que el 
Ministerio de Educación realiza. 
Esta publicidad busca entonces 
fijarnos en el imaginario colectivo 
un concepto erróneo de lo que es 
la calidad educativa. Relaciona el 
concepto de calidad con la 
rentabilidad de una profesión, sin 
que en ello exista una coherencia 
con lo que tiene que ver con las 
aspiraciones de una comunidad 
concreta. 

Como ya se ha mencionado, la 
calidad educativa tiene múltiples 
dimensiones y su definición es 
compleja dado que su 
interpretación puede utilizarse con 
varios propósitos. Diestro 
Fernández (2003) nos propone 
una clasificación útil para nuestro 
propósito, de acuerdo a cuatro 
tendencias que nos permiten 
identificar y ubicar cada una de las 
percepciones que los sujetos 
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hacen de la calidad educativa, 
estas son:

a. Las que se centran en los 		
	 resultados. La calidad 
	 educativa es un producto 
	 funcional, válido, competitivo 	
	 y eficiente.

b. Las que se centran en el 
	 proceso. La calidad educativa 	
	 es producto de introducir una 	
	 mejora dentro de las 
	 limitaciones y posibilidades 	
	 que se tengan en el proceso. 

c. Los posicionamientos 
	 eclécticos. La calidad entendida 	
	 como coherencia y eficacia 	
	 en forma inherente al 		
	 proceso y al producto. 

d. La visión empresarial de la 		
	 educación. Proporcionar a los 	
	 clientes los productos y 
	 servicios que satisfagan 
	 plenamente los 
	 requerimientos acordados con 	
	 la rentabilidad económica o 	
	 política por encima de 
	 cualquier otra consideración.

Por su lado, Zabalza (2005) 
menciona tres dimensiones que 
debe contener cualquier 
educación de calidad. Éstas son la 
calidad vinculada a los valores, la 
calidad vinculada a la efectividad 
y la calidad vinculada a la 

satisfacción de los usuarios. Si 
cada uno de estos aspectos los 
vinculamos a la actividad docente, 
a los textos de uso didáctico y a 
los programas de formación, se 
obtiene una formación de calidad. 
Todo ello conjugado resulta en 
una escuela de calidad.

Conflictos en torno a 
políticas de calidad educativa

Las presiones para reestructurar el 
sistema educativo son internas y 
externas. El gran consenso logrado 
en torno a los Acuerdos de Paz, 
que dio vida al proceso de 
reforma educativa, con su 
ampliación de cobertura y la
puesta en discusión del currículum 
nacional base, fue el preámbulo 
de la lucha por la orientación que 
cada uno de estos procesos 
debía tener, en función de las 
presiones externas que influencian 
el criterio de las políticas públicas 
en materia educativa.  

Una vez lograda la reforma de 
primera generación, con la 
ampliación de la cobertura y el 
logro de algunos objetivos 
comprometidos en los Objetivos 
del Milenio y la Educación 2021, 
el centro del debate se encuentra 
en torno a la calidad educativa. 
Los cambios propuestos en la 
formación docente responden 
precisamente a esa orientación y 
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no pueden ser sometidos a 
examen sin considerar la dinámica 
de los grupos de poder, las 
visiones hegemónicas y las 
orientaciones que desde el exterior 
imponen la visión de la 
globalización imperante.

En tal sentido, lo modelos de 
innovación se caracterizan por un 
vínculo estrecho con los procesos 
de evaluación y el financiamiento 
existente. En general, los procesos 
de mejora en la calidad educativa 
van acompañados por una visión 
que incorpora el aspecto de 
competitividad dentro de las 
instituciones educativas. La calidad 
vista desde esa óptica genera un 
cambio significativo dentro de la 
misma institución educativa, al 
incorporar el concepto de 
“competitividad”, un término 
utilizado en economía para 
referirse a la competencia que se 
establece en un mercado, en este 
caso de servicios.

En tal sentido la reforma en 
proceso del sistema de formación 
docente, puede generar un nuevo 
escenario que permita mejorar la 
calidad docente del futuro 
profesional, pero es muy difícil 
pensar que ese aspecto mejorará 
la calidad educativa en forma 
integral. En todo caso si el cambio 
es funcional se incorpora como un 
conjunto de acciones que 

modifican el estado de cosas y 
crea una práctica nueva al generar 
un conjunto de sistemas 
relacionados que produce un 
proceso de actuaciones, de 
creencias y de prácticas diferentes 
a las que se han realizado. Como 
no hay una evaluación sobre los 
proceso de calidad educativa 
integral, entonces se dirá que los 
cambios han sido propiciados 
precisamente para la mejora de la 
calidad educativa.

Sin embargo, el análisis de las 
opiniones de los actores y las 
características más relevantes de 
sus acciones permiten tener una 
mejor comprensión del rumbo 
que asume el sistema educativo 
nacional. Esas visiones se pueden 
identificar como la búsqueda de 
una educación de calidad con 
sentido social, y en el otro 
extremo, una educación de 
calidad eficientemente enfocada 
a satisfacer la demanda laboral 
vinculada a la empresa. 

Esta última visión se infiere que 
puede ser impulsada desde las 
propias políticas públicas, ya que 
promueve cambios que en la 
práctica se ejecutan con el 
consenso de un grupo de docentes 
y el apoyo de estudiantes, pero 
con oposición y rechazo de otros 
sectores educativos. Ello propicia 
el aparecimiento de varios 
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sectores, unos defensores del 
cambio, otros opuestos o críticos 
al mismo, con diversidad de 
opiniones que se enfrentan en 
unas relaciones tensas y 
conflictivas. Por sus posiciones 
respecto a los cambios, existen 
diversas percepciones en torno a 
la calidad educativa. 

En la percepción positiva del 
cambio hay principalmente 
autoridades, algunos docentes y  
estudiantes quienes promueven 
“adecuar a los tiempos” la política 
educativa, discurso que se articula 
con la idea “modernizante”. Los 
miembros de este grupo son 
promotores de cambio y sus 
posturas se basan en diagnósticos 
y lo que ellos llaman planes 
estratégicos, con el objeto de 
“vincular la educación al mundo 
laboral”, enmarcada en torno a 
una estructura de competencias.

La postura crítica a los cambios 
proviene de docentes, estudiantes 
y padres de familia. Su oposición 
se articula sobre bases políticas 
y se oponen a la orientación que 
consideran utilitarista, neoliberal. 
La percepción negativa proviene 
principalmente de docentes que 
rechazan los cambios por varias 
razones: una, es que algunos se 
sienten desplazados o discrimina-
dos por las modificaciones de este 
tipo, otra es que consideran 

que los cambios se promueven por 
aspectos políticos y no académicos 
y, al final, adoptan una postura de 
resignación. También en una 
situación ambivalente se 
encuentran los sectores de 
colegios privados, que ante el 
cambio en el negocio ven con 
incertidumbre el rumbo que 
tomará el sistema, pero con 
entusiasmo la expulsión de 
estudiantes del sector público por 
dichos cambios. La adaptación al 
nuevo modelo del negocio 
educativo les permitirá tomar una 
postura más definida.
  
Como se observa, hay un conflicto 
de intereses o de visiones. En el 
primer grupo se  promueve el 
cambio, y tratan de aglutinar otros 
grupos que les apoyen. En el 
segundo grupo no se oponen a 
cualquier cambio, sólo al que 
tenga una orientación neoliberal. 
Y el último, se opone a los 
cambios sobre bases diversas y en 
algunos casos dan la impresión 
que se aferran al viejo esquema, 
para no perder privilegios o 
espacios obtenidos. 

En ese esquema, los grupos que 
articulan las propuestas del 
cambio tienen la iniciativa, ya que 
han realizado paulatinamente
importantes modificaciones desde 
el ámbito del poder en que se 
encuentran, pero también los 
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grupos que proponen una 
alternativa con cambio tienen 
iniciativa y pueden ser visualizados 
como un movimiento estudiantil en 
potencia, un sujeto hasta ahora 
inexistente, que asume el papel de 
reivindicar su lugar en la discusión 
por el futuro de la educación.

Planteadas así las cuestiones, el 
conflicto educativo es el rasgo más 
notorio donde los sujetos 
educativos, al producirse el 
cambio, generan un nuevo 
conjunto de representaciones que 
le dan sustento a la práctica en su 
conjunto, pues dicho cambio es 
producto de una acción 
intencional, impulsada desde una 
esfera de poder o desde un 
consenso participativo. 

En las actuales circunstancias y 
dada la correlación de fuerzas 
entre los que apoyan el proceso 
de cambio, los que quieren 
modificaciones distintas y los que 
se aferran al mismo sistema, las 
modificaciones al sistema o a una 
parte del sistema educativo serán 
un hecho. Quizás sin la 
legitimidad que se esperaría 
alcanzar en una aspecto crucial 
para el desarrollo y la viabilidad 
de la nación. La calidad educativa 
sirve de pretexto para impulsar los 
cambios, y cada quién los impulsa 
a partir de su propia visión. Unos 
por resultados, otros por procesos. 
La improvisación es un elemento 
persistente.

Como conclusión 
final 
diremos que la calidad educativa 
no se aborda integralmente por 
las visiones parcializadas que 
cada actor tiene de la 
problemática. Lo que puede 
provoca que las soluciones que 
se implementen también sean 
parciales e insuficientes y 
volvamos a perder la 
oportunidad de lograr un gran 
consenso en torno a una tarea 
prioritaria para el país, mejorar 
el sistema educativo nacional.   
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Mario Rodríguez Acosta

El ejercicio 
del poder en instituciones

universitarias

Desde la creación de la Universidad de Bolonia 
en el siglo XII, la institución universitaria como 
tal ha tenido pocos cambios, a pesar de las 

exigencias del desarrollo científico y las formas de 
organización continua, siendo una de las comunidades 
más conservadoras en la actualidad. Sus tradiciones 
y reglamentos tienen origen medieval en algunos 
casos, y en otros los aspectos puramente normativos 
se convierten en férreas tradiciones que se aplican 
cotidianamente.

Con la Reforma Universitaria de 
Córdoba se abrió un abanico 
grande de posibilidades de 
cambio, especialmente en lo 
relativo a la configuración del 
poder universitario. Eso se ha 
profundizado con el desarrollo de 

reformas universitarias llamadas 
de nueva generación, mediante las 
cuales las relaciones de poder se 
han reconfigurado, especialmente 
en torno a los cambios
institucionales y de política que 
requiere el proceso de globalización. 
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Esas transformaciones sistémicas 
al interior de las instituciones de 
educación superior permiten 
estudiar las relaciones de poder 
que se dan entre los distintos 
actores que participan en ese 
proceso, cuya configuración está 
generando nuevas tensiones y 
nuevas agendas. Contradicciones 
que se manifiestan en todos los 
cambios del que hacer educativo y 
que tienen en muchos sentidos 
una dimensión importante para 
establecer el rumbo de la 
institución. 

Las contradicciones políticas se 
manifiestan en el seno de la 
Universidad permiten identificar 
a los distintos sujetos educativos 
involucrados en el ejercicio del 
poder. Esas luchas políticas 
ocurren en medio de la crisis 
institucional que vive la 
Universidad y toda crisis implica 
agudización de la lucha política e 
implica necesariamente un 
reacomodo de los espacios de 
poder. 

El poder es, por lo tanto, un 
referente analítico importante que 
puede determinar las acciones del 
otro, en forma tal que satisfaga los 
fines del primero, si asumimos que
el poder es la capacidad para
superar resistencias que permitan 
introducir cambios. Es decir, el 
poder representa una relación 

social en donde hay quienes 
definen el sentido de dicha 
relación. 

La capacidad que tiene una 
persona o grupo de personas para 
imponer su voluntad a otros se da 
por medios específicos, en algunos 
casos a partir del uso de la razón,
en otros, por medio de la fuerza. 
La diferencia entre dominación y 
autoridad, es cuando la última se 
encuentra respaldada, mientras 
que la otra es una imposición, 
generalmente por la fuerza. Aquí 
se incorpora el concepto de 
legitimidad entendida con cierta 
coherencia entre el poder y el 
conjunto de valores existentes, que 
permiten obedecer las reglas 
impuestas y aceptadas socialmente.

En el contexto universitario el 
poder se ejerce desde los 
organismos colegiados. En 
principio, las decisiones se toman 
en forma compartida. Esas 
decisiones definen las actividades 
básicas de la Universidad, aún 
cuando existen factores externos 
que influyen en dichas decisiones; 
en general, el rumbo adoptado 
dependerá en última instancia de 
los espacios de poder existentes 
en el interior de la Universidad. La 
libertad académica y la autonomía 
permiten cierto margen de 
maniobra para llevar procesos 
propios que garantizan el ejercicio 
del poder institucional. 
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Las decisiones que se toman tienen 
un campo de acción muy 
limitado, y en algunos casos se 
reduce al ámbito propio de los 
distintos estamentos en los que se 
divide la Universidad para cumplir 
con sus fines. Por ello es 
importante mencionar algunas de 
las principales características que 
tiene la institución para 
comprender cómo se ejerce el 
poder desde los ámbitos 
universitarios.

1. La Universidad tiene un número  	
	 indefinido de elementos 
	 y componentes, con relativa 
	 autonomía cada uno. 

2. Las relaciones existentes entre 	
	 estos elementos no son lineales, 	
	 ni existe una jerarquización 
	 definida entre todos los 
	 elementos. 

3. Todos los elementos 
	 retroalimentan a todos los 
	 sistemas en que está dividida la 	
	 institución.

4. Existe estabilidad entre los 
	 actores, pero no se pueden 
	 predecir sus actuaciones. 

5. Los componentes del sistema se 	
	 influencian recíprocamente.

6. La existencia de identidades 
	 diferenciadas, autoridad 
	 profesional y autoridad 
	 administrativa.

El poder, por lo tanto, en los 
ámbitos universitarios se construye 
cuando alguien tiene la capacidad 
para imponer la dirección en la 
conducción de una institución, 
independientemente de si existe o 
no resistencia, se tiene la 
capacidad para el ejercicio del 
poder. Y como en todas las 
instituciones, éste sirve para 
coordinar, controlar, difundir y 
estructurar las formas del 
desempeño universitario. Su 
ejercicio puede ser coercitivo en 
base a castigos o legalista en base 
a la estructura organizativa 
existente. También se pueden 
encontrar estilos de liderazgo en el 
ejercicio de un puesto 
determinado que impulsar el 
poder desde la identificación con 
la gente subordinada o la 
experiencia debido a las 
capacidades especiales que se 
puedan tener.   

El conflicto político al interior de 
las Universidades, visto dentro del 
ámbito de la reflexión académica, 
su construcción conceptual está en 
función de la periodización 
histórica y una caracterización de 
las distintas formas y rasgos que 
adquiere la lucha política 
universitaria. Los distintos grupos 
políticos universitarios, en 
determinadas épocas, responden 
al contexto de la lucha política 
más amplia que subyace a lo 
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interno de la lucha por el poder 
del Estado en una sociedad 
concreta.

Dentro del análisis político, 
destaca la dificultad por definir
claramente los campos de 
actuación o activismo político 
estudiantil, de los movimientos 
estudiantiles propiamente dicho, y 
el ámbito de la acción 
delincuencial de algunos grupos 
que al interior de la Universidad 
hacen acciones, amparados por 
autoridades y por otras fuerzas 
externas que enrarecen el 
escenario político y generan 
confusión en torno a la resistencia 
estudiantil y los planteamientos 
político reivindicativos de estos 
últimos.

Al final, el conflicto que se 
manifiesta al interior de los 
recintos universitarios, muestra que 
lejos de politizar lo académico, 
muchas veces el proceso político 
externo es una instancia decisiva 
en la toma de decisiones internas, 
y que estos aspectos tienen 
aparentemente instrumentos 
al interior de las propias 
instituciones universitarias para 
lograr sus fines, y esas formas de 
la acción política interna hacen 
que sea muy difícil distinguir qué 
y quiénes deciden los procesos 
internos y académicos.

La gobernabilidad de la 
democracia depende de los 

valores, normas y las creencias 
existentes dentro de un colectivo, 
que orientan el comportamiento 
y las decisiones que se toman. 
El mundo personal y el mundo 
político aparecen ligados en una 
misma realidad, pero ambos 
se distancian y al final, el mundo 
político ejerce poca influencia 
dentro del mundo personal, por 
el estigma negativo que tiene el 
ejercicio político actualmente. El 
conflicto sucede por la búsqueda 
de la movilidad social frente al 
proceso de integración social que 
el mundo político persigue, que 
se convierte en una demanda 
cruzada, que ha creado mayores 
dificultades para las instituciones 
educativas de nivel superior.

Negociación, Política 
y Democracia 

Dentro de los espacios 
universitarios, los sujetos 
educativos se organizan en función 
de impulsar determinados intereses 
que son medianamente 
compartidos por el grupo. Esos 
sujetos se identifican con distintos 
grupos, por diversas motivaciones. 
Estás pueden ir desde compartir 
los objetivos y la función que la 
institución tiene, ya sea porque 
comparte la ideología que 
representa o por otros motivos. 

Sin embargo, siempre hay pugnas 
de poder que se ven reflejados en 
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los fraccionamientos que sufren 
los grupos, que en algunos casos 
llega a la atomización. Los motivos 
más comunes para la dispersión 
van desde el control de proyectos, 
el uso de recursos, la ampliación 
de horarios etc. Todas esas 
desavenencias se deben a 
intereses personales, a la falta de 
consensos y en algunos casos a 
la falta de espacios de 
negociación. Por ello, la 
naturaleza implícita de una acción 
política en el seno de la 
Universidad, propicia disputas, 
conflictos y espacios de 
negociación. Los espacios de 
poder dentro de las instituciones 
universitarias están claramente 
definidos y delimitados para, 
pensar en una transformación 
educativa sin un proceso de 
negociación como punto de 
partida. Por un lado, las instancias 
de dirección superior, que actúan 
como máxima autoridad y tienen 
en su seno a representantes de 
diversos sectores y diversos 
intereses, no siempre coincidentes 
entre si. Por el otro lado, los 
docentes tienen sus estructuras
organizativa, tanto en los 
departamentos como en los cursos 
coordinados y los estudiantes 
desde las asociaciones de 
estudiantes ejercen el poder en 
función de sus propios intereses, 
llegando incluso a tener 
representación colegiada en todos 
los organismos de dirección. 

La redistribución del poder 
mediante la transferencia de un 
conjunto de atribuciones a distintos 
entes ejecutivos genera un proceso 
de multiplicación y dispersión de 
los espacios de poder. Estos 
actúan en función de las 
directrices recibidas y de la 
interpretación que hacen de sus 
funciones. 

Desde el punto de vista 
administrativo los pactos 
educativos generan procesos de 
relevancia en función de 
operativizar la transferencia de 
responsabilidades. En ocasiones 
produce la burocratización de la 
actividad educativa que repercute 
negativamente en ésta. 

Los docentes tienen claridad que el 
poder no necesariamente lo ejerce 
en su conjunto “el rector o los 
decanos”, sino más bien, es 
compartido por una serie de
mecanismos que se activan, de 
acuerdo a muchos factores, 
incluyendo los aspectos 
normativos.

Algunos consideran que hay un 
equilibrio de poder en torno a la 
toma de decisiones trascendentales. 
Otros por el contrario consideran 
que existe una maquinaria que 
impone su criterio que trasciende 
a los propios grupos. Eso permite 
visualizar los pactos que se 
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realizan en el interior, y cómo los 
conflictos que se desarrollan en su 
seno, tienen mucho que ver con 
los espacios de poder existentes y 
con las negociaciones que ahí se 
realizan.

La participación de todos los 
sujetos educativos constituye 
el eje principal sobre la que se 
edifica la democracia universitaria. 
Dicha participación presupone que 
todos deben ser consultados, con 
el objetivo de construir mediante el 
consenso y la confluencia de 
diversos puntos de vista 
divergentes y convergentes, un 
proceso de negociación y consenso 
a través de la argumentación, la 
persuasión y la razón. Sólo de esta 
forma se garantiza la 
gobernabilidad. Los puntos de 
vista conflictivos, permiten 
la búsqueda de soluciones 
innovadoras, con amplio respaldo 
y desarrollo cualitativo para la 
institución.

Independiente 
de las razones de unos y otros 
de participar, se puede 
concluir que los espacios de 
participación existen. Pero, 
como todo proceso político, la 
participación lleva implícita la 
deliberación y aceptar que los 
argumentos propios pueden 
ser rechazados o sólo en parte 
tomados en cuenta. Aceptar 
esos resultados es parte de la 
madurez al participar, lo cual 
no invalida los argumentos; 
simplemente significa que no 
han sido apoyados.
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Enfermedades 
olvidadas, asociadas a la inequidad y

pobreza
Lisandro Morán 

(1968-2012)

Salud

Muchas de esas enfermedades han 
desaparecido gradualmente en muchas partes 
del mundo a medida que las sociedades se 

han desarrollado y las condiciones de vida e higiene 
han mejorado. (Chan, 2010) 

Las llamadas enfermedades 
olvidadas también son denominadas 
infecciosas desatendidas o 
enfermedades tropicales 
desatendidas. Éstas afectan 
principalmente  a las poblaciones 
que viven en condiciones 
socioeconómicas precarias, con 
pocos ingresos, bajo nivel escolar, 
vivienda frágil, carente de servicios 
básicos como agua potable 

y saneamiento, en zonas de 
conflicto o en condiciones 
ambientales deterioradas, y con 
barreras en el acceso a los 
servicios de salud (OPS, 2012). 
Esta caracterización describe un 
perfil de vulnerabilidad compatible 
con las condiciones de vida de 
nuestra población en las zonas 
marginadas, tanto rurales como  
suburbanas. 
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La Organización Mundial de la 
Salud clasifica 17 enfermedades 
como desatendidas, siendo estas:

1. Úlcera de Buruli
2. La enfermedad de Chagas 		
	 (tripanosomiasis americana)
3. La cisticercosis / teniasis 
4. Dengue / Dengue grave 
5. La dracunculosis (enfermedad 	
	 del gusano de Guinea) 
6. Equinococosis
7. Fascioliasis
8. La tripanosomiasis africana 	
	 humana
9. Leishmaniasis
10. Lepra
11. Filariasis linfática
12. Oncocercosis
13. Rabia
14. La esquistosomiasis
15. Helmintiasis transmitida por 	
	 el contacto con el suelo
16. El tracoma
17. Enfermedad de Pian 

	 (World Health Organization, 2012).

Por lo menos siete de estas 
enfermedades están presentes 
en nuestro país,  lo cual 
responde más a la inequidad que 
a la pobreza. Guatemala está 
catalogado como país de ingresos 
medios bajos, “…..con una suma 
per cápita de US$ 1.750. Sin 
embargo, existe un abismo entre 
los que tienen algo o los que 
tienen muy poco, ya que el 20% 

de la población percibe el 64.1% 
del total de ingresos, mientras que 
el 80% restante sólo recibe un 
35.9%” (UNICEF).

Las desigualdades, tal como 
demuestra la evidencia, se 
visibilizan al hacer análisis de 
brechas entre la población 
indígena y la no indígena, urbana 
y rural, niveles de escolaridad y 
hogares encabezado por hombre 
o  mujer. Esto es importante de 
considerar, pues a mayor 
disparidad mayor riesgo de 
presencia de enfermedades 
olvidadas, las cuales profundizan 
los surcos de la pobreza, pues 
repercuten sobre la productividad 
de las personas, agravando la 
crisis de subsistencia y pudiendo 
en algunos casos ser fuente de 
estigma y discriminación, 
empeorando así las condiciones 
de vida de estas personas, también 
olvidadas. 

Este estigma se constituye en una 
carga adicional  de la persona, en 
lo individual, familiar y comunitario. 
“El impacto emocional de la 
descalificación social sesuma a la 
carga física, psicológica y 
social de cualquier enfermedad de 
diversas maneras, por ejemplo, el 
estigma puede retrasar la 
búsqueda de tratamiento o 
producir su abandono en 
problemas de salud tratables” 
(Moya Alonso & Alvar, 2010).
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Tabla 1. Situación de enfermedades 
olvidadas en Guatemala, 2010

Situación en Guatemala 
El ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, 
publica una memoria anual de estadísticas vitales y 
vigilancia epidemiológica. En el 2010, el consolidado 
nacional reporta las siguientes cifras:

Enfermedades 
olvidadas

Rabia

Chagas

Oncocercosis

Dengue

- Cero casos en humanos. 19,964 personas mordidas, 12,247 		
	 iniciaron tratamiento con vacuna y 8,005 la completaron. 
- El porcentaje de abandono fue de 34.64%
- Eso significó,  además, vacunar de forma preventiva a 1.528,434 		
	 perros y a otros animales que  representaron otras 31,138 vacunas.

- 282 casos positivos (bancos de sangre).
- Población en riesgo 845,058. Se 
	 inspeccionaron 12,695 casas y en 377 se encontró la chinche picuda.

- 156,193 personas tratadas.
- Población en riesgo 116,442

- Muestras positivas 1,235 (564 fueron por serología y 671 por virología)

Leshmaniasis

Helmintiasis

Tracoma

- Muestras positivas 523 (lesiones en piel 520 y casos viscerales 3).
- Población en riesgo 403,154.
- Se han identificado 424 localidades donde se ha detectado leshmaniasis.

- Solo se cuenta con datos relacionado a parasitismo intestinal.
- En niños de 1 a 4 años, 151,342 casos (primeras consultas).
- En madres 7,960 casos.

Sin datos

Fuente: Elaboración propia basada en datos del Ministerio de Salud Pública, 
Memoria de estadísticas vitales y vigilancia epidemiológica 2010. Páginas 2,4,11 
del consolidado de la República de Guatemala.

Situación
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¿Es posible derrotar las 
enfermedades olvidadas?

La doctora Margaret Chan, 
directora general de la 
Organización Mundial de la 
Salud, considera que las 
enfermedades olvidadas no 
constituyen un grupo homogéneo, 
pues no son iguales en su 
etiología, patología y 
características clínicas;  sin 
embargo comparten la misma 
distribución geográfica y suelen 
coexistir. 

Ahora bien, lo que si es igual es la 
incapacidad que ha mostrado la 
comunidad internacional para 
luchar mejor contra la pobreza y 
las enfermedades que se ven 
favorecidas por la pobreza (Chan, 
2010).

El planteamiento respecto a las 
enfermedades olvidadas, es que 
en vez de esperar que 
desaparezcan progresivamente,  
hay que desarrollar alianzas para 
vencerlas. En estas alianzas hay 
que provocar expanción de los 
servicios públicos en salud para 
la intencificación en la detección 
temprana; la orientación de la 
sociedad civil para  disminuir el 
estigma  social,  y la auditoria a 
los servicios de salud y de la 
industria farmacéutica para su 

colaboración con  tratamientos 
cortos, seguros y de bajo 
costo. 

Este planteamiento no es exclusivo 
de las enfermedades olvidadas. En 
esta vía las enfermedades 
olvidadas competirán con recursos 
destinados a prioridades 
nacionales, como la desnutrición 
crónica en niños, la 
muerte materna e infantil, el VIH 
y la malaria, por ejemplo. Por lo 
tanto nuestros  escasos 
presupuestos deberán ser 
mejor orientados, las decisiones 
políticas mejor analizadas, 
y los recursos humanos deberán 
ser los más capacitados. 

El país necesita liderazgos en salud 
tanto a nivel de Gobierno como 
de la  ciudadanía  para mejorar 
nuestros servicios de salud y  
provocar un incremento no solo 
de atención a las enfermedades 
de las  personas, sino también de 
educación  sanitaria y cambios de 
comportamiento.

La salud  pública debe ser 
despolitizada en cuanto a 
interferencia de partidos políticos 
se refiere, pues requerimos de la 
mejor conducción y eso será 
posible si contamos con 
funcionarios capaces,  de los 
cuales tenernos como país  a 
muchos y destacados salubristas 
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hombres y mujeres, 
lamentablemente  desplazados por 
el clientelismo político. 

Referencia bibliográfica

- Chan, D. M. (14 de octubre de 2010). 
Organización Mundial de la Salud . 

	 Recuperado el 11 de septiembre de 2012, 
de http://www.who.int/dg/speeches/2010/
ntd_20101014/es/index.html

- Moya Alonzo, L. & Alvar, J. (2010). 
	 Enfermedades Tropicalesdesatendidas 

estigmatizantes: Una revisión sistemática. 
Medicina Social.

- OPS. (22 de agosto de 2012). 
Organización Panamericana de la 

	 Salud. Recuperado el 10 de septiembre de 
2012, de http://new.paho.

	 org/hq/index.php?option=com_content&vi
ew=article&id=5753&Itemid=4141

- UNICEF. (s.f.).www. unicef. org .gt. 
Recuperado el 10 de septiembre 
de 2012, de http://www.unicef.org.gt/1_
recursos_unicefgua/historiasdevida/
guatemalapaisdecontrastes.htm

- World Health Organization. (2012). 
	 Recuperado el 11 de septiembre de 2012, 

de http://www.who.int/neglected_diseases/
diseases/en/#



4
Tendencias

Realidad Nacional

Revista     

de laAnálisis



174

Enero / Marzo 2013 Edición especial 3 Año 2

Guatemala 
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década
Edgar Gutiérrez

4Tendencias

Hemos aprendido que hay 
cuestiones a las que podemos 
responder y otras que sólo se 
contestarán a través de los mismos 
acontecimientos. Si dejamos caer 
una botella de gaseosa desde el 
borde de una mesa sabemos 
dónde aterrizará y cómo acabará. 
Pero si tiramos la botella por 

la borda de un barco, aunque 
hagamos suposiciones sobre las 
corrientes y los vientos, no seremos 
capaces de predecir en qué playa 
aparecerá o qué manos la 
recogerán finalmente. 

Por eso una manera de reflexionar 
sobre el futuro es intentar elegir 

Dice Jonathan Weiner que varios siglos de 
ciencia experimental nos han enseñado a 
distinguir entre lo predecible y lo impredecible. 
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unas ciertas líneas que ya están en 
marcha y que alcanzando ciertas 
dimensiones ya no pueden 
detenerse. Aparecerán otras, desde 
luego, que podrán cambiar los 
cursos, pero, por ahora, 
conformémonos con lo conocido e 
imaginemos cómo puede 
evolucionar.

1. Tendencias en curso

De lo examinado en el ensayo 
Nueve hipótesis sobre la 
evolución socioeconómica y 
política de Guatemala, desde 
1980 (Revista Análisis de la 
Realidad Nacional, número 11, 
1-15 agosto 2012)  destacan 
algunas tendencias que 
subrayamos aquí. 

Altos déficit sociales

Las políticas históricas respecto del 
uso y tenencia de la tierra, el 
trabajo y la educación, 
contribuyeron a definir un 
“patrón de desarrollo” basado en 
la exclusión, en detrimento de la 
población indígena y de las 
mujeres. El conflicto armado 
interno de casi cuatro décadas 
empeoró las cosas. Por todo ello, 
Guatemala desde 1960 
permanece a la zaga en los 
indicadores sociales clave en 
relación a países de más bajos 
ingresos. La agricultura ha 

disminuido su peso en el PIB, así 
como sus tasas de crecimiento. 
Con la caída estructural de los 
términos de intercambio del café, 
la situación se volvió crítica para 
el empleo. Además, la asistencia 
técnica pública es muy limitada, 
apenas al 3% de las unidades 
productivas, con el agravante que 
el 70% va a hogares no pobres. 

Las altas tasas históricas de 
mortalidad y morbilidad han 
disminuido pero muy lentamente, 
a un ritmo menor que en países 
que hace 30 años registraban 
rezagos más pronunciados. Los 
problemas crónicos de salud y las 
principales causas de defunción 
siguen estando asociados al 
patrón de crecimiento desigual y 
altos niveles de pobreza. 

La pobreza en Guatemala es 
crónica, no es transitoria. Es 
predominantemente rural (81% 
de los pobres) y más alta entre la 
población indígena (76%, frente al 
41% no indígena). Es un problema 
nacional, aunque el cinturón de 
pobreza más crítico está en el 
noroccidente (incluyendo San 
Marcos) y el norte del país 
(Verapaces y Petén). Los 
guatemaltecos en situación de 
pobreza y pobreza extrema han 
seguido aumentando desde 1980 
hasta abarcar a 7 de cada 10, y la 
desigualdad de ingresos medida 
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por el índice de Gini sigue siendo 
de las más altas de Latinoamérica.1

Esquizofrenia del poder 

Otra tendencia de carácter 
general se refiere a la convivencia, 
en pleno proceso de 
globalización, del régimen político 
democrático inaugurado hace 25 
años con el viejo régimen 
económico oligárquico, el cual 
pervive desde hace 200 años, 
aunque ha sufrido reformas -sin 
que se altere su estructura 
básica- a fines del siglo XIX 
(introducción del cultivo del café) y 
mediados del XX (modelo cepalino 
de sustitución de importaciones). 

El proceso de globalización ha 
conducido al debilitamiento del 

1. Guatemala tiene un ingreso por 
habitante de 3,630 dólares, que lo coloca 
como país de ingreso intermedio. Es casi 
el doble del PIB per cápita de Honduras 
y Nicaragua, pero acá la pobreza es 
más alta. Con un coeficientes de Gini 
para el consumo y el ingreso de 48 y 57, 
respectivamente, Guatemala “está entre 
los países con mayor desigualdad del 
mundo”, de acuerdo con el informe La 
pobreza en Guatemala del Banco 
Mundial. Ese panorama empeoró en la 
década de los años 90. El quintil superior 
constituye el 54% del consumo global. Y 
la población indígena que es el 43% del 
total, sólo representa el 25% de todo el 
ingreso y consumo.

poder político democrático -que 
se ejerce en espacios nacionales- 
y a reforzar la concentración del 
poder económico -que se realiza 
en espacios transnacionales. Bajo 
esas condiciones aunque el poder 
político democrático tiende a perder 
espacios de discrecionalidad, no 
está en capacidad real de hacer 
vigentes los derechos humanos 
integralmente.    

Precaria gobernabilidad 
democrática 

Los problemas de gobernabilidad 
democrática que se manifiestan de 
manera crónica en prácticamente 
todas las regiones, aunque a 
veces se manifiestan como crisis 
políticas, en realidad expresan la 
incapacidad de los políticos 
democráticos de cumplir las 
funciones básicas del Estado 
constitucional: brindar seguridad y 
abrir oportunidades de bienestar a 
sus habitantes. Es decir, la garantía 
de la integridad personal, la 
realización de los derechos 
sociales y las tareas de cohesión 
social. 

Soberanía, comercio, 
seguridad y recursos naturales 

El proceso de globalización ha 
conducido a una pérdida de 
soberanía del Estado nacional que 
se manifiesta en dos áreas críticas: 
seguridad y comercio (inversiones). 
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El Estado guatemalteco ha seguido 
una ruta dual de negociación de 
soberanía. Por una parte ha 
trabajado acuerdos regionales 
(como el largo proceso de 
integración Centroamericana y 
el Acuerdo de Asociación con la 
Unión Europea) bajo el espíritu de 
“soberanías compartidas”, y por 
otra ha cerrado acuerdos 
bilaterales que representan “cesión 
de soberanía” a terceros Estados 
y a los intereses de corporaciones 
transnacionales que estos 
representan, tal el caso del 
DR-CAFTA. 

Bajo esas condiciones han 
surgido actores locales (con 
identidad territorial, muchas veces 
pueblos indígenas) que reivindican 
la soberanía nacional sobre el 
uso y explotación de los recursos 
naturales, tales como minerales 
metálicos y no metálicos, bosques, 
aguas y biodiversidad en general.

País de dos niveles 

Una economía que no tiene 
capacidad de absorber la 
fuerza de trabajo nacional tiende 
a expulsarla de manera creciente 
hacia las economías más dinámi-
cas  (como Estados Unidos) o con 
reconocimiento de derechos 
sociales (como Europa, hasta 
antes de la crisis actual) 
provocando altas corrientes de 

emigración, aunque con beneficios 
inmediatos a través de remesas 
familiares.

Pero, por otro lado, ante la baja 
oferta de empleo, crédito y 
oportunidades de emprendimiento 
que ofrece el aparato formal de la 
economía, se levantan tendencias 
de formación de capital y 
estrategias de supervivencia al 
margen de la gobernabilidad del 
sistema -economía informal y 
economía del delito- pero que 
buscan convivir con él y crecer 
bajo su sombra aprovechando sus 
debilidades. De esa manera se 
edifican países de dos planos, uno 
“formal”, “político” y 
“gobernable”, y otro “excluido” 
e “informal” a veces guiado por 
reglas de criminalidad, que tiende, 
por lo mismo, a descomponer el 
sistema para florecer en él.

Falsos dilemas del poder 

Las fuerzas democráticas de 
Guatemala están debilitadas, 
fragmentadas y en general 
desorientadas. Cuando perviven 
como opciones de poder suelen 
adoptar las tradicionales formas 
de clientelismo político, o bien 
extienden las prácticas autoritarias. 
Hay una tendencia a ofrecer, como 
alternativa al poder oligárquico, el 
retorno de la práctica política con 
sus vicios de corrupción y 
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clientelismo. O al revés, como 
alternativa al poder “populista” 
(que igual se identifica con la 
izquierda que con la derecha) 
un modelo selectivo que invita a 
la sociedad civil a la calificación 
ética de los actores, 
instrumentando los derechos de 
libertad de expresión a través de 
los medios masivos de prensa, sin 
ofrecer la información y el análisis 
sobre los privilegios del sistema, la 
corrupción de “cuello blanco” o 
las claves de la desigualdad social 
y la pobreza.

Posibilidades y límites de la 
sociedad civil 

Tanto la sociedad civil como las 
organizaciones con base territorial 
han sido identificadas como 
fuentes de democratización, 
participación y transparencia (o 
en su caso, auditoría social). Sin 
embargo hay una tendencia al 
aislamiento de esa sociedad civil 
progresista, que se expresa 
ordinariamente a través de ONG. 
Ésta, al parecer, ha agotado su 
agenda de los derechos humanos 
derivada de la guerra fría y no ha 
podido acoplarse a los 
movimientos populares que 
reivindican los derechos sociales. 
Y, por otro lado, muestra cierto 
grado de aversión hacia los 
partidos políticos y es pesimista 
ante la propuesta de acuerdos 

programáticos que respeten la 
autonomía organizacional, tal 
como se haría bajo un régimen de 
partidos de redes. 

En consecuencia, aún cuando 
las organizaciones civiles siguen 
aportando a la democratización 
(incluyendo el ejercicio de 
derechos civiles y sociales), bajo 
esas condiciones, ya no son los 
agentes transformadores 
sistémicos que se pensó. Al 
contrario, la atracción 
mediática y eventuales alianzas 
con la sociedad civil empresarial 
apuntan a que la sociedad civil 
pueda contribuir al fortalecimiento 
de los poderes fácticos en 
desmedro de las instituciones 
democráticas. 

Debilidades económicas 
crónicas
 
Guatemala ha comenzado en la 
última década a depender 
nuevamente del endeudamiento, 
sea externo o interno. Esa 
necesidad de financiamiento no 
está tan vinculada a las 
necesidades de aumento del gasto 
público, como al debilitamiento 
crónico de las estructuras 
fiscales. Ocurren progresivas 
desgravaciones y pérdidas de 
fuentes tributarias (a causa de los 
tratados comerciales y acuerdos 
en el marco de  la OMC), 
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mientras que los controles y 
regulaciones de recaudación 
continúan, en general, debilitadas 
y porosas. El país está 
crecientemente expuesto a las 
gravitaciones del comercio 
internacional (incluyendo altas 
facturas petroleras y deterioro de 
los términos del intercambio), sin 
contar con política anticíclicas. 

Aun con crecimiento económico, 
hay riesgos de pérdidas de 
balances financieros y de un nuevo 
ataque de estagflación 
(estancamiento con inflación). 
La economía tiende a crecer en 
exportaciones, aunque su ritmo de 
compras externas es muy supe-
rior. De todos modos la balanza 
comercial está financiada por las 
remesas familiares, aunque ellas 
son parte de un círculo vicioso: 
la mano de obra expulsada, que 
eventualmente hubiese sido parte 
de un proyecto ventajoso de 
inserción en el proceso global.

Debilidades políticas 
crónicas 

Los partidos políticos y las 
contiendas electorales, otra vez 
-aunque se cuestione- expresan los 
intereses de los grupos elitistas de 
la sociedad. E incluyen, por eso 
mismo, en esta etapa, los intereses 
del capital criminal (narcotráfico, 
tráfico de armas, delincuentes de 
“cuello blanco”, trata de personas 

etcétera). El poder cada vez más 
alto de los medios y del dinero 
sobre el quehacer político tiende a 
corromper la práctica ciudadana 
de la política.

A la par del peso que genera entre 
la población la “impotencia de la 
política”, se despierta el interés 
por volver la política en un factor 
de transformación y recuperación 
ética de las sociedades. Eso llama 
a distintas formas de participación 
desde la base territorial y gremial, 
aunque, en ese contexto, persiste 
el déficit de orientación y 
formación de política democrática.

Imprevistos con alto poder de 
impacto

Los desastres naturales, con alto 
contenido social porque afecta a 
vastas poblaciones empobrecidas, 
constituyen factores a veces 
imprevisibles que comienzan a 
afectar de manera creciente la 
gobernabilidad y las estimaciones 
sobre crecimiento económico. 
Terremotos, huracanes, deslaves, 
inundaciones y sequías, entre 
otros, han golpeado de manera 
recurrente a los habitantes de la 
región provocando pérdidas 
humanas y materiales de 
consideración. 

Prevalece cierto consenso sobre 
las causas de la vulnerabilidad: 
ecosistemas degradados, 
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extendidos bolsones de pobreza y 
debilidad institucional para 
prevenir, atender en la emergencia 
y conducir programas eficientes de 
reconstrucción. El aprendizaje 
sobre tales eventos puede 
configurar nuevos actores sociales 
y presionar políticamente sobre el 
concepto minimalista de Estado 
que hasta ahora sigue 
prevaleciendo.

2. Tendencias en la próxima 	
	 década

Guatemala proyectada al 2022 
enfrentará su mayor desafío en la 
edificación de la institucionalidad 
democrática del poder público y la 
fundación de políticas de Estado 
en el campo social y de seguridad 
ciudadana. Remontar la severa 
crisis de la década de 1980 le 
aportó al país avances en el 
proceso de democratización, 
mayor sensibilidad por el respeto 
de los derechos humanos y un 
consenso, inducido por los 
organismos financieros 
multilaterales, en política de 
Estado: las ventajas de la 
estabilidad financiera. Pero el 
modelo económico ha sido 
socialmente insatisfactorio y 
produjo un crecimiento modesto. 

La conducción del régimen 
democrático despertó una 
profunda pérdida de confianza e 

ilegitimidad sobre los actores 
políticos, que no han sabido 
manejar la crisis del cambio. La 
erosión de la gobernabilidad sobre 
condiciones básicas para 
propiciar seguridad, redes de 
protección social y empleo ha 
envuelto en nuevas crisis el orden 
social guatemalteco durante la 
primera década del siglo XXI.

Dentro de diez años la herencia de 
este periodo –de democracia sin 
institucionalidad que gobierne los 
procesos- se hará sentir. Es 
probable que en ese futuro los 
guatemaltecos sean más 
precavidos y maduros sobre los 
frutos del régimen democrático y 
las políticas macroeconómicas, 
pero tendrán que aprender a 
lidiar con problemas sociales 
y ambientales que apuntan a 
agravarse, con los costos de haber 
minusvalorado las tareas de la 
institucionalidad pública y las crisis 
recurrentes de gobernabilidad en 
prácticamente todos los campos. 

Las nuevas vetas de formación de 
capital, asociadas a un modelo 
extractivo –explotación de recursos 
naturales renovables y no 
renovables, y habilitación de 
territorios en torno a la llamada 
franja transversal del norte para la 
explotación agroindustrial 
(azúcar, aceites industriales)- 
modificarán la geografía 
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económica y demográfica en la 
zona norte de Guatemala. A ello 
se vinculará el impulso que, 
previsiblemente, recibirá la 
inversión extranjera en los 
próximos años orientada a la 
integración comercial con México 
y Estados Unidos.

La brecha de desarrollo del país 
en relación a sus socios extra 
regionales seguirá creciendo, pero 
también dentro del propio 
territorio las desigualdades 
sociales y la pérdida de 
lenguajes y valores compartidos 
entre la base y la pirámide de la 
sociedad seguirán ampliándose. 
Algunas situaciones podrían 
mejorar dentro del ciclo con 
movimiento de péndulo, de 
avances y retrocesos. Pero si el 
país fracasa en tomar el rumbo de 
la cohesión social podría caer en 
turbulencias políticas y escenarios 
de reversión. 

La manera como se labren las 
formas de inserción en el 
proceso de globalización y la 
calidad de gobernabilidad 
democrática que se alcance, serán 
la clave que determine que se 
entre en un escenario de 
precarización social, u otro de 
administración y reformas dentro 
del sistema, y también sobre la 
capacidad de mitigar o dilatar 
factores de baja probabilidad 

que sin embargo pueden tener un 
profundo impacto sobre el orden 
existente y previsible en la próxima 
década.

3. Des-institucionalidad e 		
	 inserción en la globalidad

Las reglas democráticas de acceso 
al poder, elecciones relativamente 
libres y razonablemente 
competitivas, se han ido 
consolidando, lo cual disminuye 
las posibilidades de golpes 
militares y el ejercicio de Gobiernos 
autoritarios. Sin embargo las 
instituciones políticas, el régimen 
de derecho y la rendición de 
cuentas no funcionan 
adecuadamente. Por eso, en 
buena parte, las expectativas 
ciudadanas están frustradas. 

Las distintas fuerzas políticas que 
han hecho Gobierno no 
reformaron el Estado en términos 
de eficacia institucional, fueron 
más bien indiferentes a las 
limitaciones económicas para 
generar empleo y fracasaron en 
las estrategias de focalización para 
reducir la pobreza. Este 
problema persistente del 
desempeño de los Gobiernos, en 
condiciones de tasas de 
crecimiento mediocres, ha 
deteriorado las capacidades del 
Estado para  garantizar las 
condiciones mínimas de bienestar 
y seguridad de su población.
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Desde ahora se proyectan para la 
próxima década nuevas formas de 
crisis política cuyos efectos
tenderán a manifestarse en los 
años inmediatos. La fragilidad 
de las estructuras partidarias, 
su continua fragmentación y la 
desafección social a su manera de 
abordar las crisis, tendrán efectos 
negativos sobre la política y la 
gobernabilidad democrática. 

Es probable que se esté llegando 
al final del ciclo en que la 
debilidad de los partidos políticos 
se sustituye con la política 
mediática, pero la inducción de 
nuevas formaciones políticas con 
carácter de permanencia llevará 
un periodo más largo de 
maduración, por lo cual 
fenómenos como el peso 
creciente de poderes fácticos 
(legales e ilegales) y de líderes 
carismáticos en los eventos 
electorales seguirán siendo 
determinantes.

Otro aspecto crítico de la 
gobernabilidad democrática en los 
próximos diez años será la 
capacidad de las elites de introducir 
reformas y llevar políticas 
económicas que anticipen la 
amplificación de problemas de 
futuro, especialmente en el 
campo de la nutrición, la energía 

y el manejo de recursos naturales 
estratégicos (tierra, agua, 
cubierta boscosa, minerales). La 
débil sustentabilidad fiscal sobre la 
que el Estado ha querido aplicar 
sus programas y la volatilidad de 
las inversiones privadas que se 
anticipan en los próximos ciclos 
económicos, sugieren la necesidad 
de sentar reformas tributarias de 
carácter estructural y políticas 
anticíclicas para enfrentar 
previsibles crisis económicas.

Con mucho, la relación 
internacional más importante 
para Guatemala seguirá siendo 
con Estados Unidos. El DR-CAFTA 
seguirá estrechando las relaciones 
de dependencia comercial y 
económica, aunque también será 
más fuerte la presencia de 
intereses de empresas mexicanas 
y capital grande centroamericano 
que querrán explotar ventajas 
comparativas de cada país, 
aprovechando las reglas de origen 
del tratado, para acceder al 
mercado estadounidense. Sin 
embargo la relación no estará 
libre de tensiones por diferencias 
en las prioridades de política. 

Para empezar, Guatemala igual 
que el resto de Latinoamérica no 
estarán en la agenda visible de 
Estados Unidos (salvo que 
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estallen crisis políticas en la 
región).2 Luego, continuarán las 
presiones para que las fuerzas de 
seguridad se comprometan en los 
temas que interesan a Washington: 
terrorismo y narcotráfico. Las 
oficinas operativas de la seguridad 
estadounidense tendrán una 
intervención más amplia sobre 
el terreno, como tutores de unos 
cuerpos de seguridad que les 
resulten fiables. 

Aunado a ello, Estados Unidos 
creará mecanismos para 
monitorear el cumplimiento de 
ciertas cláusulas del DR-CAFTA, 
entre ellas el respeto de las 
patentes de medicamentos y el 
combate a la piratería. Ambos 
factores –seguridad y derechos de 

2. Entrando a la segunda década del Siglo 
XXI se fueron sumando los países 
“problema” para Washington con los 
cuales tendrá que aprender a lidiar en 
los próximos años: la Venezuela de Hugo 
Chávez, la compleja Bolivia con Evo 
Morales y Nicaragua con la pretensión de 
perpetuidad del sandinista Daniel Ortega. 
Pero los problemas no terminan ahí: 
Argentina, en un sentido (reivindicación 
de soberanía); Ecuador, en otro (reconsti-
tución del sistema político) y Colombia, un 
modelo más (la disputa de la 
gobernabilidad por el crimen organizado), 
amén de una Cuba que asistirá al
crepúsculo de los hermanos Castro… 
tal es el “rosario” y heterogeneidad para 
Estados Unidos en el hemisferio. 

propiedad- motivarán tensiones 
con ciertas franjas empresariales 
que transitan en la informalidad y 
la economía del delito, y 
despertarán corrientes 
nacionalistas en el espectro de 
la izquierda política, a la vez que 
inducirán movilizaciones y 
conflictividad social. Algunas 
reformas, empero, contribuirán a 
la transparencia de los negocios 
de las empresas locales y de las 
compras del Estado.

Pero otros fenómenos, como la 
creciente presencia de 
guatemaltecos -e hispanos en 
general- en Estados Unidos 
seguirán modificando la 
estructura demográfica en ese 
país, lo cual tendrá impacto en las 
elites políticas de varios estados 
y en el propio Gobierno federal, 
a la vez que favorecerá una más 
estrecha relación social y cultural. 
Claro, esta tendencia natural 
chocará con las políticas de 
seguridad interna de Estados 
Unidos y el endurecimiento de sus 
políticas migratorias, pudiendo 
afectar el circuito de las remesas. 

La relación de Guatemala en el 
mundo global, aunque esté 
fuertemente subordinada a 
Estados Unidos, se irá 
ampliando conforme el nuevo 
mapa de cambios en varias 
regiones se va consolidando, 
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especialmente en Asia y sus 
grandes países -China e India. Si 
bien China ya desplazó a 
Guatemala y Centroamérica de 
las líneas tradicionales de textiles 
en Estados Unidos por costos más 
bajos y mayores niveles de 
productividad,3 también se 
convertirá, junto con India, en 
comprador creciente de materias 
primas (alimentos, minerales) y 
otros productos locales 
exportables. Es en esta materia 
-competencia y calidad 
exportadora- donde las elites 
económicas pondrán la apuesta 
de crecimiento y desarrollo.

Las tendencias de integración 
regional y de inserción en el 
proceso de globalización -que
intensificarán el tráfico de 
empresas y capitales- mitigarán 
riesgos de conflictos armados con 
otros estados o dentro del 
territorio. En ese contexto el 
diferendo sobre Belice podría 
resolverse en 
definitiva. 

3. Ocurrió a partir de enero 2005, 
cuando entró en vigor el acuerdo 
multifibras de la Organización Mundial del 
Comercio. Sólo en Guatemala, de 
acuerdo a los funcionarios del sector 
privado, se habrían perdido 48,000 
puestos en las manufacturas durante ese 
año. Los trabajadores reportaron severas 
condiciones de contratación, incluyendo 
despidos después de cumplir 35 años de 
edad.

Internamente el desafío mayor de 
la seguridad no será ideológico, 
sino en términos de disputas de 
territorios y poblaciones bajo 
influencia de la economía del 
delito. Guatemala caminará hacia 
una mayor integración regional 
en materia de seguridad y es muy 
probable que de coordinaciones 
entre países para combatir bandas 
transnacionales transite a 
operativos conjuntos. También, en 
contrapartida, poderes fácticos 
ilegales y grupos armados no 
estatales (mafias, narcotraficantes) 
podrían constituir alianzas 
estratégicas transnacionales para 
controlar territorios donde el 
Estado ya ha sido desalojado o 
sus aparatos de seguridad están 
cooptados. 

La creciente inseguridad en la 
mayoría de centros urbanos creará 
presión para que el Gobierno 
Central delegue las capacidades 
de la policía en Gobiernos 
municipales, dando paso a 
modelos heterogéneos para 
enfrentar la criminalidad, 
incluyendo liderazgos represivos 
tipo “mano dura”.

Si el sistema político no sabe 
resolver en los próximos años, en 
alguna medida, las demandas 
de inclusión social, económica y 
política de comunidades y 
organizaciones indígenas, es 
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dable un escenario en que esos 
movimientos evolucionen hacia 
reivindicaciones de autonomía 
territorial.

4. Difícil gobernabilidad de la 	
	 economía

El ritmo de crecimiento 
demográfico de Guatemala -uno 
de los más altos de Latinoamérica- 
seguirá tendiendo levemente a la 
baja en los próximos años. Eso 
hará que el promedio de edad de 
la población, que es bastante 
joven, apenas 18 años (solo 
comparable con algunos países 
africanos) se eleve ligeramente. De 
todos modos la población 
económicamente dependiente de 
adultos laborando, aunque tienda 
a la baja, seguirá siendo 
apreciable (una relación de 3.5 
a 1) y las demandas de servicios 
educativos, sanitarios y 
recreativos continuarán 
constituyendo una fuerte presión 
para el Estado, pues las 
instituciones privadas de asistencia 
disminuirán su presencia y recursos 
(salvo algunas iglesias 
internacionales). 

El DR-CAFTA y otros tratados 
comerciales que se firmen en los 
próximos años elevarán la 
inversión privada extranjera y 
empujarán las exportaciones -y 
con ello tasas de crecimiento un 

poco superiores a las de los 
últimos diez años-, sin embargo 
las perspectivas para la 
generación de empleo no son 
halagüeñas. Significa que seguirá 
creciendo la economía informal y 
la emigración. Desde la 
perspectiva social eso encierra 
mayores retos para la contención 
preventiva de jóvenes ingresando 
a las maras. 

Esos jóvenes provienen de 
familias con poca estabilidad 
(padres emigrantes y 
subempleados, madres 
trabajadoras como cabezas de 
familia) y expectativas de alto 
consumo (aunque de trayectorias 
de vida breves); si el Estado no 
pone en marcha redes sociales 
que faciliten la incorporación de la 
juventud de los barrios marginales 
a sistemas educativos integrales 
(guardianías infantiles por doquier, 
jornadas de ocho horas, mayores 
vínculos de educación y trabajo), 
el cuadro heredado de 
ingobernabilidad en las calles, 
violencia y criminalidad se 
agravaría en los próximos años, 
profundizando la actual tendencia 
pasiva/represiva del Estado y de 
criminalización de las maras por 
parte de ciertos estratos sociales.

La única esperanza plausible en 
este momento de disminución de 
niveles de pobreza son las 
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remesas, pero en un ambiente 
económico que abate la 
producción agrícola de pequeña 
escala, el trabajo artesanal y las 
pequeñas industrias 
manufactureras, es muy probable 
que esa inyección de dinero fresco 
alimente directa e indirectamente 
la economía informal.4 La 
informalidad de la economía, 
como se dijo, tiene implicaciones 
como la caída de ingresos de los 
trabajadores, la falta de cobertura 
social y la exclusión del crédito 
formal. Es decir, tiene una 
correlación con la desigualdad 
y el sentido de no pertenencia al 
sistema institucional. 

Este fenómeno tendrá 
consecuencias políticas y 
económicas importantes en la 
próxima década. Afectará en 
primer lugar los sistemas 
previsionales y la estructura fiscal 
del Estado para aportar sus cuotas 
a los próximos jubilados. 

Tampoco parece claro que el 
Estado les pueda ofrecer ventajas 
para atraer a los informales a las 
cajas fiscales, al revés, las 
tensiones se acrecentarán. No 
obstante, los próximos tres 

4. Es decir, tanto por la vía de iniciativas 
económicas y de servicio informal, como 
por la del consumo.

Gobiernos tendrán la opción 
de cerrar los anchos canales de 
elusión fiscal de las sociedades 
anónimas con acciones al 
portador y operaciones de banca 
informal (off-shore) -además de 
liberar las redes de 
comercialización- pues 
formará parte de las condiciones 
de aplicabilidad del DR-CAFTA. 
Si lo hacen de manera eficiente 
esos Gobiernos, la carga tributaria 
podría elevarse hasta en 4 puntos 
porcentuales 
(descontando la caída de ingresos 
por la libre importación desde 
Estados Unidos y otros países).    

Desde la óptica de la cultura 
política, los guatemaltecos se 
verán más seriamente 
confrontados en los próximos años 
a definirse respecto a la 
institucionalidad democrática 
como condición de desarrollo y 
seguridad. No está claro hasta 
qué punto habrá una mayor 
interiorización de esa necesidad, 
pero, por otro lado, los 
procesos de restauración del tejido 
social –incluyendo los avances 
que puedan ocurrir en materia de 
reconciliación nacional- serán más 
traumáticos sin esa 
institucionalidad. 

Es más, los procesos de 
integración de una sociedad
pluriétnica que requiere códigos 
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institucionales que reflejen las 
diversas identidades, son 
impensables sin la edificación de 
un Estado amplio, plural y eficaz. 
Las propias aspiraciones a 
desarrollos económicos y 
sociales equilibrados, y la 
superación del ejercicio coyuntural 
del poder pueden verse 
desplazados por rechazos 
ideológicos, actitudes 
individualistas, adhesión a 
propuestas populistas o 
autoritarias, si en el plano de la 
calidad democrática no ocurre 
una progresión hacia políticas 
sociales y de integración nacional.

Aunque la biodiversidad sigue 
siendo un activo del país en una 
proyección de diez años, es 
indudable que sin políticas de 
Estado eficaces seguirá 
reforzándose la tendencia 
declinante de degradación de 
tierras, suelos, zonas marinas y 
costeras, deforestación de 
bosques y escasez de agua dulce. 
Guatemala es uno de los países 
latinoamericanos más expuestos al 
cambio climático (sequías, 
tormentas), además que descansa 
sobre plataformas sísmicas. 

5. Probables rutas hacia el 	
	 2022

Hay un escenario probable para 
Guatemala en 2022 que se deriva 
de la proyección de las 

tendencias actuales. Es un 
escenario de precarización, que 
significa la continuación del ritmo 
actual de deterioro institucional en 
los campos del bienestar social, 
la seguridad y el empleo, a la vez 
que se asume la imposibilidad de 
las elites económicas y políticas 
de identificar en el ejercicio del 
poder la articulación de políticas 
de Estado y promover líderes para 
la época de cambio.

Otro escenario, cercano a lo 
deseable, que se desprende de 
la capacidad de la sociedad de 
identificar oportunidades y 
emprender tareas de construcción 
institucional, es aquel en que se 
podría administrar los cambios 
con cierta eficiencia y promover 
algunas reformas democráticas en 
el Estado. 

Ahora bien, al momento de 
elaborar escenarios siempre hay 
que considerar que no siempre 
ocurre lo probable y que la historia 
de lo improbable suele ocurrir con 
mayor frecuencia de lo previsto. 
Por eso es necesario pasar revista 
a una serie de hipótesis de baja 
probabilidad que sin embargo 
merecen ser tomada en 
consideración por su potencial alto 
impacto. Siguen siendo escenarios 
porque implican procesos 
endógenos del país, aunque 
puedan ser fenómenos imprevistos 
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e imponderables. Acontecimientos 
que no se puede evitar que 
sucedan y que eventualmente 
desencadenan rupturas históricas y 
crisis institucionales profundas.

Los escenarios están presentados 
en un orden de mayor a menor 
probabilidad. Se mueven dentro 
de las distintas etapas de las crisis 
de gobernabilidad democrática 
observadas durante los pasados 
25 años: de la crisis de confianza, 
se pasa a la crisis de conducción y 
de legitimidad, hasta llegar, 
algunas veces, a la crisis de 
Estado.5 La manera como se 
concreten o no en el futuro abrirán 
nuevos escenarios o consolidarán 
las tendencias identificadas. Por 
ejemplo, el escenario de la 
precarización nos acercaría al 
llamado “Estado fallido”; el de 
la “administración” de la crisis y 
margen de reformas no mejoraría 
de manera durable los indicadores 
de gobernabilidad, pero pondría 
al país en ruta de un eventual 
crecimiento institucional que 
dotaría al Estado de capacidades 
para emprender tareas de 
cohesión social. Y el escenario de 
baja probabilidad-alto impacto 

5. Fundación DESC. Itinerario de la crisis 
de gobernabilidad. En Informe Guatemala, 
número 2, 1-14 septiembre 2004.  

podría cerrar otro ciclo político en 
Guatemala.6

6. Escenario de la 
	 precarización

Este escenario tiene, cuando 
menos, cinco factores de 
incidencia:

Mayor pérdida de 
institucionalidad

En un contexto de deterioro y 
exclusión social, las preferencias 
políticas de los excluidos 
favorecerán la emergencia de 
liderazgos poco dispuestos hacia 
el desarrollo de las instituciones; 
en estos casos los partidos 
políticos y las instituciones de la 
democracia representativa 
perderán influencia frente a 
movimientos y poderes fácticos, 
mientras que fenómenos como el 
clientelismo, el personalismo y la 
arbitrariedad de los Gobiernos 

6. Estos ciclos políticos, desde 1944, 
abarcan, en promedio, diez años (1944, 
1954, 1963, 1974, 1982, 1993), aunque 
los ciclos económicos son mucho más 
extensos: de cien años en sus ondas 
anchas (matrices estructurales que
 reorganizan el sistema global, como fue 
el caso del café entre 1871 y 1980) y de 
30 años en sus ondas cortas, es decir, 
las variantes de modelos que ocasionan 
desplazamientos relativos en la estructura 
interna de la economía, sin modificar la 
matriz.
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florecerán. Esta tendencia 
declinante de la calidad 
democrática, se da a la par de 
una mayor velocidad de la 
desafección ciudadana hacia los 
Gobiernos democráticos. 

La declinación democrática no 
ocurre en la forma de los golpes 
de Estado tradicionales, pero sí a 
través del surgimiento de 
liderazgos autoritarios, con o sin 
componente militar. En este 
escenario los rangos de 
aceptación popular de los 
Gobiernos inician por encima del 
80% y concluyen con 15%. Sin 
embargo, el dato por sí mismo no 
es indicador de ingobernabilidad 
si la insatisfacción es pasiva, como 
hasta ahora, dado que, en la 
expectativa de la población, 
profundizar la crisis política no 
abre un escenario de mejoría. En 
cambio esa desafección popular 
se convierte en formidable 
obstáculo a la hora de que el 
Gobierno pretenda validar su 
gestión o aplacar otros factores de 
ingobernabilidad.
 
Inseguridad, deterioro del 
Estado de derecho

Los índices de violencia criminal 
siguen invariables y la sensación 
de inseguridad hace de las 
personas “policías” de hecho. 
Crecen las operaciones de 
limpieza social y los grupos 

delincuenciales contraatacan. 
Los narcotraficantes colombianos 
y mexicanos se establecen en el 
país con sus sofisticados aparatos 
financieros y continúa la guerra 
por el control de territorios. Las 
redes de chantajes y extorsiones, 
a través del enganche de jóvenes 
estudiantes, crece sobre las elites. 
Las maras ganan autonomía en 
relación a las mafias y aumentan 
su poder violento. 

Las elecciones periódicas para 
cargos de representación así como 
para renovar las instituciones de 
derecho (Corte de 
Constitucionalidad,  Fiscal General 
y Contralor General de Cuentas) 
se contaminan de este ambiente, 
agregándose al clima de 
politización de la justicia. Avances 
en potencia de procesos legales 
en derechos humanos son llevados 
a esa arena. Hay intentos 
inciertos de prorrogar varios 
mandatos de la CICIG y se 
refuerzan otros mecanismos 
internacionales (intervenciones 
de la DEA, coordinación regional 
contra el crimen organizado etc.) 
Las reformas institucionales en los 
aparatos de seguridad resultan 
frágiles.
 
Malestar de la economía

La tendencia de subida de los 
precios internacionales del 
petróleo -que hasta ahora no 
había sido decisiva en los índices 
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de inflación que se han 
acercado a los dos dígitos- 
comienza a pesar más. Los 
Gobiernos deben acudir a 
mayores subsidios al transporte y 
la energía para evitar el 
encadenamiento de paros y 
protestas populares. No obstante, 
el difuso ambiente especulativo 
tiene de todos modos impacto 
sobre los precios internos, lo cual 
abona la insatisfacción popular. El 
PIB crece en promedio 3%, pero 
ese impacto se neutraliza por el 
malestar ante los precios y la 
angustia del desempleo. 

En contraposición, el TLC con 
Estados Unidos contagia cierta 
euforia entre los inversionistas, 
pero la maduración de los 
proyectos es lenta (incertidumbre 
jurídica, resistencia de 
comunidades a las 
explotaciones de recursos 
naturales y a las concesiones). Se 
intenta poner en marcha políticas 
anticíclicas, sin lograr impactos 
dramáticos. Los compensadores 
sociales no operan. Los 
empleados públicos son sensibles 
a los intentos de cambiar el 
régimen de la seguridad social y 
las demandas de aumento salarial 
se extienden.
 
Empaño internacional

A pesar de que el país tiene un 
intenso comercio con Estados 
Unidos que se amplía hacia 

la Unión Europea a través del 
Acuerdo de Asociación, pierde 
reputación por incumplimiento de 
compromisos de seguridad y de 
convenciones internacionales. Hay 
constantes roces en torno a 
certificaciones por el débil 
compromiso de las autoridades 
locales en la lucha antinarcóticos 
que empañan las relaciones 
exteriores en general. 

La agenda de cooperación 
europea, luego que los Acuerdos 
de Paz  se eclipsaron, se canaliza 
a través de fondos regionales para 
la cohesión social que son 
adaptados a los mecanismos 
fallidos de los fondos sociales. 
Aun manteniendo el apoyo de 
la comunidad internacional, las 
relaciones exteriores comienzan 
a salir del campo de los “activos” 
seguros de los Gobiernos, lo cual 
le exige una política cada vez más 
dinámica para manejar situaciones 
conflictivas.
 
Disputas de poder 
exacerbadas

Las disputas por el control de los 
negocios vinculados a la agenda 
pública y las pujas de los 
prospectos a candidatos para las 
sucesiones presidenciales 
exacerban las contradicciones en 
las elites económicas y 
políticas, sin que se logren 
consolidar estructuras de 
partidos. Crecen las presiones 
sobre el Presidente como figura 



191

Revista Análisis de la Realidad Nacional	 IPNUSAC

central de poder, a la vez que 
conflictos de interés, presuntos 
actos de corrupción y divisiones 
internas se ventilan, a través de 
filtraciones, en los medios. Ante los 
crecientes riesgos de no reelección 
en 2015, 2019 y 2023, las 
opciones de relevo en el poder 
político siempre conducen a 
escenarios de “acuerdos y 
Gobiernos de transición”, bajo la 
regulación de los poderes fácticos 
legales e ilegales.
 
Factores de amortiguamiento

A pesar de la fuerza 
disgregadora de los anteriores 
campos, el escenario de la 
precarización se amortigua por el 
dinamismo de varios factores, no 
necesariamente benignos. Los 
factores de amortiguamiento 
indican que: 

a. Continúan los flujos de 		
	 emigración a EEUU y siguen 	
	 creciendo, aunque más 
	 pausadamente, las remesas 
	 familiares, no obstante las 
	 crecientes restricciones de 
	 seguridad.

b. Sigue expandiéndose la 		
	 economía informal que
	 permite condiciones de 
	 supervivencia a una porción 	
	 creciente de la fuerza móvil 	
	 de trabajo.

c. Se afinca la economía 
	 criminal en los circuitos 
	 inmobiliarios y financieros, y 
	 en los laberintos de las 
	 economías rurales e 
	 indígenas.

d. EEUU sigue proporcionando 	
	 un vital soporte político a los 	
	 Gobierno en la medida en 
	 que este apoyo es condición 	
	 para mantener  vigilancia en 	
	 asuntos de seguridad y hacer 	
	 exitoso el tratado comercial.

e. El movimiento popular logra 	
	 movilizaciones importantes, 	
	 pero sin continuidad ni fuerza 	
	 orgánica, igual que la 
	 oposición representada en 	
	 las legislaturas del 
	 Congreso, la cual sigue una 	
	 ruta de pérdida de legitimidad 	
	 ante la opinión pública.

 
7. Escenario de 
	 administración de la crisis

No ocurren cambios sustantivos en 
las condiciones generales de la 
inseguridad y deterioro del 
bienestar social, pero un 
encadenamiento de iniciativas 
públicas y privadas permite 
mostrar resultados, neutralizar 
amenazas coyunturales y afianzar 
el liderazgo necesario para evitar 
la dispersión de fuerzas. 
Condiciones clave para ello, en 
este escenario, son que:
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Se neutralizan las 
oposiciones portadoras de 
ingobernabilidad

Se emplea de manera efectiva el 
clientelismo a través de programas 
sociales, consejos de desarrollo y 
otras formas de organización. El 
movimiento popular está 
paralizado por una combinación 
de factores que, aprovechando su 
debilidad orgánica, abonan a su 
división e imposibilidad de 
implementar estrategias de 
incidencia. La oposición política 
sigue erosionada en su 
credibilidad pública y sus 
ejecutorias “no existen” en la 
medida en que no reciben reflejo 
mediático.
 
Respaldo internacional

EEUU y los países europeos 
ejecuta operaciones de 
“salvamento” con iniciativas que 
dan lustre a los Gobiernos y a los 
poderes corporativos afincados en 
el país. Por ejemplo, el TLC recibe 
una amplia promoción para hacer 
crecer el comercio y las inversiones; 
se equipara el estatus migratorio 
de los guatemaltecos en EEUU con 
el del resto de centroamericanos; 
no se descertifica al país por su 
mal desempeño en el combate a 
las drogas y tampoco hay sanciones 
por incumplimientos de 
convenciones multilaterales; las 
operaciones anti corrupción contra 
altos funcionarios de Gobierno, 

gracias a la colaboración externa, 
resultan en exitosas extradiciones 
y procesos penales condenatorios, 
a la vez que avanzan los casos de 
juzgamiento violaciones de 
derechos humanos.
 
Iniciativas de gobernabilidad

Una serie de políticas sociales 
-educación, salud, desarrollo 
rural, infraestructura- obtienen 
mejores  rendimientos que en el 
pasado. Los operadores 
oficiales, a pesar de no tener 
mayorías legislativas, alcanzan 
acuerdos con bajo costo en el 
Congreso y aprueban iniciativas 
vitales para la agenda de la 
sociedad civil y la comunidad 
internacional. Se establece una 
amplia red de diálogos y acuerdos 
en torno a políticas públicas 
asociadas a la agenda de 
cohesión social. Los ex PAC 
entran plenamente en los planes 
de ocupación gubernamentales, 
los programas de resarcimiento 
operan con cierta eficiencia y las 
políticas de seguridad pública 
logran articularse con algún grado 
de coherencia desde la 
comunidad hasta las elites. Las 
operaciones antinarcóticos tienen 
impacto inmediato en varias zonas 
del norte y occidente del país.
 
Liderazgo, unidad de poder

En este escenario los presidentes 
afirman un liderazgo que se 
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traduce en una alta unidad 
orgánica y claridad de objetivos en 
las administraciones de Gobierno. 
Se logra trazar y dar seguimiento 
a las metas estratégicas de las 
Naciones Unidas sobre 
desarrollo y cooperación. Las 
disputas de negocios se disuelven 
y los factores disociadores que 
operan motivados por mejores 
posicionamientos en los sucesivos 
relevos democráticos del poder se 
someten a un régimen disciplinario. 
Las purgas en los Gobiernos 
(renuncias de ministros, directores 
e incluso diputados) fortalecen 
su unidad, pues funcionan como 
“depuraciones” donde gana 
espacio cierta tecnocracia 
pública. Las operaciones 
sociales son efectivas y el 
Congreso cede ante la irresistible 
fuerza del Ejecutivo.
 
Semilla hegemónica del 
poder corporativo

Las rivalidades entre los bloques 
corporativos (tanto locales como 
extranjeros) disminuyen porque 
han identificado campos de 
beneficio mutuo. Empresarios y 
operadores intermedios procuran 
acercamientos, sociedades  de 
conveniencia y acuerdan los 
límites de sus diferencias. En este 
escenario, las previsibles 
disputas entre facciones 
corporativas también bajan el filo 
de la agresividad. 

Otros actores políticos operan y 
traducen ese clima en programas 
de unidad nacional o nuevos 
pactos sociales con vistas a ganar 
pluralidad en los Gobiernos, 
incluyendo el ascenso de 
Gobiernos de centro izquierda o 
de izquierda. Así, la sucesión 
gubernamental pierde 
incertidumbre y gana en 
previsibilidad de rumbo, a pesar 
de que la población siempre 
demandará virajes más radicales 
en la gestión de las políticas 
públicas y la calidad de Estado.
 
8. Escenario de baja 
	 probabilidad-alto impacto

A la hora de elaborar escenarios 
hay que tener en cuenta que no 
siempre ocurre lo más probable. 
La historia dice que lo improbable 
se presenta con mucha mayor 
frecuencia de lo esperado. 
Considerando lo anterior, se 
identifican ciertas condiciones que, 
aun siendo improbables, tendrían 
alto impacto sobre la 
gobernabilidad democrática de 
Guatemala.
 
Confrontación 
Congreso-Ejecutivo

El Congreso sigue conformándose 
con bloques de minorías que tiene 
una alta movilidad entre grupos y 
bancadas, e impredecibles 
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alineamientos políticos. El 
clientelismo es un código 
aceptado y permite al Gobierno 
reunir los votos necesarios para 
alcanzar la aprobación de 
iniciativas de ley por mayoría 
simple y, con un poco de esfuerzo, 
hasta con mayoría calificada. 

Este escenario, sin embargo, 
contempla que la expectativa del 
aceleramiento del desgaste 
gubernamental, el horizonte de 
los sucesivos cambios electorales 
y las reparticiones de cuotas de 
poder en los órganos contralores, 
que son más inmediatas, amén 
de las disputas por el control de 
negocios y concesiones, provocan, 
en conjunto, un realineamiento 
de fuerzas en el cual el Gobierno 
pierde sus capacidades de 
gobernanza sobre el Legislativo. 
De tal cuenta que la tensión entre 
los organismos crece, los acuerdos 
son menos que imposibles y la 
gobernabilidad se vuelve 
insoportable, dando paso a una 
confrontación abierta.
 
Salida del presidente

En el horizonte de la próxima 
década, al Presidente de la 
República no se le reconoce como 
un líder nacional ni como un 
estadista que crece ante la 
adversidad. Su imagen es de 
vulnerabilidad ante situaciones 

desventajosas. Además su salud 
no da las mejores señales. Esos 
son dos factores que dan pie a su 
eventual salida del Gobierno. El 
probable relevo (el vicepresidente), 
sin sufrir esos padecimientos, no 
ofrece garantías ni confianza a los 
bloques corporativos, por lo que 
por lo que la salida del 
mandatario está precedida por 
una renuncia inducida del 
vicepresidente, aunque, en caso 
de que la elección del Presidente 
fuese llevada al Congreso, el 
resultado se vuelve altamente 
imprevisible.
 
Revueltas populares

El movimiento popular -informales, 
comunidades, empleados 
públicos, instancias indígenas- 
sigue sin distinguirse por altos 
niveles de organización ni por 
definiciones estratégicas, pero sí 
por su capacidad de inflamación y 
demostraciones de fuerza. A pesar 
de esas debilidades del movimiento 
popular tradicional, surgen 
movimientos locales aglutinados 
en defensa de los recursos 
naturales y contra los intentos de 
privatizaciones. Este escenario 
considera esa base de 
organización precaria, pero 
también el malestar económico 
de la mayoría de la población no 
organizada y promesas 
incumplidas (ex PAC, resarcimiento, 
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empleados públicos, usuarios y 
consumidores); además, el 
proceso de acumulación de las 
organizaciones indígenas y de 
mujeres podría deriva en 
movilizaciones más consistentes. 

Surge amenazante el potencial 
de causar disturbios y violencia 
callejera por parte de las maras 
(decenas de miles de jóvenes) que 
sufren represión oficial 
clandestina y son blanco de 
extorsiones de la policía. Ese 
“cóctel social” frente a eventos 
previsibles (alza de precios, 
privatizaciones, expropiaciones 
etc.) resulta altamente explosivo, y 
tan espontáneo como 
ingobernable por su capacidad de 
contagio. De igual manera, abre 
el riesgo de desencadenar crisis 
institucionales.
 
Ruptura en los bloques de 
poder

La división cierta entre los 
grupos corporativos tiende, en este 
escenario, a ampliarse como una 
lucha más franca por el dominio 
en todos los terrenos 
(económico, político, social, de 
seguridad, mediático). Las 
mediaciones, los proyectos 
conjuntos y asociaciones de 
negocios fracasan por 
desconfianzas mutuas. Pero 
además, las fuerzas centrífugas 

presentes en los Gobiernos, 
adquieren mayor autonomía por la 
ausencia de liderazgos 
corporativos, provocando alianzas 
extrañas entre los antiguos 
enemigos y divisiones entre los 
amigos (coaliciones de 
Gobiernos). Los medios resultarían 
cajas de resonancia y campos de 
disputa.
 
Desastres, inacción 
gubernamental

Aunque las previsiones de 
emergencias financieras tienen 
baja probabilidad, el territorio 
guatemalteco está expuesto a 
desastres de la naturaleza 
(terremotos, huracanes, deslaves, 
incendios, sequías, inundaciones, 
etc.) que amplifican sus efectos 
perniciosos por la vulnerabilidad 
de amplios sectores de la 
población, convirtiéndose en 
catástrofes sociales. Ciertos 
desastres ocurren y el Gobierno no 
adopta una posición activa, con lo 
cual pudo revertir algunos de los 
factores que le eran adversos; 
al revés, pierde la iniciativa y la 
sociedad nota el rezago o 
impotencia oficial, el resultado 
entonces es que se alientan 
opciones alternativas de poder 
fáctico. En este escenario, la 
pérdida de iniciativa implica un 
altísimo costo para la 
gobernabilidad. El Gobierno pasa 
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de una crisis de conducción a una 
de legitimidad.

Cambios en la lógica del 
narcotráfico

Se legaliza la droga. Las mafias 
narcotraficantes ensayaran una 
rápida adaptación a las nuevas 
condiciones. Sin embargo, se 
produce una inmediata caída de 
los ingresos totales de este 
negocio ilegal, que se harían notar 
en un país como Guatemala que 
ya era altamente dependiente de 
la economía del narcotráfico. 

Colapso económico 
internacional

Contraponiéndose a los escenarios 
anteriores que predecían un 
aumento de las exportaciones por 
los tratados comerciales con 
Estados Unidos, Europa y la 
ampliación del comercio con 
China en los próximos años, este 
imprevisto implicaría caída de 
precios internacionales de 
commodities y un duro golpe al 
aparato productivo y de servicios 
local. A su vez, se produciría una 
desaceleración del crecimiento y 
del comercio mundial, en las 
proporciones de una 
deglobalización, que impactaría 
negativamente sobre la tasa de 
crecimiento económico. 

En un escenario de estas 
características, lo probable sería 
que los flujos de inversión a países 
como Guatemala se retraigan, y 
que los capitales se refugien en 
posiciones de bajo riesgo en los 
países centrales. Una crisis de 
amplia magnitud podría expulsar a 
decenas de miles de emigrantes en 
Estados Unidos. 
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Jesús García-Ruiz

El 
protestantismo 

en 
Guatemala

La ruptura del siglo XVI generó una 
controversia que se polarizó en los 
documentos del Concilio de Trento 
y que se transfiere a América 
Latina en el siglo XX, aunque 
estamos muy lejos de observar una 
reacción de la envergadura de 
entonces.

El desarrollo del protestantismo en 
Guatemala se inicia en el último 
cuarto del siglo XIX. Aunque había 
habido intentos individuales 
anteriormente, fue el 15 de marzo 
de 1873 que el general Justo 
Rufino Barrios, presidente de la 
República promulgó el Decreto 

La primera etapa

Si bien es cierto que fue en el siglo XVI (ruptura 
de Lutero en 1517) que se rompió en Europa la 
homogeneidad religiosa, es necesario esperar 

-en realidad- a la segunda mitad del siglo XX para 
observar el mismo fenómeno en América Latina.
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93, por el que se reconocía la 
libertad de cultos. Se trató del 
inicio de un proceso que ha 
llevado, en un siglo, a la 
pluralización masiva de lo religioso 
en América Latina en general, y en 
Guatemala en particular.

En esta primera parte, queremos 
presentar –sucintamente- las 
etapas del proceso y, sobre todo, 
las lógicas del mismo, ya que son 
éstas las que permiten comprender 
cómo y por qué el campo religioso 
se ha pluralizado y, sobre todo, 
cómo ha incidido y está incidiendo 
en el cambio social, político, 
económico y -evidentemente- 
religioso de las sociedades 
presentes en el espacio rural. 

El proceso de desarrollo de las 
diferentes corrientes protestantes o 
“protestantismos” en Guatemala, 
puede ser periodizado -para su 
comprensión- en tres grandes 
momentos. 

El precursor
El precursor del protestantismo en 
Guatemala fue Federico Crowe, 
quien, procedente de Belice, llegó 
a Guatemala en 1843 y comenzó 
a vender Biblias y estableció una 
escuela de tipo Lancasteriano,1  

pero la oposición que despertó 
hizo que el entonces presidente 
Carrera lo expulsase en 1849. Era 
de padres ingleses pero nacido 
en Bélgica y era colportor bíblico. 
Partió en 1838 de Bélgica con 
un grupo de colonos que querían 
establecerse en Las Verapaces, 
pero no lográndolo, pasó a Belice 
donde se convirtió a evangélico. 
En 1841 llegó a Las Verapaces 
con un nuevo grupo colonizador 
como maestro de escuela y agente 
de la Sociedad Bíblica Auxiliar de 
Belice. 

Cuando en 1843 la colonia se 
deshizo, viajó a la capital donde 
trabajaba vendiendo Biblias. Las 
autoridades le prohibieron 
venderlas, pero prosiguió 
regalándolas o prestándolas. Fue 
nombrado profesor de inglés en 
la universidad, enseño música 
y organizó la primera banda de 
Guatemala. Fundó una escuela 
de tipo lancasteriano que llegó a 
tener cien alumnos. Y en, secreto, 
formó un grupo de evangélicos. 
Clero y Gobierno intentaron cerrar 
la escuela. 

Finalmente fue expulsado en 1846 
por el Gobierno de Rafael 

1. Sistema educativo desarrollado por 
José Lancaster, -inglés que era calvini-
sta pero se volvió cuáquero- conocido 
como “lancasteriano”, “monitorial” o de 
“ayuda mutua” y que cumplió un papel 
muy importante en el desarrollo de los 
protestantes en América Latina durante 

el período de la Independencia, pues el 
método fue impuesto por decreto por José 
de San Martín en Argentina y en Perú, en 
Chile por O’Higgins lo que abrió las puer-
tas a la lectura de la Biblia. Fue invitado 
por Bolívar a Venezuela donde trabajó de 
1825 a 1827.  
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Carrera debido a la intervención 
del arzobispo. Uno de sus alumnos 
de inglés fue Lorenzo Montúfar, 
que sería embajador en 
Washington más tarde y que 
apoyaría el desarrollo protestante 
en Guatemala.  

La Iglesia Presbiteriana

El inicio oficial de la pluralización 
religiosa se sitúa en 1882, cuando 
Justo Rufino Barrios, de regreso 
de su viaje a Washington -donde 
firmó el tratado de límites con 
México (12.8.1882)-, trajo entre 
su séquito al misionero 
estadounidense presbiteriano John 
Clark Hill, quien iniciaría el 
desarrollo de la Iglesia 
Presbiteriana en Guatemala. 

Justo Rufino Barrios, liberal que 
había confrontado a la Iglesia 
católica aliada de los 
conservadores, había sido 
sensibilizado por la señora Frances 
de Cleaves, que pertenecía a la 
Iglesia Congregacional de Boston 
y cuyo esposo era propietario de 
la finca “La Alameda” en 
Chimaltenango. Como lo relata 
E. Haymaker2 fue la señora de 
Cleaves quien habría 

2. Eduardo Haymaker, Footnotes on the 
Beginnings of the Evangelical Movement 
in Guatemala, El Rancho, Guatemala, 
Edición mimeógrafo, 1946: 11.

contribuido a influenciar a Barrios 
sobre el desarrollo del 
protestantismo como medio para 
contrarrestar la influencia clerical. 

La Junta de Misiones de la Iglesia 
Presbiteriana decidió el 12 de abril 
de 1882 enviar a John Clark Hill 
a Guatemala, aunque había sido 
nombrado anteriormente para que 
viajase como misionero a 
Ningpo (China). Además de 
la Iglesia Presbiteriana (que se 
encuentra aún actualmente detrás 
del Palacio Nacional), creó 
también un colegio -con el 
nombre de Colegio 
Americano- que tenía su sede en 
el edificio de dos pisos del hijo 
de Barrios, ubicado en la esquina 
de la 8ª Avenida Sur y la 11 calle 
y que inició sus actividades en 
enero de 1884. El colegio cambió 
de lugar en varias oportunidades 
hasta quedar con el de La Patria, 
que es el que tiene aún hoy en la 
7ª Avenida 7-38 en la zona 2. E. 
Haymaker3 afirma: “educamos 
hijos de todos los presidentes 
desde Justo Rufino Barrios hasta 
Ubico”.

En septiembre de 1887 llegó a 
Guatemala, para continuar lo 
emprendido por Hill, Eduardo 
Haymaker, quien hablaba 

3. Ibiden, 45.
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español pues había estado tres 
años en México. Una de las 
primeras operaciones del 
nuevo misionero fue la de crear la 
Escuela dominical que organizaba 
cursos de formación religiosa los 
domingos. La iglesia se desarrolló 
hacia el occidente, siendo 
Quetzaltenango el polo de este 
desarrollo. Se implicó en los 
procesos educativos, de formación 
y de atención a la salud. 

La Iglesia Centroamericana

La segunda que llegó a 
Guatemala fue la Misión 
Centroamericana (MCA). Se trata 
de una institución creada por 
Cyrus I. Scoffield, quien 
pertenecía a la Asociación 
Cristiana de Jóvenes (YMCA) y que 
en 1882 fue nombrado pastor de 
la Primera Iglesia Congregacional 
de Dallas. Las conferencias de 
Hudson Taylor, misionero que 
fundó la Misión Interior de la 
China, orientó su interés por las 
implantaciones en el exterior.  
Después de informarse de la 
presencia protestante en América 
Central –donde únicamente 
estaban presentes la Iglesia 
Presbiteriana en Guatemala y la 
Iglesia Morava entre los Misquitos 
de la costa nicaragüense-, decidió 
crear una iglesia para 
Centroamérica, la cual fue 
fundada en Dallas el 14 de 
noviembre de 1890. 

En 1891 eligen Costa Rica para 
la primera implantación, debido a 
que no existía ninguna institución 
protestante que trabajase en la 
conversión de los costarricenses; 
en 1896 se instala en El Salvador; 
es en 1898 que llega H. C. Dillon 
a Guatemala, pero murió seis 
meses más tarde en Honduras. 

Por eso el verdadero inicio se 
sitúa en 1899, con la llegada del 
Dr. Eduardo Bishop y su esposa. 
Inicia su proselitismo al aire libre, 
en lugares transitados (parques, 
mercados etc.) de la capital, pero 
la población manifiesta hostilidad 
activa, por lo que decide buscar 
un local que encuentra y compra 
en “Las Cinco Calles” (hoy 
Avenida Bolívar 20 y 21 calles y 3ª 
y 4ª Avenidas de la zona 1). Desde 
su inicio esta iglesia desarrolló una 
estrategia particularmente activa 
y maximalista de implantación 
territorial en el interior, lo que la 
convirtió –a pesar de las rupturas 
internas, como fue el caso, entre 
otros, de la creación Elim- en la 
segunda más importante, 
numéricamente, del país. 

Tiene en Guatemala su Seminario 
(SETECA) que ha cumplido un rol 
de “Vaticano”, es decir, de 
“guardián teológico” y tiene un 
Instituto Bíblico en Chimaltenango. 
Dos emisoras de radio están bajo 
su patrocinio en Guatemala: 
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TGNA en la capital y TGBA en 
Barillas (Huehuetenango). 

Ha desarrollado una política 
particularmente voluntarista en 
relación con el mundo 
indígena: es en sus filas que surge 
lo que será más tarde el Instituto 
Lingüístico de Verano. En efecto, 
W. Cameron Townsed, que fue el 
fundador de la institución, había 
sido pastor de la Centroamericana 
en San Antonio Aguas Calientes 
primero, y en Panajachel después. 
Esta misma implicación en el 
mundo indígena la encontramos 
en Huehuetenango, donde la 
familia Toms4 se estableció a partir 
de 1902 y donde la Iglesia tendría 
un punto de apoyo regional de 
primera importancia, como lo de-
muestra el sin número de iglesias 
centroamericanas que se han de-
sarrollado en el departamento. 

Teológicamente la Iglesia 
Centroamericana es conservadora 
y es estrictamente 
dispensacionalista en su 
interpretación de las Escrituras. Su 
fundador fue el exponente 
máximo de esta corriente, que 
afirma que Dios ha tratado de 
diversas maneras a los hombres 

4. 92 años del Evangelio en 
Huehuetenango, Huehuetenango, Editorial 
Confraternidad Cristiana de Occidente, 
1999.

durante las diversas épocas de la 
historia bíblica. 

Una “dispensación” es, según C. 
I. Scofield, “un período durante el 
cual el hombre es probado 
respecto a su obediencia relativa a 
alguna revelación específica de la 
voluntad de Dios”. Scofield 
plantea un esquema de siete dis-
pensaciones. Los 
dispensacionalistas son 
obligatoriamente pre-milenaristas. 
Estas posiciones teológicas han 
generado fuertes oposiciones en 
otras iglesias y han sido causa de 
tensiones y de rupturas. Es, sin 
duda la iglesia “Cinco Calles” la 
que ha dado origen al mayor 
número de iglesias por ruptura que 
generaron nuevas instituciones.   

La Misión “Amigos” o 
Cuáqueros

Se trata de un grupo religioso que 
tuvo su origen en el ala radical del 
puritanismo inglés en el siglo XVII. 
Privilegia la fe contra el ritualismo 
y el formalismo. Fue en George 
Fox que esta corriente encontró su 
líder, el cual anunció que quería 
hacer revivir el cristianismo y que 
anunciaba la “Edad del Espíritu 
Santo”, que sería una edad nueva. 

Fueron perseguidos: multas, cárcel 
etc. por la doctrina que 
predicaban, lo que llevó a 
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muchos de sus miembros a 
exilarse en el Nuevo Mundo: hacia 
1656 están presentes en Barbados 
y en 1660 Nueva Inglaterra. El 
éxodo fue importante: en 1690 
había más de 10,000 amigos en 
las colonias, y en 1750 había más 
miembros en las colonias que en 
Inglaterra. En el Nuevo Mundo, el 
líder incontestado fue William Penn 
quien perteneciendo a una familia 
inglesa pudiente, consiguió que 
Carlos II le asignara una extensión 
inmensa de terreno al oeste de la 
colonia de Nueva Jersey, donde se 
concentraron los “Amigos” 
exilados. Dicho territorio se 
convertiría en provincia y 
posteriormente en el Estado, cuyo 
nombre –en su honor- se llama 
Pennsylvania. 

El desarrollo de los “Amigos” en 
América Latina inicia en México 
cuando la Junta anual de Indiana 
envía misioneros a Matamoros en 
1871. En Cuba se establecieron 
en 1900 en la ciudad de 
Gibara. Y es en 1902 que llegan 
dos jóvenes a Chiquimula para 
iniciar su obra en Guatemala. 
Los dos misioneros que llegaron 
habían conocido en Bakersfield 
(California) a Eduardo Bishop, 
fundador en Guatemala de la 
Misión Centroamericana, quien 
les habló de la situación del país. 
Llegaron a Guatemala con una 
tonelada de Biblias y nuevos 

testamentos, decidieron instalarse 
en Chiquimula. 

La llegada de varias misioneras 
hizo posible la creación de 
centros educativos, infantiles 
primero –como el jardín infantil 
“Líbano”-, el internado para niñas 
y la escuela “Beraca” para varones 
con todos los grados. Igualmente 
crearon un Instituto Bíblico para 
la formación y adiestramiento de 
pastores, miembros de la iglesia 
etc. e implementaron también 
cursos por correspondencia para 
los laicos. Posteriormente 
organizaron una Escuela Normal 
que dio continuidad a la 
formación de las otras 
instituciones, con el nombre de 
Colegio “Amigos”. 

El sistema educativo continuó su 
desarrollo con centros de 
alfabetización, de extensión 
agrícola, de desarrollo de 
cooperativas, clínicas médicas etc. 
En Jocotán -donde implementaron 
un programa agrícola- 
desarrollaron una actividad 
importante entre los chortí, 
creando un alfabeto para la 
alfabetización en dicha lengua y 
desarrollando un proyecto 
lingüístico que fue dirigido por Inés 
Oakley y los esposos McNichols, 
quienes también  desarrollaron un 
proyecto lingüístico entre los 
pocomames de San Luis 
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Jilotepeque. Posteriormente 
ampliaron su acción hacia Petén y 
están presentes en Izabal, Zacapa, 
Jalapa y Quetzaltenango, en el 
occidente de Honduras y el 
noroccidente de El Salvador. 

Esta institución, al igual que más 
tarde los metodistas, se ha 
concentrado en la región de 
oriente, desarrollando estrategias 
de “saturación territorial” y han 
permanecido en las mismas 
regiones desde su origen, lo que 
les ha permitido un desarrollo 
coherente en un espacio preciso 
y circunscrito con alta densidad 
operativa y organizacional.  

La Junta Anual de Centroamérica, 
asociada a la de California, es 
una de las más grandes de 
América Latina, con 143 iglesias 
organizadas y muchas 
congregaciones dependientes, 
ascendiendo a unos 16,000 
miembros.   

La Iglesia del Nazareno

Se trata de una Denominación que 
fue el resultado de la unificación 
de unos 15 grupos independientes 
del “movimiento de santidad 
wesleyano” que se desarrolló en 
los Estados Unidos en el siglo XIX y 
cuya organización -en los Estados 
Unidos- se llevó a cabo en 1908 
en Pilot Point (Texas). Anteriormente 

había tenido otros nombres: 
originalmente se llamó Iglesia 
Pentecostal del Nazareno, pero 
en 1919 abandonaron el término 
Pentecostal ya que hacía 
referencia al “hablar en lenguas” y 
que se trataba de una práctica con 
la que no estaban de acuerdo.  

Es en 1901 que la iglesia del 
Nazareno inicia su desarrollo en 
América Latina, comenzando en 
Guatemala: Juan T. Butler 
estableció su primera misión en El 
Rancho. Fue a partir de 
Guatemala que la institución llevó 
a cabo su expansión en los otros 
países de la región: Belice (1930), 
Nicaragua (1944), El Salvador 
(1958), Costa Rica (1963) y 
Honduras (1971). En 1978 la 
Iglesia del Nazareno estaba 
presente en toda América Latina, 
excepto en Venezuela, contando 
con 32 distritos, 775 iglesias, 
una membrecía de 77,923 y una 
comunidad de una 800,000 
personas. 

Iglesia Metodista Primitiva

Su instalación en Guatemala sigue 
el modelo de la Iglesia del 
Nazareno, por “adquisición”, es 
decir, “comprando iglesias y 
misiones ya establecidos”. A partir 
de 1922 realiza tres adquisiciones: 
la obra que Furman había 
desarrollado en Santa Cruz del 



204

Enero / Marzo 2013 Edición especial 3 Año 2

Quiché, en los municipios de 
Totonicapán y en la cabecera 
municipal, que había sido iniciada 
en 1912 con Himes; en 1926 la 
obra desarrollada por J. Secord 
-misionero independiente- en 
Chichicastenango (que había sido 
iniciada desde 1900). De esta 
manera, la Iglesia Metodista 
Primitiva se encontró -a partir de 
1926- con cuatro centros 
importantes en dos municipios que 
hablaban la misma lengua. 

Charles Furman llegó a 
Guatemala el 15 de septiembre 
de 1916 como representante de 
la Sociedad Unida de Misiones del 
Evangelio Libre estableciéndose 
en Santa Cruz del Quiché, pero 
dicha institución les notifica que no 
puede seguir financiándoles, por 
lo que se afilia a la Iglesia 
Metodista Primitiva de 
Pennsylvania. Las cosas se 
complican nuevamente cuando el 
13 de abril de 1932 se produce 
“una experiencia pentecostal” de 
avivamiento en la cabecera de 
Totonicapán5 la cual se expandió 
rápidamente en el conjunto de 

grupos de la institución, lo que 
despertó suspicacia entre los 
responsables de los Estados 
Unidos. Furman viaja para 
reunirse con los responsables 
norteamericanos, pero las 
discrepancias doctrinales dan 
origen a una nueva ruptura: los 
lazos se rompen entre Furman y 
los metodistas, regresa a 
Guatemala, pero ya no es 
“metodista”. Inicia, en 
consecuencia, bajo la dinámica 
pentecostal lo que será 
posteriormente la Iglesia de Dios 
del Evangelio Completo.

Reflexiones sobre la 
primera etapa

En esta etapa se observa una 
actividad intensa pero lenta en la 
constitución de grupos de 
convertidos. Se trata de misioneros 
cuya estrategia de implantación  
es, en ciertos casos, circunstancial 
y coyuntural. Las dificultades de 
transporte, de instalación, de 
desarrollo del proselitismo, la 
resistencia y confrontación por 
parte de la Iglesia católica y de la 
sociedad guatemalteca, 
fueron dificultades particularmente 
significativas en esta primera fase. 
Eso ocurre en procesos iniciales 
y hasta la constitución de masa 
crítica de adeptos. 

Se observa también un rol 
central de las Juntas Misioneras de 

5. El pastor Marcos Son, en Amanecer. 
Historia de la Iglesia de Dios del Evangelio 
Completo, p. 22 indica que fue el 13 de 
abril de 1932 que fue “el comienzo de 
una nueva era de la historia de la Iglesia 
Cristiana de Guatemala, cuando (Dios) 
hizo descender el fuego pentecostal sobre 
la pequeña congregación reunida en un 
día miércoles en el templo de la iglesia 
metodista primitiva de Totonicapán”. 
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los Estados Unidos, la presencia 
masiva de misioneros 
norteamericanos y una lenta 
ascensión de actores nacionales. 
Se observa una estrategia de 
extensión territorial a partir de 
pequeños núcleos, basados en 
las lógicas del discipulado, de 
creación de fuertes lógicas de 
pertenencia comunitaria y de un 
cierto aislamiento en relación con 
los contextos locales. En efecto, la 
hostilidad social que se expresaba 
en numerosos casos, originó 
procesos de ostracismo y de 
exclusión, lo que dio origen a 
instintos de repliegue, de 
“victimización social” y de 
configuración de formas de 
auto-legitimización interna.  

Al mismo tiempo, estas primeras 
iglesias se concentran en el 
espacio rural. Si bien es cierto que 
la Iglesia Presbiteriana y la 
Centroamericana inician su 
desarrollo en la capital, hasta la 
década de 1920 serán las dos 
únicas iglesias capitalinas. No 
obstante, la primera desarrolla 
una actividad intensa de creación 
de Iglesias y de obras de extensión 
y formación a partir de 
Quetzaltenango, mientras que la 
segunda toma como objetivo el 
nor-occidente expandiéndose en 
Huehuetenango y en las 
regiones vecinas. La Iglesia 
Amigos se asentará en oriente, la 

Nazareno en el corazón del 
universo q’qech’i (Verapaces y 
expansión hacia Petén), la 
Metodista en Totonicapán y El 
Quiché. 

Esta división territorial es 
consecuencia, en gran medida, 
del Plan de Cincinnati,  aplicado 
a Guatemala, que se concretizó 
en la reunión organizada por las 
Juntas Misioneras que trabajaban 
en México y que tuvo lugar en 
Cincinnati el 30 de junio y el 1 de 
julio de 1914, y en la que se llegó 
a un acuerdo sobre las zonas de 
misión en que las iglesias 
respectivas se implicarían. La 
reunión fue convocada por el 
Comité de Cooperación en 
América Latina con el fin de evitar 
la competencia interna y 
determinar una organización 
territorial. En un principio el plan 
fue aceptado por las 
sociedades representadas en la 
reunión, pero las nuevas 
sociedades que llegaron 
posteriormente hicieron caso 
omiso. Poco tiempo después 
instituciones que habían firmado el 
pacto lo consideraron como 
contradictorio y perjudicial para 
sus intereses, de tal manera que 
algunos lo tildaron de “plan 
asesino”. 

Al mismo tiempo se observa el 
desarrollo de instituciones y 
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actividades de promoción social 
y de ascensión social: escuelas, 
colegios, centros de salud etc. que 
será una constante en las fases 
subsiguientes. Igualmente se 
observa en esta etapa la 
inestabilidad de estas instituciones: 
escuelas y colegios abren y 
cierran, se inicia una obra y queda 
un tiempo sin pastor, lo que 
significa que están muy 
supeditadas a competencia, 
dinamismo e implicación de 
actores individuales y que aún no 
existe una masa crítica de actores 
polivalentes que puedan 
fácilmente intercambiarse. 

Otro factor que explica esta 
inestabilidad es la dependencia 
financiera y administrativa de las 
correspondientes centrales de los 
Estados Unidos, las cuales tardan 
en cursar las autorizaciones, no 
aumentan los presupuestos en 
función de las necesidades o, 
simplemente, no comprenden muy 
bien la significación de los 
operativos que se quieren 
implementar. 

La estructura de la acción 
institucional de la Iglesia del 
Nazareno, por ejemplo, evidencia 
claramente las lógicas y 
estrategias de la acción social de 
las iglesias durante este período. 
Son programas orientados a los 
grupos sociales de escasos 
recursos y los más importantes son: 

Salud: Casa de la salud 
nazarena, en Cobán, 1927; 
La Tinta, 1926; Tucurú, 1951; 
Senahú, 1958; Sa’holom (Playa 
Grande), 1991

Educación: Educación 
primaria: Escuela evangélica, 
1912 (después Colegio 
Nazareno de Señoritas en 
Cobán); Colegio Nazareno de 
Varones, 1921 en Cobán, reci-
bió alumnos internos; 
Instituto Bíblico Nazareno, 1924 
(formación de 
líderes-pastores) internado y 
tiene centros de formación 
por extensión en Ch’inamox, 
Fray Bartolomé de las Casas, 
Senahú, San Juan Chamelco, 
Chisec, Cantabal (Quiché), La 
Tinta. Plan sabático: Cobán y 
alrededores. Seminario 
Teológico Nazareno; Centro 
Educativo Concepción (San 
Juan Chamelco), 1953; 
Programa “Compasión” 
(creado en 1984), Programa 
de educación para mejorar las 
condiciones de vida de la 
población y Programa de 
Salubridad, prevenir las 
enfermedades y mejorar la 
salud.

La instalación de las centrales de 
ciertas iglesias en el interior del 
país es importante y significativa, 
particularmente en lo que se 

-

-
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refiere a la Iglesia el Nazareno que 
establece su espacio operativo en 
Las Verapaces tomando a Cobán 
como centro estratégico. Es cierto 
también que, desde el inicio, el 
interior del país era “un terreno” 
potencial “convertible”, debido 
a la debilidad institucional de la 
Iglesia católica y del Estado, a la 
carencia de servicios y a la 
urgencia de las necesidades 
resentidas en salud, educación, 
formación etc. La creación de 
instituciones educativas formaba 
parte de la estrategia de 
conversión: a través de los niños 
se tenía acceso a los padres y al 
convertirse los padres tenían 
acceso a centros educativos para 
sus hijos, lo que era una ventaja 
real.

Estas iglesias tienen una presencia 
local indiscutible, presencia que 
está articulada a través de 
pequeñas iglesias en la casi 
totalidad del territorio nacional. 
Son, sin duda, las que están 
presentes en los lugares más 
reculados. La estrategia de 
presencia territorial extensiva, que 
ha durado más de un siglo para 
algunas, ha dado resultados 
concretos: la presencia masiva 
territorial de pequeños grupos 
constituye una verdadera tela de 
araña, grupos con movilidad, con 
actores locales altamente 
implicados y en torno a los cuales 

se articulan grupos familiares y 
formas de autoridad. Lo que da 
origen a formas de autonomía 
social y de solidaridad, y a un alto 
grado de cohesión. Se trata de 
sistemas que funcionan por lógica 
de redes, que les da movilidad, 
iniciativa y articulación en la 
acción. 

Al mismo tiempo esta presencia 
territorial masiva, que corresponde 
a lógicas de discipulado, conlleva 
riesgos: la conciencia del 
número, lo que dificulta 
potenciales cooperaciones con 
otros grupos presentes en los 
mismos espacios territoriales; 
competencia a nivel local por la 
apropiación de ciertas lógicas 
hegemónicas; disputas en torno a 
la “posesión de la verdad”, y una 
cierta tendencia al desarrollo de 
lógicas endógenas en el interior de 
los grupos de pertenencia. 

Observamos -aunque en las 
etapas siguientes será mucho más 
evidente- que la concentración de 
actores -misioneros- y de medios 
-financiamiento- es central para 
el desarrollo de los procesos de 
desarrollo institucional y de 
conversión. En efecto, cuando 
los responsables de las juntas 
misioneras tienen claridad sobre 
la importancia de los proyectos 
propuestos, el desarrollo es rápido 
y, en ciertos casos, espectacular, 
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pero cuando los responsables 
norteamericanos no envían nuevos 
misioneros o congelan los 
presupuestos, las obras se 
estancan e, incluso, se 
desarticulan.

Desarrollo de instituciones 
nacionales y doctrina 
pentecostal

Cuando los medios evangélicos 
hablan de esta segunda fase, la 
designan como la fase de 
“explosión”. Pero es también la 
fase de la competencia interna y, 
a diferencia de la fase anterior, 
se desarrollan estrategias que no 
tienen en cuenta los acuerdos 
territoriales de la fase 
precedente, lo que genera en 
numerosos casos una competen-
cia, procesos de descalificación 
doctrinal y de legitimidad. 

Por otra parte, las posiciones del 
Estado guatemalteco cambian y, 
durante 11 años (1923-1934) 
no fue posible la implantación de 
nuevas denominaciones. Sin 
embargo, las divisiones internas 
que se produjeron entre las 
iglesias presentes en el territorio, 
los cambios institucionales de 
ciertos misioneros presentes en 
Guatemala y la llegada de 
algunos misioneros 
independientes marcó procesos de 
expansión nuevos en este período.

Rupturas, divisiones, 
absorciones

Hasta ese período las instituciones 
no se habían interesado realmente 
en la capital, pues únicamente 
había dos iglesias: la Iglesia 
Central Presbiteriana y la Misión 
Centroamericana “Cinco calles”. 
Las iglesias que serán creadas en 
esta nueva fase instalarán sus 
centrales institucionales en la 
capital, siendo la periferia de la 
zona 1 y parte de la zona 2 que 
concentrarán una gran parte de 
las nuevas implantaciones. 

Las dinámicas de este período 
pueden ser sintetizadas a partir tres 
grandes lógicas:

Rupturas institucionales que son 
frecuentemente resultado de 
conflictos internos debidos a 
discrepancias doctrinales, 
financieras, personales etc., 
procesos que llevan a pastores 
nacionales a salir de la institución 
y a crear instituciones -con 
doctrinas frecuentemente 
marcadas por las nuevas 
corrientes “pentecostales”- dando 
origen a nuevas Misiones e 
Iglesias. 

La Iglesia Centroamericana tenía 
un sistema de Gobierno rígido, 
autocrático y “paternalista”. Su 
sistema de Gobierno estaba entre 
las manos del pastor -Eduardo 



209

Revista Análisis de la Realidad Nacional	 IPNUSAC

Bishop- y de los “ancianos”, 
muchos de los cuales se 
consideraban con derecho de 
ejercicio propio del poder y se 
hacían reelegir sistemáticamente, 
cerrando filas y puertas frente a 
grupos de jóvenes que querían 
incorporarse al sistema para 
generar cambios internos. Estos 
procesos de “ruptura” se 
convertirán en una lógica central 
del desarrollo de nuevas 
instituciones, las cuales, a su vez, 
darán origen a nuevas 
instituciones, a nuevos métodos 
de trabajo y a nuevas formas de 
liderazgo. Esta lógica de ruptura la 
observamos sobre todo en las dos 
iglesias históricas. He aquí algunos 
de los múltiples casos:

Iglesia Presbiteriana: en 1924, 
Asambleas o Salas 
Evangélicas. Carlos W. 
Kramer, colaborador de la 
iglesia presbiteriana de 
Quetzaltenango, que había 
recorrido varios países de 
América Latina como colportor 
de la Sociedad Bíblica 
Americana, adopta la doctrina 
pentecostal e inicia un nuevo 
recorrido institucional y 
doctrinal.

Iglesia Centroamericana: en 
1923, Misión Evangélica 
Nacional (que será absorbida 
más tarde por la Iglesia de 
Dios de la Profecía, de origen 

norteamericano, y que era un 
división de la Iglesia de Dios).

Convención Fraternal 
Guatemalteca que cambiará de 
nombre y será conocida como 
Misión Evangélica 
Independiente.

Asociación Nacional 
Guatemalteca de Iglesias 
Bautistas.

Llegada de nuevas iglesias de 
origen norteamericano que en 
su mayoría son “pentecostales”, 
como las Asambleas de Dios, la 
Iglesia Cuadrangular, las 
diversas corrientes de Iglesias de 
Dios -Iglesia de Dios de la 
Profecía, Iglesia de Dios Anderson 
Indiana, Iglesia de Dios 
nacionales, Hombres de Negocios 
del Evangelio Completo etc.

Pluralización del espacio religioso 
nacional en el interior de las 
corrientes de origen protestante 
norteamericano, debida a rupturas 
internas como hemos señalado, 
pero al mismo tiempo como 
resultado de las redes de 
interacción entre actores 
individuales o institucionales 
guatemaltecos y otras de origen 
norteamericano.

Aunque esta pluralización obedece 
a divisiones por ruptura, escisiones 
o fenómenos de 

-

-

-

-



210

Enero / Marzo 2013 Edición especial 3 Año 2

absorción-compra, y en 
numerosos casos es pensado 
como negativo, en realidad -a 
nivel sociológico- es una de las 
grandes lógicas que permiten 
explicar el desarrollo acelerado del 
universo evangélico en Guatemala. 
Las rupturas, escisiones o 
absorción generan autonomía 
y nuevos liderazgos, lo que da 
origen a  nuevas instituciones, 
activando y abriendo nuevos 
estratos sociales a procesos de 
proselitismo. Y como siempre, en 
el inicio del proceso, los actores 
implican todas sus fuerzas, por lo 
que observamos nuevas 
lógicas institucionales en el terreno 
y nuevos métodos de 
incorporación, dinamizando de 
esta manera nuevos núcleos 
sociales en el campo religioso. Al 
mismo tiempo, las instituciones 
tienen una nueva sensibilidad 
social, un interés nuevo por sus 
miembros, lo que conlleva el 
desarrollo de nuevas formas de 
acción social en el terreno. 

Estos cambios son debidos 
también a las nuevas corrientes 
doctrinales -que conllevan nuevas 
formas organizativas y 
administrativas- que llegan a 
Guatemala a través de nuevos 
misioneros o al cambio 
institucional de los que ya estaban 
trabajando en el territorio 
nacional. La corriente 
“pentecostal” es fundamental para 

comprender esos cambios, 
nuevas dinámicas y las 
conversiones masivas que se 
produjeron en el mundo indígena.   

Las dos grandes instituciones 
norteamericanas que se 
desarrollan en Guatemala en este 
período son pentecostales: La 
iglesia de Dios del Evangelio 
Completo y las Asambleas de 
Dios. Pero, ¿qué es el 
pentecostalismo?

El pentecostalismo

Se trata de la rama del 
cristianismo que coloca a la 
experiencia personal del Espíritu 
Santo como señal de la condición 
del ser cristiano: los pentecostales 
conciben la acción del Espíritu 
Santo de manera directa sobre la 
experiencia personal del creyente. 
El origen del pentecostalismo es 
reciente. Generalmente se toma 
como punto de partida del 
movimiento pentecostal mundial el 
avivamiento ocurrido en la Misión 
de la calle Azusa, en Los Ángeles, 
en abril de 1906. 

Entre los numerosos grupos que 
adhirieron a este movimiento se 
destacan las Asambleas de Dios, 
la Iglesia de Dios (una de cuyas 
ramas en Guatemala es la del 
Evangelio Completo y la Iglesia de 
la Profecía), la Iglesia Pentecostal 
de Sanidad, la Comunidad 
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Internacional de Hombres de 
Negocios del Evangelio Completo 
etc. Esta última ha cumplido 
frecuentemente funciones de 
puente entre los grupos 
pentecostales y las iglesias 
tradicionales o históricas. 

El pentecostalismo se desarrolló 
muy tempranamente en América 
Latina, particularmente en 
Chile, donde fue “autóctono”; en 
México, donde fue llevado por 
misioneros, y en Brasil donde su 
progresión se debió a las 
iniciativas misioneras y al 
desarrollo autóctono. En América 
Latina el pentecostalismo se ha 
desarrollado sobre todo entre las 
clases desfavorecidas, aunque la 
masa de sus adherentes viven con 
representaciones de la clase media 
o por lo menos aspira a ello. 

En este proceso trata de un 
“movimiento más bien 
popular” que manifiesta tendencia 
de ascenso social. Es un 
movimiento fundamentalista y 
anti-intelectual; ha experimentado 
un crecimiento numérico 
importante y presenta una gran 
variedad teológica. Enfatizan una 
“adoración entusiasta”, el 
bautismo en el Espíritu Santo, la 
glosolalia (hablar lenguas), la 
sanidad en la fe y una enseñanza 
pre-milenarista. 

Su teología es conservadora, con 
énfasis en la santificación de los 
creyentes como una segunda 
experiencia de gracia, la 
dirección y obra inmediata del 
Espíritu Santo, la experiencia y 
ejercicio de los dones del Espíritu 
Santo y el pre-milenarismo. La 
evangelización a través del don 
de sanidad es un elemento clave 
en su notable expansión, al igual 
que su sistema de adoración 
caracterizada por el entusiasmo y 
la alabanza libre y espontánea. Se 
estima que en América Latina más 
de tres sobre cuatro  de los 
protestantes son pentecostales.

Mientras que la corriente pre-
milenarista propone que es 
necesario estar listo para la 
segunda venida de Cristo y que 
en consecuencia es necesario 
refugiarse en la iglesia para 
estar “santo” en el momento de 
la segunda venida, este “estar 
alejado del mundo” ha hecho que 
las iglesias estuviesen replegadas 
sobre ellas mismas, y es lo que 
va a ser criticado por la corriente 
neo-pentecostal a partir de finales 
de los 70 y durante las décadas 
siguientes.

En efecto, los neo-pentecostales, 
que son post-milenaristas, postulan 
que el reino de Dios ya está en 
este mundo -y en eso defienden 
posiciones teológicas cercanas a 
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las de la teología de la liberación- 
y que es necesario prepararlo -y 
prepararse- ampliando el número 
de convertidos y apropiándose 
los bienes que el Señor ha puesto 
en el mundo para sus siervos. Al 
mismo tiempo, preconizan que es 
necesario implicarse en el mundo 
secular para que sus leyes y sus 
prácticas sean conforme con lo 
prescrito por las Escrituras. Esta 
perspectiva post-milenarista 
reivindica la “nación para Cristo” y 
la necesidad de poner en acuerdo 
con las prescripciones bíblicas el 
sistema jurídico y constitucional del 
Estado.

El desarrollo del pentecostalismo 
ha sido particularmente acelerado 
en Guatemala: en 1950 
representaban el 13% de los 
evangélicos; diez años después ya 
eran 20%, y en 1967 ascendían 
al 31%. A mediados de los 80 
representaban cerca del 70%. Su 
desarrollo ha sido particularmente 
rápido entre los indígenas en el 
medio rural. Como lo señala J. 
Montgomery en La Hora de Dios 
para Guatemala: “Se trata del 
sector más fértil de todos para 
la evangelización y fundación de 
iglesias”. Este estudio sirvió de 
base al desarrollo de una nueva 
metodología de proselitismo, 
designada “Amanecer”, que sería 
implementada en Guatemala a 
principios de los 80 y que a través 

de una verdadera “saturación” 
social e ideológica representó un 
movimiento que aceleró 
significativamente procesos y 
desarrollos. 

Como indicamos, dos son las 
iglesias pentecostales 
norteamericanas: la Iglesia del 
Evangelio Completo y las 
Asambleas de Dios. Queremos 
presentarlas sucintamente, pues 
son hoy las dos iglesias más 
grandes -numéricamente hablan-
do- en Guatemala.

Iglesia de Dios del Evangelio 
Completo

En 1934 llegó a Guatemala un 
hombre clave, el reverendo J. H. 
Ingram, responsable de alto nivel 
de la Iglesia de Dios (Cleveland, 
Tenneessee), quien había 
emprendido un recorrido para 
evaluar la situación de América 
latina. En Guatemala visitó las 
misiones metodistas y quedó 
impresionado por la obra de 
Furman, por lo que le invitó a 
participar oficialmente en la 
Asamblea General de la Iglesia 
que se llevó a cabo en Cleveland 
del 6 al 12 de octubre de ese año. 
La Junta de Misiones Mundiales 
le nombró su representante en 
Guatemala. 
Con esta nueva representatividad 
institucional, Furman regresa a 
la región y recorre las misiones 
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metodistas, a las cuales invita a 
incorporarse a la nueva iglesia 
pentecostal de la que es 
representante. Así, 14 abandonan 
el metodismo, lo que va a 
constituir el núcleo de la Iglesia de 
Dios del Evangelio Completo en 
Guatemala.6 El centro 
emblemático del “avivamiento 
pentecostal” es -además de 
Totonicapán- la aldea de 
Chuicacá donde, al igual que 
Almolonga, la conversión fue 
masiva y donde la Iglesia 
construyó una verdadera 
“mega-iglesia” con capacidad 
para más de 3,000 miembros, ya 
que durante mucho tiempo fue en 
dicha aldea donde la Iglesia 
organizaba sus reuniones anuales. 

Esto significa que el 
pentecostalismo comenzó en 
Guatemala en el mundo indígena. 
Como lo señala C. W. Conn, 
Guatemala ha sido uno “de los 
más exitosos campos misioneros 
de la Iglesia de Dios”. Su 
crecimiento fue rápido: de 1,000 
bautizados en 1950 pasó a 6,000 
en 1967 y a 32,000 en 1982. 
Hoy es la institución protestante 
más grande de Guatemala con 
más 200,000 bautizados, 2,800 

6. Cf. Richard E. Waldrop, Síntesis 
histórica de la Iglesia de Dios del 
Evangelio Completo. Cincuentenario 
1932-1982, Guatemala, s.f.: 15. 

pastores, más de 2,200 iglesias 
distribuidas en el territorio 
nacional y un crecimiento de 22%. 

A nivel latinoamericano su 
desarrollo es particularmente 
consistente: inicia en Sonora 
(México) en 1932 y dos años más 
tarde en Guatemala. Al año 
siguiente se extiende a Costa Rica 
y Panamá; en 1945 a El Salvador, 
la República Dominicana y 
Argentina; cuatro años después se 
instala en Cuba, Ecuador y Puerto 
Rico; 1945 en Uruguay; 1949 en 
Perú; 1950 en Nicaragua y 
Honduras; 1951 en Brasil y 1954 
en Chile, Colombia y Paraguay. 
Finalmente, 1960 en Bolivia y 
1969 en Venezuela.    

Las Asambleas de Dios

Se trata de la mayor organización 
que surge del movimiento 
pentecostal a principios del siglo 
XX. Su dinámica misionera les ha 
llevado a un desarrollo mundial 
exponencial. En América Latina es 
sobre todo en Brasil donde tienen 
su mayor desarrollo.  

Se presentan a ellas mismas como 
“pentecostales por lo que se 
refiere a la experiencia, 
evangélicas en sus alcances y 
fundamentalistas en su enfoque de 
la Biblia”. A nivel ideológico,  
la “verdad fundamental” es la 
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creencia en el bautismo en el 
Espíritu Santo con la manifestación 
inicial del don de lenguas. A nivel 
organizacional utilizan el 
modelo presbiteriano, aceptando 
la autonomía de la iglesia local 
pero recurre a los consejos de 
distrito y a un consejo general que 
actúa como “cuerpo de control”, 
el cual se reúne una vez por año.

Es la segunda misión pentecostal 
que llega a Guatemala, 
proveniente de El Salvador, donde 
habían instalado la institución en 
1927. En 1934 varios misioneros 
inician misiones de 
reconocimiento, pero es en 1937 
que se establecen en la cabecera 
municipal de Atescatempa 
(Jutiapa), el cual limita, 
precisamente, con El Salvador. 

Su expansión en América Latina 
comenzó por Argentina en 1909, 
cuando arribó un grupo de 
misioneros pentecostales 
italianos provenientes de 
Chicago. La afiliación a las 
Asambleas de Dios de los Estados 
Unidos se produce en 1914 por 
decisión de la Iglesia pentecostal 
de Buenos Aires. En Brasil se 
instalan un año después, 1910, 
con la llegada -provenientes de 
Chicago, también- de dos 
pentecostales de ascendencia 
sueca, y se instalaron en Belem, 
donde formaron la Confraternidad 

nacional, la cual se incorporará 
a las Asambleas de Dios de los 
Estados Unidos en 1930, con la 
llegada de misioneros de la Junta 
Misionera de las Asambleas de 
Dios. En 1912 se establecen en 
Perú, aunque seis años más tarde 
-con la llegada de misioneros 
norteamericanos- es que se fundan 
iglesias en El Callao y Ancash. En 
1919 se establece en Venezuela y 
en 1932 se extiende a Colombia, 
aunque es en 1942 que estas 
iglesias se incorporan a las 
Asambleas de Dios de los Estados 
Unidos.

La política general de las 
Asambleas de Dios tiende a 
“nacionalizar” rápidamente a las 
organizaciones, insistiendo 
sobre la autonomía económica y 
el Gobierno propio: cada 
concilio elabora sus propios 
estatutos, e insisten sobre la 
formación de misioneros 
nacionales, lo que les lleva a crear 
institutos de formación propios. En 
1968 establecieron en Miami un 
Instituto de Superación Ministerial 
para el continente, y en 1975 ya 
tenían 62 institutos bíblicos en 
América Latina. La Editorial Vida, 
cuya sede se encuentra en 
Miami, es un instrumento de 
primera importancia para la 
publicación y sobre todo 
traducción de libros.      
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El gran desarrollo

La década de los 50 marcó una 
nueva etapa en el desarrollo de 
las estrategias de expansión de 
iglesias nacionales y de las de 
origen norteamericano. Entre 
estas últimas es necesario señalar 
el trabajo sorprendente que la 
familia Parish realizó a partir de 
su llegada en 1947 –procedente 
de Colombia- como representante 
de la Spanish American Inland 
Misión, cuya sede estaba en Joplin 
(Missouri). La Iglesia “El Calvario” 
que crearon será más tarde un 
polo de renovación carismática 
que dará origen en gran medida 
al movimiento neo-pentecostal y 
de donde saldrá Jorge H. López 
que fundará la Fraternidad 
Cristiana; Gamaliel Duarte que 
fundará Jesucristo es el Señor, y 
Haroldo Caballeros que creará 
más tarde El Shaddai.

La Misión Mundo Unido será 
fundada por uno de los pastores 
más activos de la iglesia “El 
Calvario”, Herman Turner, quien 
llegó a Guatemala como 
misionero independiente y trabajó 
tres años con Norman Parish. En 
1952 regresa a los Estados Unidos 
y se afilia formalmente a la Misión 
Nuevo Mundo y llega a 
Guatemala como representante de 
esta denominación con orientación 
marcadamente carismática. 

Una tercera institución fue la 
Iglesia Apostólica de la Fe en 
Cristo Jesús, cuya sede para 
América Latina se encontraba en 
México y cuyo desarrollo en 
Guatemala fue dirigido por el 
misionero mexicano Guadalupe 
Ramírez.

Entre las instituciones creadas por 
pastores nacionales citaremos a 
Gonzalo Dávila, quien en 1952 
fundó la Iglesia Interdenominacional 
Bethel; la Iglesia de Dios Misionera, 
fundada en 1957 por Víctor Hugo 
Matta Rivas, con el apoyo de 
Missionary Church of Gold de 
Houston; la Iglesia de Dios de la 
Profecía Independiente, creada 
por Ramón Ruano Peña en 1953; 
la Misión Evangélico-Pentecostal 
“Palestina” creada en 1956 por el 
pastor Tereso de Jesús Paredes; la 
Iglesia Bíblica del 
pastor Raúl Echeverría etc.

Pero la Iglesia emblemática de 
este período es “Príncipe de Paz” 
de José María Muñoz. Algunos la 
llaman “denominación fenómeno”, 
y es emblemática por su origen, 
por su desarrollo y porque hoy 
es la más grande de las iglesias 
nacionales. “Chema” Muñoz7 

7. Alba Concepción Mazariegos de 
Muñoz, Breve Biografía del Hermano José 
María Muñoz Domínguez, Guatemala, 
1979.
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sintetiza los recorridos personales 
de numerosos pastores 
nacionales de ese período: 
presbiteriano en su infancia, se 
incorpora a la Iglesia “Cinco 
Calles” de la Iglesia 
Centroamericana. En su 
juventud estudia en el Instituto 
Bíblico Centroamericano creado 
por la misionera Estela 
Zimmerman, pero escucha el 
mensaje pentecostal en la Iglesia 
Nacional Pentecostal y se 
incorpora como pastor de las 
Asambleas de Dios, hasta que en 
1955 crea la Asociación 
Evangélica Príncipe de Paz. Diez 
años más tarde ya tenía 111 
iglesias y 4,000 bautizados y en 
1980 llega a 567 iglesias con 
30,000 bautizados.

En la década de los 50 inician 
también las campañas moviliza-
doras interdenominacionales, las 
cuales darán origen a nuevas me-
todologías de proselitismo, nuevos 
contenidos doctrinales y  nuevas 
estrategias de movilización y uso 
de los medios de comunicación. 

En este contexto nace la Iglesia 
“Elim”, creada por la familia del 
pastor Moisés Ríos Paredes, quien 
sale de la Iglesia Centroamericana 
“Cinco Calles”, la cual en 1961 
y 1962 se encontraba atravesada 
por turbulencias secesionistas. 
“Elim” puede ser considerada 

también como una referencia 
nacional. El hijo del fundador, 
Othoniel Ríos Paredes8 convirtió a 
la iglesia en un verdadero cruce 
de caminos: logró que se 
incorporase a la iglesia toda una 
nueva generación de actores, lo 
cuales a su vez dieron origen a 
toda una profusión de instituciones 
que dinamizaron posteriormente al 
conjunto del movimiento 
evangélico. 

En efecto, una gran parte de los 
futuros pastores neo-pentecostales 
pasaron por la movilización 
generada por Elim. Pero, a 
diferencia de Príncipe de Paz que 
se concentró en “ella misma” y en 
su desarrollo exponencial y logró 
garantizar la transición después de 
la muerte de su fundador, gracias 
al núcleo familiar y a su capacidad 
de liderazgo (la esposa del 
pastor y sus hijos, sobre todo 
Josué Muñoz), Elim no logró 
garantizar el control institucional 
en la tercera generación: de Elim 
salió el Pastor Sergio Ramírez 
llevándose una parte de los fieles 
que constituyeron el núcleo de 
Ministerios Eben-Ezer; Gaspar 
Sapalú se quedó con el ministerio 
internacional de Elim, Ministerios 
Mi-El, y el pastor Nufio se quedó 
con Elim Central, es decir las 
iglesias nacionales de la iglesia.  

8. “Testimonio de Othoniel Ríos Paredes”, 
in Leche & Miel, año 1, n 2, 
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Pero Elim de todas formas fue 
durante mucho tiempo una 
referencia en el universo 
evangélico guatemalteco y en 
otras regiones. En uno de los 
viajes a Argentina me encontré 
-en una librería evangélica de la 
Avenida 9 de julio- con un 
argentino que, para mi sorpresa, 
me dijo que pertenecía a la Iglesia 
Elim de Guatemala: dos 
ingenieros guatemaltecos a 
quienes sus empresas les habían 
enviado a Buenos Aires, fundaron 
sendas iglesias Elim en los barrios 
exteriores de la capital federal. 
Había estado en Guatemala en 
actividades de la iglesia, conocía 
a Othoniel Ríos, quien en una 
de esas visitas le “había dado 
su bendición”, me dijo con gran 
recogimiento.

Elim fue un punto de pasaje 
obligado para numerosos 
dirigentes de la actual generación. 
Al mismo tiempo, los Ríos son una 
verdadera “tribu” en el mundo 
evangélico de Guatemala y el 
pastor general de Elim fue, sin 
duda, la cabeza durante mucho 
tiempo.

Rasgos del segundo período

El gran desarrollo institucional de 
esta fase se debió a factores 
múltiples, entre los cuales 
queremos insistir en los siguientes:

La llegada de gran número 
de misioneros. Se observa 
una aceleración de la llegada 
de personal extranjero que 
coincide con la apertura de 
la normatividad del Estado en 
relación con lo religioso. El 
período 1944-1954 estimuló 
a las iglesias, muchas de las 
cuales se implicaron en “la 
guerra contra el comunismo”, 
desarrollando nuevas formas 
de presencia y de intervención. 
Fue un período en el que 
llegaron misioneros y personal 
que se implicó en procesos 
de formación, organización y 
dio origen al surgimiento de 
nuevas instituciones sólidas y 
particularmente 
emprendedoras.
 
Asociado a estos procesos 
llegaron recursos lo cual, 
conjugándose con lo anterior, 
significó una progresión 
acelerada. Durante este 
período se inician las 
campañas masivas y el 
movimiento evangélico 
aparece como una fuerza real 
en el contexto nacional.

Surgimiento de un liderazgo 
nacional que al articularse con 
redes internacionales 
desemboca en un proceso de 
visibilidad nacional.

-

-

-
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Las prácticas de culto pierden 
su carácter rígido, aparecen 
nuevas formas de tolerancia 
doctrinal en las instituciones, 
las cuales son reconocidas 
independientemente de las 
referencias a una ortodoxia, y 
las iglesias históricas 
comienzan a perder 
hegemonía, favoreciendo la 
comunicación, la organización 
de actividades transversales y 
el desarrollo de nuevas formas 
de liderazgo.

Al mismo tiempo la corriente 
pentecostal se expande en las 
regiones indígenas que 
manifiestan un interés por las 
nuevas doctrinas y de construcción 
de lógicas comunitarias. 
Ocurren confrontaciones dentro 
de las sociedades campesinas, 
cuya complejidad no puede ser 
tratada en este artículo, pero son 
un punto de partida del cambio 
por lo religioso:

La Iglesia católica, a través de 
los numerosos misioneros que 
llegan de Europa y de los 
Estados Unidos, intenta 
desposeer al sistema de 
autoridades tradicionales del 
control sobre lo religioso 
católico y sobre los templos en 
las comunidades; esto 
provoca enfrentamientos 
internos entre “los nuevos 

-

-

católicos de la Acción católica 
provenientes del sector joven 
de las comunidades y del 
sector comercial que inicia un 
proceso específico de 
acumulación gracias a la 
monetarización de los 
intercambios”,9 y el sector de 
poder tradicional que estaba 
entre las manos de los 
grupos de linaje que poseían 
la tierra en las comunidades; 
las instituciones tradicionales 
(regiduría-cofradía) fueron 
atacadas directamente y hubo 
numerosos intentos, por parte 
de los sacerdotes o de los 
dirigentes de la Acción 
Católica de apropiarse el 
control; esa fue una de las 
lógicas del crecimiento rápido 
de las iglesias protestantes en 
las sociedades indígenas: la 
confrontación llevó a 
cofrades y autoridades 
tradicionales con prestigio 
personal a convertirse, como 
fue el caso en San Pedro de 
la Laguna, donde ya no hay 
cofradías.

9. Cf. Jesús García-Ruiz, «L'Ethnique, le 
religieux et l'appartenance : le rôle de 
l'Action Catholique dans le développement 
du mouvement indien au Guatemala», en 
B. Schelemmer (éditeur), Terrains et 
engagements de Claude Meillassoux, 
Paris, Ed. Kartala, 1998 : 203-226.
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transformación con el 
desarrollo local de los grupos 
de origen protestante, los 
cuales formaron dirigencia 
local, articularon nuevas 
formas de identidad por 
adhesión y nuevas 
instituciones de referencia.

Otros elementos que han 
contribuido al crecimiento entre los 
grupos indígenas, incluyen el 
desarrollo de estrategias 
específicas:

Traducción del Nuevo 
Testamento y de las Escrituras 
a los idiomas indígenas: 
aunque las iglesias 
Presbiteriana, 
Centroamericana, Nazarena y 
Amigos habían desarrollado 
trabajos importantes de 
traducción de textos bíblicos, 
es durante la década de los 
50 que el Instituto Lingüístico 
de Verano (una Misión de 
fe, no una iglesia) distribuyó 
a especialistas provenientes 
de diversas denominaciones 
en localidades estratégicas 
del país, iniciando un trabajo 
masivo de traducción.
Durante esa fase se lleva a 
cabo la distribución masiva de 
literatura religiosa, como parte 
de la acción de las iglesias 
pero sobre todo la distribución 
masiva se lleva a cabo 
durante las “campañas” que 
inician en este período.

Esta confrontación entre las 
nuevas élites sociales 
(comerciantes) y las antiguas 
(propietarias de tierra) en el 
contexto religioso católico, 
desarticuló las lógicas de 
autoridad y de organización 
de las comunidades 
campesinas, dejando 
desarticulados a los sectores 
intermedios y a los más 
pobres: fueron estos sectores 
los que comenzaron a 
convertirse, ya que la 
conversión era una forma de 
incorporación social a las 
nuevas lógicas de 
identificación y de 
posicionamiento frente a  los 
nuevos dispositivos sociales de 
poder y de autoridad en las 
comunidades.

Los sistemas tradicionales de 
autoridad y de jerarquía social 
de las comunidades entraron 
en crisis, se diversificaron, se 
pluralizaron y dieron origen a 
nuevas formas de legitimidad 
en los espacios territoriales 
locales.

El cambio, que había 
comenzado por el desarrollo 
de movimientos orgánicos y 
organizados, como Acción 
Católica y la Democracia 
Cristiana, apoyada en 
dirigentes de esos 
movimientos, continuó su 

-

-

-

-
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La utilización de los medios 
de comunicación de masas 
se convierte en una estrategia 
central del movimiento, sobre 
todo a través de las 
radiodifusoras y, aunque 
menos, de medios escritos. 
Las instituciones se dieron 
cuenta que al no disponer de 
mediadores -como había sido 
el caso de la Iglesia católica 
con los santos-, era necesario 
mantener permanentemente 
en el primer plano de la 
conciencia los nuevos 
contenidos y referentes, de 
tal manera que la conversión 
fuese irreversible; de ahí la 
importancia de la radio, ya 
que era el vehículo 
permanente para llegar a los 
convertidos y afirmar la 
conversión. 

La dinámica 
“neo-pentecostal”

Esta tercera fase es difusa y su 
inicio se sitúa en la década de los 
60. En esta renovación, como en 
otros casos, se trata de la 
confluencia de un cierto 
número de factores que 
movilizaron experiencias, actores y 
recursos. Presentaremos 
sintéticamente algunos de ellos:

- El rol de la Iglesia 
“El Calvario”10

La familia Parish -que eran 
bautista- vino a Guatemala en 
1949 después de haber fungido 
como misioneros en Costa Rica 
y Colombia. Iniciaron abriendo 
una iglesia en la colonia Landívar 
(zona 7) y posteriormente se 
instalaron en la zona 8 junto a la 
línea del ferrocarril donde 
fundaron lo que más tarde sería 
llamada la iglesia “El Calvario”. 
Norman Parish fue enviado a 
estudiar a un instituto bíblico de 
Los Ángeles, y visitó un 
campamento donde -como él 
mismo lo señala- “se derramó el 
Espíritu Santo” y tuvo “un toque 
inicial del Espíritu”, pero el 
contexto conservador de la 
institución no hizo posible su 
desarrollo. Parish regresó a 
Guatemala en 1954 y comenzó el 
desarrollo de iglesias “El Calvario” 
en el interior del país 
constituyendo una red a nivel 
nacional. 

El cambio se produjo en 1962, 
cuando pasaron por Guatemala 
misioneros que se dirigían a países 
de América Latina. Fue en ese 

10. Cf. Norman Parish, “Avivamiento Igle-
sia El Calvario”, prédica en la Iglesia El 
Shaddai, 03/9/2003.
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fundó en 1962 la Iglesia del 
Espíritu Santo Monte Sinaí.

La Iglesia Misión El Calvario, 
fundada en Almolonga por el 
pastor Mariano Riscajche, y que 
ha sido una de las que a nivel 
nacional ha hecho más hincapié 
en la “liberación de los demo-
nios”. 

Desde el punto de vista 
doctrinal retoman elementos 
pentecostales: glosolalia o don 
de hablar en otras lenguas; don 
de interpretación de lenguas; 
“sanidad divina”; “exorcismos” o 
capacidad de expulsar a los 
demonios que “poseen” a las 
personas; don de “profecía” que 
conlleva la predicción de 
acontecimientos futuros etc. 
Parish ilustra con gran eficiencia 
este cambio doctrinal, es decir, su 
pasaje de bautista a pentecostal:

 
En relación con la glosolalia 
y el don de lenguas, señala: 
“Pero yo iba en mi carro tres 
días después y de repente me 
sorprendí… Y ese día yo desper-
té y realicé que estaba cantando 
en un idioma que no era el 
mío, no era el inglés, no era el 
español, sino que era una nueva 
lengua… Empecé a cantar en 
lenguas, eso fue más o menos 
en mayo-junio de 1962.” 

Por lo que se refiere a la 
“posesión diabólica”, relata lo 

contexto que se produjo el cambio 
doctrinal. Como el mismo Parish lo 
señala, fue en 1963 que se 
produjo un “avivamiento” en 
el que numerosos pastores “de 
trayectoria” se implicaron. Según 
Parish, fue Margarita Herman 
quien cumplió un rol central en 
el desarrollo del “bautismo en el 
Espíritu Santo”, la glosolalia, 
“liberación de los demonios” etc. 
De esta manera “El Calvario” se 
convirtió en un polo central del 
nuevo proceso de renovación 
pentecostal en Guatemala. En 
1965 abrieron un Instituto Bíblico 
que sirvió de trampolín para la 
formación de numerosos futuros 
dirigentes a nivel nacional e 
internacional. El movimiento tuvo 
una influencia decisiva en la 
emergencia de nuevas 
instituciones, como por ejemplo: 

El pastor centroamericano 
Othoniel Ríos Paredes se 
incorporó al movimiento y poco 
después iniciaría el 
desarrollo de la Iglesia Elim.

Humberto Galindo, quien fundó 
en 1968 lo que sería más tarde 
la Iglesia Evangélica pentecostal 
“Monte Basan”. 

Noé Reyes del Águila, que era 
pastor presbiteriano -y 
profesor en el Colegio La 
Patria-, en Quetzaltenango, 

-

-

-

-

-

-
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acontecido en 1963 durante 
un retiro: “Pues estando en ese 
campamento llegaron cinco 
mujeres…  a las 10 de la 
mañana, entraron al tabernáculo 
donde estábamos estudiando la 
palabra y… de repente, una de 
las cinco mujeres se volvió loca. 
Empezó a gritar, a correr, 
quería estrellar su cabeza 
contra las paredes del 
tabernáculo, la tuvimos que 
sujetar, la tuvimos que 
reprimir… y allí empezó una 
batalla que duró tres días y tres 
noches. Ese fue nuestro primer 
caso de liberación. Después 
descubrimos que era hija de un 
brujo de la zona 11, por el mer-
cado del Guarda. La muchacha 
tenía como 20 años de edad y 
había estado en manicomios, 
había estado en hospitales...”.

Ese “Don de profecía” Parish lo 
sintetiza al final de su 
intervención diciendo: “Dios ha 
hecho cosas grandes en 
Guatemala, pero lo que ha 
hecho es insignificante en 
comparación con lo que Dios 
quiere hacer. El avivamiento 
viene, un avivamiento mayor, 
viene la lluvia tardía, viene la 
cosecha final, viene el poder del 
Espíritu Santo sobre la 
nación y sobre otras naciones 
del continente y del mundo”.

Este proceso de “pentecostalización” 
va a transformar profundamente 
creencias, representaciones, 
prácticas e instituciones. Tres 
cambios nos parecen centrales. En 
primer lugar un cambio 
epistemológico en lo que se refiere 
a la concepción de la “persona”: 
para las denominaciones 
tradicionales y para los 
pentecostales, la persona 
estaba integrada por cuerpo y 
alma; los neo-pentecostales la 
piensan como integrada por 
cuerpo, alma, espíritu y relaciones, 
lo que conlleva cambios 
sustantivos. En efecto, el “espíritu” 
es el espacio de confrontación con 
los “tronos”, las “potestades”, los 
“principados”, entidades 
asociadas a las fuerzas malignas, 
lo que da origen a la “guerra 
espiritual” que va a ser un 
componente central de la nueva 
doctrina. Esta guerra espiritual 
será, por ejemplo, uno de los 
componentes centrales de la 
iglesia Misión el Calvario de 
Mariano Riscajche de Almolonga, 
quien en sus prédicas hará 
referencia permanente al Maximón 
de Zunil, al que “dará órdenes de 
que se vaya”.

En segundo lugar, a diferencia de 
los pentecostales que son 
“pre-milenaristas”, es decir, que 
consideran que es necesario 

-



223

Revista Análisis de la Realidad Nacional	 IPNUSAC

prepararse para la segunda 
venida de Cristo refugiándose en 
la Iglesia replegándose del mundo 
dominado por Satanás, los 
neo-pentecostales son 
post-milenaristas y consideran que 
el “reino de Dios” ya está en este 
mundo, que es necesario 
transformarle y conquistarle para 
que en el momento de la segunda 
venida sea un mundo conquistado 
por el Evangelio. De ahí la 
referencia a la “nación cristiana”, 
a “la nación para Cristo”, a “Jesús 
es el Señor de Guatemala” etc. 

En tercer lugar, se produjo un 
cambio central en las 
representaciones y en las prácticas 
relacionadas con “los bienes de 
este mundo”. En efecto, el pensar 
que el reino de Dios ya está en 
este mundo, implica que ha puesto 
a disposición los bienes del mundo 
para que sean administrados. Esta 
perspectiva ha dado origen a la 
teología de la prosperidad que 
ha transformado en profundidad 
la relación con los bienes, con 
el dinero, con la riqueza incluso. 
Este cambio de mentalidades ha 
contribuido a que grupos sociales 
desfavorecidos puedan pensar el 
progreso, el mejoramiento de la 
calidad y de las condiciones de 
existencia social, al tiempo que 
está contribuyendo al cambio de 

mentalidad en sectores de la clase 
media y de la burguesía. A 
diferencia de las iglesias históricas 
y pentecostales, la corriente 
neo-pentecostal afirma que es 
necesario ocuparse del “cuerpo” 
del creyente y no solo de su alma, 
es decir, que es necesario 
ocuparse del mejoramiento de sus 
condiciones de existencia 
incluyendo educación, salud, 
seguridad etc. Este tipo de 
planteamientos ha llevado, 
también a lo que hemos llamado 
en otras publicaciones “la 
privatización de lo religioso”, es 
decir, el pasaje de lo religioso 
como semi público (el 
funcionamiento por asalarización 
de los agentes religiosos) a lo 
religioso como privado a nivel 
institucional. Procesos que han 
transformado en profundidad la 
naturaleza misma de lo religioso y 
en consecuencia de su naturaleza 
institucional y de sus formas de 
acción-intervención.   
 
Las campañas de 
evangelización

Las campañas masivas de 
evangelización, como la de Billy 
Graham, de “Evangelismo a 
fondo”, de “Amanecer” etc., que 
se lleva a cabo a nivel nacional 
y/o regional, constituyeron un 
punto de apoyo de primera 
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importancia tanto para evidenciar 
–a nivel nacional- el “poderío” 
evangélico en Guatemala, como 
para la emergencia de nuevos 
dirigentes e instituciones. 

Es en los años 50 que el 
movimiento evangélico se 
manifiesta públicamente en el 
espacio nacional. En efecto, es 
todo a lo largo de esta década 
que serán organizadas 
“Campañas” extensivas e 
intensivas, las cuales cumplirán 
funciones de primera 
importancia a nivel de las 
estrategias de proselitismo, de 
las estrategias de conversión por 
saturación y de movilización. 

Inicia la década de 1950 con la 
Primera Campaña Unida que, 
aprovechando la celebración de 
los Juegos Centroamericanos y la 
Feria Nacional que se llevó a cabo 
al mismo tiempo, fue 
instalada una carpa junto a la 
Ciudad Olímpica a partir de la 
cual fueron distribuidos miles 
de prospectos y documentos al 
tiempo que los predicadores (Israel 
García y Ramón Cabrera, entre 
otros) utilizaban megáfonos para 
difundir el mensaje. La operación 
fue estratégica: miles de personas 
llegaron a la Ciudad Olímpica y 
miles de personas presenciaron la 
movilización, tomando conciencia 
de su existencia.

Pero es a finales de la década de 
los 50 y principios de la de los 
60 que el proceso se acelera. Sin 
querer aquí describir o analizar 
de manera exhaustiva este tipo de 
procesos que consideramos, no 
obstante, centrales en los 
procesos de desarrollo del 
movimiento evangélico en 
Guatemala, si queremos referirnos 
sucintamente a algunas de ellos, 
ya que permiten comprender el 
esfuerzo por expandir en 
movimiento a nivel nacional y, al 
mismo tiempo, permite hacerse 
una idea de lo que implicó el 
esfuerzo internacional en 
Guatemala. Nos referiremos a 
algunas de esas campañas para 
poder pensar la proyección de las 
mismas:

La Campaña Billy Graham 

La Misión Latinoamericana dirigida 
por Kenneth Strachan, con sede en 
Costa Rica, organizó una gira de 
Billy Graham por la mayor parte 
de los países latinoamericanos y 
coordinó la campaña en 
Guatemala. La campaña comenzó 
a principios de enero con actores 
nacionales desarrollando 
actividades en la casi totalidad de 
las cabeceras municipales; fue la 
primera vez que una 
campaña tuvo un alcance 
nacional. El 12 y 13 de febrero 
de 1958 Billy Graham llegó a 
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Guatemala para la etapa final de 
la campaña; la reunión se tuvo 
durante dos noches en el estadio 
Mateo Flores reuniendo a 40,000 
personas durante la primera noche 
y a 42,000 en la clausura, según 
cifras comunicadas por los 
organizadores. Por primera vez, y 
gracias al prestigio del 
conferencista, la totalidad de las 
iglesias participaron en las dos 
reuniones, incluso la Union 
Church, que ni antes ni después 
había (ni ha) participado. La 
repercusión fue considerable: 
generó dinámicas entre pastores 
e instituciones y fue un mensaje 
fuerte para la población 
guatemalteca, cristiana o no.

Campaña de “Evangelismo a 
Fondo”

Se trata de un movimiento 
promovido también por Kenneth 
Strachan, de la Misión 
Latinoamericana con sede en 
Costa Rica. Inició el 29 de 
enero de 1962 con una 
ceremonia de lanzamiento en el 
Gimnasio Nacional presidida por 
Kenneth Strachan y en la que 
participó el Presidente de la 
República, el general Miguel 
Ydígoras Fuentes.11 Participaron, 
igualmente, pastores de 
Argentina, Costa Rica, Estados 
Unidos, Honduras, México, 
Nicaragua, y El Salvador, entre 

otros. La campaña se llevó a cabo 
a lo largo de todo el año con la 
participación masiva de 
predicadores de México, 
Argentina, Colombia, Costa Rica, 
Guatemala, El Salvador etc. La 
coordinación general estuvo a 
cargo de Juan Isais, quien había 
organizado campañas 
anteriores a nivel nacional, asistido 
por coordinadores internacionales 
como el estadounidense de Texas 
Jonás González, el 
argentino-norteamericano 
Guillermo Cook, el cubano-
norteamericano Regino Loyola 
etc. Se trató de una campaña en 
la que actores internacionales se 
volcaron sobre Guatemala, 
alcanzando una movilización sin 
precedentes: los cálculos de la 
época avanzan la cifra de 20,000 
convertidos a lo largo de la 
campaña.

La campaña de los Cien Mil 

Partiendo del principio de que el 
desarrollo de cualquier 
movimiento reside en la capacidad 
que se tenga de movilizar 
permanentemente a sus miembros 
en la difusión de sus creencias, el 
movimiento de Evangelismo a 

11. En su intervención el presidente afirmó 
que “el señor Kennedy había actuado con 
determinación y energía para salvar al 
continente americano del comunismo”.
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Fondo de la Misión Latino 
Americana con sede en Costa Rica 
, seis años después de la primera 
campaña de la institución en 
Guatemala, volvió a organizar 
otra movilizando e implicando 
a un sinnúmero de instituciones 
internacionales (Asociación Billy 
Graham) y nacionales. Implicó a 
las iglesias a través de 
intervenciones para la formación 
de los pastores y se extendió a las 
diversas regiones del territorio 
nacional. Las evaluaciones 
llevadas a cabo avanzan la cifra 
de 30,000 convertidos o 
“re-convertidos”.

La campaña de Luis Palau 

Se trata de un “evangelista” de 
origen argentino e instalado desde 
hace tiempo en los Estados Unidos 
donde fundó su ministerio 
intitulado “Cruzadas Palau”. Su 
campaña en Guatemala -que 
describe en el libro Sacudiendo 
una ciudad- se llevó a cabo en 
la capital del 1 al 30 de marzo 
1971. La dimensión nacional se 
logró gracias a la utilización de 
la Radio TGN y a través de 22 
programas televisivos. A nivel 
estratégico, durante esta Cruzada 
se desarrolló una actividad intensa 
con grupos de pastores, 
responsables evangélicos, 
hombres de negocios, grupos de 
mujeres, jóvenes etc. Las reuniones 

se llevaron a cabo en el Gimnasio 
Olímpico con una concurrencia 
masiva. Las tabulaciones 
avanzaron la cifra de 3,140 
convertidos, además de la 
movilización de los ya convertidos. 
Los contactos establecidos durante 
la campaña hicieron que diversas 
iglesias e instituciones siguiesen 
invitando a Luis Palau para que 
viniese a Guatemala a impartir 
conferencias. Tiene una oficina de 
su institución en Guatemala y 
durante mucho tiempo ha 
difundido diariamente por radio su 
programa “Cruzada” y sigue 
escribiendo artículos que con 
publicados regularmente en la 
prensa evangélica hasta hoy.  
    
El terremoto de 1976

El terremoto del 4 de febrero de 
1976 atrajo a Guatemala 
dirigentes, instituciones y 
financiamiento para la ayuda, lo 
que permitió a las iglesias 
desarrollar políticas específicas, 
promoción de programas y, en 
consecuencia, ampliar el 
espectro de proselitismo. 
Autoridades evangélicas 
estadounidenses viajaron al país 
para entrevistarse con las 
autoridades y organizar la ayuda. 
Tal fue el caso de Billy Graham, 
quien viajó a Guatemala 
acompañado del evangelista Luis 
Palau y se reunió en los salones 
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del aeropuerto La Aurora con el 
entonces presidente Kjell Eugenio 
Laugerud y del general Fernando 
Romeo Lucas García en compañía 
de Norman Parish y Virgilio 
Zapata, entre otros.

También del programa que 
desarrolló en nombre de CEPA, 
Delfino Barrera Navas, quien al 
año siguiente crearía El Centro 
Evangelístico Fe, Esperanza y 
Caridad con cerca de 200 
personas que se salieron del 
Tabernáculo Evangélico 
“Foursquare”, que era el templo 
central de la Iglesia del Evangelio 
Cuadrangular (inicia en 1921 en 
Oakland, California, aunque las 
oficinas centrales están ahora en 
Los Ángeles), institución 
pentecostal estadounidense que 
inició su desarrollo en Guatemala 
en 1945, sobre todo en el área 
rural, bajo la dirección del 
misionero C. Updike.

Es en ese mismo contexto que 
los responsables de la iglesia “El 
Calvario” (N. Parish y R. Leyton) 
crearon el Comité de Emergencia 
El Calvario (CEMEC), el cual 
canalizó una importante ayuda 
y se implicó en la reconstitución 
post-terremoto. En 1980 cambió 
el nombre por el de FUNDACED 
bajo la coordinación de Álvaro 
Muñiz implicándose en programas 
de educación, salud y desarrollo 
humano.

Llegaron también nuevas 
instituciones, como la Iglesia 
Verbo, cuya central se encontraba 
en Eureka y que había 
comenzado su desarrollo en 
1970 bajo la dirección de Jim 
Durkin con el programa “Gospel 
Outreach” (Alcance Evangélico). 
El grupo llegó a Guatemala bajo 
la dirección del colombiano-
estadounidense Carlos H. Ramírez 
y lo integraban, entre otros, Jim 
Degolyer y James Jankowiak. Se 
incorporaron al programa Colonia 
Carolingia en la zona 19, donde 
fueron construidas 1,500 casas.  

Se trató de un “momento” de 
desarrollo exponencial del 
movimiento evangélico: 
llegaron misioneros, ministerios y 
financiamiento, factores que son 
centrales en cualquier proyecto 
de expansión de las instituciones 
y de los movimientos sociales. Es 
allí donde se encuentra una de las 
grandes lógicas explicativas del 
desarrollo del movimiento 
evangélico: la disponibilidad de 
masa crítica de actores, financiera 
e institucional.

Por otra parte, el desastre y las 
desarticulaciones que causó en 
la sociedad guatemalteca, fue un 
factor importante en el desarrollo 
de conversiones, las cuales 
funcionaron, también, como 
lógicas de recomposición de 
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grupos familiares y de sectores 
sociales. 

El uso masivo de los medios 
de comunicación

Si bien es cierto que los medios de 
comunicación habían sido 
utilizados en las fases precedentes, 
como fue el caso con la Iglesia 
Centroamericana con sus dos 
emisoras, una en Barillas 
(Huehuetenango) y otra en la 
capital; si bien es cierto también 
que numerosos pastores 
intervenían en emisoras 
comerciales, como era el caso de 
José María Muñoz, fundador de 
la iglesia Elim; si bien es cierto, 
además, que existieron revistas 
evangélicas cuya vida duró más o 
menos tiempo, no es menos cierto 
que en esta nueva fase se utilizan 
los medios masivos de 
comunicación con muchísima más 
cobertura y con mucho más 
profesionalismo. 
La Iglesia El Shaddai, por ejemplo, 
tiene 25 radioemisoras propias 
que cubren prácticamente la 
totalidad del territorio nacional y 
son escuchadas diariamente por 
más de 1millón de personas; el 
Canal 27 del pastor Fernando 
Solares tiene actualmente 
cobertura nacional e internacional 
y numerosos pastores de 
Guatemala (Harold Caballeros de 
El Shaddai, Jorge H. López de la 

Fraternidad Cristiana de 
Guatemala, Cash Luna de la Casa 
de Dios, Eliú Castillo de El 
Calvario etc.) transmiten sus 
prédicas por la cadena Enlace 
(con sede en Costa Rica) que tiene 
cobertura internacional.

Podemos sintetizar estos procesos 
afirmando que el movimiento 
neo-pentecostal podría ser 
caracterizado por cinco grandes 
lógicas: 

El surgimiento de una nueva 
generación de dirigentes -en 
cuya formación el Instituto 
Bíblico de la Iglesia “El 
Calvario desempeñó un rol 
movilizador de primera 
importancia- y que 
prolongaron su 
profesionalización en un sin 
número de instituciones  y 
centros de formación en los 
Estados Unidos.

La emergencia de una nueva 
doctrina que insiste en que el 
reino de Dios ya está en este 
mundo, que es 
necesario administrar los 
bienes del mismo para el 
bienestar de los “elegidos” y 
que es necesario implicarse en 
la extensión del reino mediante 
una implicación permanente, 
a través de la guerra espiritual 
y de una acción proselitista 
constante.

1.

2.
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El abandono de las lógicas 
institucionales tradicionales, la 
organización de nuevas 
instituciones capaces de atraer 
a las clases medias y altas a 
las nuevas iglesias. Las iglesias 
habían sido uno de los factores 
centrales de la profesionalización 
de sectores desfavorecidos, los 
cuales habían ascendido a la 
condición de clase media y era 
necesario aportar respuestas 
para todos aquellos 
(numerosos) que habían 
cambiado su estatuto social.

El desarrollo de mega-
instituciones situadas en 
grandes centros urbanos, lo 
que implica nuevas capacidades 
financieras en función del 
número de miembros, 
desarrollo de instituciones y 
servicios con inversiones 
importantes de capital, 
desarrollo de instituciones 
de formación y de incidencia 
social masiva, movilización 
de medios de comunicación a 
nivel nacional e internacional 
etc. Estas mega-instituciones 
desarrollan, a su vez, iglesias 
en el interior del país y a nivel 
internacional.   

La “privatización de lo 
religioso” es un proceso central 
que inicia en los años 70 y que 
se ha proseguido 
aceleradamente hasta nuestros 

días. Se trata del pasaje de lo 
religioso como “semi-público”, 
en el que el personal recibía 
tradicionalmente un salario, al 
funcionamiento como 
instituciones privadas que 
funcionan con las reglas del 
mercado: porcentaje, 
franquicia etc.

3.

4.

5.
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Las posibilidades 
políticas de la

memoria
Jorge Mario Rodríguez Martínez

Según Castoriadis, la vulgarización 
del marxismo -atribuida generalmente 
a Engels- que ubica la genealogía 
de Marx en las ideas de Hegel, 
David Ricardo y los socialistas 

Cuando escucho decir que el proyecto marxista 
ha muerto, no puedo evitar recordar a Cornelius 
Castoriadis1 quien decía que la gente reflexionará 

aún sobre Marx cuando ya sea difícil encontrar en los 
diccionarios alguna referencia a Milton Friedman 
o Friedrich von Hayek.

utópicos franceses “oculta la mitad 
de la verdad”. Para Castoriadis, 
Marx es heredero del legado de 
emancipación y democracia y 
autonomía que ha guiado a 
Europa a través de la historia.  
Este legado, como se verá, puede 
extenderse creativamente al 
mundo entero. 

1  Cornelius Castoriadis, El ascenso de la 
insignificancia, Madrid, Cátedra, 
1998, p. 43.
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Como pasa con todo pensamiento 
genuinamente emancipador, las 
ideas de Marx no pueden agotarse 
en albañilerías apologéticas; todo 
sistema de pensamiento supone 
las imperfecciones que derivan 
de su tiempo histórico. De la 
misma manera en que la vigencia 
de las ideas de Platón no se miden 
por su aceptación incondicional, 
sino por su capacidad de 
transmutarse y plantear nuevas 
soluciones e interrogantes, las 
sugerencias de Marx exhiben su 
actualidad cuando el hombre 
busca liberarse de una visión 
distorsionada de su propio 
quehacer colectivo.
  
Marx es un hombre del siglo XIX; 
desmonta con exquisitez el 
decorado ideólogo que arropa la 
arquitectura del capitalismo y el 
liberalismo burgués. Como 
hombre de su tiempo, ve en el 
desarrollo histórico un proceso 
emancipador guiado por un 
norte racional. Pone de cabeza a 
Hegel, pero no cuestiona el 
movimiento hegeliano. Es una 
empresa válida plantearse qué 
pasa cuando el sentido 
emancipatorio de Marx abandona 
el esquema temporal que 
establece una dirección única a la 
historia.

Considero que diferentes caminos 
para superar el obsceno dominio 

del capital globalizado pueden 
darse si se examina el ideal 
emancipatorio, no sólo el marxista 
-al que sin embargo prestaremos 
más atención- desde una 
perspectiva en la que se interroga 
al pasado sin asumir el desarrollo 
lineal del futuro. Plantearé una 
lectura en la que una renovada 
visión sobre el pasado abre un 
cúmulo de posibilidades cuyas 
raíces en el presente han sido 
invisibilizadas. Trato de alumbrar 
posibilidades emancipatorias 
surgidas de la lectura de la 
concepción marxista de la historia 
que plantea Walter Benjamin. 

La dimensión temporal del 
pensamiento marxista

Como un pensador heredero de 
la ilustración, Marx no tiene la 
perspectiva adecuada para 
distanciarse de los presupuestos 
racionalistas del siglo XIX. En sus 
circunstancias, adjudica a la clase 
obrera la tarea de la emancipación 
social y económica; la concepción 
materialista de la histórica, por 
otro lado, esclarece los 
mecanismos profundos que 
determinan el proceso  que lleva a 
dicha emancipación. Tal visión 
supone un eclipse de la memoria, 
característica por demás 
comprensible dado que de la 
visión hegeliana vertebra su 
concepción de la historia.
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Marx, sin embargo, era lo 
suficientemente perspicaz para 
identificar el papel que la 
memoria, en forma de efemérides, 
jugaba como espejo en el que se 
enaltecían las revoluciones 
burguesas. Observa que en los 
movimientos que llevan a la 
instauración de la burguesía: “[l]a 
resurrección de los muertos 
servía... para glorificar las nuevas 
luchas y no para parodiar las 
antiguas; para exagerar en la 
fantasía la misión trazada y no 
para retroceder ante su 
cumplimiento en la realidad; para 
encontrar de nuevo el espíritu de 
la revolución y no para hacer 
vagar, otra vez, a su espectro”.2 
Marx sospecha que estas refe-
rencias al pasado no permitirían 
visualizar la naturaleza real 
de las tareas emancipadoras
asignadas al proletariado:

“La revolución social del siglo XIX 
no puede sacar su poesía del 
pasado, sino solamente del 
porvenir. No puede comenzar su 
propia tarea antes de despojarse 
de toda veneración supersticiosa 
por el pasado. Las anteriores 
revoluciones necesitaban 
remontarse a los recuerdos de la 
historia universal para aturdirse 

2. Karl Marx, El 18 Brumario de Luis 
Bonaparte, Buenos Aires, Longseller, 
2005, p. 20.

3. Ibíd., p. 22.
4. Ibíd., p. 17

acerca de su propio contenido. La 
revolución del siglo XIX debe dejar 
que los muertos entierren a sus 
muertos, para cobrar conciencia 
de su propio contenido”.3

Ante esta situación, y frente al 
hecho de que toda revolución se 
da en un momento histórico 
conformado por el pasado, Marx 
llega a decir que la  “[l]a tradición 
de todas las generaciones muertas 
oprime como una pesadilla el 
cerebro de los vivos”.4

Marx es incapaz de ver - ¿podía 
verlo acaso?- que su visión 
negativa de la resurrección de los 
muertos era parcial en la medida 
en que dicho retorno se concebía 
exclusivamente como historia de 
las efemérides. Anticipando ya la 
séptima tesis sobre la historia de 
Walter Benjamin, Marx supone que 
el aspirante a dominar el presente 
venera a los pretéritos vencedores 
de la historia. 

Influenciado por Hegel, Marx no 
logra ver que la historia que 
realiza un ideal absoluto 
subordina el ser concreto a la 
realización de la suprema 
abstracción. El dictum marxiano, 
según el cual la violencia es la 
partera de la historia, encaja bien 
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con la idea de Hegel de que el 
desarrollo de la historia implica el 
pisoteo de algunas florecillas a la 
orilla del camino. Esa imagen se 
torna en una pesadilla cuando las 
florecillas pisoteadas son infantes 
azotados contra las piedras -algo 
que, con cinco siglos de 
diferencia, nos narra el padre Las 
Casas y el reporte de la Comisión 
de Esclarecimiento Histórico de 
Guatemala- o aquellos seres que, 
después de viajar como ganado 
en trenes, eran  recibidos en 
Auschwitz con la advertencia de 
que entraban por la puerta como 
seres humanos y saldrían  como 
humo por las chimeneas.

La relevancia de la teología 
política

La tarea emancipadora de Marx, 
aunque últimamente relacionada 
con el sentido de justicia, conlleva 
como cierta ausencia reprochable 
de la conciencia del dolor y lo 
irreparable.  Alguna vez Max 
Horkheimer le confesaba a 
Theodor Adorno su perplejidad 
frente al hecho de que los “padres 
barbudos” (Marx y Engels) 
estuvieran tan distanciados de la 
compasión y el duelo. 5

Las reflexiones relativas al 
sufrimiento, a su sentido y 
redención, han sido restringidas a 
una visión teológica que a 
menudo no se expande lo 
suficiente como para tomar en 
cuenta los contextos sociales 
que lo provocan. Los momentos 
de sentido del sufrimiento deben 
ser liberados del dogma y 
convertidos en momentos 
constitutivos de una razón crítica. 
El pensamiento crítico no puede 
agotarse en una racionalidad que 
se construye sobre una plataforma 
fáctica y precisa. Por ejemplo, una 
nación envuelta en procesos de 
justicia transicional necesita 
reflexionar sobre el perdón, la 
memoria, el olvido, la 
reconciliación, la conversión; en 
breve, debe explorar aspectos que 
no se agotan en descripciones 
fácticas.

Comprender el pasado supone 
captar el sentido de lo que 
sucedió. La emancipación no es 
extraña a la redención, a lo 
mesiánico. Véase, por ejemplo, 
como plantea Adorno, en su 
Minima Moralia, la perspectiva 
filosófica absoluta, mesiánica, que 
demanda la liberación:

“La filosofía, tal como cabe 
responsabilizarla a la vista de la 
desesperación, vendría a ser la 
tentativa de considerar todas las 

5. Juan José Sánchez, Introducción a: Max 
Horkheimer,  Anhelo de justicia: teoría 
crítica y religión. Madrid, Trotta, p. 38, 
nota 44. 
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cosas según se presentan desde el 
punto de mira de la liberación. El 
conocimiento no sabe de otra luz 
como no sea la que resplandece 
desde la liberación misma: toda 
otra se extingue en la tarea de 
construcción imitativa y es sólo un 
trozo de técnica. Habría que 
establecer perspectivas en las 
cuales el mundo cambiase de 
lugar, se enajenase, revelase sus 
grietas y precipicios, tal como una 
vez habrá de aparecer, 
menesteroso y desfigurado, bajo la 
luz mesiánica. Alcanzar esas 
perspectivas, sin arbitrariedad ni 
violencia, libre de contacto con los 
objetos, sólo le es dado al 
pensamiento”.6

Adorno sitúa el conocimiento 
genuino desde una perspectiva 
que no se agota en lo fáctico. Es 
desde la perspectiva de la 
salvación desde la cual se pueden 
contemplar las raíces últimas de 
la injusticia. El sufrimiento, todo 
el sufrimiento, puede ser más que 
un amontonamiento de eventos 
irrecuperables.

El Angelus Novus

Benjamin -buen amigo del teólogo 
judío Gerhard Scholem- articula 

6. Theodor W. Adorno, Mínima moralia, 
traducción de Joaquín Chamorro 
Mielke, Madrid, Ediciones Akal, 2006, p. 
257.

una  interpretación del sentido 
histórico del marxismo que se 
alimenta de la religión y de la 
teología. En la primera de sus tesis 
sobre la historia, Benjamin 
establece que la teología puede 
ayudar a ganar siempre las 
partidas del materialismo histórico. 
Desde luego, el alistamiento de la 
teología en el aparato del 
marxismo crítico de la Escuela de 
la Frankfurt no fue necesariamente 
bien recibido en un primer 
momento. Este planteamiento, sin 
embargo, ha ido probando su 
relevancia en la medida en que el 
ser humano se ve forzado a 
internarse en la comprensión 
profunda de una historia siempre 
traumática.

En su tesis XI sobre el concepto de 
historia, Benjamin critica a la 
social democracia alemana 
porque asumía que nadaba a 
favor de la corriente; el 
progreso técnico garantizaba, en 
última instancia, la liberación de la 
clase obrera.7 Dicha creencia, que 
denota la presencia de Hegel, es 
cuestionada por Benjamin. Los 
perfiles de tal cuestionamiento se 

7. De ahora en adelante, las tesis de Ben-
jamin serán presentadas siguiendo el texto 
de Reyes Mate citado arriba. Tales tesis, 
sin embargo, son accesibles en muchos 
libros e incluso en diferentes sitios en el 
Internet.
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articulan en la interpretación de un 
dibujo de Paul Klee que se 
presenta en la novena tesis de 
Bejamin: 

“Hay un cuadro de Klee que se 
llama Angelus Novus. Representa 
a un ángel que parece estar a 
punto de alejarse de algo a lo 
que está clavada su mirada. Sus 
ojos están desencajados, la boca 
abierta, las alas desplegadas. El 
ángel de la historia tiene que 
parecérsele. Tiene el rostro vuelto 
hacia el pasado. Lo que a 
nosotros se nos presenta como 
una cadena de acontecimientos, 
él lo ve como una catástrofe 
única que acumula sin cesar 
ruinas sobre ruinas, arrojándolas 
a sus pies (itálicas mías). Bien 
quisiera él detenerse, despertar 
a los muertos y recomponer los 
fragmentos. Pero desde el 
paraíso sopla un viento 
huracanado que se arremolina 
en sus alas, tan fuertes que el 
ángel no puede plegarlas. El 
huracán le empuja irresistiblemente 
hacia el futuro, al que da la 
espalda, mientras el cúmulo de 
ruinas crece hasta el cielo. Eso 
que nosotros llamamos progreso 
es ese huracán”.

Como lo sugiere la porción en 
itálicas, el planteamiento 
benjaminiano desplaza la manera 
moderna de ver el tiempo de la 
historia como una sucesión de 

momentos accesibles engarzados 
como cuentas de un rosario. El 
tiempo benjaminiano es una 
duración marcada por la 
significatividad humana. La gran 
historia de la opresión puede 
reconstituirse ya no como una 
serie de acontecimientos trágicos 
que sucede a lo largo de la 
historia. El espectáculo de la 
opresión, de la injusticia se perfila 
como un tiempo que dura 
demasiado. 

Dada la continuidad de la 
opresión es claro que aún vivimos 
en este ahora. Walter Benjamin 
afirma, en su tesis VIII que la 
“tradición de los oprimidos nos 
enseña que el ‘estado de 
excepción’ en que vivimos es la 
regla”. La visión benjaminiana de 
la historia supone una praxis que 
se enfoca en el presente, pero 
que supone la redención del 
pasado. A cada generación le 
corresponde la tarea de hacer que 
el anhelo de justicia sea realizado 
en su momento. Para Benjamin 
cada generación posee una débil 
fuerza mesiánica. Es por esta 
razón que la memoria del pasado 
no se agota en el derecho a saber 
por parte de los vivos; la 
memoria de las víctimas de la 
historia impide su derrota total, la 
muerte definitiva de éstos. La 
subjetividad ética -que se inicia 
con el reconocimiento asimétrico 
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del rostro del Otro-, nos permite 
encontrar la importancia de la 
recuperación de la memoria. El 
rostro de la víctima de la historia 
demanda que su muerte no sea en 
vano; dicho rostro no es engullido 
en una historia en última instancia 
ajena a nosotros. El ahora que 
dura demasiado sitúa a las 
víctimas del pasado en 
comunidad con las víctimas del 
presente. Como lo hace ver 
Michael Lowy en su Walter 
Benjamin: Anuncio de un incendio, 
la tesis segunda de Benjamin, 
existe una lucha entre oprimidos y 
opresores, vencedores y vencidos.8 
Esta lucha incluye la confrontación 
obrero-burguesa, pero se apela a 
algo más profundo: la simple 
negación de humanidad que 
supone la opresión.

El reconocimiento del papel 
emancipador de la memoria 
constituye una de las claves que 
necesita encontrar una formulación 
coherente de la izquierda -que en 
el caso de países como el nuestro, 
se ha convertido en una práctica 
encerrada en activismos ciegos, 
carentes de imaginación. Para 
explicar tal carencia se habla de 
la falta de alternativas. Se verá, sin 

embargo, que una reflexión sobre 
la memoria puede llevar a tales 
alternativas.

Fascismo social y 
democracias formales

Walter Benjamin fue sensible a una 
constelación histórica que en su 
ahora anunciaba la instalación 
del fascismo. Pero,  ¿podemos 
estar seguros que ese ahora ya no 
refleja los peligros que 
encendieron la conciencia de 
Benjamin? En este sentido ganan 
relevancia las ideas de Giorgio 
Agamben para quien el paradigma 
de la política contemporánea es el 
campo de concentración. 9

Esta idea no es peregrina. Uno de 
los sobrevivientes del Holocausto, 
Jean Amery observaba ante la 
situación del mundo después de la 
Segunda Guerra Mundial, que 
parecía como Hitler hubiera 
recibido una reivindicación 
póstuma. En Guatemala, ya desde 
su discurso de entrega de mando, 

8. Michael Lowy, Walter Benjamin: aviso 
de incendio, traducción de Horacio Pons, 
Buenos Aires, Fondo de Cultura 
Económica, p. 69.

9. Giorgio Agamben Homo Sacer: el 
poder soberano y la nuda vida, traducción 
de Antonio Gimeno Cuspinera, Valencia, 
Pre-Textos, 1998, p. 212. ¿Será válido 
mencionar aquí que el mismo traductor de 
esta obra exclamó, cuando le mencioné 
en una conferencia que era de Guatemala, 
¡Ah, Guatemala, uno de los grandes 
campos de concentración de la humanidad?
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el 15 de marzo de 1951, Juan 
José Arévalo confrontaba sus 
ilusiones humanistas de 
transformación de la sociedad con 
la realidad de esa “presión de esa 
fuerza anónima que gobierna sin 
ley ni moral las relaciones 
internacionales y la convivencia 
de los hombres”. Arévalo pensaba 
que en la confrontación 
ideológica entre Hitler y Roosevelt 
ha terminado por perder el 
americano defensor de los 
derechos humanos.

A la luz de estos barruntos 
tempraneros gana sentido lo que 
dice el filósofo liberal Thomas 
Pogge: el orden económico global 
supera a los campos de exterminio 
nazi en lo que respecta a la 
capacidad de matar con eficiencia.10 
Pogge sustenta su tesis con un 
simple ejercicio matemático: en 
los aproximadamente 20 años que 
median desde el final de la Guerra 
Fría, el hambre y enfermedades 
prevenibles y curables han llevado 
a la muerte a más de 360 millones 
de personas; este número supera 
al total de víctimas causadas por 
todas las conflagraciones 
internacionales, las guerras civiles 
y la represión gubernamental 
durante el entero siglo veinte.11 

Ante la progresiva violencia del 
neoliberalismo, no cabe sino 
constatar que nos encontramos en 
un momento de peligro similar al 
enfrentado por Benjamin. Claro, 
ahora no creemos que vayamos 
con la corriente histórica. Más 
bien nos reconocemos carentes de 
alternativas, condenados por la 
historia. La democracia liberal no 
es el fin de la historia en el sentido 
apuntado por el hegelianismo 
liberal de Francis Fukuyama.12

Juan Carlos Monedero, siguiendo 
a Boaventura de Sousa Santos, 
nos recuerda que nos encontramos 
maniatados por un fascismo social 
gestionado por una democracia 
de baja intensidad en el que 
coexisten democracias formales 
con altos niveles exclusión que se 
manifiestan en segregaciones 
sociales, Estados paralelos, zonas 
de dominio paraestatales, una 
inseguridad creciente y un 
fascismo financiero.13 Monedero 
remite a la caracterización de 
Samuel Huntington, en la cual “el 
nivel de participación popular 
siempre debía estar por debajo del 

10. Thomas Pogge, Politics as Usual: What 
Lies Behind the Pro-Poor Rhetoric, 
Cambridge, Polity Press, 2010, p. 2.

11. Ibíd., p. 11
12. Francis Fukuyama, The End of History 
and the Last Man, New York, Free Press, 
1992.
13. Juan Carlos Monedero, Presentación, 
en: Boaventura de Sousa Santos, El milenio 
huérfano: ensayos para una nueva cultura 
política, segunda edición, Madrid, Trotta, 
2011, pp. 28-30. 
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nivel de institucionalidad”.14 En 
consonancia con la opinión de 
Monedero, Juan Ramón Cappella 
ha observado que en la transición 
española se supuso que un exceso 
de democracia ponía en peligro la 
gobernabilidad en las zonas 
centrales del capitalismo y que, 
por lo tanto, era conveniente 
moderar la democracia, fortalecer 
el poder de los organismos 
gubernamentales y fomentar la 
apatía política de la ciudadanía.15

Estas intuiciones se pueden 
conjugar con un creciente freno a 
los procesos de democratización 
asociado a un constitucionalismo 
que se rige bajo las perspectivas 
de mercado, un proceso que 
Stephen Gill 16 ya había 
identificado en el constitucionalismo 
europeo desde la década de los 
90. Por su parte, Gerardo 
Pisarello17 demuestra cómo tales 
procesos están llevando a una 
desarticulación progresiva de las 
conquistas del constitucionalismo 

14. Ibíd., pp. 28-29.
15. Juan Ramón Capella, La Constitución 
Tácita en: Juan Ramón Capella (ed.), Las 
sombras del sistema constitucional 
español, Madrid, Trotta, 2003).
16. Stephen Gill,“Constitutionalizing In-
equality and the Clash of Globalizations,” 
International Studies Review, 4, 2002, No. 
2, pp. 47-65.

social. Los recientes procesos en 
España y Grecia dan prueba de 
ello. En este contexto, la 
mancuerna democracia 
formal-fascismo social se manifiesta 
como la nueva expresión de un 
peligro que exige por un ejercicio 
emancipador. 
  
Redescubriendo los senderos 
del pasado 

Boaventura de Sousa 
Santos considera que “no 
podemos pensar en la 
transformación social si no 
reinventamos el pasado”.18 No es 
necesario, a mi juicio, seguir en 
este lugar la complicada 
teorización de este autor las 
tensiones entre raíces y opciones 
para conectar su vinculación entre 
el pasado y el cambio social. Es 
suficiente acudir, de manera 
directa, a su diagnóstico del 
desperdicio de la experiencia, la 
que podemos referir a los 
escombros del desastre 
presenciado por el Angelus Novus. 
Esto permite, a su vez, plantear 
una lectura de las sociologías de 

17Gerardo Pisarello, Un largo Termidor: 
la ofensiva del constitucionalismo 
antidemocrático, Madrid, Trotta, 2011.
18. Boaventura de Sousa Santos, El 
milenio huérfano: ensayos para una nueva 
cultura política, p. 55.
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las ausencias y las emergencias.
La interpretación de Lowy nos lleva 
a una interpretación que apunta 
hacia el problema de la falta de 
alternativas: redimir el pasado 
puede significar también 
redescubrir los caminos que se 
intentaron, senderos que forman 
parte del cúmulo de destrucción 
que se apila a los pies del Angelus 
Novus.19 Reinventar el pasado, 
entonces, es ayudar a que el 
Angelus Novus pueda “detenerse, 
despertar a los muertos y 
recomponer los fragmentos”. Esos 
fragmentos pueden ser 
rearticulados en alternativas 
para un mundo que rompe la 
hegemonía de una democracia 
liberal refrenada por las 
estructuras del mercado. Es una 
manera en que el ahora de la 
opresión sea redimido. 

En los rescoldos se 
encuentran las luces… 

Una manera idónea de romper la 
lógica agobiante de la actualidad 
es propuesta por De Sousa Santos 
en su sociología de las ausencias y 
las emergencias. La primera 
supone una “investigación que 
intenta demostrar que lo que no 

existe es, en verdad, activamente 
producido como no existente, esto 
es, como una alternativa no 
creíble a lo que existe”. 20 Esta 
tesis apunta a estrategias para 
desarticular la tiranía del 
pensamiento único es debilitarda.

La sociología de las emergencias, 
por su parte, remite a un futuro de 
posibilidades “sobre las cuales 
es posible actuar para maximizar 
la probabilidad de la esperanza en 
relación a la probabilidad de la 
frustración”. 21 Tales sociologías 
suponen un descentramiento del 
legado “occidental” que supone 
una jerarquía cultural que 
determina un supuesto tiempo 
unilineal que restringe el abanico 
de posibilidades para el futuro. La 
idea de la escalera de desarrollo 
asumida por Jeffrey Sachs, el 
ideólogo de los famosos “Objetivos 
de Desarrollo del Milenio”, se 
inscribiría en esta lógica 
unidimensional del futuro. 

Ambas sociologías, la de las 
ausencias y la de las emergencias, 
llevan a concebir nuevos proyectos 
de vida en común. Esas 
alternativas, sin embargo, no 
surgen de una simple revalidación 

19.  Walter Benjamin; Aviso de incendio, 
p. 59.

20. El milenio huérfano, p. 98.
21. Ibíd., p. 107.
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del pasado. Sus semillas siguen 
viviendo como resistencias, como 
trazos profundos de socialidad que 
siguen demostrando su validez.
Guillermo Bonfil Batalla demostró 
la existencia de una red de 
prácticas indígenas, un México 
profundo, que subyace en la 
sociedad mexicana. También fue 
capaz de ver el profundo sentido 
de estas prácticas para organizar 
un proyecto nuevo de país.22

Desde luego, la existencia de tales 
sistemas de prácticas y discursos 
no siempre es de naturaleza 
positiva. El reciente surgimiento y 
consolidación del Tea Party en los 
Estados Unidos, que exhibe un 
profundo fundamentalismo 
religioso y constitucional, 
constituye una prueba de ello. El 
fascismo es un movimiento que 
supone una amplia base social de 
apoyo que se puede movilizar
apelando a valores aparentemente 
perdidos. 

Desde luego, no se trata de 
generar esperanzas utópicas sin 
algún género de sustento en la 
vida social. El concepto de habitus 
acuñado por Pierre Bourdieu 

puede ayudarnos a comprender 
los pilares de prácticas alternativas. 
Los habitus se articulan a partir 
de disposiciones y tendencias, 
siempre históricas y situadas, pero 
capaces de configurar prácticas y 
representaciones, y, por lo tanto, 
discursos. Como disposiciones y 
tendencias, los habitus no implican 
necesariamente una conciencia 
enfocada en fines. 23 Pero a su vez, 
estas constelaciones de prácticas 
pueden ayudar a que una 
sociedad encuentre sentido en 
ciertas propuestas políticas, al 
menos cuando hay intentos 
explícitos (discursivos) para 
articularlas.

De este modo, proyectos políticos 
de tinte comunitario o al menos 
redistributivo, por ejemplo, 
adquieren tracción en un terreno 
signado por prácticas enfocadas 
en la comunidad. Esto, en mi 
opinión, constituye una posibilidad 
en nuestra Mesoamérica. Se 
puede comprender, entonces, que 
algunas tendencias críticas hayan 
optado por ejercicios 
constitucionales que consagran 
prácticas indígenas como en el 
caso del “vivir bien”, integrado 

22. Guillermo Bonfil Batalla, México 
profundo: una civilización negada, 
México, D.F., Grijalbo, 1994.

23. Pierre Bourdieu, The Logic of Practice, 
traducción al inglés de Richard Nice, 
Stanford, Stanford University Press, 1990. 
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en las constituciones boliviana y 
ecuatoriana. Esto prueba, 
incidentalmente, que es posible 
crear nuevas formas de 
apropiación del pasado que no 
necesariamente suponen una 
conexión con fundamentalismos 
étnicos. Queda para un próximo 
trabajo demostrar los caminos que 
este proyecto puede abrir para 
nuestro país.
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Julio Penados del Barrio

5Legado

Jornadas de 
Marzo y Abril en el

recuerdo

1. El principio

Los sucesos ocurridos en marzo y 
abril del 62 fueron uno de tantos 
hechos, pero no menos 
importantes, que marcaron la 

historia política de la mitad del 
siglo pasado: el derrocamiento del 
Gobierno del general Jorge Ubico, 
los Gobiernos revolucionarios de 
1944-54, el Gobierno del llamado 
Movimiento de Liberación 

Escribo de memoria sin tener a mano documentos 
de aquella época y, por lo tanto, puedo incurrir 
en omisiones o imprecisiones y sobre todo que 

estos hechos ocurrieron hace 50 años. Bien dice 
García Márquez que de las memorias la mitad son 
imaginaciones.
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Nacional, el inicio de la guerrilla 
y de los Gobiernos militares y  la 
firma de la paz y los Gobiernos 
civiles electos que, 
desafortunadamente, no llenaron 
las expectativas de la población.

Lo ocurrido en marzo y abril es por 
lo demás significativo pues 
aglutinó fuerzas de las más 
diversas ideologías representadas 
por la Universidad de San Carlos 
de Guatemala, la Asociación de 
Estudiantes Universitarios (AEU), 
diversos gremios, la prensa, los 
sindicatos, los maestros, los 
estudiantes de secundaria etc.

El desgobierno y la corrupción 
del Gobierno del general Miguel 
Ydígoras Fuentes provocaron un 
estallido social, un violento 
movimiento de masas, que 
pusieron al Estado a un paso del 
colapso total.

La Asociación de Estudiantes 
Universitarios publicó un extenso 
mensaje al Ejército exponiendo las 
razones de la  lucha. Dice así:  

“2. Que al protestar la ciudada-
nía, justificadamente indignada, 
del fraude electoral cometido y 
las violaciones a la Carta 
fundamental del país, el Ejecutivo 
reaccionó haciendo uso de la 
violencia en grado no conocido 
nunca antes en Guatemala y 

que dejara como saldo más de 
45 personas muertas, más de 
500 heridos y más de 1,000 
detenidos, trasgrediendo así, 
una vez más, la Constitución 
que claramente consigna en su 
artículo primero que Guatemala 
es una nación soberana, libre e 
independiente, organizada para 
garantizar a sus habitantes el 
respeto a la dignidad humana, el 
goce de los derechos y libertades 
fundamentales del ser huma-
no, la seguridad y la justicia, el 
desenvolvimiento integral de la 
cultura y para crear condiciones 
económicas que conduzcan al 
bienestar social.

“6. Que la AEU lanzó a la 
opinión pública una plataforma 
de puntos que de cumplirse 
traerían de nuevo la paz, la 
tranquilidad y la concordia que 
tanto necesita la Nación. Dicha 
plataforma de puntos ha sido 
públicamente respaldada por 
las organizaciones conscientes y 
más representativas del país, lo 
que nos permite garantizar que 
su cumplimiento resolvería en 
definitivamente la crisis política 
por la que actualmente atraviesa 
la Nación.

“Nadie debe llamarse a engaño; 
en este momento solo hay dos 
bandos: de un lado el 
estudiantado con el pueblo 
que pide justicia y honradez 
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y del otro lado está Ydígoras y su 
camarilla de Gobierno.  Este es 
el panorama real: o se está con 
el pueblo o se está con la tiranía 
Ydigorista.  Que cada quien, pues, 
cumpla con su deber en el lugar 
que le corresponda para luchar.  El 
Ejército de Guatemala tiene ahora 
la palabra.  Ningún funcionario, 
empleado civil o militar, está 
obligado a acatar órdenes 
manifiestamente ilegales o que 
implique la comisión de un delito.  
Ciudad Universitaria, Territorio 
libre, 30 de abril de 1962.”

Mi percepción es que este 
movimiento no obedeció a un 
planteamiento ideológico concreto 
y esa fue una de las razones por 
las que fue perdiendo fuerza y 
cohesión.  Y conforme fue 
pasando el tiempo y que no se 
veía claro el futuro inmediato, los 
grupos de apoyo se fueron 
retirando y, al final, los estudiantes 
nos quedamos solos y frustrados 
regresamos a las aulas 
universitarias cansados de una 
huelga tan prolongada.

En una de las últimas reuniones de 
los dirigentes de la AEU que se 
celebró en un oculto lugar del 
Hospital General del San Juan de 
Dios, llamado La Tumba, se 
acordó -y yo estaba presente- que 
la AEU no formaría parte del 
nuevo Gobierno el cual debería 
estar constituido por ciudadanos 

reconocidos por su honorabilidad. 
Quedaba claro así que a los 
estudiantes no los movían intereses 
espurios o la búsqueda de poder 
político alguno. 

Cualquiera que lea este 
comentario hoy podrá considerarnos 
ingenuos y carentes de una visión 
política elemental, pero así 
sucedió.

2. Parecido al sabotaje

Las manifestaciones y protestas 
fueron en aumento a tal punto 
que el desorden en que vivía la 
ciudad de Guatemala no podía 
ser controlado por las fuerzas de 
seguridad. A los estudiantes el 
Presidente les llamaba la “hidra 
de siete cabezas” y las cabezas 
de este monstruo aparecían por 
todos lados y en el momento más 
inesperado.

Las asociaciones estudiantiles 
organizaron concentraciones 
masivas y actividades que hoy 
alguien podría calificarlas como 
sabotajes.

La primera acción la inició la AEM 
(Asociación de Estudiantes de 
Medicina). Era la operación regalo. 
Consistía en una pequeña tabla 
llena de clavos envuelta en papel 
de regalo. Mientras un estudiante 
pagaba el pasaje el otro 
compañero colocaba el regalito 
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debajo de la llanta de la 
camioneta. Dos cuadras después 
la llanta pinchaba y todo el pasaje 
a la calle.  Esto sucedió en 
muchos puntos de la ciudad y 
hacía el transporte público 
imposible.

La segunda acción fue realizada 
por los estudiantes de Ingeniería 
que trabajaban en la 
Municipalidad de la ciudad.  La 
Facultad de Ingeniería estaba 
en un edificio del centro y en su 
fachada colgaba una gran 
pancarta con una muchacha 
desnuda y un compás.  Decía: 
“Medimos todo lo medible.”  Estos 
albañiles convencieron a los 
choferes encargados de la 
recolección de basura y, pistola 
en mano, asaltaron al chofer y lo 
bajaban del camión mientras otros 
compinches echaban 
gasolina y prendían fuego a la 
basura. Los camiones se colocaron 
en puntos estratégicos de mayor 
concentración del tránsito y era 
verdaderamente impresionante la 
humazón que la gente veía 
asustada. La congestión del 
tránsito fue mayúscula. Demás 
está decir que mientras se 
quemaba la basura el 
estudiante asaltante y el chofer 
asaltado compartían unos buenos 
tragos en una cantina.

Los aprendices de dentista 
vaciaron las ferreterías de tachuelas 

y los pinchazos hicieron su agosto.
Los de Farmacia llevaron a cabo 
lo suyo. Estos boticarios mezclaron 
químicos que producían un olor 
pestilente, digamos como los 
suspiros del colon.  Regaron el 
compuesto en los baños del 
Palacio Nacional y la peste 
llegaba hasta el propio despacho 
del Señor Presidente, algo 
verdaderamente desagradable.  
Pero no se quedaron allí: 
mezclaron un colorante vegetal y 
lo fueron a echar en los tanques 
de distribución del agua. Al día 
siguiente, al abrir los grifos, el 
agua salió roja como en las 
plagas de Egipto. ¡Los estudiantes 
envenenaron el agua! Y ese día 
no bebieron agua los asustados 
vecinos del Reino de Guatemala.
 
El Gobierno del General no 
encontraba formas de controlar el 
desorden organizado. Mandó a 
ametrallar los depósitos de 
gasolina que estaban en la 
Petapa y, por supuesto, le echaron 
el muerto a los estudiantes.
Esta acción sí asustó a la 
población y, al final, fue una de las 
causas del retiro de mucha gente 
del movimiento.

3. El golpe

El desorden en las calles lejos de 
disminuir iba en aumento a pesar 
de que la población estaba 
todavía asustada por el 
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ametrallamiento de los tanques de 
gasolina.

Yo era presidente del Consejo 
Superior Estudiantil, ente que 
agrupaba a todos los presidentes 
de las asociaciones de la AEU, y 
con Neto Ramírez Pereira, 
presidente de la AEU, y Guillermo 
Putzeys secretario de la misma, 
estábamos en primera fila del 
movimiento estudiantil pero no 
teníamos control de todo lo que 
sucedía.  Era imposible porque 
quienes se habían adherido a este 
movimiento lo componían 
ciudadanos y organizaciones de lo 
más diversas y cada quien actuaba 
por su cuenta.  

Pero yo sí tenía mis secuaces: 
Guayo Meyer y Carlos Gehlert 
Matta, quienes serían después 
ministros de Estado; Neto Mena, 
famoso radiólogo; Quique Soto 
Urbina catedrático universitario; 
Alfonso Pérez Bran, ministro de 
hospitales; Rafa Espada, cirujano 
príncipe y Juan Rodolfo 
Aguilar, que como embajador de 
la UNICEF recorrería todo el 
planeta. Pero en ese tiempo 
éramos solo matasanos del 
emplasto fabricantes.

Juan Rodolfo estuvo en un 
incidente que él no recuerda o no 
quiere recordar.  Juancho era en 
ese tiempo un muchachito flaquito, 

medio desnutrido, que andaba 
conmigo por todos lados en la 
Escuela de Medicina.  El general 
Ydígoras haciendo alarde de que 
él no les tenía miedo a los 
estudiantes salió a la calle con 
todo su Gabinete.  Una camioneta, 
de aquellas rojas del servicio 
urbano que caminaba a 5 
kilómetros por hora venía por la 
Sexta Avenida y a la altura de la 
Décima Calle, frente a la foto del 
Canche Serra, iba casi rozando la 
acera. El Presidente y sus 
ministros estaban a un poco más 
de un metro, Juancho se asomó 
a la ventanilla y le gritó “¡viejo 
farsante!”  De inmediato se 
subieron los judiciales y se lo 
llevaron preso, pero después me lo 
entregaron.

Hay un hecho que no sé si se 
menciona en los testimonios que 
se publicaron.  Se iniciaron las 
conversaciones para preparar el 
golpe de Estado. Los conjurados 
nos reuníamos en la residencia de 
un coronel que vivía allá por Las 
Majadas pero, al final, el golpe 
no se dio porque la Fuerza Aérea 
no quiso participar.  Si se hubieran 
bloqueado los aeropuertos los 
avioncitos de la FAG (Fuerza Aérea 
de Guatemala) hubieran parecido 
pajaritos de papel.  Hay un dato 
que es de colección: asistía a las 
reuniones Pancho Fajardo, quien 
era muy cercano al círculo del 
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coronel Enrique Peralta Azurdia; 
desayunaba con él todos los días, 
de manera que el Ministro de la 
Defensa estaba enterado de que 
se preparaba un golpe contra el 
Gobierno. Alguien pensaría que 
Pancho era un espía del Coronel 
pero no fue así.  El Coronel sí 
estaba interesado y dio el Golpe 
un año después, pero por razones 
ajenas a este movimiento.

4. Un año después

Al coronel Peralta no se le quitaron 
las ganas, y un año después 
encabezó un movimiento armado 
que sacó del poder al general 
Ydígoras Fuentes.

Llegaba el doctor Juan José 
Arévalo de México para iniciar 
su campaña para la Presidencia.  
Su llegada conmovió a todo el 
estamento político porque había 
grupos que no deseaban un 
segundo mandato para el 
Presidente maestro. Él, sin lugar a 
dudas, habría ganado las 
elecciones y qué distinta hubiera 
sido la historia de Guatemala. El 
rumor fue que eso había sido la 
razón del Golpe.

Con el Coronel tuve un pequeño 
zipizape. Era yo presidente de la 
Asociación de residentes del 
Hospital Roosevelt. Comenzó a 
faltar ropa en sala de operaciones; 

yo le envié varios telegramas, pero 
él no me los contestó. Entonces 
publiqué uno en la prensa 
responsabilizándolo de lo que 
pudiera ocurrirle a los enfermos. 
Al día siguiente a las 7 de la 
mañana, en compañía del doctor 
Alfonso Ponce Archila, su ministro 
de Salud Pública, se presentó al 
Hospital. Con marcha marcial y 
taconeando nos dirigimos a la 
búsqueda del cuerpo del delito.  
Las calderas estaban arrumbadas 
sin mantenimiento y  a cargo de 
un señor, sastre de profesión. Allí 
se resolvió el problema y el sastre 
se fue a su casa.

Corría el año y noviembre nos 
esperaba para nuestra 
graduación.  Una sensación de 
desasosiego y pesadumbre nos 
embargaba pues dejábamos atrás 
ocho largos años en las aulas de 
la Facultad de Medicina y 
muchísimas horas al lado de la 
cama de los enfermos.  ¿Cuál 
sería nuestro futuro?  Yo no 
sospechaba que a la vuelta de la 
esquina me esperaba un 
pueblecito, Mataquescuintla,  al 
pie de las montañas de Jalapa en 
donde viví tres años con gentes 
verdaderamente maravillosas.

El comedor era el único lugar en 
donde podíamos platicar un poco, 
pero el del hospital Roosevelt era 
muy distinto al del santo Hospital 
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de Dios.  En el San Juan de Dios, 
cuando estábamos de turno, a 
media noche íbamos a la cocina a 
prepararnos un café.  El techo ya 
se nos caía encima y los ratones 
corrían por todos lados. La comida 
era a la carta; nomás aparecía el 
estudiante en la puerta del 
comedor que la señora cocine-
ra, cuchara en mano, le gritaba: 
¡bachiller, cómo desea que se le 
hagan los huevos! y los cultos 
comensales, a una voz, 
contestaban: de un lado para el 
otro.

En el hospital Roosevelt: zapatos 
blancos, pantalones blancos, 
camisa blanca, chaqueta blanca, 
bien rasurados y peinaditos 
hacíamos, como niños buenos, 
cola en fila india y con una 
charola de aluminio que tenían 
unas divisiones de manera que ya 
sabíamos de antemano la 
cantidad de comida que nos iba 
a servir el cocinero.  Recuerdo 
que los huevos no tenían la forma 
como los que ponían las gallinas 
allá por la parroquia de La 
Candelaria. Eran unos cuadritos 
amarillos, temblorosos y 
gelatinosos, “huevinas” les 
llamaban y eran donaciones de 
organizaciones benéficas 
extranjeras.  Había una de ellas 
que donaba alimentos, anti 
conceptivos y también 
ametralladoras.

Allí conocí  a una señora que 
trabajaba en la caja de la 
consulta externa y que me contó 
que había vivido en París.  Su 
esposo era escultor y se había 
suicidado lanzándose de una 
montaña. Ella regresó a 
Guatemala y ahora estudiaba 
escultura en la Universidad 
Popular.  Yo le pregunte si se 
trabajaba en piedra y ella 
sonriendo me dijo que lo hacían 
con barro.  La verdad es que yo 
en ese tiempo no era de tan mal 
ver. Me pidió que fuera su modelo 
y me explicó que había que posar 
dos veces a la semana y dos horas 
y media por sesión. Yo, 
ignorante, le pregunté cómo era 
eso de posar, y me contestó que 
era desnudo. Y allí se me 
dispararon todas las alarmas: 
venía yo de un seminario en 
donde había estudiado diez años 
con los jesuitas y me pareció 
inapropiado que yo me pusiera en 
cueros aunque fuera delante de 
una futura artista.

Yo se lo he comentado a mis hijos 
y ellos, matándose de la risa, me 
dijeron: ¡Pero, papá cómo  no 
aceptó la oferta, ahora estaría 
orinando en la fuente de la 
Municipalidad frente a Finanzas!

Moraleja: no hay que dejar pasar 
las oportunidades.
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